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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.
MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE FUNCIONARIO SEÑOR PATRICIO ACEVEDO MUÑOZ

El señor ESCALONA (Presidente).- Estimados señores Senadores y señoras Senadoras; funcionarios y funcionarias de la Cámara Alta; amigos y amigas que nos visitan, solicito un minuto de silencio en memoria de don Patricio Acevedo Muñoz, funcionario del Departamento de Abastecimiento y Logística del Senado, quien falleció en horas de anoche.



--Se guarda un minuto de silencio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de las sesiones 48ª, ordinaria, en 11 de septiembre, 49ª, especial, y 50ª, ordinaria, ambas en 12 de septiembre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con el primero retiró, en su momento, las urgencias que había requerido para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras (boletín N° 8.366-15).



--Se tienen presentes dichos retiros y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el segundo hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes proyectos de ley: 



1.- El que establece incentivos especiales para las zonas extremas del país (boletín N° 8.011-05).



2.- El que modifica la ley N° 20.305, sobre condiciones de retiro de los funcionarios públicos con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, reconoce pagos y otorga beneficios (boletín N° 8.059-13).



Con el tercero, por una parte, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



2.- Proyecto que modifica ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras (boletín N° 8.366-15).



Por otra parte, el mismo mensaje retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (boletín Nº 8.155-01).



2.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03).



3.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03).



4.- Proyecto de ley sobre protección de ecosistemas marinos (boletín N° 6.485-03).



5.- Proyecto que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (boletín N° 8.091-21).



6.- Proyecto que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletín N° 8.324-03).



7.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (boletín Nº 8.041-04).



8.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (boletín Nº 8.085-29).



9.- Proyecto que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (boletín Nº 7.761-24).



10.- Proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (boletín N° 7.308-06).



11.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



12.- Proyecto que elimina el inciso cuarto del artículo 32 de la ley N° 18.556, sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, que establece la obligación de publicar en su sitio web el padrón electoral y la nómina auditada de inhabilitados (boletín N° 8.345-06).



13.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y otros cuerpos legales con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines Nº 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).



14.- Proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07).



15.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deben ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).



16.- Proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (boletín N° 8.563-07).



17.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (boletín Nº 8.150-09).



18.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre la República de Chile y la República Argentina”, suscrito en Buenos Aires, Argentina, el 6 de agosto de 2009 (boletín Nº 8.154-10).



19.- Proyecto que adecua el decreto con fuerza de ley N° 1, de Salud, de 2005, a la ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales (boletín 8.222-11).



20.- Proyecto de ley que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del hilo curado (boletín Nº 8.579-25).



21.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (boletín N° 7.829-13).



22.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).



23.- Proyecto de ley que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obras (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales (boletín Nº 8.139-14).



24.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



25.- Proyecto que incorpora en el artículo 78 de la ley N° 18.290, de Tránsito, requisitos para el uso de chaleco reflectante (boletín N° 8.348-15).



Con el último retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, modificatorio de la ley Nº 18.700, que tipifica como delitos la entrega de regalos y dádivas por parte de los candidatos a elección popular y la emisión del sufragio por dinero u otra dádiva (boletín N° 8.531-06).



2.- Proyecto de ley que aumenta la penalidad de las lesiones causadas a periodistas en el ejercicio de sus funciones (boletín N° 7.326-07).



3.- Proyecto que modifica diversos artículos de la ley N°19.327, de Violencia en los Estadios (boletines Nos. 5.877-07, 6.205-25, 7.251-07, 7.509-07, 7.718-25, 7.600-25, 7.721-25, 6.055-25, 6.175-25, 6.210-25, 7.229-07, 7.603-25 y 7.741-25, refundidos).



4.- Proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (boletín N° 8.201-09).



Este mensaje también hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que regula la carretera eléctrica (boletín N° 8.566-08). 



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional durante los días 1 y 2 del mes en curso, lapso en el que acudirá en visita oficial a la República del Perú, para asistir a la III Cumbre de Jefes de Estado y Gobierno de América del Sur y los Países Árabes (ASPA).



Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero remite el mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público del año 2013 (boletín N° 8.575-05) (Véase en los Anexos, documento 1).



Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho mensaje fue recibido en esa Corporación el día 30 de septiembre del año en curso.



--Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Con el segundo comunica que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (boletín Nº 7.898-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con los tres siguientes informa que dio su aprobación a los siguientes proyectos de ley:



1.- El que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado” (boletín Nº 8.579-25) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Salud.


2.- El que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (boletines N°s. 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


3.- El que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251 (boletín Nº 7.818-14) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Con el último da a conocer la conformidad de Su Excelencia el Presidente de la República, compartida por esa Honorable Cámara, con la solicitud de archivo, planteada por esta Corporación, respecto del proyecto de ley que modifica causal de término de funciones de los trabajadores de la atención primaria de salud (boletín N° 2.840-11).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 207, letra b), de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito, y 39 y 40 de la Ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los juzgados de policía local.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Envía copia autorizada de las sentencias dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



1.- Artículo 53, incisos tercero y quinto, parte última, del Código Tributario, contenido en el decreto ley Nº 830, de 1974, y sus modificaciones, y



2.- Artículo 5°, inciso segundo, de la ley N° 20.285, de 2008, sobre Acceso a la Información Pública, en la parte que señala.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Adjunta informe que responde petición efectuada en nombre del Senador señor Horvath, para continuar operaciones de búsqueda de los funcionarios de la Dirección de Aguas desaparecidos en el río Huemules, Región de Aysén.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia (s):



Responde consulta, enviada en nombre de la Senadora señora Alvear, sobre la circular N° 9, de 2012, del Director del Servicio de Impuestos Internos, en materia de tributación de iglesias y entidades religiosas con personalidad jurídica, y su consistencia con los 30 compromisos suscritos por Su Excelencia el Presidente de la República con las iglesias evangélicas y protestantes durante su campaña presidencial.



Del señor Ministro de Justicia:



Da respuesta a petición de antecedentes, remitida en nombre de los Senadores señores Horvath y Chahuán, respecto de la situación de la señora María Elena Andonie Araque y sus hijas adoptivas.



Comunica que se requirió al señor Director Nacional del Servicio Médico Legal que informe sobre solicitud, remitida en nombre del Senador señor Coloma, relativa a necesidad de un médico legista en la provincia de Curicó. 



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Adjunta respuesta del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social a la consulta, formulada en nombre del Senador señor Kuschel, sobre número de solicitudes acogidas en materias de Bono por Hijo y Bono Bodas de Oro en la Región de Los Lagos.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Envía respuesta a consulta, cursada en nombre del Senador señor Navarro, en cuanto a opción habitacional para las familias del sector Aurora de Chile que serán erradicadas debido a la construcción del nuevo puente Chacabuco, en la comuna de Concepción.



Del señor Ministro de Salud:



Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Kuschel, acerca del estado de avance de los proyectos de esa Secretaría de Estado en diversas comunas de la Región de Los Lagos.



Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Frei, Gómez, Lagos, Letelier, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar, con el que se solicita corregir la exclusión de la modalidad de libre elección del Fondo Nacional de Salud que afecta a los adultos mayores (boletín N° S 1.484-12).



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Adjunta contestación a solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre la operación del Fondo Solidario de Elección de Vivienda en las labores de reconstrucción, a raíz del terremoto de febrero de 2010.



Remite respuesta del señor Director (s) del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Los Lagos, referente a consulta, hecha en nombre del Senador señor Kuschel, sobre factibilidad de proyecto de evacuación de aguas lluvias desde el sector del Liceo de Caremalpu hacia el mar en la comuna de Maullín. 



Del señor Ministro de Agricultura:



Comunica la actualización en el sitio web del Servicio Agrícola y Ganadero de los antecedentes sobre ubicación de las siembras con transgénicos desglosada por comunas, materia consultada, en su oportunidad, en nombre del Senador señor Letelier. 



Del señor Ministro de Minería:



Remite informe que atiende petición, formulada en nombre del Senador señor Escalona, para que esa Secretaría de Estado resguarde la sustentabilidad del proceso de explotación de la turbera en la provincia de Chiloé.



Del señor Comandante en Jefe del Ejército:



Da contestación a solicitud de antecedentes, requerida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de diversos aspectos del funcionamiento y costos del sistema de salud de los pensionados de dicha institución castrense.



De la señora Subsecretaria de Obras Públicas:



Remite respuesta del señor Director General de Aguas (s) a solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Allende, relativa a uso de los derechos de aguas, por actividades productivas y por regiones, y en el caso de la de Atacama, desglosándolo por cuencas y subcuencas. 



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile: 



Da respuesta a petición, enviada en nombre del Senador señor Horvath, para que se revise la dotación de la Tenencia “Puerto Cisnes” y de las otras comunas de la Región de Aysén.



Del señor Gerente General de la Empresa Nacional del Petróleo:



Informa, en atención a solicitud cursada en nombre del Senador señor Bianchi, las reservas probadas de petróleo, condensado y gas, en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental:



Contesta solicitud de información, hecha en nombre del Senador señor Navarro, sobre existencia de permiso ambiental u otra resolución que autorice la disposición de las cenizas que genera la Central Termoeléctrica Bocamina, en la comuna de Coronel.

 

Del señor Intendente de Regulación, Superintendencia de Pensiones:



Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa a vicisitudes que han afectado el monto de la jubilación de doña Nora Huircalaf Gajardo, ex imponente de la Caja Nacional de Empleados Públicos.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Valparaíso:



Remite antecedentes técnicos y administrativos que fundamentan la solicitud de que se gestione la incorporación de recursos presupuestarios para financiar los gastos de operación y mantención del Museo de Bellas Artes Pascual Baburizza, de esa comuna. 



Del Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Talcahuano:



Expone petición de integrantes de esa Corporación para que se respalde, en el marco del debate presupuestario, la entrega de recursos necesarios para concluir la reconstrucción de Asmar Talcahuano y la construcción de un tercer dique en dicho astillero. 



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:



Contesta petición de información, enviada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre los gastos realizados por esa Secretaría de Estado en publicidad o difusión durante los años 2010, 2011 y 2012.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre interés máximo convencional (boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 5).



Informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que adecua el decreto con fuerza de ley N° 1, de Salud, de 2005, a la ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales (boletín N° 8.222-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la resolución N° 2391 (XXIII) el 26 de noviembre de 1968 (boletín N° 1.265-10) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Quedan para tabla.
Mociones



De los Senadores señores Horvath y Chahuán, con la que inician un proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura con el objeto de prohibir el uso de alambres en los palangres en la pesca de pez espada (boletín N° 8.597-03) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección a los derechos de los consumidores y el Código Aeronáutico con el fin de someter la sobreventa de pasajes en los vuelos a los procedimientos de la ley N° 19.496 (boletín N° 8.602-03) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Economía.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Chahuán y Lagos, con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que autorice la aplicación de tributos de clara identificación local a la recuperación patrimonial y el desarrollo integral de la ciudad de Valparaíso, incluida en el listado de sitios que forman parte del “Patrimonio Cultural de la Humanidad” (boletín Nº S 1.515-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



Dos del Senador señor Chahuán, con los que propone dirigir sendas peticiones a las autoridades que se señalan a continuación:



1.- A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con la finalidad de que se adopten las resoluciones conducentes al reconocimiento de los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad que se encuentren contratados por las municipalidades ejecutoras como trabajadores para todos los efectos legales (boletín Nº S 1.516-12) (Véase en los Anexos, documento 11).



2.- Al señor Ministro de Salud, referente a la derogación de la norma que obliga a los médicos especialistas que se inscriban como tales en el Arancel del Fondo Nacional de Salud a contar con una antigüedad de once años en el ejercicio de su profesión (boletín Nº S 1.517-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Girardi, para ausentarse del territorio de la República a contar del 29 de septiembre recién pasado.



--Se concede.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en reunión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Dejar sin efecto la sesión especial citada para mañana, 3 de octubre, con el objeto de "analizar los peligros y riesgos sísmicos a que está expuesto nuestro país, en especial a propósito de la llamada Falla de San Ramón ubicada en la Región Metropolitana".



2) Fijar un nuevo plazo para formular indicaciones a los siguientes proyectos:



-El que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (boletín N° 7.761-24), hasta el lunes 8 de octubre, a las 12, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda. 



-El que sanciona la comercialización del “hilo curado” (boletín N° 8.576-11), hasta el lunes 8 de octubre, a las 13, en la Secretaría de la Comisión de Salud.



-El que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19), hasta el lunes 8 de octubre, a las 12, en la Secretaría de las Comisiones de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas.



-El relativo a la protección de ecosistemas marinos (boletín N° 6.485-03), hasta el miércoles 3 de octubre, a las 12, en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

CONMEMORACIÓN DE DÍA INTERNACIONAL DE LA NO VIOLENCIA

El señor ESCALONA (Presidente).- Por acuerdo unánime de los Comités, al inicio de esta sesión corresponde conmemorar el Día Internacional de la No Violencia.



Con dicho propósito, los señores Senadores y las señoras Senadoras firmaremos la “Carta para un Mundo sin Violencia”.



Mediante tal acto, nosotros, quienes suscribimos estos valores, reafirmamos nuestro compromiso con la Declaración Universal de los Derechos Humanos.



Expresamos nuestra preocupación por la necesidad de poner fin a la propagación de la violencia en todos los niveles de la sociedad y, sobre todo, por las amenazas que a nivel global colocan en peligro la misma existencia de la humanidad.



Asimismo, reafirmamos que la libertad de pensamiento y expresión está en la raíz de la democracia y de la creatividad.



El texto de la “Carta para un Mundo sin Violencia” reconoce, además, que la violencia se manifiesta de muchas formas, ya sea como conflicto armado, ocupación militar, pobreza, explotación económica, destrucción del medioambiente, corrupción y prejuicios basados en la raza, la religión, el género o la orientación sexual.



Por ello, asume el compromiso de trabajar para ir reparando los daños que a nivel de la humanidad y de cada nación genera la aplicación de la violencia en los términos anteriormente señalados.



De otra parte, cabe señalar que en los Senadores y Senadoras existe el convencimiento de suscribir este texto teniendo en cuenta que la paz no solamente es la ausencia de violencia, sino también el compromiso para trabajar por la presencia de justicia y el bienestar de los ciudadanos y las ciudadanas.



Por lo mismo, consideramos inadecuado un reconocimiento parcial o limitado de las diferencias étnicas, culturales y religiosas. Y, en consecuencia, pensamos que este debe realizarse sobre la base de la plena aceptación de la diversidad que caracteriza la civilización de la que formamos parte.



Reconocemos, por lo tanto, la urgencia de desarrollar un planteo alternativo de seguridad colectiva, basado en un sistema de seguridad mediante el cual ningún país o grupo de países deba contar con armas nucleares para su propia seguridad que amenacen la paz y la estabilidad global.



Somos conscientes, en consecuencia, de que el mundo precisa mecanismos globales eficientes y prácticas no violentas de prevención y de resolución de conflictos, y de que estos tienen mayor éxito cuando son adoptados con la mayor anticipación posible.



Por consiguiente, con la investidura que nos corresponde al formar parte del Senado de la República, afirmamos que tenemos una responsabilidad que asumir para responder a la violencia donde esta se manifieste, y de prevenirla cada vez que ello nos sea factible.



Finalmente, expresamos que estamos convencidos de que los principios de la no violencia deben triunfar en todos los niveles de la sociedad, así como en las relaciones entre los Estados y las personas.



Conforme al acuerdo unánime de Comités ya citado, el señor Secretario procederá a invitar a las señoras Senadoras y señores Senadores para que pasen a suscribir el documento pertinente.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



--A continuación, concurren a firmar la “Carta para un Mundo sin Violencia” los Honorables Senadores:



-Isabel Allende Bussi.



-Soledad Alvear Valenzuela.



-Carlos Bianchi Chelech.



-Carlos Cantero Ojeda.



-Francisco Chahuán Chahuán.



-Juan Antonio Coloma Correa.



-Camilo Escalona Medina.



-Eduardo Frei Ruiz-Tagle.



-José García Ruminot.



-José Antonio Gómez Urrutia.



-Antonio Horvath Kiss.



-Carlos Kuschel Silva.



-Ricardo Lagos Weber.



-Hernán Larraín Fernández.



-Juan Pablo Letelier Morel.



-Pedro Muñoz Aburto.



-Jaime Orpis Bouchón.



-Víctor Pérez Varela.



-Jorge Pizarro Soto.



-Baldo Prokurica Prokurica.



-Ximena Rincón González.



-Fulvio Rossi Ciocca.



-Mariano Ruiz-Esquide Jara.



-Hosaín Sabag Castillo.



-Eugenio Tuma Zedan.



-Gonzalo Uriarte Herrera.



-Ena Von Baer Jahn.



-Ignacio Walker Prieto.



-Patricio Walker Prieto.



-Andrés Zaldívar Larraín.

El señor ESCALONA (Presidente).- Agradecemos a las señoras y señores Senadores y a la organización Mundo Sin Violencia su esfuerzo por impulsar este compromiso. 



La gran cantidad de jóvenes que ahora nos visitan en las tribunas constituye el mejor testigo del compromiso que hemos suscrito aquí.



¡Muchas gracias a todos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

V. ORDEN DEL DÍA

RESPONSABILIDAD JURÍDICA POR ACCIÓN DE ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Ruiz-Esquide, Kuschel y de los entonces Senadores señores Ominami y Arancibia, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos, con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6499-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y de los entonces Senadores señores Arancibia y Ominami):


En primer trámite, sesión 14ª, en 5 de mayo de 2009.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 19ª, en 19 de mayo de 2009.


Salud (nuevo): sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.


Salud (complementario del nuevo): sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.


Salud (segundo): sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.


Hacienda: sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.


Discusión:



Sesiones 22ª, en 2 de junio de 2009 (vuelve a Comisión de Salud para un nuevo informe); 19ª, en 18 de mayo de 2011 (queda para segunda discusión); 21ª, en 31 de mayo de 2011 (queda aplazada su votación); 22ª, en 1 de junio de 2011 (se aprueba en general); 44ª, en 29 de agosto de 2012 (queda para segunda discusión).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que en sesión de 1 de junio de 2011 la iniciativa fue aprobada en general y que en sesión de 29 de agosto se solicitó segunda discusión.



La Comisión de Salud deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones y de que efectuó una serie de enmiendas al texto aprobado en general, las cuales acordó por unanimidad, con excepción de cuatro de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente.



La Comisión de Hacienda, por su parte, realizó diversas enmiendas al texto despachado por la de Salud, las que aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes.



Cabe señalar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o que existan indicaciones renovadas.



De estas modificaciones unánimes, las recaídas en los artículos 20, 25 (inciso segundo), 28 y 30 requieren para su aprobación 21 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Por consiguiente, procede, en primer lugar, votar sin debate las enmiendas unánimes, lo cual se puede efectuar de dos maneras: votarlas todas juntas, o votar separadamente las de quórum especial, según lo determine el señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay objeción, se votarán primero sin debate todas las enmiendas unánimes, incluidas aquellas que requieren quórum especial.



--Así se acuerda.

El señor ROSSI.- ¿No ofrecerá la palabra, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- No, señor Senador. De acuerdo con el Reglamento, primero deben votarse sin debate las enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión. En seguida, nos ocuparemos de aquellas que no fueron acordadas en esa condición.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Reitero que se hallan para su pronunciamiento solo las enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión de Salud y las modificaciones introducidas por la de Hacienda, porque todas ellas fueron unánimes. 



Además, se incluyen aquí las enmiendas recaídas en los artículos 20, 25 (inciso segundo), 28 y 30, que requieren quórum especial por incidir en normas de rango orgánico constitucional.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas unánimes y los artículos 20, 25, 28 y 30 (24 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Continuando con la relación, es preciso señalar que con el mismo quórum especial debe aprobarse el artículo 31, dado que, aunque no fue objeto de modificaciones en el segundo informe, es una norma orgánica constitucional. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba por unanimidad con el quórum constitucional exigido. 

El señor NOVOA.- Solicito que se agregue mi voto, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de que el Honorable señor Novoa concurre también con su pronunciamiento favorable en la votación anterior y en la actual. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que en su nuevo primer informe la Comisión de Salud juzgó adecuado denominar la iniciativa con un nombre más acorde al de su contenido, razón por la que sugirió referirse a él como “proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía”. 



Este tema se dejó pendiente cuando se realizó la discusión en general de la iniciativa, postergándose su resolución para el debate en particular.



Por ello, el señor Presidente, si lo estima conveniente, someterá a votación o a aprobación unánime el cambio de nombre propuesto para el proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay objeción, se acogerá la proposición.



--Se aprueba unánimemente la modificación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Finalmente, Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Salud, las modificaciones introducidas por la de Hacienda y el texto final que resultaría de aprobarse dichas enmiendas. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión particular la iniciativa.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora pasamos a las modificaciones que no fueron aprobadas por unanimidad en la Comisión de Salud.



La primera de ellas recae en el artículo 4° del proyecto, donde se registraron 3 votos a favor y una abstención.



Hago presente que el inciso tercero del precepto es de quórum orgánico constitucional, el cual dice que “el juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie”.



Los demás incisos son de quórum simple.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará con la misma votación registrada precedentemente.



--Se aprueba por unanimidad con el quórum constitucional exigido. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- También con tres votos a favor y una abstención se acogió el artículo 5° del proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará. 



--Se aprueba por unanimidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, el artículo 6° se acogió por tres votos a favor y dos abstenciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba por unanimidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por último, el artículo 21 se acogió por tres votos a favor y una abstención.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba por unanimidad, y queda despachado el proyecto en este trámite.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias a las señoras y señores Senadores.

MODIFICACIÓN DE LEY N° 20.599, SOBRE REGULACIÓN DE INSTALACIÓN DE TORRES SOPORTE DE ANTENAS EMISORAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8366-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 40ª, en 8 de agosto de 2012.


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 43ª, en 28 de agosto de 2012.


Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 48ª, en 11 de septiembre de 2012.


Discusión:



Sesión 44ª, en 29 de agosto de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 29 de agosto del presente año.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 1º no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conserva el mismo texto aprobado en general. Esta disposición debe darse por aprobada, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueba reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Asimismo, dicho órgano técnico efectuó una sola modificación al proyecto de ley, la que acordó por unanimidad. 



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



Se hace presente que el literal c) del artículo 2° es de rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación requiere 21 votos favorables.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la cuarta columna transcribe la modificación introducida por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y en la quinta, el texto que quedaría si ella fuera aprobada.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde votar la enmienda, despachada unánimemente por la Comisión, que se introduce mediante la letra a) del artículo 2° del proyecto para agregar un inciso final al artículo 7° de la ley N°18.168.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba unánimemente la modificación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como señaló el señor Secretario, el literal c) del artículo 2º es de rango orgánico constitucional. Por tanto, se debe dejar constancia del quórum.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra c) del artículo 2º (23 votos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido, y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señora Lily Pérez y señor Quintana.

ACUERDO CON HONDURAS SOBRE RECIPROCIDAD EN LIBRE EJERCICIO DE ACTIVIDADES REMUNERADAS DE FAMILIARES DEPENDIENTES DE PERSONAL DE SERVICIO EXTERIOR

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre las Repúblicas de Chile y Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares, suscrito en Santiago de Chile el 15 de noviembre de 2011, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8238-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 30ª, en 3 de julio de 2012.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 47ª, en 5 de septiembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto de acuerdo tiene como objetivo principal facilitar la contratación de los familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las misiones diplomáticas y consulares en el Estado receptor.



La Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en igual forma.



--Se aprueba en general y particular el proyecto de acuerdo, el cual queda despachado en este trámite.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SOLICITUD DE ELIMINACIÓN DE ARANCEL ADUANERO A IMPORTACIONES DE COMBUSTIBLES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Bianchi, Gómez y Orpis.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1495-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 32ª, en 4 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Mediante este proyecto de acuerdo se le requiere a Su Excelencia el Presidente de la República la supresión del arancel aduanero a la internación de crudos. El propósito es eliminar dicho arancel a la totalidad de las importaciones de combustibles, para ampliar el mercado al que ENAP puede acceder a los efectos de abastecerse y rebajar así sus costos y los precios finales del producto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

PETICIÓN DE MEDIDAS PRESIDENCIALES CON RESPECTO A LITIO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores Cantero y Rossi, relativo al litio.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1472-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 16ª, en 9 de mayo de 2012.


Queda pendiente su votación en sesión 33ª, de 10 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de este proyecto es solicitarle al Presidente de la República:



“1.- No innovar en el anuncio que hiciera el Gobierno de proceder a la licitación de contratos de explotación de litio por la vía administrativa.



“2.- Incorporar a la industria nacional a la cadena de valor.



“3.- Disponer que se revisen los acuerdos y contratos originales que fueron suscritos entre el Estado y las concesionarias en los que se estipulaba la creación del Instituto del Litio, así como examinar el uso y destino que se ha dado al royalty pagado a CORFO por las empresas concesionarias”.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

SOLICITUD DE CREACIÓN DE MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores Cantero, Chahuán y Rossi, sobre creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1473-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 16ª, en 9 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de este proyecto de acuerdo es pedirle al Presidente de la República:



“1.- Disponer la creación de un Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, con capacidad ejecutiva, recursos suficientes y dirigido por un Ministro, que responda con agilidad y eficacia a las vertiginosas transformaciones sociales en la época de la sociedad del conocimiento y de las tecnologías de la información.



“2.- Crear una institucionalidad para la ciencia, tecnología e innovación.



“3.- En el intertanto, derogar los decretos leyes Nos 116, de 1973, y 668, de 1974, que declararon en receso el Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), para que el Ejecutivo cuente nuevamente con una asesoría directa en materias de desarrollo científico y tecnológico para el país”.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
PETICIÓN DE INICIATIVA DE LEY PARA REGULARIZACIÓN DE PAGO DE DERECHOS DE ASEO DOMICILIARIO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Rincón y Lily Pérez y señores Bianchi, Chahuán, Frei, García, Gómez, Lagos, Hernán Larraín, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1474-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 16ª, en 9 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Mediante este proyecto de acuerdo se solicita el envío de una iniciativa de ley sobre regularización del pago de derechos de aseo domiciliario, con el propósito de rebajar la morosidad existente a ese respecto y facultar a los municipios para que condonen multas e intereses aplicados a las deudas pertinentes.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

SOLICITUD DE INICIATIVA DE LEY REGULATORIA DE FINANCIAMIENTO DE INCENTIVO AL RETIRO DE FUNCIONARIOS DE UNIVERSIDADES ESTATALES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señora Lily Pérez y señores Lagos, Navarro, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1476-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A través de este proyecto de acuerdo se le solicita al Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que regule la forma de financiamiento del incentivo al retiro de los funcionarios de las universidades estatales sobre la base de una fórmula de corresponsabilidad entre esas casas de estudios superiores y el Fisco.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

SOLICITUD DE INICIATIVA DE LEY SOBRE INCORPORACIÓN EN ESTATUTO ADMINISTRATIVO DE RÉGIMEN DE INDEMNIZACIÓN POR AÑOS DE SERVICIO EFECTIVO EN SECTOR PÚBLICO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señoras Lily Pérez y Rincón y señores Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar, sobre incorporación en el Estatuto Administrativo de un régimen de indemnización por años de servicio efectivo en el sector público. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1477-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es solicitarle al Presidente de la República que envíe a tramitación una iniciativa legal sobre la materia explicitada.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala? 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

SOLICITUD A GOBIERNO DE IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMA PARA PAGO A ORGANISMOS PÚBLICOS CON TARJETAS DE CRÉDITO Y DE DÉBITO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor García-Huidobro, señora Von Baer y señor Uriarte. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1478-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es solicitarle al Presidente de la República que se obligue a los organismos públicos a implementar un sistema que integre el uso de tarjetas de crédito y de débito para el pago de los servicios que presten, de los derechos que cobren o de las obligaciones legales que deban cumplirse ante ellos.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala? 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo. 

SOLICITUD DE INSTRUCCIÓN PRESIDENCIAL PARA RESPALDO A DECLARACIÓN DE ONU SOBRE DERECHOS DE PUEBLOS INDÍGENAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Bianchi, Cantero, Escalona y Lagos.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1480-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 21ª, en 23 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).-  El objetivo de este proyecto de acuerdo es pedirle al Presidente de la República que instruya a los Ministros de Relaciones Exteriores y de Desarrollo Social; a la Ministra del Medio Ambiente, y a los funcionarios del Estado que participen en la próxima Conferencia de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible para que respalden allí la Declaración de la ONU sobre Derechos de los Pueblos Indígenas.

El señor ESPINA.- Pido que se vote, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Creo que este proyecto de acuerdo es extemporáneo, porque la Conferencia de la ONU vinculada con la Declaración que individualizó el señor Secretario ya se llevó a cabo, si no me equivoco.

El señor LABBÉ (Secretario).- Habría que retirarlo de la tabla.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá. 



--El proyecto de acuerdo queda retirado de la tabla.

PETICIÓN DE APOYO OFICIAL A PROGRAMA CENSO DE LA VIDA MARINA-CHILE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Bianchi, Cantero, Escalona, García-Huidobro y Lagos. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1481-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 21ª, en 23 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad de este proyecto de acuerdo es pedirle al Presidente de la República apoyo oficial para el programa Censo de la Vida Marina-Chile e inclusión de los recursos fiscales necesarios en la Ley de Presupuestos de 2013.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se...

El señor PROKURICA.- Votemos, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos afirmativos).



Votaron las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Horvath, Lagos, Pizarro, Prokurica, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

PETICIÓN A EJECUTIVO DE NORMAS DE RESGUARDO PARA FUNCIONARIOS DE GOBIERNOS REGIONALES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Bianchi, Rossi, Sabag y Zaldívar. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1485-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 23ª, en 6 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad de este proyecto de acuerdo es solicitarle al Presidente de la República incorporar, en el proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, normas de resguardo laboral que beneficien a quienes prestan servicios en los gobiernos regionales, con el propósito de “Garantizarles oportunidades de capacitación que les permitan ejercer con mayor propiedad las funciones y atribuciones derivadas de las nuevas competencias que se entregan a los gobiernos regionales”; “Ampliar las plantas y dotaciones de los servicios del gobierno regional a las que están asignados”; “Garantizar el respeto irrestricto por la carrera funcionaria y por la concursabilidad de los cargos”, y “Homologar y uniformar sus remuneraciones”. 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala? 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

PETICIÓN DE INICIATIVA LEGAL PROTECTIVA DE DERECHOS DE NIÑOS Y ADOLESCENTES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Letelier y Patricio Walker, señora Lily Pérez y señores Hernán Larraín y Tuma. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1486-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 23ª, en 6 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es solicitarle al Presidente de la República que, en forma previa al envío y al debate parlamentario del proyecto tendiente a reformar el actual Servicio Nacional de Menores, se remita una proposición de ley sobre protección integral a los derechos de la infancia y creación de un defensor de los derechos de niños, niñas y adolescentes.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ESPINA.- ¿Se pide enviar un proyecto sobre la materia antes del relativo al SENAME?

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Espina pide una aclaración. 



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto de acuerdo señala que en forma previa al envío y al debate parlamentario del proyecto de ley que tiene por objeto reformar el actual Servicio Nacional de Menores se remita una proposición de ley sobre protección integral de los derechos de la infancia y de creación de un defensor de los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?

El señor ESPINA.- No, señor Presidente. Yo votaré en contra. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, deberemos votar. 



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos a favor y 1 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), Horvath, Lagos, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Espina. 

SOLICITUD DE AUMENTO EN PRESUPUESTO DE SENAME PARA NIÑOS Y ADOLESCENTES INSERTOS EN PROGRAMAS AMBULATORIOS O RESIDENCIALES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Patricio Walker, señora Alvear y señores Hernán Larraín y Letelier. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1487-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 23ª, en 6 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República que, dentro del Presupuesto para el año 2013, considere un aumento de 50 mil millones de pesos anuales para destinarlos a niños, niñas y adolescentes insertos en programas ambulatorios o residenciales, con el objeto de poner fin al déficit actual del SENAME.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala... 

El señor PROKURICA.- Pido votación, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- El Honorable señor Prokurica solicita que el asunto sea sometido al pronunciamiento de la Sala.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor).



Votaron la señora Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Horvath, Lagos, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Los Senadores señora Lily Pérez e Ignacio Walker dejan constancia de su intención de voto a favor.

RESPALDO A CEÑIMIENTO ESTRICTO A TRATADO DE PAZ Y AMISTAD CON BOLIVIA Y RATIFICACIÓN DE DISPOSICIÓN PARA PROMOCIÓN DE DIÁLOGO BILATERAL FRUCTÍFERO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Coloma, Kuschel, Larraín Fernández, Prokurica y Tuma, que respalda la política de Estado de ceñimiento estricto a las disposiciones del Tratado de Paz y Amistad suscrito con Bolivia en 1904 y ratifica la disposición de Chile a promover un diálogo bilateral fructífero.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1488-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 23ª, en 6 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala,...



Se pide votación.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos a favor).



Votaron las señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Prokurica, Quintana, Sabag y Walker (don Ignacio).

CREACIÓN DE TRIBUNALES ESPECIALES PARA JUZGAMIENTO DE CONDUCTA ÉTICA DE PROFESIONALES NO ASOCIADOS A COLEGIOS DE SU ORDEN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por el Honorable señor Chahuán, con el que se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación una iniciativa legal que establezca los tribunales especiales para el juzgamiento de la conducta ética de profesionales no asociados a colegios de su Orden.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1489-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 24ª, en 12 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La petición obedece a que las reclamaciones que se presentan, con el fin expuesto, ante los tribunales ordinarios no reciben la tramitación expedita que se requiere e implican costos económicos para los afectados y a que no existe un procedimiento uniforme para su juzgamiento, lo que provoca situaciones disímiles para los reclamantes, quienes no logran obtener la satisfacción plena de sus pretensiones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala,...



Se pide votación.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General). ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor).



Votaron la señora Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Lagos, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto a favor de la Honorable señora Alvear.

RATIFICACIÓN DE CONVENIOS SOBRE TRÁFICO ILÍCITO DE BIENES CULTURALES Y MEDIDAS PARA LOGRAR SU RESTITUCIÓN. PROYECTO DE ACUERDO.

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por el Senador señor Chahuán, con el que se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República que Chile ratifique los convenios internacionales que se señalan, relativos al tráfico ilícito de bienes culturales y a medidas para lograr su restitución en caso de robo o exportación ilegal.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1490-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 24ª, en 12 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los instrumentos internacionales a que se hace referencia son la Convención de la UNESCO de 1970, sobre las medidas que deben adoptarse para prevenir la exportación, importación y transferencia de propiedad de bienes culturales; la UNIDROIT, de 1995, sobre bienes culturales robados o exportados ilícitamente, y la de San Salvador, de 1976, de la OEA, sobre defensa del patrimonio arqueológico, histórico y artístico de las naciones americanas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

CONSTITUCIÓN DE MESA DE DIÁLOGO CON DIRIGENTES DE DUEÑOS DE CAMIONES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Chahuán, Bianchi, García-Huidobro, Larraín Fernández, Prokurica y Rossi, con el que se solicita al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones informar si se constituyó mesa de diálogo con los dirigentes gremiales de dueños de camiones y grado de avance en las materias comprometidas.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1491-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 26ª, en 13 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito que se persigue es que se dé a conocer si dicha medida, acordada el 20 de diciembre de 2011 entre esa autoridad y los representantes de los transportistas, a lo cual concurrieron también los Senadores antes individualizados, se verificó efectivamente en el mes de enero del presente año y el grado de avance registrado en cuanto a las materias que se estudiarían, en virtud de lo cual se depusieron las movilizaciones que llevaba a cabo hasta ese momento el sector de carga.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

ASIGNACIÓN DE ZONAS EXTREMAS PARA TRABAJADORES DE JARDINES INFANTILES MUNICIPALES Y HOMOLOGACIÓN DE CONDICIONES LABORALES A LAS DE PERSONAL DE ENTIDADES SIMILARES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Horvath, Bianchi y Prokurica, tendiente a requerir a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal que extienda el beneficio de asignación de zonas extremas a los trabajadores de jardines infantiles municipales y homologue sus condiciones laborales a las del personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles e instituciones de actividad similar.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1494-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 31ª, en 4 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Asimismo, se solicita un informe al Senado respecto de la cobertura de atención de niños correspondiente a JUNJI, INTEGRA, los municipios y otras instituciones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

EXENCIÓN DE DOBLE COTIZACIÓN DE SALUD PARA QUIENES RECIBEN MÁS DE UNA PENSIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Bianchi, Cantero, Gómez, Letelier, Prokurica, Tuma y Walker (don Patricio), con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto que modifique el decreto ley N° 3.500, de 1980, para liberar de la doble cotización de salud a las personas que reciben más de una pensión.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1496-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 34ª, en 11 de julio de 2012.
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo es corregir la situación que afecta al que debe cotizar por todas las pensiones que recibe, no obstante obtener los mismos beneficios de salud que quien lo hace por solo una de ellas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

MODIFICACIÓN DE LEY N° 19.664, EN MATERIA DE ACREDITACIÓN FUNCIONARIA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte, con el que se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa modificatoria de la ley N° 19.664, en materia del procedimiento de acreditación que se contempla en su artículo 16.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1497-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El texto apunta a que el proceso de acreditación exigido en dicha disposición sea de carácter único y personal, aplicable a todos los cargos que sirva un profesional funcionario y en cualquiera de los servicios de Salud en que se desempeñe.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DE GENDARMERÍA DE CHILE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señor Chahuán, señora Pérez San Martín y señores Bianchi, García, Girardi, Horvath, Larraín Peña y Prokurica, con el que se reitera petición a Su Excelencia el Presidente de la República de envío de una iniciativa legal sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile en las condiciones que se indican.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1498-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 36ª, en 18 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La solicitud, contenida en el proyecto de acuerdo acogido por el Senado con fecha 22 de marzo de 2011, fue para que se remitiera a tramitación legislativa una iniciativa como la mencionada, que incluyese medidas tales como el otorgamiento de una asignación de riesgo para el personal y la calificación de la Escuela de Gendarmería como establecimiento de educación reconocido oficialmente por el Estado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

RECONOCIMIENTO A SEÑOR JUAN SOMAVÍA COMO DIRECTOR GENERAL DE ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Navarro, señoras Alvear y Rincón y señores Girardi, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag y Tuma, con el que se pide a esta Corporación expresar su reconocimiento al señor Juan Somavía por su notable gestión como Director General de la Organización Internacional del Trabajo, cargo desde el cual ha dado un impulso sostenido al concepto de “trabajo decente” en el marco de la globalización de los procesos productivos.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1499-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

SOLICITUD A GOBIERNO DE CUBA DE ESCLARECIMIENTO DE MUERTE DE SEÑOR OSWALDO PAYÁ. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Uriarte, señora Von Baer y señores Coloma, Espina, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Patricio Walker y Zaldívar, con el que se pide a Su Excelencia el Presidente de la República que solicite al Gobierno de la República de Cuba esclarecer las circunstancias en que se produjo la muerte del dirigente político señor Oswaldo Payá; entregar los antecedentes sobre el hecho al Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y a Amnistía Internacional, y autorizar la participación de estos organismos internacionales en la investigación pertinente.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1501-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 38ª, en 1 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tenemos el quórum exacto para tomar acuerdos.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

)---------------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- El Honorable señor Chahuán ha pedido a la Mesa recabar el asentimiento unánime de la Sala para votar un proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el texto, que presentamos con los Senadores señores Gómez y Lagos, dice relación con una serie de complicaciones sufridas por los beneficiarios de programas de generación de empleo. A raíz de un cambio en la normativa, se ha considerado desde hace algunos meses que estos últimos son una asignación social, lo que hizo perder una serie de bonos. A ello obedece que cerca de 700 trabajadoras estén en huelga de hambre. Y hoy día se encuentran en las afueras del Congreso Nacional.



Nos hemos reunido con el señor Subsecretario del Trabajo para los efectos de buscar alguna fórmula que permita considerar que los programas no constituyen un beneficio social, sino un trabajo formal.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si no hay objeciones, se accederá a la petición.



--Así se acuerda.

RECONOCIMIENTO DE BENEFICIARIOS DE PROGRAMA DE INVERSIÓN EN LA COMUNIDAD COMO TRABAJADORES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- El proyecto de acuerdo al cual se acaba de hacer referencia es para solicitar a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social que adopte las resoluciones conducentes al reconocimiento como trabajadores, para todos los efectos legales, de los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad que se encuentren contratados por las municipalidades ejecutoras.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1516-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 51ª, en 2 de octubre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

EXENCIÓN DE COTIZACIÓN DE SALUD EN CASO DE PENSIONES DE ARTÍCULO 85 DE DECRETO LEY Nº 3.500, DE 1980. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Bianchi, Horvath, Rossi y Patricio Walker, con el que se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de una iniciativa que modifique el decreto ley N° 3.500, de 1980, para establecer la exención total de la cotización previsional de salud que afecta a las pensiones que señala su artículo 85.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1502-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 39ª, en 7 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad es beneficiar con la eliminación del 7 por ciento de descuento legal por concepto de cotización previsional de salud a todos los pensionados adultos mayores.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

EMPADRONAMIENTO DE JARDINES INFANTILES PARTICULARES POR JUNJI Y ACREDITACIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Bianchi, Chahuán, Prokurica y Patricio Walker, con el que se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal que exija el empadronamiento por la Junta Nacional de Jardines Infantiles en el caso de los establecimientos particulares de esta clase y su acreditación de carácter temporal conforme a estándares de seguridad y calidad.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1503-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 40ª, en 8 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito que se persigue es avanzar en la fiscalización para proteger la salud, higiene e integridad física y psíquica de los niños recibidos en dichos establecimientos.

El señor KUSCHEL.- ¿Se incluye a los públicos o se trata únicamente de los particulares?

El señor ESCALONA (Presidente).- El texto hace referencia a estos últimos.

El señor KUSCHEL.- ¿Solamente?

El señor ESCALONA (Presidente).- El servicio respectivo fiscaliza a los propios.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

REVISIÓN DE POLÍTICA EXTERIOR CHILENA CON RELACIÓN A ESTADOS DE ISRAEL Y PALESTINA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señora Allende y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Letelier, Muñoz Aburto, Rossi, Sabag, Tuma y Zaldívar, con el que se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República y al señor Ministro de Relaciones Exteriores la revisión de la política exterior chilena con relación a los Estados de Israel y Palestina.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1504-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 40ª, en 8 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos del texto son:



“1.- Oficiar a S. E. el Presidente de la República y el Ministro de Relaciones Exteriores con la finalidad de solicitarles que en relación a nuestra política hacia los estados de Israel y Palestina se adopten las siguientes medidas:



“a) Que Chile, exprese de manera clara y firme en todos los foros multilaterales de los cuales forma parte, la urgencia de retomar el proceso de diálogo en torno a la solución del conflicto israelí-palestino”.



“b) Instar en el seno de la Organización de las Naciones Unidas a acelerar las acciones de las agencias especializadas, tendientes a promover el respeto a los derechos humanos en los Territorios Ocupados y especialmente a la atención de la situación de los prisioneros palestinos recluidos en Israel.



“c) Iniciar un proceso formal de negociaciones con el Estado de Palestina para concordar un convenio bilateral que permita liberar de la exigencia de visado a los nacionales de ambos países que deseen realizar actividades turísticas.



“d) Demandar del Estado de Israel el cese inmediato de su prohibición que pesa sobre nuestra Cancillería de poder contar con un consulado u oficina consular en los territorios ocupados y disponer su apertura a la brevedad.



“2.- Mandatar a los senadores que participen en foros interparlamentarios internacionales de carácter regional o global, a poner en las agendas de discusión de dichos organismos, acuerdos que promuevan la liberación de los diputados palestinos privados de libertad en Israel con la finalidad de permitir el normal funcionamiento de la Asamblea Legislativa Palestina.”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

EXENCIÓN DE COTIZACIÓN DE SALUD A PENSIONES NO CONTRIBUTIVAS ESTABLECIDAS EN FAVOR DE EXONERADOS POLÍTICOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, formulado por los Senadores señor Bianchi, señora Allende y señores Cantero, Girardi, Gómez, Letelier, Pizarro, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés), con el cual se solicita al Primer Mandatario el envío de una iniciativa legal que declare exentas de la cotización de salud contemplada en el decreto ley N° 3.500, de 1980, las pensiones no contributivas establecidas en favor de los exonerados políticos.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1505-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del proyecto es que las pensiones no contributivas fijadas en beneficio de dichos exonerados en la ley N° 19.234 queden exentas de la cotización que consagra el artículo 85 del señalado decreto ley.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.

El señor CHAHUÁN.- Está bien.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

CREACIÓN DE SERVICIO DE PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO CULTURAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por el Senador señor Chahuán, con el que solicita a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa que modifique la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, a objeto de crear un servicio especializado de protección del patrimonio cultural.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1508-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 43ª, en 28 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es que se cuente con una unidad de policía patrimonial destinada al resguardo y a la protección de la integridad de los bienes culturales, muebles e inmuebles, y que se especialice en el combate al tráfico ilícito de los tesoros que forman el patrimonio artístico y arqueológico.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

PERFECCIONAMIENTO DE RÉGIMEN DE GARANTÍAS EXPLÍCITAS EN SALUD EN DIVERSOS ASPECTOS DEL CÁNCER DE MAMAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker (don Patricio), con el cual solicitan al Primer Mandatario el envío de una iniciativa legal para perfeccionar el régimen de Garantías Explícitas en Salud en materias de tratamiento psicológico a pacientes con cáncer de mamas, ampliación de cobertura de los exámenes preventivos y especificación de las prestaciones de reconstrucción mamaria en el listado respectivo.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1510-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 45ª, en 4 de septiembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es avanzar en el diagnóstico y tratamiento de esa patología.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.

La señora RINCÓN.- Sí, señor Presidente.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.
CARÁCTER IMPONIBLE PARA BONOS DE SECTOR SALUD Y EQUIPARACIÓN DE BONIFICACION DE ZONAS EXTREMAS PARA PERSONAL DE SALUD CON LO PERCIBIDO POR DEMÁS EMPLEADOS PÚBLICOS EN DICHAS ZONAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, formulado por los Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker (don Patricio), con el que piden a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa que dé carácter imponible a las bonificaciones otorgadas en diversas leyes al sector salud y que, además, se equipare su bonificación de zonas extremas con las que perciben los demás empleados del Estado.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1511-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 45ª, en 4 de septiembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad del proyecto es eliminar la discriminación que sufren los trabajadores de la salud de las zonas extremas en relación con los otros funcionarios del sector público que se desempeñan en ellas, al verse perjudicados en el monto del bono -inferior al que se otorga en otras áreas- y en el monto de las pensiones que obtienen al momento de jubilar, por no ser imponibles las bonificaciones que reciben.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

ACTUALIZACIÓN DE RESOLUCIÓN EXENTA N° 698, DE 2006, SOBRE NORMAS DE CONDONACIÓN DE DEUDAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker (don Patricio), con el que solicitan al Primer Mandatario que instruya al señor Ministro de Hacienda para que actualice la resolución exenta N° 698, de 2006, sobre normas de condonación de deudas para contribuyentes, con el objeto de adecuarlas a las situaciones de las pequeñas y medianas empresas y de las personas naturales que indican.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1512-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 45ª, en 4 de septiembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es establecer especiales porcentajes de condonación y facilidades de pago para las pequeñas y medianas empresas y para las personas naturales que perciban rentas que correspondan a los sectores bajos y medios de la población.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba por unanimidad el proyecto de acuerdo.

OTORGAMIENTO DE ASIGNACIÓN DE TURNO A DIRECTORES DE ASOCIACIONES DE FUNCIONARIOS AL EJERCER PERMISO CONSAGRADO EN LEY N° 19.296. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por el Senador señor Chahuán, con el que impetra de Su Excelencia el Presidente de la República que remita a tramitación una iniciativa legal tendiente a modificar el Estatuto Administrativo para que los directores de asociaciones de funcionarios que cumplan tareas en sistemas de turno puedan percibir la asignación de turno cuando ejercen el permiso a que les da derecho la ley N° 19.296



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1513-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 45ª, en 4 de septiembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del proyecto es superar la situación que se produce con tales directores, respecto de los cuales la Contraloría General de la República ha declarado que para percibir tal asignación se requiere el desempeño efectivo de la jornada bajo ese sistema.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

DERECHO A CUOTA MORTUORIA PARA MUJERES PERCEPTORAS DE BONO POR HIJO NACIDO VIVO EN SITUACIONES QUE INDICA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Finalmente, está el proyecto de acuerdo, formulado por los Senadores señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y señores Letelier, Muñoz Aburto y Walker (don Ignacio), con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que otorgue el derecho a cuota mortuoria a las mujeres perceptoras del bono por hijo nacido vivo que se encuentren en las situaciones que indica.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1514-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 48ª, en 11 de septiembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es ampliar el derecho al beneficio de la cuota mortuoria a las mujeres mayores de 65 años que se afilien al decreto ley N° 3.500, de 1980, para una sola cotización y a las que reciben una pensión básica solidaria y que no son carentes de recursos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminado el Tiempo de Votaciones.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Salud, para que informe en detalle sobre todas y cada una de las ACCIONES DESTINADAS A PROTEGER A HABITANTES DE FREIRINA Y SUS ALREDEDORES FRENTE A PROYECTO “AGROINDUSTRIAL DEL VALLE DEL HUASCO” DE EMPRESA AGROSUPER (Región de Atacama).



Del señor GARCÍA:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el objeto de que se refiera al NO RECONOCIMIENTO DE PROPIEDAD INSCRITA POR DON LUIS ECHEÑIQUE TALAVERA EN CONSERVADOR DE BIENES RAÍCES DE PUCÓN, y al señor Alcalde de Temuco, pidiéndole un pronunciamiento oficial acerca de UBICACIÓN E INSTALACIÓN DE TECHO PARA FUNCIONAMIENTO DE COMERCIANTES PERTENECIENTES A SINDICATO DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES DE FRUTAS Y VERDURAS DE TEMUCO (ambos de la Región de La Araucanía).



Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole antecedentes sobre DEFICIENTES CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA Y DE SISTEMA ELÉCTRICO EN COLEGIO PARTICULAR SUBVENCIONADO “TALCAHUANO”, COMUNA DE TALCAHUANO; a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, para que informe en cuanto a CONDICIONES DE TRABAJO E INFRACCIONALIDAD LABORAL EN CENTROS COMERCIALES DE GRAN TAMAÑO; a los señores Ministro de Obras Públicas y Alcalde de Quillón, a fin de que se remitan antecedentes acerca de AUTORIZACIONES PARA EXTRACCIÓN DE ÁRIDOS DESDE RÍO ITATA, EN SECTOR CASINO O LA ISLA, COMUNA DE QUILLÓN (Región del Biobío); al señor Ministro de Salud, pidiéndole informar si es efectivo que concluyó modalidad de SOLICITUD DE HORAS VÍA TELEFÓNICA EN CONSULTORIOS; al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole INDIVIDUALIZACIÓN DE PROPIETARIO DE TERRENOS DE SECTOR POBLACIONAL EL ARENAL (comuna de Talcahuano); al señor Ministro de Agricultura, consultándole sobre INVERSIONES DE CONAF EN PARQUE NACIONAL TORRES DEL PAINE TRAS INCENDIO DE ÚLTIMA TEMPORADA ESTIVAL; al señor Ministro de Energía, solicitándole información sobre RESERVAS DE GAS EN REGIÓN DE MAGALLANES PARA ABASTECIMIENTO DE POBLACIÓN; a la señora Ministra del Medio Ambiente, a fin de que se remitan antecedentes acerca de PROYECTOS RELACIONADOS CON SUBESTACIÓN ELÉCTRICA CHARRÚA, y a los señores Subsecretario de Deportes e Intendente del Biobío, con el objeto de pedir información en cuanto a EJECUCIÓN DE REMODELACIÓN DE ESTADIO ALCALDESA ESTER ROA, CONCEPCIÓN (los dos últimos, de la Región del Biobío). 



De la señora RINCÓN:



Al señor Subsecretario de Minería, solicitándole antecedentes acerca de LICITACIÓN PARA CONTRATO ESPECIAL DE OPERACIÓN DEL LITIO (CEOL), A RAÍZ DE PROBLEMAS RELACIONADOS CON DETERMINACIÓN DEL VALOR BASE DE OPERACIÓN; a la señora Superintendenta de Pensiones, con la finalidad de que informe sobre VERIFICACIÓN Y REGULARIZACIÓN PREVISIONAL EN INSTITUTO DE PREVISIÓN SOCIAL DE EX FUNCIONARIO DE EMPRESA DE CORREOS DE CHILE, DON LUIS HUMBERTO ARAVENA CONCHA, y al señor Presidente de la COMPIN de Región del Maule, a fin de plantearle PROBLEMAS ECONÓMICOS DERIVADOS DE NO PAGO DE LICENCIA MÉDICA A DON CARLOS MERINO MONTESINO.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:48.








Manuel Ocaña Vergara,








 Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS PARA EL AÑO 2013

(8575-05)


Tengo a honra pasar a manos de V.E. el Mensaje por medio del cual S.E. el Presidente de la República inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2013, correspondiente al boletín N°8575-05.


Para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Constitución Política de la República, me permito poner en conocimiento de V.E. que el referido Mensaje fue recibido en esta Corporación el día 30 de septiembre del año en curso.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA EL PROYECTO DE ley DE PRESUPUESTOS DEL SECTOR PUBLICO PARA EL AÑO 2013.
________________________________

SANTIAGO, Septiembre 30 de 2012.
MENSAJE Nº 217-360/

Honorable Cámara de Diputados:
En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración el proyecto de ley de Presupuestos para el sector público para el año 2013.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY.

El proyecto de ley de Presupuestos para el año 2013 que vengo en presentar, constituye una herramienta fundamental en el proceso de consolidación de los avances conseguidos por el país en políticas sociales y en el progreso general de la sociedad y de su nivel de bienestar. 


En los párrafos que siguen se sintetiza el entorno económico global en que prevemos se desarrollará este presupuesto y, luego, sus principales énfasis.

1.
Contexto económico global.


Desde el punto de vista de la economía global, la situación esperable para 2013 es compleja. Si bien las autoridades económicas de los países líderes han tomado acciones que están dirigiendo la economía internacional en la dirección correcta, la situación sigue siendo inestable y el grado de incertidumbre alto. La Unión Europea es en estos momentos el centro de una difícil situación económica que no termina por resolverse; Estados Unidos, si bien transita por una senda algo más positiva, enfrenta un importante desequilibrio fiscal y no logra tampoco dejar atrás la fase de crecimiento lento e inestable. Las economías emergentes, por su parte, que han sido el pilar del crecimiento mundial en años recientes, están reduciendo su ritmo de expansión. 

En definitiva, el contexto económico internacional no es particularmente positivo y con la información disponible en este momento, la senda que siga la economía mundial tiene todavía un importante nivel de incertidumbre. A pesar de ello la economía chilena ha mostrado un dinamismo significativamente mayor al del resto de la OECD y esta situación proyectamos persistirá en 2013.

Evidentemente, la desaceleración y la inestabilidad de las principales economías del mundo nos han afectado y continuarán haciéndolo. No obstante, la magnitud de los impactos de la situación económica internacional sobre Chile en los meses que vienen es difícil de precisar, pero sin duda los riesgos que enfrentamos son significativos. En esta situación, el presupuesto del gobierno central debe combinar cautela con la continuación del esfuerzo que se ha venido realizando en la profundización de la agenda social del país y en la implementación de políticas destinadas a generar un ritmo de crecimiento económico más alto y estable, y fortalecer nuestra capacidad productiva. 

El Presupuesto 2013 ha sido formulado considerando un déficit estructural de 1% del Producto Interno Bruto. Esto demuestra nuevamente el compromiso del Gobierno con la responsabilidad fiscal, habiendo ya logrado la meta que inicialmente nos fijamos conseguir en 2014. El presupuesto para el año 2013 arroja un déficit efectivo de 0,7% del producto. 

El proyecto de ley de Presupuestos para 2013 pone particular énfasis en: generación de oportunidades, desarrollo social, infraestructura e innovación. 

Dentro del ámbito de generación de oportunidades, el presupuesto otorga especial relevancia a la cobertura y calidad de la educación en todos sus niveles. De esta forma se continúa avanzando hacia la consecución de mayores y mejores oportunidades para todos los niños y jóvenes de nuestro país; paso esencial para el logro de mayor equidad y bienestar. El segundo eje, desarrollo social, profundiza nuestro avance en salud, seguridad ciudadana y protección social, destacando dentro de esto último el programa de Ingreso Ético Familiar.

Respecto de infraestructura, continúan los avances que hemos realizado en conectividad, apoyo a las actividades económicas regionales y calidad de carreteras, aeropuertos, puertos e infraestructura social en general. 

Por último, este proyecto de Ley de Presupuestos para 2013 hará de éste, el año de la innovación y el emprendimiento, elementos fundamentales para promover una mayor tasa de crecimiento de nuestro país y un mayor nivel de bienestar de la sociedad toda. 

2. Un presupuesto para avanzar en la construcción de oportunidades 


Este proyecto de ley propone un presupuesto para avanzar en la construcción de oportunidades, especialmente en las siguientes materias:
a.
Educación


El Presupuesto 2013 consolida el progresivo esfuerzo que viene realizando el Gobierno en materia educacional, eje central de un real cambio en las oportunidades de todos. Por ello, y entre otras medidas, se incrementan coberturas para la educación preescolar y escolar, y se aumentan las becas para la educación superior. 

El presupuesto para educación en 2013 crece 9,4%  respecto de 2012. De esta manera, el presupuesto del Ministerio de Educación alcanza alrededor de 21% del gasto presupuestario total y a 4,6% del PIB.

Los esfuerzos estarán concentrados en reforzar la calidad y equidad en todos los niveles educativos, lo que implica entregar más oportunidades a los estudiantes, con un énfasis especial en aquellos que pertenecen a los hogares más vulnerables y de clase media. 

Este avance en educación preescolar, escolar y superior, será posible, en buena medida, gracias a los nuevos recursos recientemente aprobados por el Congreso en el contexto de la reforma tributaria. 
i. Educación Parvularia:


Entendiendo la importancia de la educación temprana y las consecuencias positivas que ésta tiene en el desarrollo de habilidades posteriores, los recursos destinados a salas cunas y jardines infantiles crecen 18% respecto al año 2012, alcanzando más de $505 mil millones. Este incremento se destina, básicamente, al aumento de la cobertura en 10.000 niños y a la mejora en la calidad de la atención de ellos. Adicionalmente, con el objetivo de lograr durante este gobierno un 100% de cobertura en pre-kínder y kínder entre los niños pertenecientes a las familias del 60% más vulnerable del país, se contemplan recursos para financiar un aumento de cobertura de 25.000 niños. 

Además de incrementar la cobertura, se financia un aumento de la subvención regular de pre-kínder y kínder en casi un 20%, incremento que es mayor al de la subvención para el resto de los niveles educativos. 
ii. Educación Escolar:


El foco en educación escolar es potenciar la calidad y con ello, finalmente, la equidad del sistema educativo. Es por esto que el gasto en subvenciones crece 10,9% respecto de 2012. 

Dentro de ese incremento, se contemplan recursos destinados a financiar un aumento, tanto de la subvención general como de la preferencial (SEP), para todos los niveles de educación. Incluido en éste, destaca el aumento en 51% de la subvención escolar preferencial para 5° y 6° básico, y en un 100% en la subvención escolar preferencial para 7° y 8° básico. Se adelanta además para el año 2013 el acceso de los estudiantes de 1° medio a la subvención preferencial. 
iii. Educación Superior:


Para la educación superior los recursos aumentan en alrededor de 11% respecto a 2012. El compromiso del Gobierno es garantizar el acceso a becas de educación superior a todos los jóvenes con mérito pertenecientes a los hogares del 60% más vulnerable del país. Por ello, el crecimiento en esta materia es de 16%. Esto implica que para el año 2013 habrá unas 314.000 becas disponibles, es decir, 164 mil becas más que en 2010.  

Este Gobierno se propuso mejorar las condiciones del sistema de créditos de educación superior, tanto para las universidades tradicionales, como para las universidades privadas e institutos técnicos. Para esto, se redujo el costo del Crédito con Aval del Estado (CAE) para los estudiantes, desde un 5,6% a un 2% anual. Además se estableció el pago contingente a sus ingresos futuros, con lo cual las cuotas de pago no podrán superar el 10% del ingreso del deudor (cifra considerablemente inferior al 30% actual). La rebaja de la tasa del CAE beneficiará a cerca de 365.000 de estudiantes. 
b.
Cultura: énfasis en infraestructura regional para el desarrollo cultural.


Para continuar con el trabajo desarrollado entre el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (CNCA) y los municipios, el año 2013 se contemplan recursos para co-financiar la programación artística de 24 Centros Culturales comunales a lo largo de todo Chile, tales como Coyhaique, Padre las Casas, Punta Arenas, Los Andes, entre otros, mediante Convenios de Programación Artística. 

Complementariamente, se destinan $7.440 millones para la construcción de Centros Culturales Municipales y Teatros Regionales, además del apoyo a la reconstrucción del patrimonio. 

En 2013 se incrementa en 10% el presupuesto de los fondos concursables, alcanzando $22.893 millones. Estos se destinarán a los fondos del Libro, de la Música, de Fomento Audiovisual y al Fondo Nacional para el Desarrollo Cultural y de las Artes (FONDART). 

Se destinarán también $24.652 millones a diversas instituciones y actividades culturales de todo el país, tales como: el Parque Cultural Valparaíso, el Teatro Municipal de Santiago, el Centro Cultural Gabriela Mistral, las Orquestas Juveniles e Infantiles de Chile, entre otras.

3.
Un presupuesto para avanzar en desarrollo social


Este proyecto de ley propone un presupuesto para avanzar en desarrollo social, especialmente en las siguientes materias:

a. Salud


El Gobierno ha asumido el compromiso de mejorar la cobertura y calidad de la atención de salud en Chile. Así, el proyecto de Presupuesto 2013 para Salud crece en 5,6% respecto al año 2012, alcanzando a un 15,6% del gasto presupuestario total y un 3,4% del PIB.

i. Fortalecimiento de la Atención Primaria: 

Uno de los objetivos centrales en materia de salud pública del Gobierno ha sido fortalecer la Atención Primaria de Salud, su presupuesto superará el billón de pesos, lo que representa un incremento de 7,7% en relación a 2012. En este crecimiento se destaca el aumento de la transferencia per cápita basal en 5,6%, que considera aumentos de cobertura del Examen de Medicina Preventiva y de enfermedades respiratorias de niños y adultos, además de un mejoramiento de la calidad de las prestaciones odontológicas, entre otras.

Con el objetivo de fortalecer la capacidad resolutiva del nivel primario de atención, se crearán 8 nuevas unidades de atención oftalmológica, además de 10 Servicios de Atención Primaria de Urgencia (SAPU) y 10 Servicios de Urgencia Rural (SUR). Finalmente, para el año 2013 se consideran alrededor de $3.800 millones adicionales para dar cumplimiento a la construcción de 56 Centros de Salud Familiar (CESFAM) en el período presidencial. 
ii. Mejores hospitales y más especialistas para el sistema público de salud:

Una parte muy relevante del Presupuesto 2013 se destinará a mejorar los niveles de atención secundario y terciario, para los cuales se incrementan los recursos en más de $136 mil millones, alcanzando de esta manera alrededor de $2.660.000 millones. 

El sistema de salud dispondrá de los dos primeros hospitales concesionados del país. Los vecinos de las comunas de Maipú y La Florida podrán atenderse en hospitales públicos de gran calidad, lo que permitirá mejorar la respuesta ante los problemas de salud de unas 700.000 personas. Para su puesta en marcha el Presupuesto 2013 contempla del orden de $50 mil millones. Adicionalmente, en 2013 entrará en operación la normalización de seis hospitales, entre ellos, los hospitales de Talca y Puerto Montt, además de la unidad de emergencia del futuro Hospital de Puerto Natales. 

Para lograr acoger oportunamente las necesidades de las personas, familias y comunidades, es necesario mejorar la disponibilidad, distribución y competencias del personal de salud. Para la formación y contratación de médicos especialistas se destinan recursos que permiten financiar un total de 830 becas de especialidad el año 2013. Con esto se habrá completado, entre 2010 y 2013, la formación de un total de 2.810 especialistas. Nuestra meta era 3.000 especialistas a 2014; meta que sobrecumpliremos.  

Adicionalmente, se incrementan los recursos para Prestaciones de Seguridad Social, lo que incluye la cobertura de la Modalidad Libre Elección; esto es, atención de salud por prestadores privados, financiándose el acceso de los pensionados pertenecientes al Pilar Básico Solidario (alrededor de medio millón de beneficiarios que no podían acceder a esta modalidad), y la incorporación de 21 nuevos paquetes de Pago Asociado a Diagnóstico (PAD), plan que permite a los beneficiarios conocer el total de su cuenta antes de contratar la atención con un prestador privado de salud.  
iii. AUGE:

En el Presupuesto 2013, se incrementan en más de $41.500 millones los recursos para el Programa de Garantías Explícitas en Salud (GES). De éstos, algo más de la mitad se destinan a financiar un aumento en el número de casos por variaciones en la prevalencia de los problemas AUGE y el incremento de la población beneficiaria de FONASA. 

Se continúa también con la expansión del Programa GES Preventivo en Atención Primaria, incrementando la prevención y pesquisa de problemas de salud relevantes, mediante intervenciones para reducir el consumo de alcohol, la promoción y prevención en Salud Bucal para niños en edad preescolar, el control de niño sano y la intervención en factores de riesgo de enfermedades crónicas no transmisibles. 
b.
Mujer y familia

La extensión del postnatal ha permitido que nuestro país cuente con un permiso parental moderno y flexible, que aumenta la cobertura, entrega a los padres la libertad de decidir cómo hacer uso de su postnatal, y permite compatibilizar de mejor manera la familia y el trabajo. A partir del 1 de Enero de 2013, tendrán acceso al permiso Pre-Natal, Post-Natal y Post-Natal Parental más de 20.000 nuevas mujeres, entre las cuales se destacan las trabajadoras  temporeras, destinándose alrededor de $7.000 millones para financiar esta nueva cobertura.  

Con el fin de colaborar con las familias en el cuidado de los hijos después de clases, el Presupuesto 2013 incrementa en un 39% los recursos del Programa “4 a 7”, que forma parte del Programa Presupuestario “Mujer y Trabajo”. Este favorece la inserción laboral y permanencia de las mujeres trabajadoras con hijos de entre 6 y 13 años. De esta manera, se podrá beneficiar adicionalmente a cerca de 2.500 niños y 1.800 madres.
c.
Seguridad Ciudadana 


La seguridad ciudadana es un componente central en el bienestar de las familias. Por lo mismo, una de las tareas prioritarias del Gobierno es continuar mejorando la situación objetiva y la percepción de seguridad en la población. 

Un componente fundamental para el desarrollo de estrategias de prevención y control adecuado de las distintas formas de delincuencia es la existencia de información precisa y en poder de todos los entes involucrados. Para dar el paso definitivo en este sentido, el Presupuesto 2013 financia la construcción del Banco Unificado de Datos. Este es un sistema que permitirá compilar y homologar información de todas las instituciones pertenecientes al sistema de justicia criminal. La existencia de este Banco hará disponible, por primera vez, información normalizada a las instituciones que tienen competencia en el ámbito de la seguridad pública y la prevención del delito.  

El Presupuesto 2013 asigna $1.026.000 millones a Carabineros y a la Policía de Investigaciones, los que permitirán continuar el proceso de incorporación de nuevos efectivos, como se planteó en nuestro programa, y el mejoramiento de la estrategia de prevención que se ha desarrollado intensamente en estos ya tres años de gobierno. Destacan también los recursos para la reposición de cuarteles y se continúa con el financiamiento de los Proyectos Estrella de los Andes, Bioseguridad y Seguridad Inteligente. 
i. Plan Cuadrante

El Plan Cuadrante de Seguridad Preventiva se ampliará en trece comunas en 2013, logrando cubrir 150 comunas a nivel nacional, lo que implica un incremento de 50% desde 2010. Asimismo, en conjunto con Carabineros de Chile, se potenciará y perfeccionará el Sistema Táctico de Análisis del Delito. 
ii. Barrio en Paz Residencial y Comercial

Se destinan alrededor de $10 mil millones para consolidar el trabajo de prevención en barrios, mediante los programas Barrio en Paz Residencial y Comercial. Además, se ampliará la intervención en Barrios Críticos y se sistematizará el programa para su extensión. 
iii. Plan Frontera Norte

Un componente significativo en la generación de mayor seguridad ciudadana es el combate al tráfico de sustancias ilícitas. Por esta razón, en el Presupuesto 2013 se fortalecerá el Plan Frontera Norte; esfuerzo conjunto de las instituciones policiales dedicado a controlar el ingreso de sustancias ilegales y la inmigración ilegal en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá y Antofagasta. Como parte de este plan se han creado puestos estratégicos en los pasos fronterizos, habilitados con escáneres, cámaras de visión nocturna y vehículos todo terreno, entre otros. 

En el marco del programa de apoyo a víctimas del delito, se destinarán recursos para aumentar la cobertura y los puntos de atención. Estos recursos también permitirán la implementación de nuevos Centros de Apoyo A Víctimas (CAVD), los cuales se sumarán a los 46 centros ya existentes.

Para el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA) el presupuesto se incrementa en más de un 23%, lo que se explica principalmente por el aumento de los recursos destinados a los programas de Tratamiento y Rehabilitación. 

Adicionalmente, se expandirá el Sistema Integrado de Prevención, Chile Previene en la escuela (155 nuevos colegios), el trabajo (143 nuevos municipios) y comunidad (5 nuevos municipios). Asimismo, se consolidará tanto el Sistema Nacional de Tratamiento para las Adicciones, aumentando cobertura y calidad de los tratamientos, así como el Plan Calle Sin Alcohol, el cual se expandirá a regiones para fortalecer los operativos de control.

d.
Superación de la Pobreza


La superación de la pobreza es un objetivo esencial del gobierno. El año 2012 se promulgó la ley N° 20.595, sobre Ingreso Ético Familiar, que beneficia directamente a miles de personas que hoy se encuentran en situación de pobreza, extrema pobreza e incluso a quienes pertenecen a la clase media emergente. En este programa se contemplan para 2013 del orden de $124 mil millones, lo que representa un incremento cercano a 48% respecto de 2012. 

Por su parte, para los adultos mayores se consideran recursos para financiar la exención, total o parcial, del pago de las cotizaciones de salud a pensionados, alcanzando una cobertura que llega hasta el cuarto quintil. Con un incremento de 21,4% en los montos de recursos asignados se espera beneficiar a cerca de un millón de pensionados el año 2013. Adicionalmente, se contemplan casi $980 mil millones para el Pilar Solidario de la Reforma Previsional, el cual, a través de las Pensiones Básicas Solidarias y Aportes Previsionales Solidarios de Vejez e Invalidez, tienen como objetivo aliviar la pobreza de la población adulta de nuestro país. Dada la importancia que el Gobierno asigna a los adultos mayores, se destinarán recursos para fortalecer la atención domiciliaria, los centros diurnos y una subvención para las instituciones que atienden adultos mayores vulnerables que no pueden valerse por sí mismos. Se espera beneficiar a alrededor de 8.400 personas. 


El programa Plan Noche Digna ha permitido que muchas personas tengan un techo para pasar las noches. Para 2013 se contemplan recursos que permitirán completar el proyecto, agregando 7 centros a los 5 ya existentes.

Para mejorar las oportunidades laborales de personas en situación de pobreza, se destinan $9.444 millones al Programa “Yo Emprendo” del Fondo de Solidaridad e Inversión Social (FOSIS). 
Estos recursos permitirán aumentar la cobertura del programa en 800 beneficiarios, con lo que se llegaría, el año 2013, a un total de 12.311.

Los discapacitados también se ven beneficiados con un 8% más en los recursos para las ayudas técnicas a personas discapacitadas de familias vulnerables y de escasos recursos.

4. 
Un presupuesto para aumentar y mejorar la infraestructura nacional. 
El Presupuesto 2013 destina más de $1.650.000 millones en inversiones en infraestructura, lo que representa un incremento de un 5% respecto de 2012. Destacan las obras de vialidad, para las cuales se destinan alrededor de $795 mil millones representando un aumento de 7,3% respecto de 2012. Aquí se incluye el mejoramiento de caminos rurales y de comunidades indígenas, con lo que se alcanzará un total de 3.500 kilómetros mejorados durante el período 2010-2013. 
a.
Red Austral
De los recursos mencionados, alrededor de $33 mil millones estarán destinados a la Red Austral, los que sumados a los más de $5.200 millones que dan continuidad a los Proyectos La Arena-Puelche y Caleta Gonzalo-Pichanco, complementan la construcción y mejoramiento de la Ruta 7. 

b.
Recursos Hídricos

El Gobierno, consciente de la relevancia que implica el agua para el futuro de Chile, está desarrollando una Estrategia Nacional de Recursos Hídricos.
Así, en 2013 se consideran alrededor de $95 mil millones para la Dirección de Obras Hidráulicas. De esta cifra, cerca de $34 mil millones serán destinados a Obras de Riego que permitirán financiar el Plan de Embalses, el cual tiene como objetivo evitar que el 85% de las aguas que corren por nuestros ríos se pierdan en el mar. Además se consideran recursos para continuar con la construcción del embalse Chacrillas, los estudios para la construcción del embalse Valle Hermoso en la Región de Coquimbo, el embalse Punilla en la Región del Maule, y el embalse Chironta en la Región de Arica y Parinacota. Para aguas lluvia, se consideran del orden de $37.500 millones, que se destinarán a diversas obras de entubamiento, dentro de las cuales destaca el entubamiento del Canal de Azapa.

Respecto del Programa de Agua Potable Rural (APR), se aumentan los recursos en casi un 26% respecto de 2012.
De esta forma, se estará incrementando sustantivamente el programa de abastecimiento de agua potable del sector rural, con un enorme impacto en la salubridad. Con estos recursos, se dará inicio en 2013 a un programa de 5.000 nuevas localidades, donde se espera abordar al menos 21 nuevos sistemas que benefician a alrededor de 2.900 familias. 

c.
Sistema de Concesiones

El Presupuesto 2013 considera $444.754 millones para la Administración del Sistema de Concesiones. Del mismo modo, se incluyen $15 mil millones adicionales para financiar estudios tendientes al desarrollo de nuevos proyectos. De estos recursos, se destinará una cifra significativa al Programa de Concesiones de Hospitales, los que dotarán y modernizarán la estructura hospitalaria en regiones y en diversas comunas de la Región Metropolitana. 

d.
Infraestructura aeroportuaria

Finalmente, en cuanto a infraestructura aeroportuaria, el Presupuesto 2013 considera alrededor de $36 mil millones para la conservación de pistas de la red nacional, ampliación y reposición de aeródromos y construcción y mejoramiento de las redes. De estos recursos, destacan los destinados al Aeropuerto Arturo Merino Benítez y Aviación Corporativa, la reposición del Aeródromo de Chaitén y la pista del Aeropuerto de Calama, entre otros.

e.
Conectividad e infraestructura productiva

El terremoto de 2010 afectó severamente cerca de 1.554 kilómetros de caminos públicos y otros 92 kilómetros de vías concesionadas, además de 212 puentes. Para ello, el Ministerio de Obras Públicas elaboró un Programa de Emergencia y Reconstrucción, a ejecutarse en el período 2010-2014. 

Actualmente, se ha restablecido la conectividad de 717 obras viales, caminos y puentes, lo que corresponde al 100% de los puntos de conectividad dañados por el terremoto. En este contexto, se consideran recursos para las obras más relevantes de reconstrucción. De estos, una fracción significativa será destinada a financiar la reposición de 5 Puentes: Tubul, Raqui-Dos, Cohinco, Niágara y Biobío. El Puente Bicentenario, sobre el Río Biobío, tiene asignados alrededor de $ 23.500 millones, y estará terminado en diciembre de 2013. 

Respecto a los bordes costeros y puertos marítimos, fluviales y lacustres, el Presupuesto 2013 contempla recursos para el término de 7 obras definitivas, entre los que se enumeran las reparaciones de los espigones en el Río Tirúa, del Muelle pesquero en Lo Rojas en Coronel, del muelle Lota Bajo y de la Caleta Llico. Además, se incluyen $11.628 millones para las principales obras de reconstrucción portuaria, dentro de las que se encuentra la reposición del Borde Costero de Dichato, el mejoramiento del Borde Costero La Poza en Talcahuano, la reposición de la Caleta Pesquera Río Lebu y la Construcción del Muelle Pesquero Artesanal en la Caleta Maguellines, entre otros. 

5. Un presupuesto para el Emprendimiento, la Innovación y el Desarrollo.

Chile se ha planteado el desafío de cruzar el umbral del desarrollo en esta década. Para eso, es necesario continuar impulsando la productividad y el crecimiento del país. Con el fin de avanzar en estos objetivos, el año 2012 se definió como el “Año del Emprendimiento” y 2013 será el “Año de la Innovación”. El Presupuesto 2013 contempla cerca de $394 mil millones para el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los cuales estarán destinados, primordialmente, hacia la promoción y consolidación de políticas de innovación y emprendimiento.
a.
Año de la Innovación

Chile necesita promover una cultura de innovación, acorde con las necesidades de un mundo globalizado, competitivo y tecnológicamente cada vez más exigente. Mediante el Programa Start Up Chile de Innova Corfo, se han financiado 402 emprendimientos de 70 países. El presupuesto 2013 destina $5.000 millones para alcanzar la meta de atraer mil emprendedores a 2014. 

En el año de la Innovación, destacan los recursos asignados a CONICYT, además de $4.100 millones a través de INNOVA, que aportarán financiamiento para la implementación de 4 nuevos centros de excelencia internacional, similares a los que se han instalado en Chile durante los últimos dos años en Biotecnología (Fraunhofer), Minería (Csiro), Tecnologías de Información (Inria) y Comunicaciones y Agroalimentos (Wageningen). A estos recursos se sumarán dos Centros de I+D corporativos los que buscan establecer en Chile Centros de I+D empresariales. 

b. Investigación y Desarrollo
Para incentivar la Investigación y Desarrollo en las empresas, desde septiembre de 2012 está disponible la nueva ley N° 20.570 de incentivo tributario a la Investigación y Desarrollo (I+D), la que flexibiliza y amplía las posibilidades de realizar I+D en empresas, terceros subcontratados y consorcios. Como apoyo a la investigación de nuestros científicos, además de los recursos que ya entrega Conicyt, se encuentra disponible el Fondo de Equipamiento Científico y Tecnológico (FONDEQUIP). Para consolidar estas políticas de innovación y desarrollo, el Presupuesto 2013 considera en torno a $ 6.000 millones.

c. Formación de Competitividad

Adicionalmente, el Presupuesto 2013 destina cerca de $9 mil millones para el Programa de Formación de Competitividad de la CORFO, donde se destaca el aumento de 40% respecto a 2012 en los recursos para las becas de inglés, alcanzando la meta de 10.000 becas. 

Respecto de los programas del Servicio de Cooperación Técnica (SERCOTEC), es particularmente relevante el financiamiento de los programas de Capital Semilla en sus versiones “Emprendimiento”, “Abeja” y “Empresas”, con recursos que aumentan casi 46% respecto a 2012, creciendo la cobertura en alrededor de 1.500 beneficiarios. 

Los Programas de Fomento de CORFO incorporan un incremento en su Presupuesto 2013 de más $6.200 millones. Aquí cabe destacar la reformulación del programa e inclusión del nuevo subsidio Fondo de Asistencia Técnica, cuyo fin es facilitar el mejoramiento de la productividad y la gestión de las empresas chilenas, reduciendo los costos e incrementando las utilidades de las PYME.

II. Contenido del Proyecto de ley.
En primer lugar, el proyecto contiene el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público para 2013, que conforma los presupuestos de ingresos y gastos del Fisco y de los servicios e instituciones regidos por la  Ley de Administración  Financiera del Estado. El total neto asciende a $ 32.429.507 millones y US$ 6.445 millones.

En el subtítulo Gastos en Personal, de cada uno de los presupuestos de los servicios e instituciones que se proponen, se incorpora el efecto año de los mejoramientos sectoriales y generales aprobados en anualidades anteriores y en la presente y, en su caso, las provisiones correspondientes, lo que se refleja en la cifra pertinente en moneda nacional contenida en este artículo 1°.

En segundo lugar, se incluyen los ingresos generales de la Nación y los programas de gastos en subsidios, operaciones complementarias, servicio de deuda y transferencias de aportes fiscales a los organismos que aprueban presupuesto en esta ley. Este agregado presupuestario, denominado Tesoro Público, presenta niveles de ingresos y gastos del orden de $28.167.283 millones y US$10.918 millones. 

En tercer lugar, se autoriza al Presidente de la República para contraer, hasta por el monto que se señala, obligaciones de carácter financiero en el exterior o en el país. Por las características de este tipo de operaciones en cuanto al plazo de los compromisos que se contraen, resulta indispensable que esta norma de la ley, sea aprobada por el H. Congreso Nacional con quórum calificado, según lo dispuesto en el artículo 63, N° 7 de la Constitución Política de la República.

Luego, se contienen disposiciones complementarias sobre materias de orden presupuestario.

Se establecen limitaciones al gasto, en cuanto a que sólo en virtud de ley puede incrementarse la suma de determinados conceptos de egresos corrientes. Asimismo, se dispone similar exigencia respecto de gastos en inversión, cuando se haya alcanzado el 10% por sobre la suma aprobada en esta ley para esos fines, sin perjuicio de las excepciones o exclusiones que establece. Con ello, se da cumplimiento al inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, en cuanto a que en la Ley de Presupuestos corresponde fijar limitaciones al gasto y las exclusiones y autorizaciones de su variación que procedan. El inciso final perfecciona las limitaciones del nivel de gasto, disponiendo que aquel monto en que se disminuya la suma determinada conforme al inciso primero de esta disposición (gasto corriente), para incrementar las cantidades a que se refiere este  inciso  (gasto de capital), constituirá una reducción definitiva del nivel autorizado en el citado inciso primero. 

Se dispone la obligación de los órganos y servicios públicos de informar al Gobierno Regional correspondiente, las iniciativas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Se regulan los procedimientos de licitación a que estarán afectos los servicios públicos para adjudicar durante el año 2013 la realización de estudios para inversiones y proyectos de inversión, distinguiendo, en relación a sus montos, la utilización de licitación pública o privada.

Se resguarda el interés fiscal, al facultar a la autoridad correspondiente para que, en los decretos que dispongan transferencias de recursos, se puedan incorporar condiciones de uso o destino de éstos e información periódica sobre su aplicación y reintegros cuando corresponda. No se permite que, con las transferencias que constituyan asignaciones globales a unidades de un servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, se destinen recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, excepto aquellos que estén expresamente autorizados en el respectivo presupuesto.

Se prohíbe a los organismos y servicios públicos, la adquisición, arrendamiento o construcción de viviendas destinadas a sus funcionarios, con las excepciones que se señalan. 

Se establece un mecanismo de flexibilización de las dotaciones máximas de personal, permitiendo reasignar dotación entre servicios de cada ministerio sin que se pueda superar la dotación total del conjunto de aquellos. Adicionalmente, se otorga la facultad de reasignar recursos con tal objeto. 

Se propone un mecanismo para posibilitar el reemplazo del personal contratado que, por cualquier causa, no pueda desempeñar su cargo por un período de treinta días corridos.  El objetivo de esta norma es evitar la disminución de servicios causada por tales ausencias, estableciéndose en la misma disposición el resguardo de mayores gastos y el procedimiento de justificación de tales reemplazos.

Se regula la provisión de cargos vacantes durante el año 2013, estableciendo que sólo podrán reponerse el 50 % de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, con las excepciones que allí se señalan. 

Se dispone un procedimiento para convocar a los procesos de selección para la provisión de los cargos de Alta Dirección Pública, regulados en la norma que se cita de la ley N° 19.882, precisando cuales son los mecanismos e instancias más idóneas, públicas y de menor costo, en los cuales incluir toda la información relativa a los procesos de selección de los respectivos cargos y los requisitos exigidos, sin apartarse del espíritu que informa la citada norma.

Se regula la adquisición y arrendamiento de los vehículos motorizados que señala, como también el procedimiento para reasignar dotación de vehículos entre los servicios dependientes de un mismo Ministerio, sin alterar la dotación máxima total de la respectiva cartera.

Se regula el destino del producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que, de acuerdo a sus facultades, efectúe durante el año 2013 el Ministerio de Bienes Nacionales. 

Asimismo, se mantiene la excepción respecto del destino de los ingresos producto de las enajenaciones de bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, estableciéndose además que las aplicaciones que se efectúen con cargo a estos recursos deben incorporarse anualmente en la Ley de Presupuestos, en los respectivos capítulos de las Partidas presupuestarias correspondientes.

Se establece que la Dirección de Presupuestos deberá proporcionar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, información relativa a la ejecución del presupuesto, deuda pública y del Banco Central, copia de los balances y estados financieros de las empresas del Estado, además de otra información que se detalla en dicho artículo.

En concordancia con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 19.908,  se solicita autorización por el monto que se señala para efectuar las operaciones allí autorizadas y reguladas. 

Se autoriza al Presidente de la República para otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y las universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (quinientos millones de dólares de los Estados Unidos de América), o su equivalente en otras monedas.

Se regula la forma de ejercer esta facultad, y la extensión de la garantía que se puede otorgar.

Asimismo, se establece que todas aquellas empresas que reciban la garantía estatal para las operaciones de deuda que contraten, deberán suscribir, previamente, un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de Corporación de Fomento de la Producción, con el objeto de que el Gobierno cuente con una instancia de análisis y evaluación uniforme de la gestión y del desarrollo de los planes y las políticas de las aludidas empresas.

Se propone un procedimiento autorizatorio destinado a centralizar la procedencia y gasto producto de la afiliación o incorporación de los organismos públicos a diferentes organismos internacionales, radicándolo en el ministerio del ramo y en la cartera de Relaciones Exteriores.  

Se identifican los mecanismos reglamentarios y administrativos necesarios para la ejecución del presupuesto del Sector Público para el año 2013.

 Se fija la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, permitiendo no obstante dictar a partir de la fecha de su publicación, los decretos a que se refiere el artículo 3° y los decretos y resoluciones que, por disposiciones de esta ley, se requieren para posibilitar la ejecución presupuestaria.

Se señala el porcentaje de los recursos destinados a avisaje y publicaciones, que las reparticiones públicas podrán realizar en medios de comunicación con clara identificación local.

Se otorga la calidad de agentes públicos a los encargados de programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios.

Se contiene una norma que obliga a los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley a remitir a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, una copia de informes derivados de estudios e investigaciones que se contraten con cargo a la asignación 22.11.001.

Finalmente, se establece la obligación de los organismos públicos de informar, a más tardar el 31 de marzo de 2013, a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la nómina de los proyectos y programas de inversión financiados con el subtítulo 31, su calendario de ejecución y si fuera pertinente, su calendario de licitación.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:
PROYECTO DE LEY:
“ESTIMACION DE INGRESOS Y CÁLCULO DE GASTOS
Artículo 1°.- Apruébase el Presupuesto de ingresos y gastos del sector público para el año 2013, según el detalle que se indica:

En moneda Nacional

En Miles de $

	 
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas


	Deducciones de Transferencias


	Total

	INGRESOS
	33.214.214.944
	784.707.583
	32.429.507.361

	IMPUESTOS
	23.251.790.185
	
	23.251.790.185

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	1.933.716.820
	
	1.933.716.820

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	334.096.396
	294.974.628
	39.121.768

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	326.011.245
	22.933.547
	303.077.698

	INGRESOS DE OPERACION
	588.758.833
	
	588.758.833

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	561.221.120
	
	561.221.120

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	31.172.637
	
	31.172.637

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	2.052.763.921
	
	2.052.763.921

	RECUPERACION DE PRESTAMOS
	312.745.707
	
	312.745.707

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	497.019.956
	466.799.408
	30.220.548

	ENDEUDAMIENTO
	3.004.507.330
	
	3.004.507.330

	SALDO INICIAL DE CAJA
	320.410.794
	
	320.410.794

	GASTOS


	33.214.214.944
	784.707.583
	32.429.507.361

	GASTOS EN PERSONAL
	5.381.819.857
	
	5.381.819.857

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	2.206.833.965
	
	2.206.833.965

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	6.460.111.342
	
	6.460.111.342

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	10.977.771.823
	288.435.280
	10.689.336.543

	INTEGROS AL FISCO
	44.799.042
	29.472.895
	15.326.147

	OTROS GASTOS CORRIENTES
	1.586.981
	
	1.586.981

	ADQUISICION DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	180.425.365
	
	180.425.365

	ADQUISICION DE ACTIVOS FINANCIEROS
	1.122.941.063
	
	1.122.941.063

	INICIATIVAS DE INVERSION
	2.684.551.301
	
	2.684.551.301

	PRESTAMOS
	311.163.920
	
	311.163.920

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	3.148.466.590
	466.799.408
	2.681.667.182                        

	SERVICIO DE LA DEUDA
	676.339.283
	
	676.339.283

	SALDO FINAL DE CAJA
	17.404.412
	
	17.404.412


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares:

	
	En Miles de US$


	
	

	
	Resumen  de   los Presupuestos de las Partidas


	 Deducciones de Transferencias
	Total



	INGRESOS
	6.444.870
	
	6.444.870

	IMPUESTOS


	2.121.000
	
	2.121.000

	RENTAS DE LA PROPIEDAD


	2.159.201
	
	2.159.201

	INGRESOS DE OPERACIÓN


	5.259
	
	5.259
	

	OTROS INGRESOS CORRIENTES


	42.563
	
	42.563

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS


	2.062.681
	
	2.062.681

	RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS


	3.166
	
	3.166

	ENDEUDAMIENTO


	48.000
	
	48.000

	SALDO INICIAL DE CAJA
	3.000
	
	3.000


	GASTOS
	6.444.870
	
	6.444.870



	
	
	
	

	GASTOS EN PERSONAL


	149.917
	
	149.917

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO


	245.515
	
	245.515

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL


	171
	
	171

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES


	75.198
	
	75.198

	OTROS GASTOS CORRIENTES


	600
	
	600

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS


	3.227
	
	3.227

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS


	4.952.894
	
	4.952.894

	INICIATIVAS DE INVERSIÓN


	4.128
	
	4.128

	PRÉSTAMOS


	3.166
	
	3.166

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL


	300
	
	300

	SERVICIO DE LA DEUDA


	1.007.754
	
	1.007.754


SALDO FINAL DE CAJA
2.000
2.000






Artículo 2°.-Apruébanse los ingresos generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera, convertida a dólares, para el año 2013, a las Partidas que se indican:

	 
	Miles de $
	Miles de US$

	INGRESOS GENERALES DE LA NACION:
	 
	 

	IMPUESTOS
	23.251.790.185
	2.121.000

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	7.418.005
	20

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	169.799.368
	2.159.201

	INGRESOS DE OPERACIÓN
	17.354.485
	5.259

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	141.147.039
	30.133

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	119.653
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	1.598.653.952
	2.038.089

	RECUPERACION DE PRESTAMOS
	10
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	
	4.514.364

	ENDEUDAMIENTO
	2.976.000.000
	48.000

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000

	TOTAL INGRESOS


	28.167.282.697
	10.918.066

	APORTE FISCAL:
	
	

	PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
	14.824.352
	

	CONGRESO NACIONAL
	99.241.492
	

	PODER JUDICIAL
	361.201.011
	

	CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA
	55.499.945
	

	MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PUBLICA
	2.063.100.737
	37.897

	MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
	65.448.306
	162.508

	MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y TURISMO
	253.110.736
	

	MINISTERIO DE HACIENDA
	280.394.557
	

	MINISTERIO DE EDUCACION
	6.560.424.110
	

	MINISTERIO DE JUSTICIA
	724.661.524
	

	MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
	931.200.014
	217.095

	MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS
	1.561.852.937
	

	MINISTERIO DE AGRICULTURA
	337.978.799
	

	MINISTERIO DE BIENES NACIONALES
	13.229.915
	

	MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL
	5.727.975.621
	

	MINISTERIO DE SALUD
	2.748.069.959
	

	MINISTERIO DE MINERIA
	34.749.525
	

	MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO
	1.498.850.646
	

	MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES
	650.006.853
	

	MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO
	108.952.068
	

	MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL
	478.402.032
	

	MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
	9.389.396
	

	MINISTERIO PUBLICO
	123.477.591
	
	 US$

	MINISTERIO DE ENERGIA
	74.086.088
	

	MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE
	35.439.562
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:


	
	

	FONDO DE EDUCACION
	
	4.029.327

	FONDO DE ESTABILIZACION ECONOMICA Y SOCIAL
	279.049

	FONDO DE RESERVA DE PENSIONES
	
	634.675

	OPERACIONES COMPLEMENTARIAS
	1.872.283.411
	4.549.761

	SERVICIO DE LA DEUDA PUBLICA
	665.783.860
	1.007.754

	SUBSIDIOS


	817.647.650
	 

	TOTAL APORTES
	28.167.282.697
	10.918.066


Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 6.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en los Ingresos Generales de la Nación.

Autorícesele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 300.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.

Para los fines de este artículo podrán emitirse y colocarse bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.

La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2013 y aquellas que se contraigan para efectuar pago anticipado de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2013, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.

No se imputarán a la suma de las cantidades señaladas en los incisos primero y segundo de este artículo, las obligaciones que se contraigan para solventar el pago de bonos de reconocimiento a que alude el artículo tercero transitorio del decreto ley N° 3.500 de 1980, hasta por un monto del equivalente a US$ 1.500.000 miles.

La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

Artículo 4°.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los gastos en personal, bienes y servicios de consumo, prestaciones de seguridad social, transferencias corrientes, integros al Fisco y otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.

No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.

Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades, aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de adquisición de activos no financieros, iniciativas de inversión y transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%. 

Artículo 5°.- Los órganos y servicios públicos deberán informar mensualmente al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los quince días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos. 

Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2013, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.

Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.

Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.

Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o bien no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.

Artículo 7°.- En los decretos que dispongan transferencias con imputación a los ítem 01, 02 y 03, de los subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que deberá dar a los recursos la institución receptora; las condiciones o modalidades de reintegro de éstos a que quedará afecta dicha entidad y la información sobre su aplicación que deberá remitir al organismo que se señale en el respectivo decreto.

Aquellas transferencias incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria, en los distintos conceptos de gasto, visado por la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de egresos y actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria mensual. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.

Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional, de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.

Artículo 9°.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia, desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación, al o a los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación, o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 

Artículo 10.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a 30 días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Artículo 11.- Durante el año 2013, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios, salvo en aquellos casos que la Dirección de Presupuestos autorice previamente la reposición de un porcentaje mayor de dichas vacantes.

Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera, como asimismo a las dotaciones máximas fijadas para el personal regido por las leyes N°19.664 y N° 15.076.

El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta.

Artículo 12.- Para los efectos de proveer durante el año 2013 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de las páginas web institucionales u otras que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicará en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a las correspondientes páginas web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

Artículo 13.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para la adquisición, a cualquier título, de toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.

Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.

Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.

La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado con la fórmula "Por orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.

En el decreto supremo respectivo, podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados. 

Artículo 14.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2013 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 a 2012, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:

65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;

10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y

25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.

La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.

No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.

Los ingresos producto de las enajenaciones de los bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Publica no estarán afectos a lo dispuesto en los incisos anteriores y las aplicaciones que se efectúen con cargo a estos recursos se incorporarán anualmente en la Ley de Presupuestos, en los respectivos capítulos de la Partida Ministerio de Defensa Nacional y de la Partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública según corresponda, identificando los ingresos y gastos estimados en cada caso. Estas enajenaciones se efectuarán por licitación pública y los recursos sólo podrán emplearse en proyectos de infraestructura, incluidos proyectos de inversión social, tales como habitabilidad y mejoramiento de las condiciones de vida de todo el personal integrante de estas instituciones, y en proyectos de infraestructura militar. La proporción de proyectos militares será inferior a la de proyectos de inversión social, salvo autorización expresa del Ministerio de Defensa. Trimestralmente el Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública en su caso, deberán informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos de las enajenaciones y los proyectos de infraestructura financiados con los recursos a que se refiere este inciso. 

Artículo 15.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:

1. 
Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.

2. 
Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.

3. 
Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y comportamiento de la deuda bruta del Gobierno Central.

4. 
Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.

5. 
Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

6. 
Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los sesenta días y noventa días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.

7. 
Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

8. 
Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

9. 
Informe trimestral de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N° 19.908, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre. 

10.
Informe Trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre.

11.
Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los 90 días siguientes al término del respectivo trimestre.

En el caso del Fondo de Estabilización Económica y Social, el informe deberá ser presentado ante la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y contener, al menos, el detalle de aportes y retiros del período, debiendo identificarse y fundamentarse el destino de estos últimos.

12.
Informe trimestral, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre, de las asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley. Adicionalmente y en las mismas fechas, los organismos responsables de dichos programas, deberán publicar en su página web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.


Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.

13. Informe, antes del 31 de diciembre de 2012, de los gastos considerados para el año 2013 en iniciativas de inversión en las zonas comprendidas en el decreto supremo N° 150, de 2010, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, especificando el tipo de obra, región y comuna de ubicación, costo y plazo de ejecución. Asimismo, estado de avance trimestral, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre, de cada una de las obras especificadas.

14. La Dirección de Presupuestos, en el marco del Plan Araucanía, informará a más tardar el 31 de marzo de 2013 a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de las iniciativas de inversión sectoriales consideradas en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2013 que se contempla desarrollar en la IX Región.

15. Trimestralmente, copia de los decretos de modificaciones presupuestarias totalmente tramitados en el período, dentro de los 30 días siguientes al término del trimestre, y un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en el trimestre anterior, especificando los montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida.
16. Informe trimestral de los ingresos fiscales asociados a las medidas adoptadas para el financiamiento de la reconstrucción, incluyendo la ley N° 20.469, que introduce modificaciones a la tributación de la actividad minera, la ley N° 20.455, que modifica diversos cuerpos legales para obtener recursos destinados al financiamiento de la reconstrucción del país, y la ley N° 20.444, que crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo tributario a las donaciones efectuadas en caso de catástrofe.
17.
Trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del período correspondiente, deberá enviarse un informe sobre el estado de cumplimiento del Plan Arica Parinacota y del Plan Arauco, en el que se indicará el estado de ejecución, montos transferidos, avance real de las obras que contemplen, todo ello desglosado según cada una de las áreas de intervención comprendidas.

18.
La Dirección de Presupuestos deberá remitir a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe trimestral sobre el gasto devengado en el Gobierno Central en la asignación 22-07-001, dentro de los 30 días siguientes al término del trimestre respectivo, detallando el gasto por partida y su variación real respecto de igual trimestre del año anterior.

Para dar cumplimiento a lo señalado en los párrafos anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes, debiendo además ser publicada en los mismos plazos en la página web de los organismos obligados a proporcionarla.


El reglamento a que se refiere el inciso tercero del artículo 7° de la   N° 19.862, deberá establecer que la inscripción de cada operación de transferencia deberá señalar el procedimiento utilizado en su asignación, si es por concurso, asignación directa u otro. Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.


Toda información que en virtud de otras disposiciones de esta ley deba ser remitida a Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada por los respectivos organismos a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, quién la pondrá a disposición de la o las Comisiones a que se refieren dichas disposiciones, sin perjuicio de su publicación en la página web del organismo respectivo. 


La información deberá ser atingente e incluir las advertencias de porcentajes de cumplimientos de objetivos o indicadores.
Artículo 16.- Durante el año 2013, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$1.500.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.

Artículo 17.- Durante el año 2013 el Presidente de la República podrá otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (quinientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.

La autorización que se otorga al Presidente de la República, será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.

Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.

Las empresas señaladas en el inciso primero, para obtener la garantía estatal señalada, deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.847.

Autorízase a las universidades estatales para contratar, durante el año 2013, empréstitos por períodos de hasta 20 años, de forma que, con los montos que se contraten, el nivel de endeudamiento total en cada una de ellas no exceda del setenta por ciento (70%) de sus patrimonios. El servicio de la deuda se realizará con cargo al patrimonio de las mismas universidades estatales que las contraigan. Estos empréstitos deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda. Con todo, los empréstitos no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.

Copia de los antedichos empréstitos, indicando el monto y las condiciones bajo las cuales fueron suscritos, además de un informe que especifique los objetivos y los resultados esperados de cada operación y su programa de inversiones asociado, serán enviados al Ministerio de Educación y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al de su contratación.

Artículo 18.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación les demande efectuar contribuciones o aportes, se deberá certificar la disponibilidad de recursos para afrontar tales gastos. 

Artículo 19.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley N° 19.104 y el artículo 14 de la ley N° 20.128, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quien podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.

Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.

Artículo 20.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2013, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°, y los decretos y resoluciones que en virtud de esta ley sean necesarios para posibilitar la ejecución presupuestaria a partir del año 2013. 

Artículo 21.- Los órganos y servicios públicos, cuando realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos en un 20% en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa.

Los órganos y servicios a que se refiere este artículo, deberán dar cumplimiento de lo establecido en el inciso anterior, por medio de sus respectivas páginas web. Asimismo, trimestralmente, deberán informar en las mismas páginas web acerca del gasto devengado en la asignación 22-07-001, dentro de los 30 días siguientes al término del trimestre respectivo.

Artículo 22.- Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico. 

Artículo 23.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley deberán remitir a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los 180 días siguientes a la recepción de su informe final. 

Artículo 24.- En caso de contar con asignaciones correspondientes al subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2013, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.

La información señalada en el inciso previo, desglosada por Ministerio, deberá estar disponible en el sitio web de la Dirección de Presupuestos, y deberá ser acompañada, en el plazo que corresponda, por la ejecución trimestral de los recursos indicados.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente De La República.- Felipe Larrain Bascuñan,

 Ministro de Hacienda.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE PENAS PARA LA FABRICACIÓN, TENENCIA, TRANSPORTE, COMERCIALIZACIÓN Y UTILIZACIÓN DE “HILO CURADO”
(8579-25)

Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8579-25. 

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpórase en el Código Penal el siguiente artículo:


“Art. 288 ter. El que fabricare, transportare, comercializare o utilizare cualquier clase de hilo unido o recubierto con alguna sustancia abrasiva, tales como polvo metálico, vidrio o cristal molido u otros componentes similares, que eventualmente pueda utilizarse para elevar volantines, cometas u otros semejantes, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de entre cien y mil unidades tributarias mensuales.

Las penas establecidas en el inciso precedente, se impondrán sin perjuicio de las que correspondan a los demás delitos que se cometieren con motivo o con ocasión de la utilización del material a que se refiere el inciso anterior.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA JORNADA, DESCANSO Y COMPOSICIÓN DE LA REMUNERACIÓN DE LOS TRABAJADORES DE CASA PARTICULAR, Y PROHIBE EL USO DE UNIFORMES A TRABAJADORAS DE CASA PARTICULAR

(8292-13, 7807-13 Y 7675-13, REFUNDIDOS)


Con motivo del Mensaje y Mociones refundidos, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente a los boletines N°7675-13, 7807-13 y 8292-13. 

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Libro I del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: 

1) Elimínase en el inciso primero de su artículo 54 la expresión “y los de casa particular”.

2) Sustitúyese el inciso primero de su artículo 149 por el siguiente:

“Artículo 149.- La jornada de los trabajadores de casa particular que no vivan en la casa del empleador estará sujeta a las siguientes reglas:

a) No podrá exceder de cuarenta y cinco horas semanales, sin perjuicio de lo establecido en la letra d);

b) Se podrá distribuir hasta en un máximo de seis días;

c) Le será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 34;

d) Las partes podrán acordar por  escrito hasta un máximo de quince horas semanales adicionales de trabajo, no acumulables a otras semanas, las que serán  pagadas con un recargo no inferior al señalado en el inciso tercero del artículo 32. 

En caso de que el acuerdo no conste por escrito, se imputarán al máximo de quince horas semanales indicadas en esta letra, las horas trabajadas en exceso de la jornada pactada, con conocimiento del empleador, y

e) El período que medie entre el inicio y el término de las labores en ningún caso podrá exceder de doce horas continuas, considerando tanto la jornada como el descanso dentro de ella.”.

3) Sustitúyese la letra a) del inciso segundo de su artículo 150 por las siguientes a) y b), pasando la actual letra b) a ser c):

“a) Tendrán derecho a descanso semanal los días domingo.
b) Tendrán derecho a dos días adicionales de descanso dentro de cada mes calendario. Las partes acordarán por escrito su distribución, fraccionamiento en  medias jornadas o su acumulación dentro del respectivo mes. A  falta de acuerdo, el empleador deberá otorgarlos en el día hábil anterior al domingo de la primera y de la tercera semana de cada mes calendario. Los descansos señalados en esta letra no podrán ser compensados en dinero mientras la relación laboral se encuentre vigente.”.

4) Incorpóranse las siguientes modificaciones en su artículo 151:

a) Sustitúyese en su inciso primero la oración “, comprendiéndose además del pago en dinero efectivo, los alimentos y la habitación cuando los servicios requeridos exijan que el trabajador viva en la casa del empleador”, por la siguiente: “y en moneda de curso legal, sin que pueda comprender los alimentos y la habitación, los cuales siempre serán de cargo del empleador”.

b) Suprímese en su inciso segundo la expresión “en dinero”.

5) Agrégase el siguiente artículo 151 bis:

“Artículo 151 bis.- Ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores de casa particular, su permanencia o renovación de contrato, o la promoción o movilidad en su empleo, al uso de uniformes, delantales o cualquier otra vestimenta identificatoria o distintivo identificatorio en espacios, lugares o establecimientos públicos como parques, plazas, playas, restaurantes, hoteles, locales comerciales, clubes sociales y otros de similar naturaleza.”.
Artículo 2°.- El empleador deberá entregar una copia del contrato de trabajo debidamente firmado al trabajador, quien podrá registrarlo en la respectiva Inspección del Trabajo a fin de facilitar las labores de fiscalización, debiéndose guardar reserva de la identidad de las partes y del domicilio en que se prestan los servicios.

El empleador que sea requerido en el domicilio indicado, por un inspector del trabajo en uso de sus facultades de fiscalización relativas a las condiciones laborales de los trabajadores de casa particular, podrá aceptar el ingreso del inspector a este domicilio, o bien solicitar la fijación de otro día y hora para acudir a las dependencias de la inspección del trabajo con la documentación que le sea requerida.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Las modificaciones introducidas por el artículo 1° de la presente ley comenzarán a regir a contar del primer día del tercer mes posterior a su publicación en el Diario Oficial. 

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, las horas máximas señaladas en las letras a) y d) del inciso primero del artículo 149 del Código del Trabajo, modificado por esta ley, comenzarán a regir a contar del primer día del tercer año desde la entrada en vigencia de esta ley. Con anterioridad a dicha fecha, regirá lo siguiente: 

1.- A contar de la entrada en vigencia de esta ley, la jornada señalada en la letra a) del inciso primero antes mencionado, no podrá exceder en ningún caso de sesenta horas semanales. Además, no regirá el máximo de horas adicionales semanales a que se refiere la  letra d) del mismo inciso. 

2.- A contar del primer día del segundo año desde la entrada en vigencia de esta ley, la jornada señalada en la letra a) del inciso primero antes mencionado, no podrá exceder de cincuenta y cuatro horas semanales. Además, el máximo de horas adicionales semanales a que se refiere la letra d) del mismo inciso será de seis horas.

Artículo segundo.- El empleador no podrá unilateralmente rebajar la remuneración como consecuencia de la reducción de jornada de trabajo o aumento de días de descanso dispuestos en esta ley. 

Cuando por aplicación de lo dispuesto en la letra a) del artículo 149, modificado por  esta ley, y en el artículo transitorio anterior, se reduzcan las jornadas de los trabajadores de casa particular, el empleador no podrá unilateralmente imputar a la retribución de dicha jornada el pago por las horas adicionales a que se refiere la letra d) del mismo inciso.

Artículo tercero.- Respecto de los contratos de trabajo que se encontraren vigentes a la fecha de entrada en vigor de esta ley, los días o fracciones de días de descanso convenidos en exceso de los mínimos legales se imputarán a los dos días adicionales de descanso establecidos en la letra b) del inciso segundo del artículo 150 del Código del Trabajo, modificado por esta ley.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE RENUEVA Y MODIFICA EL PROCEDIMIENTO DE REGULARIZACIÓN DE AMPLIACIONES DE VIVIENDAS SOCIALES CONTEMPLADO EN LA LEY N° 20.251

(7818-14)

Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 7818-14.

                  PROYECTO DE LEY:

“Renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la   ley N° 20.251

Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales, emplazadas en áreas urbanas o rurales, podrán por una sola vez, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, regularizar las ampliaciones de hasta 25 m2 de superficie que hubieren efectuado en dichas viviendas, cumpliendo además con los requisitos que se señalan a continuación:

1) No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, en franjas declaradas de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público. 

2) A la fecha de la regularización no deben existir reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley, ante la Dirección de Obras Municipales o el juzgado de policía local respectivo.

3) Las ampliaciones deben cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.

4) El propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:

a) Declaración simple del propietario, señalando ser titular del dominio del inmueble y que la ampliación cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad e instalaciones interiores.

b) Especificaciones Técnicas resumidas y un plano esquemático que grafique la planta y el perfil de la ampliación, señalando las medidas y superficie a regularizar.
Tratándose de ampliaciones en segundo piso o superior la solicitud deberá ser firmada por un arquitecto, o bien, contar con un informe favorable de inspección de la Dirección de Obras Municipales.
La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, deberá pronunciarse, con el solo mérito de los documentos a que se refiere este artículo y, si procediere, otorgará el correspondiente certificado de regularización.

En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad funcionaria.

Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo, estarán exentas de los derechos municipales establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones  en   el  artículo 166  del   decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones:

1) Intercálase a continuación del inciso segundo el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos terceros, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:

“La certificación profesional a que se refiere el inciso anterior no se requerirá cuando la ampliación cuente con un informe favorable de inspección de la Dirección de Obras Municipales.”.

2) Incorpóranse a continuación del actual inciso cuarto, que pasó a ser quinto, los siguientes incisos sexto y séptimo:

“Lo dispuesto en el presente artículo también será aplicable en caso de regularización de otras viviendas o infraestructuras sanitarias en el mismo predio, en cuyo caso el valor de 520 unidades de fomento se aplicará, separadamente, a cada vivienda o infraestructura sanitaria adicional.

Las Municipalidades podrán desarrollar programas de regularización de conjuntos de viviendas sociales conforme al presente artículo, en cuyo caso podrán aprobarse permisos y recepciones colectivas.”.  

3) Reemplázase en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser octavo, la expresión “inciso primero de este” por la palabra “presente”.”.



********


Hago presente a V.E. que los incisos segundo   y  tercero del artículo 1°, así como el número 1) del artículo 2° del proyecto, fueron aprobados tanto  en general como en particular por 89 diputados,  de 117  en  ejercicio,  dándose cumplimiento de esta manera a lo establecido en el artículo 66 inciso segundo de la Constitución Política.  

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN LOS PROYECTOS DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVOS AL INTERÉS MÁXIMO CONVENCIONAL
(7.786-03, 7.890-03 y 7.932-03, REFUNDIDOS)
Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Economía presenta su segundo informe sobre los proyectos de ley de la referencia, en primer trámite constitucional.


El Boletín N° 7.786-03, sobre interés máximo convencional, tuvo origen en una Moción presentada por los Honorables Senadores señores Tuma y Zaldívar, y señores Bianchi, Escalona y Letelier. Ingresó a tramitación con fecha 13 de julio de 2011, pasando a la Comisión de Economía. Con fecha 18 de octubre de 2011 la Sala aprobó en general el proyecto.


El Boletín N° 7.932-03, sobre protección a deudores de créditos en dinero, inició su tramitación con fecha 13 de septiembre de 2011, por Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República. Con fecha 18 de octubre la Sala aprueba en general el proyecto.


El 19 de octubre de 2011, la Sala acordó refundir ambos Boletines, y fijó como plazo para presentar indicaciones el 14 de noviembre de ese mismo año. Posteriormente se fijaron varios nuevos plazos para presentar indicaciones, siendo el último de ellos el 10 de julio de 2012.


Finalmente, el Boletín N° 7.890-03, sobre interés máximo convencional, tuvo origen en una Moción presentada por los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica. Ingresó a tramitación con fecha 31 de agosto de 2011, pasando a la Comisión de Economía. Con fecha 29 de agosto de 2012,  la Sala aprobó en general el proyecto. Con fecha 30 de agosto de 2012 la Sala acordó refundirlo con los Boletines N°s 7786-03 y 7.932-03, y que, de consiguiente, no sería necesario fijar plazo para formularle indicaciones al proyecto.

Concurrieron también las siguientes personas:


Del Ministerio de Hacienda: el Subsecretario, señor Julio Dittborn Cordúa; el Coordinador de Políticas Microeconómicas, señor Salvador Valdés Prieto; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno Guzmán; el Asesor de Mercados de Capitales, señor Jaime Salas Vergara; el Asesor legislativo, señor Gonzalo Carreño, y la Asesora legislativa, señora Carmina Hernández.


Del Banco Central: el Presidente, señor Rodrigo Vergara Montes; el Fiscal, señor Miguel Ángel Nacrur Gazali; el Gerente de Infraestructura y Regulación Financiera, señor Gabriel Aparici Cardozo; el Gerente Asesor de Comunicaciones, señor Luis Álvarez Vallejos, y el Asesor Informático, señor Fernando Coulón.


De la Asociación de Cooperativas de Ahorro y Crédito: el Vicepresidente, señor Alex Figueroa Navarro; los Fiscales, señores Juan Pablo Rivadeneira Amesti y Claudio Araya Henríquez, y el Gerente de Control de Gestión, señor Jaime Wall Riquelme.


Del Comité Retail Financiero: el Gerente General, señor Claudio  Ortiz; el Contador General de Ripley y miembro del Directorio del Comité, señor Miguel Núñez; de ABC Din, señor Gonzalo Ceballos, y de Hites, señor Jaime Anusch.


De la Secretaría General de la Presidencia: los Analistas, señora Danielle Courtin Díaz, y señores Víctor Blanco Cruz, Tomás Celis Garrido, Omar Pinto y Pedro Pablo Rossi. 


De Cieplan: el Abogado del Programa Legislativo, señor Sebastián Pavlovic Jéldres.

De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor Gustavo Rosende. 


Del Instituto Libertad y Desarrollo: los Abogados del Programa Legislativo, señora María Teresa Muñoz y señor Daniel Montalva Armanet. 


Del Instituto Libertad: la Abogada, señora Josefina Figueroa Gostin.


Del Instituto Igualdad: el Asesor Jurídico, señor Nicolás Guzmán Mora.


De la Asociación de Bancos (ABIF): el Abogado, señor Reinaldo Núñez Estrada.


De la Biblioteca del Congreso Nacional: las Analistas, señoras Annette Hafner y Fernanda Maldonado.


Los asesores señora Rima Quhhat y señores Eduardo Barros González (Honorable Senador Tuma), Nicolás Figari (Honorable Senador Novoa), Tomás Monsalve Egaña (Honorable Senador Letelier),  Jani Matthias Metzen (Comité DC), Ignacio Imas Arenas y Cristián Valenzuela Lorca (Honorable Senador Zaldívar) y Nicolás Bradbury (Honorable Diputado Edwards).

- - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

1.- Artículos de los proyectos que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones:  

-Boletín N° 7.786-03: No hay. 

-Boletín N° 7.890-03: No hay.

-Boletín N° 7.932-03: Artículo 1°, N°s 1, 3, letra b), y 6; Artículo 2°, y Artículo 2° transitorio.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 

- No hay (Boletín N° 7.786-03).

-Indicaciones N°s 1, 3, 4, 5, 9, 13, 14 y 15. (Boletín N° 7.932-03).


3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones:

-Indicación N° 1: artículo 1°, N°s 1 y 4 y artículo 2° N°s 1 y 2; Indicación N° 2: Artículo Único, N° 3; Indicación N° 3: artículo 1°, N° 4; e Indicación N° 4 (Boletín N° 7.786-03).

-Indicaciones N°s 8, 10, 11, 12, 16 y 17 (Boletín N° 7.932-03).

-Indicación “A”, de los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, que incorpora un artículo 6° bis, nuevo (Boletines N°s 7.786-03 y 7.932-03, refundidos); e 

-Indicación “B”, de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar, por la que se inserta un artículo 6° ter, nuevo (Boletines N°s 7.786-03, 7.890-03 y 7.932-03, refundidos).

4.- Indicaciones rechazadas:

-Indicación N° 1: artículo 1°, N°s 2 y 3; Indicación N° 2: Artículo Único, N° 1; Indicación N° 3: artículo 1°, N°s 1, 2 y 3, y artículo 2°; Indicación N° 5; Indicación N° 6; Indicación N° 7; Indicación N° 8, artículo 1°; Indicación N° 9; Indicación N° 10, e Indicación N° 12. (Boletín N° 7.786-03).

-Indicaciones N°s 2, 6 y 7. (Boletín N° 7.932-03)

5.- Indicaciones retiradas: 

- Indicación N° 2, Artículo Único, N° 2; Indicación N° 11 (Boletín N° 7.786-03).
- No hay. (Boletín N° 7.932-03).

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 

-Indicación N° 8, artículo 2°, formulada al boletín N° 7.786-03.

-No hay indicaciones declaradas inadmisibles dentro de las formuladas al boletín N° 7.932-03.
- - - - - - -
DISCUSIÓN PARTICULAR

En la primera sesión en que se trataron estos proyectos, la Comisión analizó la forma de abordar la discusión particular, teniendo presente el mandato de refundir estas dos iniciativas, y las indicaciones presentadas a cada uno de los textos que fueron aprobados en general por la Sala.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó que estas iniciativas tratan una materia de alta complejidad, y se han presentado muchas indicaciones. Propuso a la Comisión una metodología para tramitar estos proyectos de manera rápida, intentando llegar a un acuerdo en aquellos aspectos en que existen profundas discrepancias. 

Expresó que en determinadas materias existe consenso, por lo que es conveniente despejar esos temas, y luego abocarse al debate de aquellos aspectos en los que no existe acuerdo, buscando acercar posiciones. 

Precisó cuáles son las materias que, en su entender, resultan claves en el proyecto:

- Definición de Tasa Máxima Convencional;

- Determinación de un nuevo parámetro o base de cálculo;

- Definición del “guarismo”, tema en el que existen diferencias;

- Plazo de aplicación;

- Regulación de las comisiones estableciendo un tope;

- Segmentación de la tasa para microcrédito; 

- Término del anatocismo.

Son los grandes temas a debatir para avanzar en este proyecto. Su propuesta de trabajo es la siguiente:

- Refundir las indicaciones en un solo texto.

- Refundir las indicaciones en aquellos aspectos que presenten coincidencias, para proponer acuerdos a la Comisión. 

- Identificar los aspectos donde permanecen las discrepancias.

- Dirimir los temas pendientes votando en particular. 


La Comisión estuvo de acuerdo con la necesidad de abordar estos temas de manera más general antes de entrar al estudio del texto. Además, consideró necesario que el Ejecutivo explique sus nuevas propuestas, y eventualmente escuchar la opinión de otras entidades.

- - -


Cabe señalar que, fruto de un consenso entre el Ejecutivo y algunos parlamentarios, los Honorables Senadores señores Chahuán, Garcia y Tuma presentaron, en el plazo que se abrió hasta el 10 de julio, una indicación que recoge el acuerdo alcanzado respecto de la TMC de las operaciones de crédito en pesos, no reajustables, por un plazo igual o superior a 90 días, la gradualidad en la implementación de la rebaja en este segmento, y la estabilización de la tasa en situaciones de crisis económica, indicación que se ha signado en el presente informe como indicación “A”.
- - -


En sesión de 11 de julio de 2012, el Gerente General del Comité de Retail Financiero, señor Claudio Ortiz, dio su opinión respecto a las iniciativas refundidas, y a la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, que recoge el acuerdo alcanzado con el Ejecutivo en relación al artículo 6° bis.


Destacó que el acuerdo es un importante avance. Puso de relieve que el acuerdo supone una reducción del 35% respecto de la actual TMC, una rebaja significativa, por lo que sin duda que las empresas dedicadas a esta actividad van a experimentar una disminución de sus ingresos, lo que se produce en un escenario en el que ya han sufrido varios ajustes que han generado un aumento de costos, como la implementación de las exigencias de la ley sobre SERNAC Financiero, y un aumento de los índices de morosidad especialmente en los sectores C3 y D, a raíz de nuevas regulaciones relativas al sector, como la limitación del uso de los sistemas de scoring, eliminación de los registros de Dicom, entre otros.


Valoró la propuesta contenida en la indicación de los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, que, en su parecer, perfecciona en buena medida las indicaciones anteriores y va en la dirección correcta, en términos prudentes y con una gradualidad. Sin embargo, estimó que los guarismos en el sistema de cálculo son insuficientes para evitar la pérdida de acceso al crédito en los segmentos de mayor exposición al riesgo.


En este sentido, aludió a un informe del Banco Central, referido al proyecto original del Ejecutivo que planteaba una reducción menor de la tasa, estudio que afirma que en un escenario positivo de la economía, la restricción del acceso al crédito podría llegar a un 12%, pero que en un ciclo restrictivo ésta podría llegar al 18%, lo que representa casi un millón de personas. Sin duda, esta rebaja empuja a los actores medianos y pequeños del retail a enfocarse en los segmentos de mayores ingresos, con menor exposición al riesgo.


Se refirió luego a aspectos que, en su parecer, deben perfeccionarse. En primer término, manifestó que la base de cálculo de la TIC debiera incorporar todas las operaciones de los agentes de crédito, de 0 a 5.000 UF. Entiende la lógica de la fórmula propuesta, que es aprovechar la capacidad negociadora de los créditos de mayor cuantía para que se traspase a los créditos de menor monto, pero para que el promedio resultante sea más representativo de la realidad de los créditos respecto de los cuales se quiere legislar, habría que incorporar en la muestra las operaciones de menor tamaño, para que haya un justo equilibrio. Señaló que, al día de hoy, dentro de las operaciones de 0 a 5.000 UF, las operaciones de 0 a 200 UF representan el 70% del número de operaciones, pero en relación a los montos, la incidencia baja considerablemente, a un 30%.


Adicionalmente, esta base de cálculo debe incluir a los emisores de crédito, tanto bancarios como no bancarios, de manera que el universo sea más completo y se eviten asimetrías competitivas entre los agentes crediticios. Las operaciones crediticias del retail también debieran “inyectar” la determinación de la TIC. Consideró que es un error histórico de la actual normativa no considerar las operaciones de los emisores no bancarios.


En relación a la gradualidad en la implementación de la rebaja contemplada en la indicación de los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, que significaría una rebaja quincenal de medio punto, el mecanismo propuesto se tornará operacionalmente complejo, más aún para la emisión de los estados de cuenta, será una fuente de confusión y podría haber momentos de desinformación por parte de los clientes. Por ello propone un mecanismo de rebaja mensual o bimensual, lo que permitiría también que la gradualidad se extienda en el tiempo, considerando que estamos ad portas de externalidades negativas por la crisis económica internacional.


Finalmente, abordó el mecanismo anti crisis contemplado en la indicación, para actuar ante el eventual impacto de crisis internacionales en nuestra economía. Estimó que las variables de la indicación para contemplar los posibles efectos de la crisis internacional en la economía de nuestro país debieran ser perfeccionadas, porque tal como está diseñado el mecanismo se aplicaría en forma muy retardada, cuando ya el problema de contracción del crédito y su impacto a nivel macro sea mayúsculo. Sugirió que sea el Banco Central el que resuelva y que proponga al Congreso el mecanismo anti contracción crediticia para que esto se realice con los mejores criterios técnicos y a una velocidad adecuada que permita anticiparse a la crisis. No parece adecuado esperar una contracción del crédito de entre el 10% y el 20% para recién en ese momento tomar medidas. Agregó que el mecanismo debe considerar, al menos, dos variables: monto de colocaciones y número de operaciones, pues pueden caer en forma mínima los montos prestados (por los créditos de mayor cuantía), pero representar un importante número de operaciones, con los consiguientes efectos en las personas de menores recursos.


Terminada la exposición, los Honorables Senadores formularon sus observaciones.


El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que sus ideas, que hizo llegar dentro del plazo de indicaciones, son más o menos coincidentes con lo planteado. Estimó que hay que visualizar si la tasa propuesta, que sería de aproximadamente un 38%, es la adecuada, y cuánta gente podría quedar marginada del crédito en este escenario. Concordó con la segmentación del tramo 0 a 200 UF, que él mismo propuso en una indicación.


Respecto de la base de cálculo de la TIC, hay que discutir si debiera incorporar todas las operaciones de los agentes de crédito, tanto bancarios como no bancarios. Le parece que debiera considerar, al menos, a todas aquellas entidades financieras que fueran calificadas como tales, para estos efectos, por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Además debe considerar las operaciones crediticias de 0 a 5.000 UF. Esto es muy importante para que el promedio resultante sea más representativo de la realidad de los créditos respecto de los cuales se quiere legislar.


Se refirió luego al período de implementación de la rebaja, la gradualidad propuesta en la indicación. Es importante hacer un esfuerzo en el menor tiempo posible, pero le parece complicada la aplicación de la rebaja en forma quincenal. Al respecto, señaló que tal rebaja debería hacerse una vez al mes, aumentándola a un 1% en cada oportunidad, así se respeta el plazo considerado para la implementación completa de la rebaja.


Respecto de las situaciones de emergencia económica, es el Banco Central el que, en su parecer, tiene las mejores condiciones y la mayor cantidad de elementos para determinar cuándo es necesario aplicar estas medidas.


El Honorable Senador señor Tuma agradeció la exposición del señor Ortiz y manifestó la importancia de considerar también la mirada del retail sobre esta materia. Afirmó que la preocupación es rebajar las tasas, porque su nivel actual es expropiatorio, pero sin que tal rebaja implique que a un gran número de personas se les niegue el crédito, es decir, sin generar una desbancarización de un sector importante. 


Hay que conjugar los distintos intereses.


De los comentarios efectuados, recogió la idea de ampliar la base de cálculo de la TIC, considerando en ella todas las operaciones del sector crediticio.


En otro orden de ideas, señaló que, en el caso de los bancos, su negocio es administrar dinero, y tener un spread que les permita financiar sus costos, sus gastos administrativos y sus utilidades. El retail, por su parte, tiene un negocio distinto, que es la venta de productos, por la que obtiene una utilidad, y pareciera que todos los gastos, incluso los de publicidad,  se cargan al costo financiero, y se olvida el spread que se obtiene entre la compra y venta de sus productos.


Reiteró que se encuentran dispuestos a perfeccionar la bondad de la indicación que va a beneficiar a miles de familias de nuestro país, y también al sistema financiero. Destacó el acuerdo logrado, particularmente en relación a la base de cálculo de la TMC de las operaciones de menor monto, que corresponda efectivamente a una medida de mercado.


El Honorable Senador señor García puso de relieve que la inspiración de los proyectos en debate es disminuir la tasa máxima convencional, pero manteniendo dentro del sistema de crédito formal a la mayoría de las familias.


En relación a los comentarios formulados, coincidió en que el Banco Central es el organismo más indicado para captar situaciones de emergencia. Comentó que en el último IPOM el Banco Central hizo presente un leve aumento del endeudamiento de los hogares y las empresas, y también un pequeño aumento de la morosidad.


Las observaciones respecto de la base de cálculo de la TIC, en su opinión, son un tema de una complejidad mayor, y manifestó su disposición a debatir.


Reflexionó sobre lo ocurrido con “La Polar”, que dejó en evidencia una cierta forma de operar del sistema, que implica otorgar créditos a personas que, de acuerdo a parámetros objetivos, no eran sujetos de crédito, se sabía que no iban a pagar. Ello implica castigar a los buenos pagadores por el riesgo que se asume con deudores que no cumplen. Agregó que espera que quienes, en virtud de esta modificación, queden excluidos del crédito, no sean precisamente aquellos buenos pagadores.


El Honorable Senador señor Espina compartió, en términos generales, lo que se ha expuesto. Consideró que los países tienen que hacer un esfuerzo porque el ciudadano se bancarice y tenga acceso al crédito. De este modo, si más personas acceden al crédito, habrá personas con mayor fragilidad económica que acceden al crédito, por lo que el riesgo de quien presta es mayor. Eso se compensa con el interés que se cobra, que es una forma de equilibrar. Por otra parte, no hay que confundir el derecho de acceso al crédito con acceder al crédito de manera irresponsable. Por último, consideró que es al menos opinable cuál es el rol del Estado en esta materia. Al respecto se pregunta si el Estado puede impedir que una persona libremente tome un crédito, a una altísima tasa de interés, que está dispuesta a pagar.


Preguntó al Gerente General del Retail Financiero acerca de cómo opera la tasa máxima convencional en otros países, donde también existan empresas de retail equivalentes. 


El señor Claudio Ortiz dio a conocer el caso de Colombia, donde la tasa máxima va en aumento, y está hoy día en un 35%. Esta tendencia al alza es en una economía con un altísimo nivel de crédito informal, y precisamente para combatir esa informalidad.


Ante la consulta del Honorable Senador señor Tuma, explicó cómo se compone la matriz de costo de los créditos que otorgan. La tasa promedio del costo de fondo es de un 10%; la tasa de mora, que fluctúa entre el 12% y el 15 %, y los gastos de administración del crédito que están en torno al 12%. Todo ello sumado da una cifra cercana a un 37%. El diferencial es utilidad y también se dirige a financiar los costos fijos de la estructura de la empresa. 
Precisó que las utilidades del retail son bajo dos dígitos, del orden del 8%.


Comentó que una baja de la TIC podría llevarse a efecto sin necesidad de esta ley, con una baja en la tasa que Bancoestado cobra en los créditos que otorga. Ello llevaría al mercado a reaccionar, generaría un impacto en otros agentes. Cabe preguntarse por qué eso no acontece.


En este punto, el señor Salvador Valdés precisó que Bancoestado no cobra tasas más allá de un 36%, sus tasas son bajas y se incluyen en el cálculo de la TIC, que para créditos de 0 a 200 UF, al día de hoy, es cercana a 55%.


Finalmente el señor Ortiz resaltó que, en el ámbito crediticio y a diferencia de lo que ocurre con otros actores como es el caso de la banca, las empresas del retail prestan sus propios recursos. Detrás de cada peso está el patrimonio de los accionistas. El retail fue la puerta de entrada al crédito de un gran número de personas, pero al prestar dinero de sus accionistas, el cuidado que se debe tener en el proceso crediticio es aún mayor.


Presente en la sesión, intervino luego el Coordinador de Políticas Microeconómicas del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, quien transmitió un mensaje de los señores Ministro de Hacienda y Subsecretario de Hacienda en el sentido que consideran muy valioso el acuerdo al cual se ha llegado y que estiman que éste constituye un avance respecto a las posiciones iniciales. Agregó que, como en todo orden de cosas, siempre es posible perfeccionar distintos aspectos, pero que lo importante es avanzar e ir cerrando etapas.


Luego indicó que, sin entrar en detalles, se haría cargo de una serie de planteamientos formulados en el curso de la sesión, especialmente en razón que varios de los puntos desarrollados por el señor Claudio Ortiz han sido recogidos parcialmente por algunos de los Honorables Senadores, por lo que complementará la información con la idea de aportar más elementos para ponderar la situación.


En primer término, señaló que la materia que aborda el proyecto es un tema en el cual existe muy poca investigación. Incluso el estudio del Banco Central de enero de este año, mencionado anteriormente, tiene una enorme cantidad de supuestos, debido a una razón muy sencilla y es que prácticamente no hay datos respecto a qué hace un acreedor cuando se enfrenta a una baja de tasa máxima. Cabe preguntarse si, en esta hipótesis, simplemente le traspasa la baja de interés al deudor, y le sigue prestando. Ello ocurriría si hay un margen de utilidad suficiente. Por el contrario, si se siente asfixiado por los costos de prestar, retira su oferta.


La información disponible a nivel de bases de datos para Chile, y para otros países sobre esto, también, es extremadamente escasa. Lo que ha tenido que hacer el Banco Central al respecto ha sido formular una gran cantidad de supuestos. 


Es importante tener presente lo mencionado anteriormente, porque tiene relación con lo que se propuso, en el sentido que el Banco Central se anticipe a la contracción o expansión del crédito. Pero, como se indicó, no hay datos para anticiparse. Esto no pone en duda la capacidad técnica del Banco Central, sencillamente es uno de los tantos límites propios del conocimiento científico, es decir, hay cosas que, sencillamente, no se saben.


En relación al planteamiento de tener una base de cálculo de 0 a 5.000 UF, en vez de 200 a 5.000 UF, señaló que se consideró y discutió en gran detalle, pero hubo elementos que llevaron al acuerdo en la dirección que plantea la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma.


En primer término, hay que considerar que el grupo que se endeuda entre 0 y 200 UF, comprobadamente sufre de una insuficiente educación financiera. Este hecho no constituye novedad y se encuentra debidamente respaldado por encuestas detalladas del Banco Central, de la Encuesta sobre Protección Social, y por estudios realizados en otros países también. Por lo tanto, incluir en la base de cálculo créditos cuya tasa de interés ha sido determinada con una de las partes que no cuenta con la debida educación financiera, necesaria para apreciar lo que significa ese interés, provocaría una distorsión, porque el interés, entre otros componentes, está determinado teniendo presente esta circunstancia. 


Indicó que, como solución, concordaron con lo que propuso el Honorable Senador señor Tuma, en el sentido de la conveniencia de limitar de 200 UF hacia arriba, no sólo por el mayor poder negociador de quien accede al crédito, sino que, más importante aún, es en razón de su mayor educación financiera, que le permite manejar más información y tiene incentivos para comparar entre los distintos productos de la oferta.


El otro elemento para descartar la base de cálculo en consideración a operaciones de 0 a 5.000 UF, es el tema de la representatividad. Claramente el tramo de 0 a 200 UF tiene condiciones distintas que aquéllas del tramo siguiente, es decir, el de 200 a 5.000 UF, no sólo por volumen sino que también por los costos administrativos por peso prestado, y riesgos, entre otros factores. Por eso, la representatividad de la fórmula que se ha propuesto se concentra en el término aditivo, que no toma los valores que se proponen porque sí, sino que está basado en constataciones empíricas, que reflejan efectivamente esa diferencia promedio entre la tasa de los dos segmentos aludidos. Este es el origen de los guarismos del orden de 15, 18 o 20 puntos porcentuales. 


En relación a otra propuesta consistente en expandir la base de cálculo a operaciones del retail y a otras entidades no bancarias, señaló que es una proposición bien antigua, que ha estudiado en profundidad, y que, por lo demás, es muy comprensible que exista tal aspiración, pero que, lamentablemente, es inviable, porque no hay datos. Actualmente la única base de datos que existe es la de los bancos, cuya información es recolectada, desde hace 30 años, por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF). En el caso del retail, es posible que alguno de sus actores de mayor tamaño pudiera entregar su base de datos, pero ello sería una muestra muy poco representativa del mercado porque existen del orden de 150 entidades en el país que prestan más de 100.000 UF. 


Hizo presente que el proyecto del Ejecutivo propone formar esa base de datos. Una vez aprobado el proyecto y luego de a lo menos dos años de su vigencia, existirá dicha base de datos. Ese será el momento natural para extender la base de cálculo, o ajustarla, a un universo mayor que el que considera únicamente a los bancos. Reiteró que esa opción es inviable, por ahora.


Además, en la actualidad este punto en particular es extremadamente poco importante porque, en los hechos, la inmensa mayoría de los créditos sobre $ 4.5 millones son otorgados por los bancos. Los únicos que podrían tener una incidencia son los créditos automotrices, que no llegan a un 10% de lo que colocan los bancos en iguales operaciones. Es decir, mientras sigamos basando la tasa máxima convencional (TMC) en la tasa de interés promedio (TIC) en el tramo de 200 UF a 5.000 UF, el error cometido, por ahora al menos, sería mínimo, sencillamente porque en la práctica no hay operaciones tan grandes fuera de la banca.


En relación a la gradualidad en la reducción de la tasa máxima convencional, señaló que la propuesta acordada es de 0,5 puntos cada quince días. La periodicidad quincenal no es una novedad de este acuerdo reciente, sino que está en el proyecto original presentado por el Ejecutivo. Señaló que su origen se basa en la experiencia de la crisis financiera de los años 2008 y 2009, en que hubo una serie de situaciones de emergencia en las que la banca se retractó un poco de prestar, porque estaba en una situación compleja por el incremento del riesgo percibido, lo que es algo natural en toda crisis. 

Por otra parte, la tasa de interés máxima se fija con un mes de rezago, es decir, los días 9 o 10 de un determinado mes se anuncia la tasa que regirá desde el día 15 del mismo mes hasta el día 15 del mes siguiente, que está basado en datos del mes anterior. Ese es el rezago. Asimismo, connotó que el mundo financiero se mueve bien rápido y tratándose de créditos grandes y de corto plazo, los saltos son fuertes. Así ocurrió que en 8 ocasiones la tasa máxima basada en el pasado quedó totalmente fuera de lo que los bancos estaban dispuestos a prestar en las nuevas condiciones. Fue necesario recurrir a un mecanismo de emergencia que está en la ley actualmente vigente, pero que es altamente discrecional. En este mecanismo, se le pide al Banco Central que haga una licitación acotada y que en base a esa operación fije la tasa para todo el mercado, en vez de usar el promedio de todas las operaciones del mes anterior. Este mecanismo es vulnerable a que ocurran situaciones en que no exista un riesgo tan grande. En todo caso, se mostró abierto a aceptar para este caso particular, la posición de cambiar durante la transición, y por razones operativas, la disminución de 0.5 punto por 1 punto, y que no sea quincenal sino que mensual. 


En cuanto a la proposición formulada por el Presidente del Retail Financiero, en orden a que la disminución sea de 0.5 punto cada mes y que, por tanto, la transición dure 24 meses, estimó que es una posibilidad, pero por existir posiciones encontradas, el Ejecutivo finalmente accedió a allanarse a un acuerdo en este punto. 


Respecto al mecanismo de freno, señaló que para que el Banco Central esté facultado para tomar un rol en esto, sería necesario modificar su ley, que tiene el carácter de ley orgánica constitucional. Lo anterior implica elevar los quórums para su modificación en forma significativa. En relación a lo sustantivo, en el sentido si permitir que el Banco Central asuma o no en esta función, indicó que antes es necesario definir si es preferible tener una regla fijada en la ley sancionada por el Congreso Nacional o que exista una facultad discrecional entregada al Banco Central para tal efecto. 


En primer término, la discreción con que se facultaría eventualmente al Banco Central supone, de alguna manera, que las contracciones al crédito se originarían solamente en recesión, lo que no es así. Uno de los efectos esperados con la rebaja de la tasa máxima es que se reduzca el monto de dinero prestado. 


Indicó que el Banco Central es especialista en macro economía, lo que refleja en el IPOM. Sin embargo, la reducción de la tasa máxima convencional es más bien de corte micro económico. En tal sentido, y teniendo presente la existencia de oscilaciones naturales del crédito, hay que evaluar en qué medida quiere entregarse por la ley a un ente autónomo, como lo es el Banco Central, la facultad de decidir las reglas que se aplicarán frente al tema. Es una decisión difícil.


En relación a este aspecto, agregó, finalmente, que ha tomado conocimiento que existe la proposición de encargarle por misión al Banco Central anticiparse a las contracciones económicas. A esta misión debería sumarse aquélla que permita llegar lo antes posible a la fórmula de tasa máxima para la situación de régimen, ello si la ley le otorgara facultades en tal sentido. Frente a tales hipótesis, la pregunta es en qué condiciones resuelve el Banco Central estos dilemas, y qué caminos adopta: se anticipa, acelera o retarda la transición. Como economista con muchos años de experiencia, indicó que estos problemas no tienen una solución técnica nítida, ni aceptada o reconocida. Estos son dilemas altamente complejos. En la práctica el Banco Central tendría que adoptar decisiones por intuición, porque anticiparse es imposible.


Lo que sí es posible hacer es resolver los dilemas antes mencionados semanalmente, una vez que existan los datos respecto al comportamiento de los distintos tipos de créditos, lo cual está recogido en la indicación. Así podríamos encontrarnos frente a dos escenarios al bajar la tasa máxima: uno en el que los oferentes de crédito bajen la tasa de muchos de los créditos afectados y le traspasen la ganancia a los deudores, escenario en el cual no existiría contracción del crédito alguna; u otro, en el que ocurra exactamente lo contrario. Por lo anterior es importante saber qué es lo que realmente está ocurriendo, y para ello lo más indicado es analizarlo semana a semana y que sobre la base de los datos obtenidos se tome la decisión pertinente. Es decir, en una actuación ex post y sobre la base de datos reales.


Teniendo presente lo anteriormente expuesto, el señor Valdés reiteró su inquietud en el sentido que, en el supuesto de trabajar con datos ciertos y oportunos, será realmente necesario, además, darle facultad a un ente autónomo para que adopte una decisión diferente al régimen acordado frente a una situación real dada. En tal sentido indicó que si el único dato real y confiable que existe en esta materia es lo que efectivamente se presta semana a semana, la solución es muy simple y consiste en concordar en una regla en ese único dato confiable. Descartó la necesidad de entregarle facultades a ningún otro organismo.


Finalmente, indicó que el Ejecutivo ha hecho lo que ha estado dentro de su criterio y alcance para llegar a un acuerdo. En tal sentido, indicó que ha habido un avance, sin perjuicio de estar abierto a mejorar los detalles, como que, en el caso de la transición, no recalcular la tasa máxima convencional cada dos semanas, sino que una vez al mes.


La Comisión consideró relevante escuchar la opinión del Banco Central en relación a estas materias, en particular respecto de la propuesta de un artículo 6° bis, que se refiera a las operaciones de crédito de dinero, hasta por 200 UF, no reajustables, y por un plazo superior a 90 días, y al rol que pudiera jugar el Banco Central en situaciones de crisis, a fin de equilibrar la tasa máxima convencional.

En sesión de 18 de julio, el Presidente del Banco Central, señor Rodrigo Vergara, se refirió a los proyectos en debate. Destacó que en esta discusión hay al menos dos bienes jurídicos que se desea resguardar: por una parte, la imposición de una tasa máxima convencional (TMC) busca proteger de abusos a los clientes financieros menos informados, pero, por otra parte, hay que cuidar que una reducción sustantiva de su nivel podría implicar limitación en el acceso al crédito, bancario y no bancario, para una fracción significativa de la población.

La indicación concordada entre el Ejecutivo y Honorables señores Senadores propone un artículo 6° bis, conforme al que la TMC para el tramo de operaciones de 0 a 200 UF se obtendrá a partir de la tasa de interés corriente (TIC) que resulte de las operaciones entre 200 y 5.000 UF. Sobre la TIC 200-5.000 UF se adicionarían distintos factores, según el tamaño del crédito. Los tramos son: (i) menos de 30 UF, (ii) entre 30 y 50 UF y (iii) entre 50 y 200 UF. Agregó que en la implementación existe un factor de gradualidad, que regula la reducción de la TMC conforme los ajustes en la oferta de créditos.


Explicó que con esta propuesta, la TMC objetiva para los créditos entre 0 y 200 UF bajaría en promedio hasta 35%, con una reducción inicial promedio de 7 puntos, y un período de ajuste, desde la actual TMC hasta la que se persigue alcanzar, de aproximadamente un año. La indicación contempla también un mecanismo de protección ante contracciones del crédito. 


El señor Vergara manifestó que su apreciación general en relación a la indicación es positiva. Destacó ciertos elementos:


-  Considera un factor aditivo en la base de cálculo, que resulta más conveniente que el factor multiplicativo que cambia con el nivel de la tasa.


- La gradualidad del período de ajuste. 


- Una rebaja inicial razonable, que alcanza, en promedio, 7 puntos.

Sin embargo subsisten aprensiones en relación a ciertos aspectos, fundamentalmente tres: la discusión sobre el nivel objetivo de la tasa máxima; la implementación de la gradualidad, y la efectividad de la separación del tramo 0 a 200 UF.

1. Discusión sobre el nivel objetivo de la TMC.

La primera de las observaciones es, en su parecer, la más relevante, y se refiere al riesgo de que la tasa objetivo final sea muy reducida. Según información disponible sobre distribución de tasas cobradas a deudores de créditos de consumo, información que es de la banca pues hay que recordar que no existe información relativa a los operadores de crédito no bancarios, un porcentaje significativo de ellos suscribe créditos con tasas por sobre la TMC objetivo definido en la indicación, que es aproximadamente 35%.

Presentó el siguiente cuadro:

Operaciones registradas sobre distintas tasas

(porcentaje del total de operaciones)

 [image: image2.png]| 30%| 35%| 40%| 45%]|

Sistema Bancario 42 34 26 16
Banca Retail 70 62 48 35




Nota: Operaciones en pesos de más de 90 días e inferiores a 200 UF. Colocaciones de consumo registradas entre Julio y Septiembre del 2011. 


El Presidente del Banco Central consideró que se trata de números bastante elevados, pero son las tasas que hoy día rigen en el mercado. La gran pregunta que cabe formularse es cuántos de estos clientes van a quedar, en definitiva, excluidos del crédito bancario.

Estos niveles de TMC objetivo serían similares a los actuales promedios para el segmento 0-200 UF, lo cual implica riesgos de contracción del crédito. Mostró el gráfico siguiente:
[image: image3]

Agregó que este efecto podría ser más pronunciado al considerar a oferentes no bancarios, que aproximadamente representan un 40% de la oferta total de créditos de consumo:
[image: image4]

Comentando este gráfico, el Presidente del Banco Central, señor Rodrigo Vergara, manifestó que hay una presunción fundada que las tasas de interés no bancarias son más altas.

Agregó que estimaciones con datos de la Encuesta Financiera de Hogares 2009, sugieren que niveles bajos de la TMC implican exclusión de las familias al crédito bancario y no-bancario.
[image: image5]

En relación a este cuadro, el Honorable Senador señor Tuma llamó la atención respecto de la importante diferencia que se observa entre el costo del crédito y la tasa que se cobra.

El señor Vergara coincidió en que se trata de un diferencial muy relevante, pero puso de relieve que el costo del crédito señalado no incluye el riesgo (provisiones y castigos), sino que considera sólo el costo de financiamiento y el costo administrativo.

De acuerdo a este gráfico, considerando que el costo total de un crédito es de, por ejemplo, un 14%, y se fija una TMC de 35%, un 16,7% de las familias quedarían sin acceso al crédito. Hizo presente que estas cifras tienen un importante nivel de dispersión.

Continuó señalando que esta exclusión del crédito formal es aún más relevante en los hogares de menores ingresos. En general estas operaciones pueden implicar mayores costos para los oferentes que se especializan en ellos (por ejemplo, por  incidencia de gastos de administración).
Impacto de diferentes TMC en el año 2009

(porcentaje de familias excluidas del primer quintil)

[image: image6.png]Costo Total | 35%| 40%| 45% 50%
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2. Implementación de la gradualidad.


El segundo aspecto a comentar es la gradualidad, que consideró crucial para dar un espacio de ajuste a los oferentes. El proyecto propone una gradualidad en la variación de la TMC, cuyo espíritu es permitir un ajuste en la forma de operar de los oferentes que limite el efecto sobre la oferta de crédito. Sin embargo, la fórmula propuesta en el proyecto, o más bien en la indicación relativa al artículo 6° bis para dicha gradualidad, presenta algunas limitaciones, pero perfectibles. Tales son:

- En primer lugar, la velocidad de convergencia, de aproximadamente un año, es muy rápida, y da poco tiempo para que los oferentes realicen los ajustes planeados. 

- En segundo lugar, la frecuencia de ajuste es muy alta, y no da tiempo de que la fórmula “detecte” los efectos negativos en la oferta de crédito, que pueden materializarse con rezagos. Sería interesante poder ver qué efectos va teniendo la variación de tasas en el mercado del crédito antes de seguir avanzando, y con esa velocidad de ajuste es muy difícil.

- Una tercera observación se refiere a la propuesta de crear tramos para el segmento 0-200 UF, proposición que puede tener una efectividad discutible. La segmentación del tramo 0 a 200 UF busca reconocer la posible heterogeneidad de los clientes, principalmente diferencias en riesgo, o la existencia de costos fijos en el otorgamiento del crédito. Sin embargo, el tamaño del crédito es una aproximación muy gruesa a la heterogeneidad, y por tanto, esta segmentación agrega complejidad a la fórmula, con beneficios eventualmente acotados.


Adicionalmente, hay que recordar que los créditos son divisibles por lo que la efectividad de la medida puede ser anulada a través de una reacción estratégica de los oferentes de crédito. 

Realizó algunas sugerencias en orden a perfeccionar el proyecto. La primera, analizar la conveniencia de aplicar un factor aditivo algo mayor, evitando efectos no deseados como una eventual exclusión significativa de deudores. Esta observación va en la línea de lo propuesto por el Honorable Senador señor Zaldívar en su documento de observaciones.

Asimismo, aumentar extensión del período de transición, para lo que propuso aumentar los períodos necesarios para la convergencia hacia la TMC objetivo, por ejemplo, estableciendo escalonamientos trimestrales/semestrales. Asimismo, esta implementación por escalones se podría postergar por períodos adicionales, frente a contracciones o desaceleraciones del crédito.

Finalizó su exposición destacando el acuerdo logrado como positivo, y los elementos señalados como puntos que pueden contribuir a perfeccionarlo.

Los Honorables Senadores presentes formularon preguntas y observaciones.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó que, según señalan los especialistas, al día de hoy en el sistema financiero no se compite fundamentalmente por tasa, sino por otros factores, como, por ejemplo la publicidad o el monto de la cuota que el cliente paga. Se ha ido avanzando en la información que se debe entregar al cliente y, en su parecer, si se mejora la competencia, el mercado funciona y las tasas debieran bajar.


Recordó que el objetivo del proyecto es proteger al más débil frente a la asimetría de información que se presenta, pero le preocupa que se esté cayendo en una sobre legislación, tratando a adultos como personas que no son capaces de tomar sus propias decisiones. Partiendo de la base que la competencia por tasa no es lo realmente determinante, se preguntó si este proyecto podrá significar una mejora relevante para los consumidores.


Concordó con lo expresado por el Presidente del Banco Central respecto a los tramos y la divisibilidad de los créditos, en el sentido que no es claro si se justifica, especialmente considerando los costos fijos del otorgamiento del crédito.

Finalmente, consultó qué ocurre con los créditos otorgados por plazos inferiores a 90 días.


El Honorable Senador señor Zaldívar destacó que se busca el equilibrio entre tener tasas justas en el mercado financiero, pero sin excluir a una cantidad importante de personas que puedan acceder al crédito. Manifestó su preocupación por quienes pudieren, eventualmente, quedar fuera del sistema formal con esta baja de tasas.


En relación a la gradualidad, se mostró partidario de practicar el ajuste mensual o bimensualmente, es decir, por períodos mayores a quince días. Por otra parte, afirmó que la entrada en vigencia de la ley debiera ser diferida. Por ejemplo, contemplar un plazo de 90 días que dé tiempo para implementarla y que la SBIF dicte los reglamentos o instrucciones que corresponda.


Consultó la opinión del Presidente del Banco Central respecto a incluir a otras instituciones de crédito en la base de cálculo de la TIC. También en relación a la posibilidad de otorgarle al Banco Central una facultad para actuar como organismo de control, encargado de captar las situaciones de emergencia económica y adoptar las medidas de contracción que corresponda.


El Honorable Senador señor Tuma se refirió a los datos que contiene el informe del Presidente del Banco Central, particularmente en lo que dice relación con la posible exclusión de personas del crédito. Ello pues el supuesto del que se parte es que una familia pide un solo crédito, punto de partida que le ocasiona dudas, porque generalmente las familias tienen multiplicidad de proveedores de crédito, con comportamiento y costos distintos.


Consultó al Presidente del Banco Central si, en su opinión, una tasa de 55% es una tasa de equilibrio para muchas instituciones financieras. Asimismo, si considera que hay espacio o no, para un ajuste importante en los costos de los proveedores de crédito.


Reiteró que no le parece razonable que se le cobre una tasa más alta a quien es más riesgoso, pues, en su opinión, encareciendo el crédito el efecto que se produce es disminuir las posibilidades de pago.


En relación a las empresas del retail, recordó que su giro principal es la venta de productos y no la mesa de dinero, por lo que no todos los costos de estos otorgantes de crédito tienen que ser financiados por aquel que no es su giro principal. 


Consultó por información respecto del número de operaciones que hay en el mercado del crédito, incluyendo a estos operadores crediticios no bancarios.


Agregó que le preocupa cuál debe ser el rol del Estado en esta materia. En su parecer, el Estado debe proteger de abusos a quienes no manejan la suficiente información, y, en definitiva, no entienden qué es lo que están firmando. El Estado no puede renunciar a la protección de quienes sufren una asimetría en esta materia, subrayó.


De lo expuesto, entiende que el Banco Central está de acuerdo con la propuesta a la que se ha llegado, y llama la atención a que se aborde con prudencia y gradualidad.


El Presidente del Banco Central, señor Rodrigo Vergara, comentó y dio respuesta a las observaciones.


En lo relativo a la información con que cuentan los consumidores, coincidió que naturalmente debe existir un rol del Estado ante la asimetría que se observa, especialmente en cierto segmento que la actual tasa es excesivamente elevada. Es claro, el punto es cuál es el rango que permite proteger al cliente financiero.

En esta misma dirección, recordó que se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados, una iniciativa que persigue consolidar la información financiera de una persona, lo que permitiría contar con una base consolidada de deudores, lo que sin duda va a contribuir en la materia. Ayudará muchísimo al análisis de riesgo sistémico y a favorecer a los buenos pagadores.

Coincidió con lo señalado por el Honorable Senador señor Novoa, en orden a que en el ámbito financiero la competencia por tasa no es lo más relevante, sino que lo es, por ejemplo, la cuota. Ello es así particularmente en ciertos segmentos. Hizo presente que la línea que ha tenido la ley es el consumidor cuente con la mayor información que le permita tomar una decisión adecuada, como, por ejemplo, con la inclusión de la obligación de informar la “Carga Anual Equivalente”, que se contiene en la Ley sobre SERNAC Financiero.

En relación a lo planteado por el Honorable Senador señor Zaldívar sobre la posibilidad de incorporar a otras instituciones en la base de cálculo, reiteró que existe un problema de información, no existen datos suficientes respecto de las operaciones financieras de operadores no bancarios. Con una base de datos consolidada esto sería más fácil.

En este punto, el Honorable Senador señor Novoa llamó la atención que ello podría generar un efecto no deseado: que la tasa suba. Esto, pues normalmente las tasas que se cobran en el ámbito no financiero son más altas. 

El Presidente del Banco Central coincidió en que si se cambia la tasa base debe cambiar también el factor aditivo.

En materia de gradualidad, reiteró que es partidario de un período mayor que permita evaluar cómo va reaccionando el mercado.

Respecto del rol que pudiera asumir el Banco Central en situaciones de crisis financiera, hizo presente que la actual normativa del proyecto no deja ningún espacio abierto para ello. Las circunstancias contempladas para que se genere una situación de contracción son más bien “ácidas”, por lo que se presenta como una regla bastante fija.

El Honorable Senador señor Zaldívar puso de relieve la importancia de este último punto.

El señor Rodrigo Vergara consideró que el diagnóstico del Honorable Senador señor Tuma, en cuanto a que a los deudores más riesgosos se les cobra una tasa de interés más alta, corresponde a la realidad. Coincidió en que también es posible observar una causalidad inversa, es decir, en la medida que se le fija una tasa de interés más alta a ese deudor riesgoso, éste se torna aún más riesgoso, pues se le dificulta más el pago.

Consultado por el Honorable Senador señor Tuma respecto de si justifica que el acreedor pueda establecer una tasa promedio de cobro de sus créditos, y esa tasa promedio la fije lo suficientemente alta como para que los que pagan financien a los que no pagan, expresó que si existiera toda la información disponible, se podría cobrar a cada persona su costo total. No es fácil establecer el riesgo de cada cliente individualmente, y ello además llevaría los costos administrativos a niveles altísimos. Concluyó que hay que cuidar de no llevar las cosas a los extremos, 

El Fiscal del Banco Central, Gabriel Aparici, abordó lo relativo a las operaciones de crédito con plazos inferiores a 90 días. Son principalmente algún tipo de créditos comerciales o sobregiros, y tienen tasas más bien bajas. Puntualizó que, históricamente, no se entienden como créditos de consumo.


Se refirió a los costos totales de los créditos, que incluyen costos de fondo, de administración, y gasto en provisión y castigo, los que según los datos que manejan, pueden ir de 24% a 33%. 

El Fiscal del Banco Central, señor Miguel Ángel Nacrur, destacó la importancia de la educación y la información financiera, y en este sentido, la propuesta del proyecto original del Ejecutivo que incorpora un artículo 31 a la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, conforme al que todas las instituciones que otorguen créditos serán fiscalizadas por la SBIF y deberán informar respecto de sus operaciones. Por primera vez en esta materia existirá una institución que podrá aplicar sanciones, y es precisamente una facultad que tendrá el organismo especializado y capacitado en esta materia.


En sesión de 18 de julio, a continuación, la Comisión recibió a representantes de la Asociación de Cooperativas, y escuchó a su Vicepresidente, señor Alex Figueroa. 


Cabe destacar que se acompaña como anexo al presente informe una copia de su presentación.


INTERPRETACIÓN DE LA ASOCIACIÓN DE COOPERATIVAS AL ACUERDO PRELIMINAR RELATIVO A LA TASA MÁXIMA CONVENCIONAL.


En primer término, el señor Figueroa compartió con la Comisión la interpretación que su Asociación da al acuerdo preliminar relativo a la tasa máxima convencional, TMC. Esta es la siguiente:


-Fórmula de la TMC.


La fórmula de la TMC para el segmento de 0 - 200 UF establece un término aditivo para absorber los mayores costos de las operaciones de microcrédito, que se aplica en forma diferenciada según cada sub tramo. 


Sub tramo: TMC (50 a 200 UF) = R (TIC 200 a 5.000 UF) + 15% 


Sub tramo: TMC (30 a 50 UF) = R (TIC 200 a 5.000 UF) + 18%  (anterior 15% + 3% = 18%)


Sub tramo: TMC (0 a 30 UF)  = R (TIC 200 a 5.000 UF) +  20% (anterior 18% + 2% = 20%) 


La modificación de la TMC se inicia con una rebaja inmediata de la TMC para el tramo 0-200 UF, de acuerdo a la siguiente tabla:


Sub tramo:   TMC (50 a 200 UF) =  TMC (0-200 UF) -  8%


Sub tramo:   TMC  (30 a 50 UF)  =  TMC (0-200 UF) - 6%


Sub tramo:   TMC  (0 a 30 UF)    =  TMC (0-200 UF) - 5%


- Transición gradual y mecanismo de freno. 


Considera la aplicación gradual con una rebaja inicial en promedio 6,3 puntos y un período de transición de rebaja de 0,5 puntos cada 15 días (un punto mensual) lo que significa que la rebaja en pleno régimen se daría entre 11 y 13 meses según cada segmento.


Establece un mecanismo de freno de la rebaja en caso de escenarios de crisis que afecten el flujo del crédito y que podría producir una desbancarización: 


a.- Si el flujo de crédito reciente fuera hasta 10% inferior al flujo de crédito observado antes de publicarse la ley, esta protección adicional no opera;


b.- Si el flujo de crédito reciente fuera entre 10% y 20% inferior al flujo de crédito observado antes de publicarse la ley, la protección opera, por medio de reducir la rebaja periódica al término aditivo en proporción al exceso de contracción por sobre 10%. En estos eventos una regla de tres indica cuánto reducir la rebaja periódica;


c.- Si el flujo de crédito reciente fuera más de 20% inferior al flujo de crédito observado antes de publicarse la ley, la protección es máxima, y se detiene la rebaja periódica. Es decir, la transición se suspende, hasta que repunte la actividad y el crédito.


ANÁLISIS EN EL SISTEMA FINANCIERO. 


Luego, el señor Figueroa expuso sobre los siguientes dos aspectos:


1.- La evolución comparativa de la tasa de interés corriente (TIC) – y la tasa máxima convencional (TMC) menor a 200 UF y mayor a 200 UF y su aplicación en el proyecto ley en un escenario de régimen. Lo anterior apoyado en diversos gráficos que están incluidos en el anexo del presente informe.

Histórico Comparativo 2008 a 2012

TMC (menor UF 200) vs TIC (entre UF 200 y UF 5.000) + Par. %
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2.- Flujo de créditos de la economía y de la propuesta de protección adicional ante contracción del crédito del proyecto de ley. Análisis y reflexiones.


El señor Figueroa expuso los resultados de un estudio sobre el spread neto en el sistema financiero, considerando el riesgo, en operaciones de MM$1 a 36 meses
. 
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Más adelante, informó sobre el precio de venta promedio (%) y el riesgo promedio en el sector cooperativo, correspondiente al año 2011
.  
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Luego se refirió, entre otros aspectos, a la protección adicional al crédito que considera el proyecto en debate. Al respecto ilustró con diversos gráficos los resultados de análisis basados en los montos de los flujos de operaciones nuevas iniciadas en cada período, expresadas en unidades de fomento (UF), incluyendo los giros de tarjetas de crédito, que representan el 55% del total nacional. A su vez, tales flujos se dividen montos: 1) de 0 a 200 UF. Monto Flujo prom. mes: MM UF 18 (44% del flujo total), y 2) de 200 a 5.000 UF.  Monto Flujo prom. mes: MM UF 22 (56% del flujo total). Como se señaló anteriormente, los respectivos gráficos están contenidos en la presentación que acompañó a su exposición, ubicada como anexo, y que también forma parte del presente informe.


CONSIDERACIONES FINALES.


Al finalizar su exposición, el señor Figueroa indicó que a la Asociación que representa le preocupa, en lo sustantivo, lo siguiente:


-El comportamiento histórico, de los últimos 8 años, del costo de fondos (COF), muestra un promedio de 6,83%, el cual puede llegar a subir al 8,04%, en intervalos confianza 65%, o bien al 9,26%, en intervalos confianza de 95%. Esto implica un posible escenario de subida del COF de 2,43%, que presionará la tasa del crédito.


-De igual forma, entre 1996 y 2012 el desempleo ha sido 8,46% subiendo al 10,16% (65% intervalo confianza) y al 11,86%  (intervalo confianza 95%). Este posible incremento de 3,40% se traduce de manera directa en aumento del riesgo de crédito, y es muy probable que su efecto en el índice de riesgo sea mayor a un aumento adicional del 3,40%.


-Los anteriores puntos tienen implicancia que la nueva TMC, para los créditos de 0 a 200 UF, no sea suficiente para cubrir las alzas del costo de fondos y del riesgo del crédito, mencionados.


-Con el cambio propuesto a la TMC se podría producir una fuga del sistema financiero formal de parte importante de los segmentos de mayor exposición al riesgo.


-Los niveles de TMC contemplados son muy bajos para aquellas cooperativas que no operen bajo el sistema de descuento por planilla. Existen muchas cooperativas medianas y pequeñas que sólo operan en forma directa o bien están concentradas en el sector del microcrédito.


-Estiman adecuado permitir que otros actores tengan la posibilidad de operar en descuento por planilla y que no sea solo para las Cajas de Compensación.


-Están convencidos que es necesario avanzar en el tema de la información consolidada pues elimina la asimetría de información entre los agentes que no están regulados por la SBIF y aquellas instituciones financieras que están bajo la supervisión de la SBIF, y que como tal informan la deuda de sus socios, en el caso de las cooperativas, o sus clientes.


-Esta asimetría de información implica incertidumbre, potencial sobre endeudamiento y por ende mayores riesgos crediticios, los cuales presionarán la tasa interés de los créditos de consumo, los microcréditos y otros.


-Que el método de cálculo para el freno, y que realiza un seguimiento al flujo de créditos de la economía, no sea capaz de detectar el comportamiento de una desbancarización que se pueda estar produciendo, según reflejarían los resultados de un análisis de los tres ciclos económicos pasados, considerando el flujo histórico y simulando la regla de freno.

En una nueva sesión de la Comisión, celebrada con fecha 1 de agosto, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, realizó una breve presentación complementando y puntualizando algunos aspectos que fueron abordados por el Presidente del Banco Central. El señor Valdés hizo entrega a la Secretaría de una minuta donde desarrolla estos planteamientos, la que se encuentra a disposición de los Honorables Senadores.

Comenzó señalando que la información financiera es, sin duda, menor para quienes solicitan créditos por montos de hasta 200 UF. Se ha ido progresando en materia legislativa a fin de otorgar mayor información a estos clientes, por ejemplo con la Ley de Sernac Financiero, y mayor información para los oferentes, con el proyecto de ley sobre información comercial. Pero mientras los deudores aprenden a comparar tasas de interés entre oferentes, el mercado financiero debe seguir operando. La pregunta es qué hacer: ¿es necesario reformar la TMC? Al respecto, señaló que existe abundante evidencia internacional sobre la escasa educación financiera de los deudores masivos por montos bajos. 

La evidencia para Chile:
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Se refirió a la presentación del Presidente del Banco Central, en la que se afirmó que “La imposición de una tasa máxima Convencional (TMC) busca proteger de abusos a los clientes financieros menos informados.”; que el Banco tiene una apreciación general positiva de las Indicaciones acordadas por el Gobierno y los Senadores, y que hay una “rebaja inicial razonable (de la Tasa Máxima)”.


Agregó que el señor Vergara, con la misma fuerza, plantea que estas bondades entran en conflicto con la “exclusión” de deudores que no son objeto de abuso, pues “niveles bajos de la TMC implican exclusión de las familias al crédito bancario y no-bancario”. 

El estudio que cita el Presidente del Banco Central, es de autoría de Carlos Madeira (2012), y precisa que: “Las leyes de tasa máxima de interés tienen dos tipos de efectos negativos: i) reducir el crédito total de la economía, sobre todo entre (…) las familias con menos ingresos; y ii) aumentar la búsqueda de formas de crédito menos reguladas o ilegales.”. Se presenta el siguiente cuadro: 

	Efectos de una rebaja en la TMC, desde  un nivel inicial TMC0 a un nivel menor TMC1
	Hay abuso contra el deudor
	No hay abuso contra el deudor

	Crédito no es influido, sigue igual  (TMC1 > INTi ≥ CPi)
	No hay cambio
	No hay cambio

	Crédito continúa, a una tasa inferior (TMC0  > INTi > TMC1 > CPi)
	Abuso disminuye
	Redistribución contra los oferentes

	Crédito deja de ser otorgado 

(TMC0 > CPi > TMC1)
	Desendeudamiento
	Exclusión, fomento del crédito ilegal



En definitiva, bajar la Tasa Máxima tiene algunos efectos deseables y otros indeseables. En el cuadro señalado, no serían deseables la redistribución contra los oferentes y la exclusión que fomente el crédito ilegal. No son negativas todas estas reducciones de crédito, pues también el desendeudamiento es positivo, cuando había abuso. En definitiva, no son todas ellas “exclusiones”.
Cuadro “Impacto de diferentes TMC en el año 2009”

(porcentaje de familias del primer quintil cuyos créditos dejan de ser otorgados) Madeira 2012

	“Costo Total”
	35% (TMC)
	40%(TMC)
	45%(TMC)
	50%(TMC)

	10%
	37,2
	3,8
	0
	0

	12%
	42,7
	27,9
	1,1
	0

	14%
	54,2
	37,2
	3,8
	0

	16%
	67,9
	42,7
	27,9
	1,1



Por ejemplo, si el costo total es de un 12% y la tasa máxima convencional se fija en un 35%, un 42,7% de las familias del primer quintil quedan sin acceso al crédito.

En relación a los créditos que dejan de ser otorgados, el señor Salvador Valdés recalcó este punto, los créditos que dejan de ser otorgados no sólo comprenden exclusiones, sino también casos de desendeudamiento, que puede ser deseable. Es importante tener esto en consideración, pues el estudio de Madeira simplifica y asimila todos los créditos que se dejan de otorgar a la exclusión.

Ese cuadro no distingue entre las dos calificaciones que pueden atribuirse al término de un crédito. El Ministerio de Hacienda considera relevante un análisis previo, si el crédito que deja de ser otorgado se traduce en un desendeudamiento deseable, o en una exclusión que fomente el crédito ilegal, lo que es indeseable

Sería tan equivocado sostener que todas estas familias han sido beneficiadas y protegidas del sobre endeudamiento, como suponer que todas han sido perjudicadas, excluidas de un crédito informado y libre de abusos.

En este punto, el Honorable Senador señor Zaldívar puso de relieve que lo “deseable” o no del desendeudamiento es algo subjetivo. 

El Asesor del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, consideró relevante formular una segunda puntualización respecto al trabajo de Madeira, en cuanto a que el  cálculo del costo total del crédito que se propone es incompleto, y no toma en cuenta el ingreso por concepto de comisiones. Hay que analizar el impacto de las comisiones sobre el costo de prestar.

Afirmó que un acreedor dejará de prestar solo si, el ingreso por interés, que es el sujeto a tasa máxima, más el ingreso por comisiones que corresponda, es menor que el costo total de prestar, incluyendo el costo del riesgo. Para efectos regulatorios, las comisiones que remuneran otros servicios no son parte del interés del crédito, pero ello no impide que, desde el punto de vista del modelo de negocios del acreedor, el ingreso por comisiones sea compartido con los intereses que causa el crédito. Por eso, deben restarse las comisiones por peso prestado asignables a crédito, por el modelo de negocios. 

El análisis es el siguiente:

Impacto de las comisiones sobre el costo de prestar


Ejemplo (supuestos de Madeira, 2012):

Costo de fondos: desde  6% hasta 8% anual.

Costo administrativo, entre 4 y 8% del monto prestado.

Costo del riesgo de impago: está implícito en el quintil de ingreso y en el nivel de TMC del cuadro; no afecta celda.

Menos (lo que faltaba): ingreso neto por comisiones, atribuido por modelo de negocios (no la regulación). Un análisis simple lleva a determinar que ese ingreso neto por comisiones es aproximadamente de un 5 - 10% anual.


¿Cuáles son los resultados para la  columna de la izquierda (”costo total”)
?: 

- Desde 0% hasta 11% anual. Esa tabla no reporta resultados para estos valores del “Costo Total”, que recogen mejor la realidad comercial.

Finalmente el señor Valdés se refirió a la forma como la iniciativa en estudio interactúa con el proyecto de información comercial. El efecto de la información comercial en:

- Demanda de crédito: los deudores con buena historia de cumplimiento se sobreendeudan en menor proporción, que aquellos que son objeto de abuso. 

- Oferta de crédito: el costo de prestar a deudores con historial positivo (conocido, se revela con este proyecto) es menor que el costo de prestar al promedio de deudores, debido al menor costo por riesgo de no pago. 

En consecuencia, estos efectos combinados se traducen en que una misma tasa máxima es menos restrictiva para los deudores con historial positivo que para los sobreendeudados. Una misma tasa máxima focaliza su efecto de reducir el crédito en los sobreendeudados, que es lo deseable.

El Honorable Senador señor Novoa se refirió al denominado “desendeudamiento deseable”, no es un concepto que comparta, pues le parece que implica evaluar el comportamiento privado de una persona, obligarla a comportarse de una determinada manera.

Respecto del análisis de los costos de otorgar un crédito, le parece que están subvaluados en ciertos casos. No le parece que todas las empresas, especialmente las de retail más pequeñas, tengan costos de fondo tan bajos como los que se indican, al menos no bajos costos de administración. 

Sería importante tener a la vista los análisis de rentabilidad de los distintos actores que otorgan créditos.

En relación a la información comercial, recordó que hace poco tiempo se aprobó en el Congreso la eliminación de una importante información comercial, por lo que, de consolidarse la información, será a partir de casi cero.

El Honorable Senador señor Zaldívar expresó su preocupación de que, si no hay una medida bien gestada, se puede dejar a un universo importante de personas que necesiten un crédito, sin acceso al mismo. Manifestó que en definitiva todas las intervenciones apuntan en el mismo sentido, y a la misma lógica, que es fijar una tasa máxima equitativa que no tenga efectos perjudiciales, en el sentido de generar la exclusión de muchas personas del  acceso al crédito, y provocar consecuencias negativas para la economía. Que se eviten los abusos en el cobro de la tasa de interés pero sin desbancarizar a un número muy importante de personas que en determinado momento quisiera acceder al crédito.

Recordó que formuló observaciones a la indicación concordada con el Ejecutivo, que tienden a buscar ese equilibrio, como incorporar a otros actores en la base de cálculo de la tasa de interés corriente, modificar la gradualidad, que según el Banco Central no es conveniente y habría que aumentar el plazo de los ajustes, que se propone como quincenal en la indicación, entre otras
.


El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó al Ejecutivo tomar en consideración sus observaciones y perfeccionar la propuesta.


El Honorable Senador señor Tuma recordó que, en su exposición, el Comité de Retail Financiero no dio a conocer su rentabilidad comercial. El giro del retail es la venta de bienes de consumo, actividad a la que se une el otorgamiento del crédito para el consumo. El problema es que las empresas del retail pretenden financiar todos sus gastos, incluso la publicidad, con cargo a los intereses financieros.

Por otra parte, destacó que la indicación relativa al artículo 6° bis fija la tasa máxima convencional en base a una tasa de mercado, aquella que se aplica a quienes tienen mayor posibilidad de negociar, esto es, los que solicitan créditos entre 200 y 5 mil UF. De este modo el propio mercado se ajusta.

El Honorable Senador señor Espina destacó dos aristas para mirar esta materia: que si baja la tasa muchas personas pueden quedar sin acceso al crédito; o que si las tasas son muy altas muchas personas toman créditos que en definitiva no pagan. 

En su parecer, lo primero es que es necesario generar incentivos para no endeudarse más allá de lo razonable, pues ello también es reflejo de una economía sana.

La propuesta concordada entre el Ejecutivo y algunos Honorables Senadores respecto a la fijación de la tasa máxima convencional le parece equilibrada y razonable. La rebaja planteada con una gradualidad prudente es, en su parecer, una fórmula adecuada. Consideró que no hay que temer consecuencias catastróficas por la implementación de estas medidas, como una exclusión masiva del crédito o una explosión del mercado informal.

El Honorable Senador señor Novoa disintió en relación a las consecuencias que esta rebaja puede tener. En su opinión, puede producirse un cambio muy importante en el mercado, especialmente porque existe un comercio asociado al financiamiento, por medio del que muchas personas han accedido al consumo, como ha ocurrido en el retail. 

Dio a conocer el caso de Colombia donde, por una tasa máxima muy baja, operaba un mercado informal del crédito, una verdadera mafia.

Le parece importante que la gradualidad permita analizar cómo se comporta el mercado ante las bajas de la tasa, e ir ajustándola de acuerdo a eso; una gradualidad con lapsos de al menos dos meses. Algunas de las medidas propuestas por el Honorable Senador señor Zaldívar van en esa línea.
DISCUSIÓN PARTICULAR

- - -

Finalizado este debate, la Comisión procedió a votar cada una de las indicaciones presentadas al proyecto.


En consideración al mandato de la Sala de refundir los Boletines N°s 7786-03 y 7932-03, y a fin de ilustrar de mejor manera el debate en relación a cada una de las normas, se seguirá en este informe el orden del cuerpo legal que se está modificando. Esto, no obstante que, como es procedente reglamentariamente, las indicaciones se formularon a los textos aprobados en general por la Sala.

LEY N° 18.010, SOBRE OPERACIONES DE CRÉDITO DE DINERO
ARTÍCULO 2°


“Artículo 2°- En las operaciones de crédito de dinero no reajustables, constituye interés toda suma que recibe o tiene derecho a recibir el acreedor, a cualquier título, por sobre el capital.


En las operaciones de crédito de dinero reajustables, constituye interés toda suma que recibe o tiene derecho a recibir el acreedor por sobre el capital reajustado.


En ningún caso, constituyen intereses las costas personales ni las procesales.”.


El numeral 1) del artículo 1°, del texto del Boletín N° 7932-03, aprobado en general por el Senado, introduce dos modificaciones a esta disposición. Este numeral no fue objeto de indicaciones, no obstante lo cual la Comisión resolvió analizarlo en particular. Su tenor es el siguiente:


“1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto final, la siguiente oración: 


“Se entiende por tasa de interés de una operación de crédito de dinero no reajustable la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.


b) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto final, la siguiente oración: “Se entiende por tasa de interés de un crédito reajustable, la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.”.


Por su parte, la indicación del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, signada con el N° 8 de las indicaciones formuladas al boletín N° 7.786-03, que en su Artículo 1°, N° 1), propone incorporar al inciso tercero del artículo 2º, la siguiente oración final: “Por el contrario, sí tendrán ese carácter cargos tales como cobros de mantención, administración y cualesquiera otros que no tengan un origen legal.”. Se hace presente que la  referida indicación del Honorable Senador señor Muñoz es parte de una sola indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto, dividida en diversos artículos, y que se tratarán separadamente por incidir en distintos artículos de este u otros cuerpos legales.


En discusión, el señor Salvador Valdés señaló que, en su parecer, la indicación tiene por finalidad intentar definir en la ley una materia extremadamente delicada como es aplicar el concepto general de qué constituye interés, materia que ha sido objeto de mucho análisis por años. La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras tiene en su recopilación actualizada de normas, el Capítulo 7.7, en el cual hace una larga disquisición y define una lista positiva de qué otros cargos son interés y otra lista negativa de cuáles no lo son; sobre el resto no se pronuncia, y está en discusión.


En opinión del Ejecutivo, no es una buena idea intentar consagrar en una ley algo tan complejo y detallado, que es el sentido de la indicación del Honorable Senador señor Pedro Muñoz al proponer incorporar en el inciso tercero, del artículo 2°, de la ley N° 18.010, que dispone que en ningún caso constituyen intereses las costas personales ni las procesales, una oración final del siguiente tenor: “Por el contrario, si tendrán ese carácter cargos tales como cobros de mantención, administración y cualesquiera otros que no tengan un origen legal.”.


En la misma línea resaltó que la sola expresión “tales como” conlleva dejar abierta posibilidades infinitas, y tampoco precisa qué autoridad es llamada a tomar una decisión al respecto. Lo mismo ocurre sobre cualquier otro cargo que no tenga un origen legal, lo que es muy complejo. Puede ocurrir que exista un cargo que se sustente en que se está prestando un segundo o un tercer servicio, y tal cargo tendría que ser considerado interés dentro del crédito, por el sólo hecho de haber sido entregado al cliente en forma conjunta con el crédito. Concluyó reiterando que, por los motivos señalados, la posición del Ejecutivo es no acoger la indicación.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma hizo notar que como el artículo 2° de la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, establece que constituye interés toda suma que recibe o tiene derecho a recibir el acreedor, a cualquier título, por sobre el capital o por sobre el capital reajustado, según se trate de operaciones de crédito de dinero no reajustables o reajustables, respectivamente, el sentido de la indicación del Honorable Senador señor Muñoz es correcto desde un punto de vista absoluto. Por otra parte, comparte con el señor Valdés que no es posible definirlo en esta ley, y estimó, además, que lo propuesto en la indicación deja la definición tan abierta como lo está actualmente, lo que se presta para abusos. 


A mayor abundamiento, el Honorable Senador señor Tuma señaló que la circunstancia que la Superintendencia del ramo no tenga una definición de interés, ni de lo que no constituye interés, deja la materia en una zona gris. Falta un criterio para decidir la naturaleza de un cobro a una misma operación de crédito, como pueden ser comisiones o cargos de todo tipo, los que, en estricto rigor, forman parte de la tasa de interés. De este modo, el espíritu del citado artículo 2° se vulnera con cargos a una operación de crédito de dinero que no corresponden necesariamente otros servicios.


Concuerda con el señor Valdés que no es posible regular la materia en la ley. La pregunta, entonces, es determinar cuál es el camino para hacerlo.


En respuesta a su inquietud, el señor Valdés indicó que, en la resolución de este punto controvertido, participan tanto la Superintendencia de Bancos como los tribunales.


El Honorable Senador señor Tuma expresó que ello implica judicializar el tema.


El señor Valdés indicó que, además, hay que tener presente el rol que cumple el SERNAC Financiero. Así, hay demandas realizadas por el SERNAC Financiero contra casas comerciales importantes.  En algunas de esas causas ha habido avenimiento u otras formas de resolución de la controversia.


A continuación, el Honorable Senador señor Novoa señaló que lo dispuesto en el artículo 2°, de la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, es muy amplio al afirmar que constituye interés: “cualquier suma sobre el capital”. Lo único que excluye, en el inciso tercero, son las costas, tanto personales como procesales. Luego, al agregar en la norma que determinados cargos tienen el carácter de interés, el resultado es limitar el alcance de la disposición, porque equivaldría a sostener que todo lo demás no constituye interés.


En otro punto, descarta que la ley resuelva el problema casuísticamente, es una acción propia de las autoridades del ramo, en particular, de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


Finalmente, el Honorable Senador señor Tuma propuso, para efectos de la historia del establecimiento de la ley, dejar constancia que comparte la finalidad de la indicación del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, porque tiene fundamento, pero que no es posible aprobarla en los términos en que viene propuesta.


Sobre el particular, recabó el acuerdo de la Comisión para transmitir esta inquietud a la Superintendencia, haciéndole notar la conveniencia y necesidad urgente de precisar y regular qué constituye interés, porque existe una zona gris. Concuerda con la interpretación del Honorable Senador señor Novoa respecto de los efectos que provocaría la aprobación de la indicación, en el sentido que restringiría la norma, justamente lo contrario que lo que se pretende. Pero dejar esta materia sin modificaciones es preocupante por los abusos que se cometen.


En el mismo sentido se pronunció el Honorable Senador señor Zaldívar, el citado artículo 2° de la ley es suficiente para los efectos de determinar qué es interés, y será la autoridad la que resuelva los casos en que se impute como no interés un cargo que si lo es. 

La unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Tuma (Presidente) y señores Espina, García, Novoa y Zaldívar, acordaron remitir un oficio a la Superintendencia expresando su preocupación respecto a la necesidad de precisar el alcance del artículo 2° de la ley N° 18.010. En cumplimiento de ese acuerdo se remitió a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras el oficio E- 530/2012.

La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras dio respuesta a la Comisión, por oficio N° 2750, de 14 de agosto de 2012
.

- En votación la indicación del Honorable Senador señor Muñoz, Boletín N° 7.786-03, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Garcia, Novoa, Tuma y Zaldívar.


- En votación el numeral 1, del artículo 1°, Boletín N° 7.932-03, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Garcia, Novoa, Tuma y Zaldívar.
ARTÍCULO 3°


“Artículo 3°- En las operaciones de crédito de  dinero en moneda nacional en que no tenga la calidad de  parte alguna empresa bancaria, sociedad financiera o  cooperativa de ahorro y crédito, podrá convenirse libremente cualquier forma de reajuste. Si se hubiere pactado alguno de los sistemas de reajuste autorizados por el Banco Central de Chile y éste se derogare o modificare, los contratos vigentes continuarán rigiéndose por el sistema convenido, salvo que las  partes acuerden sustituirlo por otro.”.


El numeral 2) del artículo 1°, del texto aprobado en general por el Senado, Boletín N° 7.932-03, se refiere a este artículo en los siguientes términos:

“2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “sociedad financiera” y agrégase, a continuación de la frase “alguna empresa bancaria,”, la oración “caja de compensación de asignación familiar, compañía de seguros o cooperativa de ahorro y crédito, o cualquier otra institución colocadora de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según se define en el artículo 31 de esta ley”.”.


La indicación signada con el N° 1, del Presidente de la República, formulada a este texto (Boletín N° 7.932-03), es para reemplazar la frase “sociedad financiera” por “sociedad financiera, o cooperativa de ahorro y crédito”.

El Asesor del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, expresó que el  numeral 2), que propone modificar la indicación, persigue incorporar nuevas instituciones entre aquellas que se consideran para el cálculo del interés corriente, en particular a las instituciones colocadoras de fondo por medio de operaciones de crédito de manera masiva definidas en el artículo 31 de la ley N° 18.010, que este proyecto propone agregar. 

La indicación, por su parte, sólo corrige un problema de redacción y evita una duplicación, pues en el texto se repetía la alusión a “cooperativas de ahorro y crédito”.

- En votación la referida indicación N° 1, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
ARTÍCULO 6°
Inciso Primero


“Artículo 6º.- Interés corriente es el interés promedio cobrado por los bancos y las sociedades  financieras establecidas en Chile en las operaciones que realicen en el país, con exclusión de las comprendidas en el artículo 5º. Corresponde a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras determinar las tasas de interés corriente, pudiendo distinguir entre operaciones en moneda nacional, reajustables o no reajustables, en una o más monedas extranjeras o  expresadas en dichas monedas o reajustables según el  valor de ellas, como asimismo, por el monto de los créditos, no pudiendo establecerse más de dos límites  para este efecto, o según los plazos a que se hayan pactado tales operaciones.”.


El numeral 3), del artículo 1°, del texto correspondiente al Boletín N° 7.932-03, aprobado en general por el Senado, se refiere a este artículo 6°. Su letra a) dispone:


“a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Interés corriente es el interés  promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile” por la siguiente: “Tasa de interés corriente es el promedio de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile”.”.


En relación a este numeral se presentaron las siguientes indicaciones:


Indicación N° 2, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, para reemplazar la letra a) por la siguiente:


“a) Sustitúyense, en el inciso primero, los términos “bancos y las sociedades financieras” por “bancos y demás instituciones colocadoras de fondos de manera masiva definidas en el artículo 31 de la presente ley,”, y agrégase, a continuación del punto final, la siguiente oración: “Se entiende por tasa de interés de una operación de crédito de dinero no reajustable la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.”.

- En votación la indicación N° 2, Boletín N° 7.932-03, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

El Ejecutivo presentó las Indicaciones N°s 3 y 4.


La Indicación N° 3, de S.E. el Presidente de la República, es para sustituir, en la letra a), la oración “Tasa de interés corriente es el promedio de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile” por “Tasa de interés corriente es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile”.

La Comisión tuvo presente que esta indicación agrega el término “ponderado” a la definición de tasa de interés corriente.

El señor Valdés explicó que la indicación, al incorporar el término “ponderado” a la definición, eleva a rango legal lo que ha sido una práctica de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de calcular el promedio ponderado por montos, valores monetarios.

- En votación la referida indicación N° 3, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


La indicación N° 4, de S. E. el Presidente de la República, es para reemplazar en la letra a), el punto final (.) por un punto y coma (;), e introducir, enseguida, el siguiente texto: “e incorpórase, a continuación del punto final, lo siguiente: “Cada vez que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en virtud de lo señalado en este inciso, establezca límites nuevos o modifique los existentes, deberá mediante resolución fundada, caracterizar los segmentos de crédito considerados, especificando el volumen, tasas de interés corrientes y tasas de interés habituales de operaciones efectivas y sustitutas, entre otros aspectos relevantes. Al crear o modificar un límite, la Superintendencia podrá usar como referencia para establecer la tasa de interés corriente de cada segmento nuevo o modificado, la tasa de una o un conjunto de operaciones financieras representativas que combinadas, logren un perfil de pagos similar al que tendrían las operaciones del segmento nuevo o modificado. En caso de usar tal referencia, deberá hacerlo por un plazo máximo de 12 meses.”.”.


En el debate, el señor Salvador Valdés expresó que la indicación en discusión tiene dos elementos. El primero, referido a la creación o modificación de categorías de créditos, y busca enmendar la situación actual, en que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras modifica los límites y no tiene obligación de informar o rendir cuenta respecto de los fundamentos de la decisión que tome a este respecto. Recordó que, según la ley, cada categoría tiene su propia tasa de interés, y que la norma prescribe que la Superintendencia no puede establecer más de dos límites para efectos de determinar  la tasa de interés.

El Honorable Senador señor García planteó que la indicación que presentó junto a los Honorables Senadores señores Chahuán y Tuma, respecto al artículo 6° bis, propone establecer en la ley tres tramos para las operaciones en dinero, no reajustables, de hasta 200 UF, por lo que es necesario que eso se sintonice con esta facultad de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Le preocupa que existiendo tramos fijados por ley se puedan crear subtramos.

El señor Valdés hizo presente que, previendo lo señalado, el párrafo que se propone agregar hace explícita referencia al inciso que otorga esa facultad a la Superintendencia, no a los tramos que se fijarían por ley en el artículo 6° bis.


Al día de hoy, tratándose de operaciones en dinero en pesos, ya están fijados dos límites, por lo que sólo se podrían modificar los existentes. Si se habla de “crear” límites es porque tratándose de operaciones en dólares existe un solo tramo, no hay divisiones, y ahí se podría generar un nuevo límite.


El Honorable Senador señor Espina puso de relieve que la Superintendencia no podría modificar los tramos que se establezcan por ley, por jerarquía normativa.


El Honorable Senador señor Novoa consideró necesario mejorar la redacción, a fin que quede claro que sólo se pueden crear nuevos límites en las operaciones de crédito de dinero en dólares, pues tratándose de las operaciones de crédito de dinero en pesos ya existen dos límites, y sólo pueden modificarse. Manifestó que, adicionalmente, si el artículo 6° bis hace referencia al tramo de 200 a 5 mil UF, ese tramo tampoco podrá modificarse. Le parece  que se establece una norma demasiado rígida.

El Honorable Senador señor Espina coincidió en lo expresado, y agregó que se podría flexibilizar lo prescrito en el artículo 6° bis.

La Comisión acordó volver a tratar este punto a propósito del artículo 6° bis.

En una nueva sesión, celebrada el 8 de agosto, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, profundizó lo relativo a las categorías existentes. Se refirió a la consulta del Honorable Senador señor Novoa, en orden a si el número de categorías de operaciones existentes sería o no restrictivo, y si sería conveniente modificarlo.

El siguiente cuadro lista las categorías existentes al día de hoy:
	Tasas de Interés Vigentes al:  07-08-12

	 

	Operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de 90 días

	Inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento

	Superiores al equivalente de 5.000 unidades de fomento                                                             (1) (2)

	

	Operaciones no reajustables en moneda nacional 90 días o más

	Inferiores o iguales al equivalente de 200 unidades de fomento

	Inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento y superiores al equivalente de 200

	Superiores al equivalente de 5.000 unidades de fomento

	 

	Operaciones reajustables en moneda nacional

	Menores a un año                                                                                                                               

	De un año o más. Inferiores o iguales al equivalente de 2000 unid de fomento

	De un año o más. Superiores al equivalente de 2000 unidades de fomento

	 

	Operaciones expresadas en moneda extranjera

	



El siguiente cuadro describe la situación legal de la actualidad:

	Concepto
	
	Situación legal actual
	Evaluación del MH

	
	N° de categorías vigentes hoy
	Rango para N° de límites a elegir por la SBIF
	

	Moneda
	3: M. Ch. No Reaj., M. Ch. Reaj., y M. extranjera
	una o más M. extranjeras, o expresadas en dichas mon, o reajustables según el valor de ellas
	Suficiente

	plazo
	1 a 3
	Sin límite
	Suficiente

	monto
	1 a 3
	2
	Observación



La conclusión es que el texto actual es bastante general y flexible, por lo que no sería necesario modificarlo.


En el caso de los créditos de  0-200 UF, un aumento en el número de límites conduce a elevar la tasa máxima para los créditos chicos, bajo cualquier fórmula cuya base sea la TIC de la misma categoría. El Gobierno rechazó eso, por sus consecuencias sociales. 


Dejar a la Superintendencia la facultad de elevar el número de categorías equivale a otorgarle la facultad de elevar la tasa máxima de los créditos pequeños por la vía normativa, lo que no parece prudente, porque se trata de una materia propia de ley y de enorme relevancia para los deudores. Fue así que el Gobierno estimó que conviene evitar esto. Para elevar a rango legal la definición de esa categoría, el Gobierno propuso incorporar un artículo 6° bis, en la ley 18.010.

El segundo elemento que contiene la indicación, es lo relativo a la incorporación que se hace en este párrafo, en orden a que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras pueda al crear o modificar un límite, usar como referencia para establecer la tasa de interés corriente de cada segmento nuevo o modificado, la tasa de una o un conjunto de operaciones financieras representativas que combinadas, logren un perfil de pagos similar al que tendrían las operaciones del segmento nuevo o modificado. Justificó esta disposición pues han detectado algunos segmentos en que la actual ley es tremendamente restrictiva, por ejemplo el crédito en dólares para la empresa pequeña (sector agrícola), que es en la práctica inexistente en Chile. Tratándose del crédito en dólares existe un solo segmento, donde el promedio ponderado está dominado por grandes créditos, entre ellos, de Codelco y Enap, operaciones en dólares que son todas por montos altísimos, sobre 30 mil UF en dólares, y la tasa máxima es muy baja, no supera el 4%. 

Con la norma actual no se puede fijar una tasa distinta para operaciones de menos envergadura, toda vez que no hay operaciones que sirvan de base para calcular el promedio, y los bancos no prestan dólares, por ejemplo, a agricultores, por las bajas tasas. Por eso se propone esta fórmula de usar como referencia una tasa que sea de flujo equivalente, pero de manera transitoria, por un plazo determinado.

- En votación la referida indicación N° 4, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


También se refieren al inciso primero, del artículo 6°, de la ley N° 18.010, las siguientes indicaciones, formuladas al Boletín N° 7.786-03:


La indicación signada con el N° 1 del Boletín de Indicaciones formuladas al proyecto 7.786-03, del Honorable Senador Larraín Fernández, que en su artículo 1°, N°1, letra a) propone:


“a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Interés corriente es el interés  promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile” por la siguiente: “Tasa de interés corriente es el promedio de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile”.”.


Cabe hace presente que la referida indicación es parte de una sola indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto, dividida en diversos numerales.


- En votación la referida indicación, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


Indicación N° 3, de aquellas formuladas al texto de la iniciativa Boletín N° 7.786-03, de la Honorable Senadora señora Rincón, cuyo Artículo 1°, N° 1), letra a) es para:


“ a) Elimínase, en el inciso primero, la oración: “no pudiendo establecerse más de dos límites para este efecto, o según los plazos a que se hayan pactado tales operaciones”, y la coma que la precede, la cual es substituida por un punto seguido, agregándose, luego, lo siguiente: “A tal efecto, dicha Superintendencia deberá informar por separado los promedios resultantes para, al menos, los siguientes tipos de operaciones de crédito de dinero no reajustables en moneda nacional, a un plazo de 90 días y más:


1) Operaciones entre el equivalente en moneda nacional de 0,1 y 20 unidades de fomento.


2) Operaciones entre el equivalente en moneda nacional de 20,1 y 50 unidades de fomento.


3) Operaciones entre el equivalente en moneda nacional de 50,1 y 100 unidades de fomento.


4) Operaciones entre el equivalente en moneda nacional de 100,1 y 200 unidades de fomento.


En caso de no existir en el mercado operaciones en cualesquiera de los tramos a que se refieren los números 1) a 4) anteriores, que permitan la determinación a su respecto de la tasa de interés corriente, la Superintendencia deberá informarlo en su página web y en el Diario Oficial.”.”.


Cabe hacer presente que la referida indicación es parte de una sola indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto, dividida en diversos numerales.


La Comisión estimó haber resuelto este punto al aprobar las indicaciones N°s 3 y 4 de Su Excelencia el Presidente de la República.


- En votación la referida indicación N° 3 (Artículo 1°, N° 1), letra a)), Boletín N° 7.786-03, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


Indicación N° 7, Boletín N° 7.786-03, de los Honorables Senadores señores García Huidobro y Larraín, que en su N° 1), letra a) propone:

“a.- Reemplázase el primer párrafo del inciso primero por el siguiente:


“Artículo 6º.- Interés corriente es el interés promedio cobrado por los bancos y las instituciones financieras establecidas en Chile en las operaciones que realicen en todo el territorio nacional, con exclusión de las comprendidas en el artículo 5º. Para estos efectos se entenderá por institución financiera todas las entidades que otorguen créditos en dinero por un monto que supere U.F. 1.000.000 en cada año calendario.”.”.


Cabe hacer presente que la referida indicación es parte de una sola indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto, dividida en diversos numerales.

- En votación la referida indicación N° 7 (N° 1, letra a)), Boletín N° 7.786-03, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Tuma y señores Espina, García, Novoa y Zaldívar.
Inciso Segundo


El inciso segundo, del artículo 6°, ley N° 18.010, prescribe:

“Los promedios se establecerán en relación con las operaciones efectuadas durante cada mes calendario y las tasas resultantes se publicarán en el Diario Oficial durante la primera quincena del mes siguiente, para tener vigencia hasta el día anterior a la próxima publicación.”.

La letra b), del numeral 3), del artículo 1°, del Mensaje de S.E el Presidente de la República, Boletín N° 7.932-03, se refiere a este inciso:


“b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“Las tasas de interés corriente se establecerán cada dos semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas dos semanas consecutivas. Las tasas de interés corriente que resulten se publicarán en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras  y en el Diario Oficial durante la semana siguiente a las utilizadas para su establecimiento, y tendrán vigencia desde el día siguiente al de su publicación y hasta el día de la próxima publicación inclusive.”.”.


La Comisión resolvió analizar esta disposición, que no fue objeto de indicaciones.


El señor Valdés explicó que esta letra b), se refiere a la periodicidad con que se establecen los promedios y fija la tasa de interés corriente. La legislación vigente establece que los promedios se establecerán en relación con las operaciones realizadas en cada mes calendario, es decir, la tasa se fija en forma mensual. 

El proyecto del Ejecutivo propone, en esta letra b), disminuir esa periodicidad a dos semanas, en régimen. Esta es una norma de régimen para todas las categorías distintas de la de pesos y 0-200 UF, que serán reguladas en el artículo 6° bis.


Dos escenarios requieren análisis. En primer término, cuando se experimenta una marcada tendencia al alza de las tasas de interés, si se da un shock que eleva el costo de prestar (aumenta costo de fondos, o el riesgo percibido), por ejemplo, por efecto de un alza en la tasa del Banco Central o un alza del riesgo país. En este caso, los oferentes de crédito sólo podrán prestar dinero con una tasa máxima de interés que no se condice con el costo de fondo que están pagando, por la importante variación que ha experimentado el mercado, ya que la TMC está basada en los datos del mes pasado, y las alternativas que se presentan son que el oferente posterga las nuevas operaciones, no renueva o no presta. Esto es delicado en créditos cortos y medianos o grandes. 


En esta situación, como se señaló, los oferentes pueden optar por seguir prestando asumiendo la menor ganancia, o eventualmente la pérdida, o no prestar dinero hasta que la tasa de interés corriente absorba esta alza.


Una segunda situación posible es que las tasas sufran una fuerte baja. En este caso, los oferentes de crédito seguirán teniendo como tope, hasta el término del período mensual, una tasa máxima que excede en mucho más de un 50% al promedio de las tasas de interés del mercado. Si se da un shock que eleva el costo de prestar, es seguro que oferente sigue prestando. Se les priva a los deudores de la protección que les brinda la existencia de una tasa máxima convencional. Esta situación es delicada para créditos 0-200 UF.


La legislación dictada en 1997 y que prevé estas situaciones es eficiente tratándose de un alza de tasas, pues los bancos afectados darán cuenta de inmediato de esta situación, pero no ocurre lo mismo tratándose de una baja de las tasas, dado que los deudores, por lo general, no lo informan. Se produce así un problema práctico.


En efecto, en 1997, la ley N° 19.528 modificó el artículo 7° de la Ley 18.010, de manera de permitir que el Banco Central de Chile pueda realizar licitaciones. Así las operaciones que se realicen y que clasifiquen dentro del rango de la licitación, tendrán una nueva TIC para dicho tramo igual al resultado de la licitación, la cual entrará en vigencia a partir de la fecha de la modificación y hasta que se determine una nueva tasa. En los años 2008-2009 hubo 7 ocasiones en las cuales el Banco Central realizó licitaciones, con acuerdo de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. 


Reiteró que la eficiencia de esta solución es dudosa, pues es asimétrica. En el escenario al alza, si hay un  alza brusca en el costo de fondos, funciona muy bien. Si existe un alza brusca en el riesgo percibido de prestar a los deudores de los bancos, el artículo 7 es menos útil, porque los títulos que licita el Banco Central tienen cero riesgo y no capturan los shocks al costo del riesgo. Pero esta debilidad no es grave, porque los bancos manejan los shocks al riesgo percibido con otras herramientas: prestar menos con igual garantía, usar más el Fogape, o pedir más garantías.


En un escenario a la baja, los bancos no avisan a las autoridades del Banco Central ni a la Superintendencia que apareció espacio para adelantar una baja en la TMC. Ninguno de los 7 episodios de uso del artículo 7° fue a la baja. Aunque esas autoridades estuvieran al día y exigidos para detectar cuando baja el costo de prestar, serían objeto de intensas críticas de parte de los oferentes, calificando la intervención como discrecional y no fundada, etc. La norma no funciona en esta hipótesis.


En razón de lo anterior, el Ejecutivo estimó pertinente una rebaja de este plazo a dos semanas, porque:


a) Una mayor frecuencia de ajustes traspasa más rápido las condiciones de mercado a las TMC, de modo simétrico entre bajas y alzas, y

b) La medida tiene un bajo costo operativo, pues los bancos ya entregan semanalmente los archivos respectivos a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (D30, D32 y D33).


Consultado por los Honorables Senadores, el señor Valdés puntualizó que, tratándose de operaciones hasta 200 UF, que según se ha acordado serán tratadas en un artículo 6° bis, es posible fijar la periodicidad en forma separada y eventualmente contemplar plazos superiores de ajuste.


El Honorable Senador señor Novoa consultó respecto de si existe una definición legal de  semana. De no ser así, se puede recurrir al Diccionario de la Real Academia, o en subsidio la SBIF podría especificarlo en una circular.

- En votación la referida letra b), numeral 3, artículo 1°, del Mensaje del Presidente de la República, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
Inciso Tercero


El inciso 3°, del artículo 6° en estudio, dispone:


“Para determinar el promedio que corresponda, la Superintendencia podrá omitir las operaciones sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado.”.


El texto aprobado en general, Boletín N° 7.932-03, propone en su artículo 1°, numeral 3, letra c):


“c) Reemplázase en el inciso tercero, la oración “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado” por la siguiente: “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza no sean representativas de las condiciones de mercado en relación a operaciones de similares características y circunstancias. En los casos que la exclusión tenga una vigencia superior a un periodo de cálculo, la Superintendencia  deberá publicar dicha decisión en  su página web y en el Diario Oficial.”.”.

Esta letra no fue objeto de indicaciones, no obstante la Comisión resolvió debatirlo.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, explicó que esta letra c), que no fue objeto de indicaciones, persigue que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras tenga la obligación de dar a conocer su decisión en orden a excluir determinada operación u operaciones de la base de cálculo, cuando esa exclusión se extiende por más de un período de cálculo, lo que hoy puede hacer libremente y sin necesidad de comunicarlo a nadie.

Esta disposición surge de un hecho real, pues la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, por una decisión verbal del entonces Jefe Superior del Servicio, excluyó de la base de cálculo de 0 a 200 UF, las operaciones de tarjeta de crédito.

Esa exclusión puede haber sido favorable a los deudores, al traer consigo una baja en la tasa de interés corriente, pero es posible que alguna exclusión que se establezca en el futuro no lo sea, y más aún, que las autoridades y los propios deudores ignoren que dicha exclusión se ha llevado a cabo. Es necesario un cierto grado de certeza.

La exigencia es publicar en la página web de la Superintendencia y en el Diario Oficial esta decisión, cuando tenga una vigencia superior a un período de cálculo.


El Honorable Senador señor García dio algunos ejemplos de operaciones sujetas a subsidio o refinanciamiento: el CAE; subsidio habitacional. La tasa queda subsidiada y por tanto distorsionaría el promedio.


El Honorable Senador señor Novoa coincidió con lo expresado. Es un reflejo más de la transparencia que prima al día de hoy. Consideró que esta exigencia debe extenderse a todas las exclusiones, sin considerar su vigencia.

La Comisión estuvo de acuerdo con lo planteado, extender la obligatoriedad de la publicación a todas las exclusiones. No obstante, a fin de no tornar esta disposición en excesivamente onerosa, acordó establecer que la publicación se deba hacer sólo en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, y no en el Diario Oficial.


- En votación la referida letra c), del numeral 3, artículo 1°, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar. (Artículo 121 del Reglamento del Senado).
Inciso Cuarto


El inciso 4°, del artículo 6°, ley N° 18.010, dispone:

“No puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente que rija al momento de la convención, ya sea que se pacte tasa fija o variable. Este límite de interés se denomina interés máximo convencional.”.


El artículo único del proyecto de ley, Boletín N° 7.786-03, prescribe:


“Reemplázase el inciso 4° del artículo 6° de la ley N° 18.010, sobre Operaciones de Crédito de Dinero por el siguiente:


“No podrá estipularse un interés que exceda en tres veces la Tasa de Política Monetaria del Banco Central de Chile a la fecha de la convención. Este límite de interés se denomina Interés Máximo Convencional anual.”.

Por su parte, la letra d), del numeral 3)  del artículo 1°, del texto aprobado en general por el Senado, correspondiente al Boletín N° 7.932-03, propone reemplazar este inciso por el siguiente:


“d) Reemplázase en el inciso cuarto la frase “No puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente que rija al momento de la convención” por la siguiente: “No podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra mayor entre 1,5 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos, según determine la Superintendencia para cada tipo de operación de crédito de dinero, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o al momento del giro de fondos incrementada en dos puntos porcentuales anuales”.”.

El artículo único del Boletín N° 7.786-03, fue objeto de numerosas indicaciones, gran parte de las cuales sustituyen su texto por una serie de disposiciones, referidas a este y otros incisos. A este respecto, se adoptará el mismo criterio que ha primado precedentemente en este informe, esto es, sólo hacer presente acá aquella parte de las indicaciones que se refieren a este inciso 4°, del artículo 6°, de la ley N° 18.010.


La letra d), del artículo 1°, Boletín N° 7.932-03, no fue objeto de indicaciones.


El señor Valdés explicó la propuesta del Ejecutivo en la fijación de la tasa máxima convencional para todos los créditos sobre 200 UF. Hizo presente que las operaciones por un monto en pesos inferior a esa cifra se tratan separadamente en el artículo 6° bis, nuevo, que se incorpora a la ley.

El nuevo texto del inciso cuarto se traduce, en definitiva, en un alza de la tasa máxima convencional para los créditos por montos sobre 200 UF, o sea de más de 4,4 millones de pesos, cuando esa tasa sea muy baja.

Presentó el siguiente gráfico:
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Se puede advertir que la tasa para operaciones en pesos por montos superiores a 5 mil UF y plazos de más de 90 días, ha estado por largos períodos en niveles cercanos al 1%, lo mismo ocurre con los créditos en dólares. Cuando se aprobó la legislación, la inflación era altísima, por lo que la norma no causaba problema, pero posteriormente y especialmente para los créditos de altos montos en UF, ha generado situaciones complicadas.

La propuesta contempla dos fórmulas, que se aplican alternativamente, según cuál de ellas arroje la cifra mayor. La TMC será: 1,5 veces la tasa de interés corriente del respectivo tramo, o bien la tasa de interés corriente del respectivo tramo, más dos puntos porcentuales anuales.

Explicó que los estudios han revelado que hasta una tasa promedio de un 4%, se aplica la primera alternativa. En 4% ambas opciones están igualadas. Si se baja de esa tasa, rige la segunda fórmula.

Hizo presente que el Banco Central está de acuerdo con la norma propuesta.


El siguiente gráfico presenta como habrían evolucionado las tasas aplicando esta fórmula alternativa. Ello hubiera representado cierta holgura, principalmente en situaciones de recesión:
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El Honorable Senador señor Tuma afirmó que el inciso propuesto es una protección en relación a la distorsión que se puede producir cuando la tasa de interés corriente es muy baja. Cautela que, cuando se dé una situación ilógica en materia de tasas, pueda ser corregida.

El Honorable Senador señor Novoa coincidió con lo señalado y agregó que permite que el Banco Central preste dinero a una tasa de un 0%, como ocurre en muchos países.


El Honorable Senador señor Espina manifestó su acuerdo con el fondo de lo propuesto, pero sugirió mejorar la redacción.

- En votación la referida letra d), numeral 3, artículo 1°, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


Las siguientes indicaciones, presentadas al Boletín N° 7.786-03, también se refieren al inciso 4 del artículo 6°, ley N° 18.010. La Comisión resolvió que, habiendo acogido la propuesta del Ejecutivo en relación a la materia, corresponde pronunciarse respecto a las restantes indicaciones, y procedió a aprobarlas o rechazarlas según su correspondencia con lo ya acordado. 


La indicación N° 1, Artículo 1°, N°1, letra b), del Honorable Senador señor Larraín Fernández, dispone:


“b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase  “No puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente que rija al momento de la convención” por la siguiente: “No podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra mayor entre 1,5 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o al momento del giro de fondos incrementada en dos puntos porcentuales anuales”.”.

La indicación N° 4, del Honorable Senador señor Horvath, es la siguiente:


 “Artículo único.- Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 6° de la ley N° 18.010, sobre Operaciones de Crédito de Dinero, la oración “No puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente que rija al momento de la convención” por lo siguiente: “No podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra mayor entre 1,5 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos, según determine la Superintendencia para cada tipo de operación de crédito de dinero, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o al momento del giro de fondos incrementada en dos puntos porcentuales anuales”.”.

- En votación las indicaciones N° 1 (Artículo 1°, N°1, letra b) y N° 4, Boletín N° 7.786-03, fueron aprobadas, con modificaciones, en los términos señalados, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


La indicación signada con el N° 8, Artículo 1°, numeral 2), del Honorable Senador señor Muñoz:

“2.- Reemplázase el inciso cuarto del artículo 6°, por el siguiente:


“No podrá estipularse un interés que exceda en tres veces la Tasa de Política Monetaria del Banco Central de Chile a la fecha de la convención. Este límite de interés se denomina Interés Máximo Convencional anual.”.”.

La indicación N° 9, del Honorable Senador Navarro, para reemplazar, en el inciso 4° propuesto por el proyecto de ley, Boletín N° 7786-03, , la expresión “tres” por “uno punto cinco”.


- En votación las indicaciones indicación N° 8 (Artículo 1°, N° 2), y N° 9, Boletín N° 7.786-03, fueron rechazadas, en los términos señalados, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Tuma y señores Espina, García, Novoa y Zaldívar.

- - - - -


La Honorable Senadora señora Allende, formuló al artículo único del Boletín N° 7.786-03, la indicación signada con el N° 10, para introducir un artículo, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo…..- Agrégase el siguiente inciso quinto, nuevo, al artículo 6° de la ley N° 18.010, sobre Operaciones de Crédito de Dinero, pasando el actual a ser sexto:


“El Interés Máximo Convencional anual se calculará sobre la base del costo final del crédito, entendiendo por este el monto total a pagar por el crédito solicitado. Para calcular el costo final del crédito, se sumarán al monto del crédito y a lo adeudado por tasa de interés los gastos asociados al crédito, entendiéndose por estos todos aquellos pagos, cualquiera sea su naturaleza o denominación, derivados de la contratación de un crédito y devengados a favor de la entidad crediticia o cualquier otra persona natural o jurídica, que no correspondan a tasa de interés y que sean de cargo del consumidor, tales como, a modo de ejemplo y en caso que los haya, impuestos, gastos notariales, tasaciones, estudios de títulos, comisiones de cualquier tipo y cualesquiera otros gastos que emanen directa o indirectamente del crédito.”.”.


El Honorable Senador señor Tuma puso de relieve que la Ley sobre SERNAC Financiero establece la obligación de comunicar la carga anual equivalente, e indica qué puede entenderse como costo asociado, más allá del interés.


El Honorable Senador señor García manifestó que la propuesta de la Honorable Senadora señora Allende contiene una definición de tasa máxima convencional por una vía completamente distinta.

El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que la indicación es contradictoria con lo ya aprobado, toda vez que establece una forma de cálculo distinta de la tasa máxima convencional, incorporando bajo el concepto de “costo final” del crédito, gastos como impuestos y comisiones.


- En votación la indicación N° 10, Boletín N° 7.786-03, fue rechazada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- - - - -

Inciso Final


El inciso final, del artículo 6°, de la ley N° 18.010, es del siguiente tenor:


“Será aplicable a las operaciones de crédito de dinero que realicen los bancos, lo dispuesto en el inciso primero del artículo 17 de la ley Nº 19.496 y la obligación de información que contempla la letra c) del artículo 37 de la misma ley citada, debiendo identificarse el servicio que la origina.”.

El Boletín N° 7.932-03 se refiere a este inciso final en la letra e), de su artículo 1°, en los siguientes términos:


“e) Reemplázase el inciso final por el siguiente: 

“Las operaciones regidas por esta ley que realicen los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según se define en el artículo 31 de esta ley, estarán sujetas a las disposiciones de la ley N° 19.496.”.”.


La indicación N° 5, Boletín N° 7.932-03, de Su Excelencia el Presidente de la República, propone reemplazar esta letra e), por la siguiente:


“e) Suprímese el inciso final.”.


El Honorable Senador señor Zaldívar pidió a representantes del Ejecutivo explicitar por qué se suprime esta referencia.

El señor Valdés manifestó que el proyecto aprobado en general por el Senado simplificaba la referencia a la ley N° 19.496. Posteriormente, el Ejecutivo resolvió proponer la supresión de la referencia, por innecesaria, ya que las normas de la ley N° 19.496 se deben aplicar porque son la legislación vigente en la materia.

- En votación la indicación N° 5, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
- - - - -

ARTÍCULO 6° BIS, NUEVO.


El numeral 4), del artículo 1°, Boletín N° 7.932-03, aprobado en general por el Senado, propone insertar el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6° bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, que no correspondan a aquellas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés  que exceda el producto del capital respectivo y la cifra menor entre 1,35 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención  o del giro de fondos, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos incrementada en 12 puntos porcentuales anuales.”.


Un gran número de indicaciones presentadas a ambos Boletines en debate, proponen la incorporación de un artículo 6° bis nuevo, que aborde las operaciones de crédito de dinero, no reajustables, por un plazo igual o superior a 90 días, de un monto de 0 a 200 UF. Esta materia se consideró el núcleo fundamental del proyecto. 


A continuación se transcriben las indicaciones referidas a este artículo 6° bis, nuevo, señalando el Boletín respecto al que fueron presentadas:


La indicación N° 6, del Presidente de la República, formulada al, N° 4, artículo 1°, del Boletín N° 7932.03, para reemplazar el nuevo artículo 6° bis que se inserta, por el siguiente:


“Artículo 6° bis.- Para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, que no correspondan a aquellas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés  que exceda el producto del capital respectivo y la cifra anualizada menor entre 1,35 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos para las operaciones mencionadas en este artículo, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, incrementada en 1,4 puntos porcentuales sobre base mensual.

Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 2°, en las operaciones de crédito de dinero señaladas en este artículo, tampoco constituyen intereses los pagos hasta por el límite señalado en el inciso siguiente,  que el deudor deba realizar bajo la forma de comisiones asignables a créditos específicos o por servicios estrictamente complementarios a esos créditos, tales como gastos por obtención de informes comerciales, por verificación de domicilio, gastos de tramitación y otros importes que la Superintendencia identifique por resolución fundada.

Para el conjunto de operaciones consideradas en este artículo entre un mismo deudor y un mismo acreedor, no constituirán interés las comisiones e importes de cargo del deudor de aquellos identificados en el inciso anterior, cuya suma para un mismo año calendario, exceda a la cifra menor entre 2,5 unidades de fomento y 6% del capital del conjunto de las operaciones, antes de recargar el impuesto al valor agregado, cuando corresponda. El límite señalado será aplicable respecto de la suma de comisiones e importes señalados en este inciso, cualquiera sea su número, base de cálculo, tasa, periodicidad y contingencias. En aquellas comisiones o importes cubiertos por este inciso que tengan carácter periódico, el límite se dividirá por el número de períodos que caben en un año y también deberá ser cumplido en cada período por separado.”.

Las siguientes indicaciones se presentaron al Boletín N° 7.786-03. Como se ha señalado en otras oportunidades, estas indicaciones, sustitutivas del texto aprobado en general por el Senado, se reproducen sólo en lo pertinente.


El Artículo 1°, numeral 2), de la indicación N° 1, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, formulada al artículo único del Boletín N° 7786-03, propone:


“Insértase el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6° bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, que no correspondan a aquellas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra menor entre 1,35 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención  o del giro de fondos, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos incrementada en 12 puntos porcentuales anuales.”.”.

El numeral 1), de la indicación N° 2, de los Honorables Senadores señores Tuma y Quintana, para agregar el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6° bis.- En las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, se aplicará como tasa de interés máxima convencional la que resulte menor entre la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero entre 0,1 a 200 Unidades de Fomento multiplicado por el factor 1.35 o la tasa de interés corriente aplicada a las operaciones de crédito de dinero del tramo de operaciones de más de 200 y menos de 5.000 mil Unidades de Fomento, multiplicado por el factor 1.85, al momento de celebrarse la convención o de haberse girado los fondos.”.

El Artículo 1°, numeral 2), de la Indicación N° 3, de la Honorable Senadora Rincón, es para introducir un artículo 6º bis, nuevo, con el siguiente texto:


“Artículo 6° bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a doscientas unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, que no correspondan a aquellas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra menor entre 1,35 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos incrementada en 10 puntos porcentuales anuales.”.

El N° 1, de la indicación N° 5, de los Honorables Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores Escalona, Gómez y Ruiz-Esquide, propone agregar el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6° bis.- “En las operaciones de crédito de dinero en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a 200 unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, no puede estipularse un interés que exceda el resultado del promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de más de 200 y menos de 5.000 unidades de fomento, incrementado en 12 puntos, al momento de celebrarse la convención o de haberse girado los fondos.”.


La indicación N° 6, del Honorable Senador señor Zaldívar, es para agregar el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6º bis.- En las operaciones de crédito de dinero en moneda nacional no reajustable, por montos mayores a treinta unidades de fomento e iguales o inferiores a 200 unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, no puede estipularse un interés que exceda el resultado del promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de más de 200 y menos de 5.000 unidades de fomento, incrementado de la forma que a continuación se señala:


Durante los primeros 24 meses de vigencia de esta ley se aplicará un incremento de 20 puntos sobre el interés promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de más de 200 y menos de 5.000 unidades de fomento.


A partir del mes 25 se aplicará un incremento de 15 puntos sobre el interés promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de más de 200 y menos de 5.000 unidades de fomento.


En las operaciones de crédito de dinero en moneda nacional no reajustable, por montos hasta treinta unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, no puede estipularse un interés que exceda el resultado del promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de más de 200 y menos de 5.000 unidades de fomento, incrementado de la forma que a continuación se señala:


Durante los primeros 24 meses de vigencia de esta ley se aplicará un incremento de 25 puntos sobre el interés promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de más de 200 y menos de 5.000 unidades de fomento.


A partir del mes 25 se aplicará un incremento de 20 puntos sobre el interés promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de más de 200 y menos de 5.000 unidades de fomento.


Para el cálculo señalado en este artículo se utilizarán las tasas vigentes al momento de celebrarse la convención o de haberse girado los fondos.”.”.

El numeral 2), de la indicación N° 7, de los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Larraín Fernández, agrega el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6º bis.- En las operaciones de crédito de dinero en moneda nacional no reajustable, por montos mayores a cincuenta unidades de fomento e iguales o inferiores a 200 unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, no puede estipularse un interés que exceda el resultado del promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de 0 a 200 unidades de fomento, incrementado de la forma que a continuación se señala:


Durante los primeros 18 meses de vigencia de esta ley se aplicará un incremento de 6 puntos porcentuales sobre el interés promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de 0 a 200 unidades de fomento.


A partir del mes 19 se aplicará un incremento de 2 puntos porcentuales sobre el interés promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de 0 a 200 unidades de fomento.


En las operaciones de crédito de dinero en moneda nacional no reajustable, por montos hasta cincuenta unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, no puede estipularse un interés que exceda el resultado del promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de 0 a 200 unidades de fomento, incrementado de la forma que a continuación se señala:


Durante los primeros 18 meses de vigencia de esta ley se aplicará un incremento de 8 puntos porcentuales sobre el interés promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de 0 a 200 unidades de fomento.


A partir del mes 19 se aplicará un incremento de 4 puntos sobre el interés promedio de las operaciones de crédito de dinero del tramo de 0 a 200 unidades de fomento.


Para el cálculo señalado en este artículo se utilizarán las tasas vigentes al momento de celebrarse la convención o de haberse girado los fondos.”.”.


Asimismo, como se señaló precedentemente en este informe, en un nuevo plazo para presentar indicaciones, abierto hasta el 10 de julio de 2012, los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma presentaron la siguiente indicación referida al artículo 6°bis, que además contempla dos artículos transitorios relativos a la gradualidad en la implementación de la baja de la tasa, y al freno en situaciones de emergencia económica. Se hace presente que el texto de la indicación fue consensuado con representantes del Ejecutivo, según se manifestó públicamente. El texto de esta indicación, a cuyo estudio se abocó la Comisión, es el siguiente.


“Reemplácese el artículo 6° bis por el siguiente:


“Artículo 6 bis.- Para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a 200 unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, y que no correspondan a aquellas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:


i) quince puntos porcentuales sobre base anual, en las operaciones superiores a cincuenta unidades de fomento;

ii) el valor indicado en el acápite (i) más tres puntos porcentuales sobre base anual, en las operaciones por montos iguales o inferiores a cincuenta unidades de fomento, y superiores a treinta unidades de fomento; y

iii) el valor indicado en el acápite (ii) más dos puntos porcentuales sobre base anual, en aquellas operaciones por montos iguales o inferiores a treinta unidades de fomento.


Se denomina segmento a cada agrupación de operaciones originada en la distinción por monto establecida en el inciso anterior. La Superintendencia deberá determinar y publicar la tasa de interés corriente de cada una de los segmentos señalados y del conjunto de ellos. 


La Superintendencia deberá, además, publicar la tasa de interés promedio ponderado por montos, de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo, que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o  pagadora de pensión del deudor, en virtud del cual ésta se obligue a deducir al deudor aquellas sumas o porcentajes determinados en conformidad a la legislación vigente, destinados a efectuar pagos al acreedor bajo dichas operaciones. Se presumirá la existencia del convenio cuando el acreedor y la entidad mencionada sea la misma institución. La Superintendencia podrá establecer mediante normativa la información periódica que deberán entregarle los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según son definidas en el artículo 31 de esta ley, con el fin de cumplir la tarea encomendada por este inciso.”.


Reemplácese el artículo cuarto transitorio por los siguientes dos artículos, nuevos:  


“2.1 Artículo Cuarto Transitorio.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° Bis, por el período de dos semanas señalado en el artículo 6°, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que diferirá entre los segmentos definidos por el artículo 6° Bis del modo indicado en el siguiente inciso.


i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual;

ii) Para el segmento de operaciones con montos superiores a treinta e inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será el valor indicado en el acápite (i), reducido en dos puntos porcentuales sobre base anual; y

iii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a treinta unidades de fomento, el guarismo será el valor indicado en el acápite (ii), reducido en un punto porcentual sobre base anual.


A partir del segundo período de dos semanas posterior a la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para cada segmento de las operaciones identificadas en el artículo 6° Bis, será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de doscientos e inferiores a cinco mil unidades de fomento y a más de noventa días plazo, registrada durante el anterior período de dos semanas.


Para cada uno de los períodos de dos semanas a que se refiere el inciso anterior, el término aditivo de cada segmento se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período anterior para el mismo segmento y el producto de multiplicar medio punto porcentual sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido para cada período de dos semanas por el artículo quinto transitorio.


El término aditivo asignado al primer período de dos semanas posterior a la publicación de esta ley, será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional definida en el primer inciso de este artículo para el respectivo segmento y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que haya regido el día anterior al inicio de este período.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo a este artículo resulte para un segmento, inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad artículo 6° Bis para ese mismo segmento y para el mismo período, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la  tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.


2.2 Artículo Quinto Transitorio, nuevo.- El factor de protección ante contracciones del crédito definido para cada período de dos semanas, a que se refiere el artículo cuarto transitorio, no podrá exceder de la unidad, y será la cifra mayor entre cero y la proporción obtenida dividiendo un numerador único para todos los segmentos por el denominador único. 


El numerador único será la diferencia entre el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas previas a la semana anterior al respectivo período de dos semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° Bis , y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por dicho artículo y el ochenta por ciento de un monto de referencia, que será el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones identificadas por el artículo 6° Bis realizadas durante los cuatro meses previos a la aplicación del inciso primero del artículo cuarto transitorio por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para definir la tasa de interés corriente para las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° Bis. El denominador único será la diferencia entre el noventa y el ochenta por ciento de dicho monto de referencia.


La proporción indicada en el primer inciso podrá obtenerse aplicando la siguiente fórmula:
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 , donde


Pt =  proporción obtenida para el período t de dos semanas.


Ct  = monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas inmediatamente anteriores a la semana anterior al período t de dos semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones identificadas por el artículo 6° Bis y cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento, y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por el artículo 6° Bis; y


B =  monto de referencia, definido en el inciso segundo de este artículo.”.


El Honorable Senador señor Tuma, uno de los autores de la indicación que recoge el acuerdo alcanzado en este punto con el Ejecutivo, explicó los contenidos fundamentales de esta propuesta:

-Rebajar la tasa máxima convencional sólo en la categoría de operaciones de crédito de 0 a 200 UF en moneda nacional superiores a 90 días.

- Para calcular la tasa máxima convencional respecto de tales operaciones, tomar como referencia a la tasa de interés promedio del tramo de 200 a 5.000 UF, puesto que al existir en este tramo más deudores que poseen mayor educación financiera, este tramo es más competitivo y representa una negociación entre el acreedor y los deudores.


- Sumar un término aditivo, con el fin de absorber los mayores costos de prestar en las operaciones de monto hasta 200 UF, respecto al tramo 200 a 5.000 UF. 


- Con el objetivo de proteger el microcrédito y al crédito semilla a la microempresa, establecer una segmentación del tramo 0 a 200 UF, en tres segmentos: de 0 a 30 UF, de 30 a 50 UF y de 50 a 200 UF. El término aditivo será diferenciado según segmento, siendo mayor para los créditos más pequeños. Son 15 puntos para los créditos sobre 50 UF, 18 puntos para los créditos entre 30 y 50 UF, y 20 puntos tratándose de los créditos más chicos, de menos de 30 UF.


- Se contempla, en las normas transitorias que complementan el acuerdo, una gradualidad. La rebaja en la tasa máxima tendrá dos fases: rebaja inicial y rebaja gradual. La rebaja inicial es de 6,3 puntos en promedio. Después vienen bajas pequeñas distribuidas en el tiempo, de 0,5 puntos cada 2 semanas. Llegar al nivel final tomaría entre 11 y 13 meses, según el segmento.

- Además, establece un mecanismo de freno de la rebaja, en caso de escenarios, como sería, por ejemplo, una crisis internacional, que contraigan el flujo del crédito, pues una rebaja de tasas máximas en ese contexto podría producir una desbancarización excesiva. 

Concluyó señalando que la norma plantea, a efectos de determinar la TMC para estas operaciones de hasta 200 UF, una fórmula que combina mercado y ley.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó la preocupación por lograr un nivel de TMC que no sea abusivo, y que al mismo tiempo deje fuera del sistema crediticio al menor número posible de personas. Si la tasa máxima que se establezca no dice relación con la realidad del mercado, el riesgo de desbancarización es muy alto. Este aspecto se tuvo presente en la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma.

La información que se ha entregado a la Comisión revela que, con la propuesta en estudio, pueden quedar desbancarizados entre un 12% (en un ciclo restrictivo) a un 18% (en una situación de mayor expansión), unas 800 mil personas. 

Es una situación complicada, en principio parece bien evitar el sobre endeudamiento de estas personas, pero por otra parte, pueden recurrir al mercado informal donde serán susceptibles de mayores abusos.

En cuanto al porcentaje de la tasa, es partidario de establecer, tratándose de los créditos de hasta 30 UF, que son los que presentan los mayores riesgos, una TMC del orden del 40%, lo que se lograría con una cifra aditiva superior. Una baja mayor no parece prudente.

El Honorable Senador señor Novoa compartió lo señalado. En operaciones por montos bajos, de hasta 30 UF, la tasa de riesgo implícito es muy alta. Esto de algún modo se considera en la indicación con el diferencial de tasas aditivas, que es lo relativo al crédito.

Recordó que actualmente no contamos con un promedio de las tasas de interés que se cobran en estas operaciones de crédito por montos muy bajos fuera de los bancos, particularmente en el crédito unido al consumo, propio del retail.

Por otra parte, preguntó cuál es el propósito que, las instituciones distintas a los bancos, señaladas en el artículo 31, informen respecto de sus operaciones, si ellas no serán consideradas en el cálculo.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó que ello tiene por objeto ir creando una base de datos y que, en un futuro, las operaciones crediticias de estas otras instituciones también puedan ser incluidas en el cálculo del promedio.

Hizo también presente que el porcentaje de créditos de hasta 30 UF en el sector bancario no sobrepasa el 4% del total.

En una nueva sesión, celebrada el 13 de agosto, la Comisión continuó debatiendo este artículo 6° bis.


El señor Salvador Valdés presentó una minuta en que contempla diversas alternativas al acuerdo alcanzado entre algunos Honorables Senadores y el Ejecutivo, perfeccionándolo, específicamente en lo concerniente a gradualidad de las rebajas del término aditivo, durante la fase transitoria posterior a la rebaja inicial de la TMC, que no tiene relación con la periodicidad de la fase permanente.

En la primera plana, una sección reproduce algunos de los planteamientos del Presidente del Banco Central. El Presidente del Banco Central indicó:

“En primer lugar, la velocidad de convergencia es muy rápida: da poco tiempo para que los oferentes realicen los ajustes planeados. 


En segundo lugar, la frecuencia de ajuste es muy alta: no da tiempo de que la fórmula “detecte” los efectos negativos en la oferta de crédito, que pueden materializarse con rezagos.”.

Y propuso: 

 “- Aumentar extensión del período de transición:

-Aumentar períodos necesarios para la convergencia hacia la TMC objetivo, por ejemplo, estableciendo escalonamientos trimestrales /semestrales.”.


El señor Valdés presentó el siguiente cuadro, titulado “REPASO DE LA SITUACIÓN”: 
	
	Acuerdo Gobierno-Senadores, literal
	Acuerdo Gobierno-Senadores con ajuste de frecuencia
	Sugerencia Presidente del

Banco Central

	Monto cada rebaja / período (ptos. porcentuales/período)
	0,5
	1,0
	1,5*

	Período: cada cuánto tiempo
	2 semanas
	4 semanas
	Tres meses

	Espera después de rebaja inicial, hasta la 2a rebaja
	2 semanas
	4 semanas
	Tres meses

	Efecto: tiempo para llegar al valor final del término aditivo
	11-13 meses
	11-13 meses
	22-26 meses*

	¿Presencia del freno en caso de contracción del crédito?
	Sí
	Sí
	Sí



La primera columna refleja el acuerdo del Gobierno con los Senadores señores Chahuán, García y Tuma, en su forma literal, tal cual fue en su oportunidad. Así, en la columna de los conceptos, figura el monto de cada rebaja por período; el período; la distancia temporal entre la rebaja inicial hasta la segunda rebaja; el tiempo para llegar al valor final del término aditivo, en ausencia del freno; y, finalmente, se pregunta sobre la existencia del freno en el caso de contracción del crédito: la respuesta es sí, lo que indica que siempre ha estado presente como un resguardo.


La segunda columna, ACUERDO GOBIERNO CON SENADORES CON AJUSTE DE FRECUENCIA, tiene por única diferencia con la anterior, que el ajuste sería en un período de cada cuatro semanas, pero el monto de cada rebaja sería el doble, para que no se altere la demora total del período de transición.


El objetivo de tener a la vista esta información en paralelo, contenida en distintas columnas, es recordar que ha habido conversaciones en cuanto a que en la periodicidad de los ajustes para esta categoría particular de crédito, que es muy masivo, en los cuales hay muchos estados de cuenta, y considerando el tema administrativo, sería más prudente mantener algo parecido a una frecuencia mensual entre cada ajuste.


Finalmente, la columna de la derecha, refleja la sugerencia del Presidente del Banco Central. Hizo presente que tal sugerencia se plantea sobre una rebaja de 1.5 puntos cada tres meses. 


El señor Valdés agregó que, de acuerdo a la discusión que se ha llevado a cabo, las siguientes se presentan como alternativas de gradualidad de las rebajas del término aditivo, durante la fase transitoria posterior a la rebaja inicial de la TMC:
	
	Acuerdo Gobierno-Senadores + ajuste frecuencia
	Sugerencia Presidente del

Banco Central
	Alter-nativa García
	Alter-nativa

2
	Alter-nativa

3

	Monto cada rebaja / período (ptos. porcentuales/período)
	1,0
	1,5*
	1,0
	1,0
	2,0

	Período: cada cuánto tiempo
	4 semanas
	3 meses
	4 sem.
	8 sem.
	12 sem.

	Espera después de rebaja inicial, hasta la 2a rebaja
	4 semanas
	3 meses
	3 meses
	8 sem.
	12 sem.

	Efecto: tiempo para llegar al valor final del término aditivo
	11-13 meses
	22-26 meses*
	14-16 meses
	22-26 meses
	16-20 meses

	¿Presencia del freno en caso de contracción del crédito?
	Sí
	Sí
	Sí
	Sí
	Sí



El Honorable Senador señor Novoa recordó que la tasa máxima convencional se fija al momento en que se otorga el crédito, y no varía después. Es decir, deudores que tienen dos o más obligaciones con un mismo acreedor pueden tener tasas distintas para cada una de ellas. Luego, se pregunta si, ante tal realidad, es mejor contar con rebajas graduales de 1 punto, y dentro de un plazo de 18 meses, porque bajas mayores, por ejemplo de 2 puntos, pueden traducirse en una fuente de conflictos. Añadió que a esta altura del debate, la Comisión está abordando el tema de fijar tasas e hizo presente no ser partidario de fijar los precios. Teniendo presente estas consideraciones, indicó que es muy importante contar con un mecanismo de freno para el proceso transitorio de rebaja gradual de la tasa, no sólo en cuanto a mecanismo que detenga un proceso sino que considerar si ese mismo mecanismo, u otro, tengan la virtud de revertir el proceso.


Su preocupación es que se produzcan dos situaciones que atender: la primera en la cual personas que están actualmente adentro del sistema bancario y financiero vayan saliendo, aunque estima que no será de gran magnitud, y, la segunda, es aquélla en la que se encuentren quienes quieran o necesiten entrar al sistema no puedan hacerlo. En tal sentido, no cabe duda que el segmento de cliente nuevo puede tener un índice de riesgo mucho más alto que el correspondiente al segmento de clientes antiguos, ya probados.


Luego, recordó que en una sesión anterior se planteó la conveniencia de que exista una cierta flexibilidad de la Superintendencia para moverse en una u otra dirección, según sea el escenario. Al respecto, hizo un llamado a estudiar si tal facultad podría ser considerada dentro de este mecanismo de freno, toda vez que, en la práctica, los efectos, aparentemente, pueden resultar no tan complejos, pero sí cada vez más gente podrá quedar sin capacidad de ingresar al sistema financiero, tanto bancario como de crédito en el retail. Tal flexibilidad que podría tener la Superintendencia, evitaría que ante un problema dado que produzca una frenada brusca, sea necesario recurrir a una modificación legal. Sería una válvula de escape para situaciones como la señalada.


Finalmente, indicó que es muy importante abordar y solucionar las tres cosas al mismo tiempo, para tener una mirada de conjunto, es decir: las reglas aplicables a la tasa máxima convencional; el plazo de actualización y el mecanismo de freno a la disminución gradual de las tasas, materias contenidas en los artículos 6° bis, en relación con los artículos 4° y 5° transitorios.


Propuso que la Comisión tenga un tiempo de análisis respecto de estas tres materias, para luego proceder a la votación de la materia. 

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente que, al igual que en otras materias del proyecto, seguramente el artículo 6° bis será despachado sobre la base del proyecto del Ejecutivo, que, a su vez, constituye la base del acuerdo contenido en la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma sobre este particular.


Estimó muy positivo rebajar la tasa máxima convencional, pero, tal como lo planteó desde el inicio del debate de esta iniciativa, y particularmente después de haber escuchado la exposición del Presidente del Banco Central, su preocupación es que queden marginados del acceso al crédito sectores importantes de personas. En tal sentido, recordó haber planteado que, para evitar ese efecto nocivo, la tasa máxima convencional para las operaciones por montos iguales o menores a 200 UF, y por períodos mayores a 90 días, debería quedar en torno al 42%, o bordeando el 40%, al contrario de lo propuesto en el acuerdo del Ejecutivo con algunos Senadores, que ubica la TMC en torno al 38,5%.


Otro aspecto que pidió revisar es su proposición en cuanto que el período de transición para llegar a tales tasas de interés sea de 24 meses, y que el período para la actualización de la tasa de interés máxima convencional para las operaciones identificadas en el artículo 6° bis en el acuerdo con el Ejecutivo sea de quince días. Agregó que luego de escuchar la presentación del Banco Central, siente reforzada su idea que tal actualización debería hacerse cada dos meses, a objeto de ir observando si el sistema se ha ido consolidando de buena forma durante este período de transición.


En suma, en relación a las materias señaladas, planteo su interés por llegar a un acuerdo, fundado en los siguientes parámetros: en relación a los tramos, que exista uno sólo para las operaciones iguales o menores a 50 UF; que la tasa máxima sea 42%, o hasta 40%, en vez de 38,5%, obviamente dependiendo del TIC,  y que el período de transición sea de 18 meses, con ajustes cada 2 meses y no quincenales. Las proposiciones planteadas se complementan con el mecanismo de freno que considerará el sistema para aquellas situaciones que lo ameriten, y le  pidió al señor Subsecretario que exprese la posición del Ejecutivo en las materias planteadas.


El Honorable Senador señor Tuma manifestó su parecer en relación a este debate. En primer término, señaló que el acuerdo contenido en el artículo 6° bis, y los dos artículos transitorios que se proponen en la indicación que presentó junto con los Senadores Chahuán y García, no fija por ley una tasa máxima determinada. Lo que se contempla en la ley es el término aditivo para cada uno de los subtramos en que se divide el segmento de crédito de 0 a 200 UF. La tasa máxima convencional para el tramo de operaciones que se definen en el artículo 6° bis se obtendrá como resultado de dos factores, uno, que considera el promedio de mercado, que es la Tic del tramo de 200 a 5 mil UF, y en segundo término, un factor fijo, el término aditivo.


El debate que se está llevando a cabo supone que la tasa se fija en la ley, sin considerar el mercado, lo que no es efectivo.

El artículo 6° bis considera, al fijar un término aditivo, introducir una variable para asegurar que se cubran los mayores costos de administración u otros que tienen los créditos por montos más bajos, lo que justifica que se fije a su respecto una tasa superior.

La gradualidad, en su parecer no era necesaria, pues el mercado funciona, y adicionalmente se contempla esta especie de seguro para los créditos más chicos. Finalmente se allanó a la idea, en miras de lograr un acuerdo. Más aun, dio a conocer su disposición para perfeccionar la gradualidad, y que el ajuste se produzca en intervalos de un mes y no de 15 días.


Luego puso de relieve que, al formular la propuesta, se tuvo en consideración que el crédito debe ser atractivo para el oferente y que su otorgamiento depende de él, por eso la indicación es en extremo cautelosa. Por eso se incluyó en la propuesta los elementos: mercado, término aditivo y gradualidad.

Hizo hincapié que las tasas actuales que se cobran en el tramo de 0 a 30 UF, que es el que presenta mayores problemas, y que cobran fundamentalmente el retail, se destinan a financiar todos los gastos de la empresa, como si fuese ese su negocio, en circunstancias que su giro principal es la venta de productos y/o servicios.

El deudor a quien se le cobra una tasa de un 55% es sin lugar a dudas una persona que carece de capacidad de negociación frente a ese oferente de crédito, la tasa le viene impuesta. El mercado es imperfecto y las tasas que se cobran no son competitivas, no representan un precio de mercado, es un precio impuesto abusando de la necesidad y el desconocimiento.

El término aditivo que se establece en la indicación, se fijó en esos valores pues se analizó cuáles eran las diferencias entre un crédito bancario y uno del retail, y sin considerar que el retail tiene que financiar todos sus gastos, más allá de los financieros, con ese crédito que otorga y la tasa que se le aplique. 

También se refirió a las aprensiones que generó en algunos integrantes de la Comisión la intervención del Banco Central. El rol del Banco Central nunca ha sido intermediar por un crédito justo entre la banca y los usuarios. La opinión de su Presidente es sin duda un factor a considerar, pero no es determinante para efectos de este proyecto de ley.

Finalmente reiteró la necesidad de despachar este proyecto lo antes posible.

El Honorable Senador señor Espina expresó haber estudiado la materia a fondo, y haberse formado la convicción que el artículo 6° bis propuesto por los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, y concordado con el Ejecutivo, está perfectamente bien hecho.

La tasa máxima convencional que se propone para el tramo de 0 a 200 UF, dividido en tres subtramos, es una tasa fluctuante y flexible, pues si la TIC sube, va a subir también la tasa. No va a producir una desbancarización complicada, ni que un alto número de personas quede sin acceso a recursos que necesitan. Actualmente el mal pagador traslada de alguna forma el riesgo al buen pagador, a quien se le imponen tasas altísimas para solventar ese riesgo. Anunció su apoyo a la norma.


El Honorable Senador señor García manifestó que existen algunas consultas respecto de la TIC que es importante aclarar. Por ejemplo si tasas más altas como las de líneas de sobregiro se consideran para la TIC.

Consultado por la Comisión, el Subsecretario de Hacienda, señor Julio Dittborn, dio a conocer su parecer sobre la materia. Comenzó señalando que la modificación de la tasa máxima convencional se puso en el tapete a raíz de un proyecto de ley de autoría de, entre otros, los Honorables Senadores señores Tuma y Zaldívar, y otras mociones. Las referidas iniciativas establecían fórmulas de cálculo de la tasa máxima convencional que no eran en absoluto adecuadas, y que, posteriormente, el Ejecutivo convino con algunos señores Senadores en una fórmula que les parece razonable. 

Precisó que la tasa que se propone es de mercado, en cuanto su base es la TIC del tramo 200 a 5 mil UF, pero claramente no es de mercado respecto a los créditos de 0 a 200 UF y las tasas que se cobran actualmente en ese segmento, que son el mercado, la realidad de la colocación para ese segmento, tasas que son altísimas y se han estimado injustas. Se consideró que esa realidad corresponde en un importante porcentaje a personas que no tienen capacidad de negociación, ni entienden claramente lo que están conviniendo, y por tanto se puede fijar una tasa más baja a ese nivel.

Agregó que naturalmente nadie tiene certeza acerca de lo que va a ocurrir de implementarse esta iniciativa. Es probable que con tasas más bajas, existan algunos deudores a quienes no se les otorgue crédito, pero ese no es un efecto necesariamente malo.

Los términos aditivos le parecen bien, aun cuando no se opondrían si la Comisión decidiera aumentarlos. Sin duda hay que ser prudentes, y también hacen fuerza los argumentos del Banco Central, especialmente en cuanto a un plazo más largo de gradualidad, y con intervalos más amplios entre uno y otro ajuste.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Salvador Valdés, precisó algunos puntos. Para el cálculo de la TIC de 0 a 200 UF no se usan las tasas de las tarjetas de crédito, y sí la de las líneas de crédito. Con el proyecto esto deja de ser relevante pues la tasa base cambia.

El Presidente del Banco Central, efectivamente, manifestó algunos reparos a la propuesta. Pero el señor Valdés llamó a no olvidar que el Presidente dijo, textualmente, que las tasas actuales son abusivas, y que el acuerdo al que se llegó, en términos globales, constituye un avance.

Explicó que el mercado, especialmente de los créditos de 0 a 200 UF, es un mercado imperfecto, cuyo principal problema es que si bien existen muchos oferentes, los propios deudores no comparan tasas al momento de acceder a un crédito. En razón de lo anterior, el oferente de fondos, por su cuenta, tiene un alto poder sobre los precios, y se genera un abuso de posición dominante; ello justifica que el Presidente del Banco Central haya utilizado precisamente el término “abusivas”.

Se refirió luego al “freno” que está previsto en la indicación. Es un freno que, de operar, lo que hace es que va deteniendo gradualmente la rebaja, pero no la revierte. El freno va midiendo la información nueva de cada semana y observa si hay contracción del crédito. Si la medición se hace de manera confiable, y con un tiempo prudente, como señalaba el Presidente del Banco Central, deja una medida bastante razonable respecto del término aditivo. Por eso no tiene sentido revertir, si es que se da la espera adecuada de manera que el mercado logre absorber la rebaja anterior. Les hace fuerza la idea de perfeccionar la gradualidad, en particular que el período que medie entre una y otra rebaja sea más amplio. 


Explicó que, en este tema, se puede optar entre dos alternativas: discreción o reglas. La discreción consiste en entregar a alguna autoridad un rango de discreción para decidir cuándo y cómo se baja. Optar por la discrecionalidad puede ser conveniente cuando existe información extra que no se puede tener de antemano. No ocurre en este caso, está claro que lo que interesa es el volumen del crédito. Agregó que en este ámbito se trata de una opción muy delicada, se pueden generar presiones, y una opción que puede resultar complicada, por ejemplo, en períodos electorales.

En razón de lo anterior, expresó que el Ejecutivo es contrario a la discreción en la fijación de la tasa máxima, es partidario de una regla que contemple además un mecanismo de contracción.

El mecanismo que se propone es el siguiente: el freno está contemplado en el artículo 5° transitorio, se toma el flujo de crédito en un período base antes de que se promulgue la ley, se toma como valor base un valor semanal promedio; después, cuando periódicamente se aplique la gradualidad y haya que evaluar si se aplica o no el freno, se mide el flujo de crédito reciente y se compara con el valor base. Si hay fluctuaciones menores no se hace nada, pero si hay una reducción reciente superior al 10% del valor base, se empieza a aplicar el freno, y si esa reducción llega al 20% del valor base, el freno es total, y se detiene la reducción. Si el flujo del crédito no repunta, el freno sigue aplicándose indefinidamente en el tiempo. Lo relevante es que el valor base es el mismo y eso da una garantía. La baja podría volver a iniciarse si el flujo del crédito supera el 80% del valor base. 

El Honorable Senador señor Tuma hizo hincapié en que este mecanismo funciona en un solo sentido, es decir, si la oferta de crédito aumenta, no se acelera la rebaja. Una demostración más de la cautela que se ha tenido al proponer la indicación y de la protección al oferente de crédito.


El señor Valdés continuó señalando que se eligió una base fija y no móvil, pensando en que hay un crecimiento natural, en la medida que se desarrollan los países. De este modo, eventualmente, se logra soltar el freno. El ingreso o no de nuevos deudores dependerá de la estrategia de selección de crédito de cada oferente, y su grado de inversión en selección de riesgo.

Hizo también referencia al objetivo del término aditivo, que es distinto tratándose de créditos de 0 a 30 UF, 30 a 50 UF y 50 a 200 UF. Explicó que esta cifra cubre la diferencia promedio de dos ítems de costo, pues el costo de fondo es igual a todas las categorías; estos dos ítems son el costo administrativo por peso prestado que es diferente según la categoría, siendo obviamente más alto por peso prestado en los créditos por montos más bajos, y el costo de riesgo, pues la categoría de 0 a 200 UF en general tiene deudores más riesgosos. Agregó que se consideró para efectos del cálculo, los últimos 10 o 12 años, la diferencia entre la Tic de 200 a 5 mil UF y de 0 a 200 UF, que la mayor parte del tiempo estuvo entre un 10 o 12 %, salvo en los últimos tres años en que ha habido un alza importante de este margen. Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, expresó que hay que considerar que en los últimos años el segmento C3 aumentó drásticamente su penetración al crédito.


En sesión de 29 de agosto de 2012, el Honorable Senador señor Novoa presentó la siguiente propuesta alternativa en relación al artículo 6° bis:

“El acuerdo existente entre el gobierno y un grupo de parlamentarios establece que la TMC del tramo 0 – 200 UF se fijará tomando como parámetro la tasa TIP del tramo siguiente, agregando un porcentaje fijo, que varía entre 15 y 20 puntos porcentuales, dependiendo del tamaño del crédito. Esta proposición tiene el problema de agregar un número fijo, independiente de lo que ocurre en el mercado del crédito. En situaciones de mayor riesgo, el riesgo de créditos inferiores tiende a aumentar en mayor proporción que el resto de los créditos, y al sumarse un número fijo esta situación no se considera. Es evidente entonces que el problema de la propuesta del Ejecutivo se hace efectivo durante períodos de mayor incertidumbre económica, ya que al no recoger la TMC del tramo inferior de créditos esta situación, una proporción de estos deudores perdería el acceso al mercado formal de crédito, agravando su situación de vulnerabilidad e incentivándolo a caer en el segmento informal, que no sólo es más caro, sino también con sistemas de cobro que pueden ser muy poco ortodoxos. 

En todo caso, y sea cual sea la propuesta elegida, se hace necesario avanzar en la educación financiera de la población, ya que esa es la solución de largo plazo al problema de asimetría de información entre deudores y acreedores, y que generaría los problemas de falta de competencia que se han detectado en este segmento de créditos. En la misma línea, la consolidación de la información financiera negativa y positiva de los deudores también es beneficiosa en términos de perfeccionar la competencia en el mercado y entregar los incentivos correctos a los deudores.  

a) Nueva Propuesta para la Fijación de la Tasa Máxima Convencional (TMC).

Se plantean dos opciones de fórmulas que corrigen el problema anterior:


Propuesta 1: Considerar diferenciales de tasas de interés para distintos tramos:


La fórmula para la TMC 0 – 200 UF sería la siguiente: TMC 0-200 UF = TMC 200-5000 UF + 1.5 (TIP 200-5000 UF – TIP >5000 UF)

El objetivo central de esta propuesta es evitar que se agregue un factor aditivo a la fórmula. La razón para esto es que en períodos de crisis o períodos más complejos económicamente (aumentos de desempleo) el riesgo no aumenta en forma pareja para los distintos segmentos, por lo que sumar un porcentaje fijo genera problemas de desbancarización en los segmentos más riesgosos. La pregunta de fondo es si se quiere políticamente que se produzca ese problema. La respuesta debería ser negativa. Si a ese sector más vulnerable se le restringe el acceso al mercado formal precisamente en el momento en que está pasando una situación económica más compleja, la respuesta probable no será dejar de endeudarse, sino que caerá en el mercado informal, normalmente mucho más caro aún. Es por eso que debe ser un objetivo de la norma que se apruebe el que la TMC pueda ajustarse al alza en momentos de mayor riesgo crediticio global. Esta fórmula suma un porcentaje variable que depende de diferenciales de riesgo, lo que parece adecuado.


Se ha planteado que el tramo > 5000 UF es poco representativo. Sin embargo, no se utiliza la tasa de ese tramo, sino el diferencial, debido a que empíricamente se puede comprobar que durante los períodos más complejos aumenta ese diferencial superior, por lo que puede utilizarse como un proxi apropiado de lo que ocurre con el riesgo de tasas en esos períodos. 

Propuesta 2: Tomar en consideración el hecho que entre el año 2000 hasta la fecha, el diferencial de tasas entre los tramos de 0-200 UF y 200-5000 UF ha sido de 70%, y por lo tanto, en vez de sumar puntos porcentuales fijos, establecer la TMC 0-200 UF un 70% superior a la TMC 200-5000 UF. La fórmula es la siguiente: TMC 0-200 UF = 1.7 xTMC 200-5000 UF.

El argumento de esta segunda propuesta es similar al anterior, ya que el diferencial entre la TMC para los distintos tramos también es creciente en función del riesgo, para evitar problemas de desbancarización.  La primera propuesta es en algún sentido mejor, ya que recoge los diferenciales de riesgo directamente del tramo siguiente.

Se ha planteado que al ser un factor multiplicativo y no aditivo, el factor aumenta cuando las tasas suben y baja en la situación opuesta. Ese es precisamente el objetivo de incorporar un factor multiplicativo.

El gráfico siguiente ilustra ambas propuestas, junto con la TMC vigente actualmente y la TMC del proyecto de ley:
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b) Nueva Propuesta de Tramos para la Aplicación de la Tasa Máxima Convencional.


Se propone crear dos tramos para la aplicación de la TMC, uno para operaciones de crédito de dinero por montos que vayan entre las 0 y 50 UF y otro para operaciones entre de 50,1 y 200 UF. 


Esta propuesta mantendría la diferenciación de mercado que existe actualmente, permitiendo a las empresas de retail de menor tamaño cobrar un poco más por sus créditos considerando su especialización en segmentos más riesgosos, en que los créditos son por montos reducidos y se generan mayores costos administrativos y de riesgo. 


La aplicación práctica de dividir en dos tramos modifica los parámetros de las fórmulas anteriores, de tal forma de permitir dos cálculos de tasa en cada caso. 


En caso de división en dos tramos, las fórmulas propuestas quedarían de la siguiente forma:


Propuesta 1: 

0 – 50 UF:


TMC 0-50 UF = TMC 200-5000 UF + 1.7 (TIP 200-5000 UF – TIP >5000 UF)


50 – 200 UF:


TMC 50-200 UF = TMC 200-5000 UF + 1.3 (TIP 200-5000 UF – TIP >5000 UF)


Propuesta 2:

0 – 50 UF:


TMC 0-50 UF = 1.8 xTMC 200-5000 UF.


50 – 200 UF:


TMC 50-200 UF = 1.6 xTMC 200-5000 UF.


Eso sí, es necesario también buscar formas de generar mayor educación financiera en estos segmentos, de tal forma de atenuar problemas de sobreendeudamiento en bienes que están lejos de ser de primera necesidad.


c) Mayor Gradualidad en la Reducción de la Tasa Máxima Convencional Actual.

En cuanto a la gradualidad en la reducción de la TMC vigente, se propone modificar la actual propuesta que es de 0,5 puntos cada dos semanas, por una reducción de 1,5 puntos cada ocho semanas.


De esta forma, se contaría con mayor tiempo para evaluar el impacto que las reducciones están ocasionando en el mercado y permitiría realizar ajustes sin generar problemas serios de desbancarización.


d) Nuevo Mecanismo de Ajuste.

Sobre la base de la fórmulas que se proponen para TMC permanente, se calculan las diferencias por mes (mest – mest-1) y si la fórmula permanente acumula en dos meses una alza de TMC para ese tramo de más de cuatro puntos porcentuales, se puede subir el cálculo transitorio en dos puntos porcentuales.”.

El Honorable Senador señor Novoa explicó su propuesta.


En relación a la letra a), manifestó que la idea es agregar una tasa proporcional que vaya en relación con las variaciones que pueda tener el mercado del interés. Se consideraron dos opciones de variables, cuyo efecto se refleja en el gráfico que está más arriba. Ambas fórmulas nos llevan a un punto intermedio entre la propuesta del artículo 6° bis de la indicación de los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, y la tasa máxima convencional que se aplica actualmente.


El señor Valdés se refirió a las fórmulas y realizó algunos comentarios que fueron luego abordados por el Honorable Senador señor Novoa en su propuesta que se reproduce más arriba. Explicó que, desde una perspectiva conceptual, el término aditivo contenido en la propuesta consensuada del artículo 6° bis, tiene por objeto recoger la diferencia promedio de las tasas promedio, en costo administrativo por peso prestado, y diferencia promedio de riesgo, expresado en tasa de interés, observado en el mercado entre las operaciones de 0-200 UF y 200-5.000 UF. Refleja de algún modo lo que ha pasado, en el mercado reciente.


La fórmula 1 no basa su diferencia en el mercado efectivamente observado, sino en el mercado de más de 5 mil UF, mercado con una realidad muy distinta. En la fórmula: TMC 0-200 UF = TMC 200-5000 UF + 1.5 (TIP 200-5000 UF – TIP >5000 UF), el paréntesis capta la diferencia de costo administrativo por peso prestado entre créditos de 500 o 1000 UF y créditos de 30 o 50 mil UF, diferencia que tiene poco que ver con la de créditos de menos de 200 UF, lo que es más acentuado tratándose del riesgo. Recurrir al tramo de operaciones de más de 100 millones de pesos, como referencia para este tramo de operaciones de montos pequeños, no parece adecuado.

En síntesis:

- Estimó que es poco representativo el tramo de más de 5 mil UF.


- En la serie histórica que presenta el gráfico se observa un sesgo en la tasa.

- En la salida de la recesión, tanto la TMC actual y la TMC propuesta en la indicación, bajan aproximadamente 10 puntos según se observa en el gráfico, es decir, se mantiene la sensibilidad, a diferencia de lo que ocurre con las líneas que reflejan las propuestas del Honorable Senador señor Novoa, en las que se puede observar una caída brutal, superior a la real caída del riesgo que se experimentó.

El nivel que se propone con esta fórmula es que la TMC, en el tramo de 0-200 UF, llegue a aproximadamente 43%.

En cuanto a la segunda alternativa contenida en el documento entregado por el Honorable Senador señor Novoa, adolece de un defecto conocido y que es aumentar la variabilidad de la tasa. Cada vez que la tasa de 200 a 5 mil UF suba, el efecto se va a amplificar en la tasa de 0 a 200 UF, sin una real justificación. Además está definida de una manera que no corresponde al texto, debiera referirse al diferencial de las tasas promedio y no de la TMC.

Posteriormente el señor Valdés entregó a la Comisión un documento que contiene las observaciones del Ejecutivo a la propuesta del Honorable Senador señor Novoa, que se encuentra a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de la Comisión.


El Honorable Senador señor Novoa afirmó que efectivamente se trata de una tasa más alta, y es una reacción frente a la posibilidad que se produzca una desbancarización muy grande. Es posible afinar la propuesta.

El año de la crisis internacional, 2008-2009, la TMC se disparó sobre 60%. Con la propuesta consensuada, en ese escenario la tasa hubiera caído a menos de 40%. Es una diferencia de 20 puntos, que en su opinión habría producido una gran contracción de crédito. La propuesta de tasa fija hace plana la reacción, y una reacción plana en un mundo cambiante resulta compleja.

Manifestó su intención que este tema sea discutido en la Sala.

El Honorable Senador señor Zaldívar planteo su idea de reducir los tramos propuestos por la indicación consensuada (0-30 UF, 30-50 UF y 50-200 UF) a sólo dos, con un corte en las 50 UF, pues en su opinión el riesgo de desbancarización se concentra en ese tramo, la mayor parte de los créditos del retail, o una línea de crédito, ascienden ese monto. Resuelto lo anterior, hay que determinar la tasa máxima para cada tramo.

En cuanto a la gradualidad, le parece adecuada una que establezca ocho cuotas, cada dos meses.

Indiscutiblemente va a existir una desbancarización, la idea es que sea la menor posible, para evitar la proliferación de créditos informales. 


El Honorable Senador señor Espina manifestó, una vez más, que es partidario de la propuesta contenida en la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, y consensuada con el Ejecutivo. Puso de relieve que se trata de una propuesta que se hizo pública, y fue formulada por, entre otros, Senadores de su partido, y respaldada por el Ejecutivo.

Los estudios que ha realizado le permiten afirmar que no existe ese riesgo de desbancarización casi catastrófica.

El Honorable Senador señor García consideró interesante la propuesta del Honorable Senador señor Novoa, y expresó su preocupación por el gráfico que mostró, más de 20 puntos de diferencia entre la propuesta consensuada y lo que realmente ocurre. Sin duda debe haber existido un aumento del riesgo importante, pero debió reflejarse en la TIC, que es precisamente la base para la TMC en la propuesta consensuada. En época de crisis como la que se vivió, debió haberse reflejado en la TIC y ésta haber experimentado una fuerte alza.


El Honorable Senador señor Tuma reforzó la idea que la TMC que contempla la propuesta consensuada tiene una relación directa con el mercado, específicamente con un mercado que tiene alguna posibilidad de negociación como es el de las operaciones de 200 a 5.000 UF. Actualmente la TMC del tramo 0-200 UF es una tasa impuesta pues el sector no maneja información ni tiene capacidad de negociación.

La TMC va a variar en caso de crisis pues será un reflejo del mercado. En ese sentido, expresó que la propuesta del Honorable Senador señor Novoa es errada respecto de los efectos que se producirían con la implementación del artículo 6° bis consensuado.

Manifestó su disposición a analizar la idea de reducir los tramos a sólo dos, 0 a 50 UF y 50 a 200 UF. Ello conllevaría reestudiar el término aditivo que se contemple para cada caso, pues se estableció en consideración principalmente al riesgo de cada tramo. La tasa promedio del acuerdo, que es de 35 puntos, no debe en caso alguno subir.


En sesión de 4 de septiembre, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, planteó introducir los siguientes cambios en el artículo 6° bis propuesto en la indicación consensuada con el Ejecutivo, de modo de acoger las aprehensiones manifestadas por algunos señores Senadores, y por el Presidente del Banco Central en su exposición ante la Comisión, minimizando las posibilidades de desbancarización:

- Contemplar sólo dos subtramos: Operaciones por un monto de 0 a 50 UF; y operaciones por un monto superior a 50 UF e iguales o inferiores a 200 UF.

- Fijar el nivel objetivo de los términos aditivos en los siguientes puntos porcentuales: 21 puntos para operaciones por montos iguales o inferiores a 50 UF, y 14 puntos tratándose de operaciones por montos superiores a 50 UF.

- Un aumento de la rebaja inicial: 6 puntos en el tramo inferior y 8 puntos en el superior, al momento de publicación de la ley. Las tasas bajarían a un 49% y un 47% respectivamente (considerando la TMC al día de hoy).

- Gradualidad: se propone aplicar una rebaja de 2 puntos porcentuales cada doce semanas. El término aditivo llegaría al final en 15 meses. Recordó que la indicación originalmente planteaba una rebaja de 1 punto cada 4 semanas, llegando al final en 11-13 meses.

- No hay cambios en relación al mecanismo de freno en caso que se produzca una contracción del crédito en los términos que se indican. Y el número de semanas promediadas para medir la contracción del flujo sigue siendo de cuatro semanas.


Puso de relieve que la TMC que se establece tiene relación con el mercado, y con la propuesta llega a un nivel promedio, en régimen, de 39% para los créditos de 0 a 50 UF, y de 32% para los créditos de 50 a 200 UF, con un promedio ponderado de 35,24%, lo que resulta bueno si se considera que hoy es de un 55%-56 % aproximadamente.


El Honorable Senador señor García manifestó su acuerdo con las modificaciones propuestas. En su parecer, constituyen un avance, mejoran aún más la indicación consensuada, y se toman mayores resguardos para evitar que más gente quede desbancarizada. Bajar la TMC inevitablemente ocasionará que algunas personas salgan del mercado del crédito. Estimó que si bien la mayor parte de la gente que pide un crédito tiene intención de pagarlo, y caen en mora en razón de las altas tasas de interés que se le aplican, consideró que también hay personas que se aprovechan del sistema y se endeudan sin ánimo de pagar, amparándose en una TMC que cubre ese riesgo.

Agregó que dado los altos índices de morosidad, el retail está siendo más riguroso en el otorgamiento de créditos, lo que parece razonable, pues no se le puede otorgar un crédito a quien no tiene ninguna posibilidad de pagar.

Una tasa máxima convencional, en régimen, de 39% para los créditos más riesgosos que van hasta 50 UF, con una gradualidad mayor, va a permitir a la industria adecuarse a las nuevas disposiciones. Más aún, consideró que, atendida la larga tramitación que ha tenido este proyecto, ya se tendrían que haber empezado a tomar medidas. Le parece que el sistema será así más justo.


El señor Salvador Valdés manifestó que, efectivamente, las empresas ya están considerando los cambios que se van a introducir en esta materia. Por ejemplo, la empresa La Polar S.A., publicó en distintos medios, y a propósito de un aumento de capital que pretenden hacer, y entre una lista de argumentos tendientes a convencer que sus acciones son confiables, que el modelo de negocio está pensado para tolerar sin problema alguno la rebaja de la TMC que se discute en el Congreso
.


El Honorable Senador señor Espina reiteró que la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, y concordada con el Ejecutivo, es una muy buena propuesta, que no va a generar ningún problema en el otorgamiento del crédito.


En seguida manifestó que, en el ánimo de llegar a un acuerdo sobre la materia, y considerando que las enmiendas planteadas por el Honorable Senador señor Tuma mantienen el promedio de 35% para la TMC, votará a favor de las mismas.


Dejó expresa constancia de su parecer que en Chile las tasas de interés sobrepasan con creces lo que se requiere para garantizar el riesgo que va involucrado en el otorgamiento de créditos.


El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que mantiene sus inquietudes, pero votará a favor de esta propuesta principalmente por dos razones: por haberse acogido lo expresado por el Presidente del Banco Central, en cuanto a la necesidad de aumentar la gradualidad, y en segundo término, pues se establece en la ley un sistema de freno en caso de contracción del crédito.


En este país la TMC es excesiva y con este proyecto se logra bajar. Agregó que obviamente nadie puede predecir qué va a ocurrir en el mercado, pero se están adoptando resguardos prudentes.

El Honorable Senador señor Novoa fundamentó su voto negativo a esta indicación. No está de acuerdo con su texto, pues se fija una TMC en función de la TIC de operaciones bancarias por un monto superior, más un término aditivo. Considerando las tasas actuales, ello equivale a una baja de 16-23 puntos respectivamente. Estimó que, al menos en el caso del retail, con ese nivel de tasas sin duda se va a producir una contracción del crédito.

En segundo término, expresó su total desacuerdo con lo que se ha denominado una desbancarización positiva, es decir, personas respecto de las que es conveniente que no se endeuden. En su parecer, no se puede llegar a ese nivel de injerencia en las personas como para determinar qué les conviene y que no.


Finalmente, recordó que en una sesión anterior presentó una propuesta en la que abordaba, entre otras materias, la forma de cálculo de la TMC para estas operaciones. Su propuesta, a diferencia de lo que ocurre con la indicación consensuada, establece para el cálculo de la TMC una relación que es variable. Ambas fórmulas conllevan una reacción más rápida en un período de crisis, y una baja más rápida cuando se supera esa crisis. En ambos casos la TMC queda en un nivel intermedio entre la TMC actualmente vigente y la que se propone en la indicación consensuada.

- En votación la indicación “A”, de los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, fue aprobada, con modificaciones, por la mayoría de los integrantes de la Comisión, con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar, y el voto en contra del Honorable Senador señor Novoa.

- Con la misma votación se rechazaron todas las restantes indicaciones que incorporan un artículo 6° bis, nuevo.

El señor Salvador Valdés hizo presente la necesidad de realizar un ajuste técnico en el texto de los artículos 6°, 6° bis, y otros que, al referirse al momento en que se calcula la tasa, usan las expresiones “al momento de la convención o del giro de fondos”, eliminando las oración “giro de fondos”, que no ha estado nunca en esta ley, y que en una nueva revisión jurídica y técnica estimaron preferible suprimir.


La unanimidad de los integrantes de la Comisión estuvo de acuerdo en realizar esa modificación, donde corresponda.

- En votación la referida modificación, fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar (artículo 121 del Reglamento del Senado).

- - - 

En el seno de la Comisión se planteó la situación particular de las operaciones de crédito de dinero que se realizan por medio de tarjetas de crédito.


El Honorable Senador señor Espina consultó por lo que ocurre tratándose de tarjetas de crédito. Se señaló anteriormente que esas operaciones se excluyen de la base de cálculo del interés corriente. Es necesario dejar claramente establecido qué tasa se les aplica, esto es, si la correspondiente al “cupo” de la tarjeta, o al monto de cada operación, o de todas las operaciones de un mes, etc. Esto es muy relevante por cuanto las tasas, según el segmento, son sustancialmente distintas.


Lo que no le parece correcto es que en las tarjetas de crédito se cobre la tasa de interés correspondiente a créditos a largo plazo, pero en la realidad el deudor pague mes a mes. Es muy distinto el cupo que tiene la persona, el “crédito permanente”, que lo que en definitiva ocupa. 


El señor Valdés señaló que el plazo de una tarjeta de crédito es de difícil determinación, precisamente porque es variable. La SBIF consideró dos criterios para clasificar estos giros de tarjetas de crédito: uno es la duración que tiene el contrato de tarjeta, que normalmente es de largo plazo (hay varios otros plazos, como el de emisión de la tarjeta, o de cuando se liquida la obligación que depende más bien del deudor) y sujeta a la tasa máxima de este plazo; y en cuanto a los montos, se consideran los giros efectivos ( tampoco es un asunto simple, también se podría considerar, por ejemplo, el cupo de la tarjeta). Propuso traer un estudio detallado en una próxima sesión.


El Honorable Senador señor Novoa expresó que la situación de las tarjetas de crédito es bastante particular. En primer término, hay que distinguir si la tarjeta se usa como medio de pago simplemente, esto es, el cliente paga el total de lo adeudado a fin de mes, caso en el que no se cobran intereses. Cuando se usa como crédito, hay oportunidades en que se compra en cuotas, que expresamente están liberadas del pago de intereses. Ahora bien, cuando al cliente le llega un estado de cuenta, puede diferir su pago, y ahí se le va a aplicar el interés correspondiente al monto utilizado. Otra situación que puede presentarse es que se gire dinero con la tarjeta de crédito, caso en que se cobran tanto interés como una comisión.


Todas estas situaciones no se pueden contemplar en la ley. Lo claro es que nunca se puede cobrar más del interés máximo convencional.


El Honorable Senador señor Zaldívar afirmó que el costo de crédito, de tarjeta de crédito, sin duda es caro, dado que las personas generalmente operan bajo el margen de las 200 UF.

El Honorable Senador señor Novoa solicitó que el informe que elaborará el Ejecutivo en relación a las tarjetas de crédito aborde también el punto referido a los plazos en las líneas de créditos y en los sobregiros.

En sesión de fecha 29 de agosto, el señor Salvador Valdés presentó a la Comisión las conclusiones respecto al interés que se cobra en las tarjetas de crédito, tema que estimó complejo, pues hay varios elementos que considerar: el plazo estipulado en la convención, el cupo, el monto de cada una de las operaciones, los giros que se hacen, el plazo en que el deudor efectivamente paga, entre otros.

Manifestó que el Ministerio de Hacienda optó por no innovar en esta materia, respecto de los criterios habitualmente aplicados por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. La novedad sería establecer, en la ley, este criterio para determinar el monto, plazo y la tasa aplicable, tratándose de tarjetas de crédito. Así, respecto del monto que se considera para efectos de calcular la TMC aplicable a las operaciones de una tarjeta de crédito, explicó que es el cupo de la línea. Normalmente el cupo es de menos de 200 UF, por eso se ha aplicado una tasa máxima de 56%.

Un segundo aspecto a dilucidar es el plazo de la operación (operaciones) de la tarjeta de crédito o línea de crédito. Al día de hoy, es el plazo de la convención que dio origen a la línea, y se propone mantener el criterio, típicamente son por plazos superiores a 90 días. Manifestó la conveniencia de precisar un aspecto específico en cuanto a la relación de la tasa a aplicar con la tasa informada en el estado de cuenta. El Reglamento del SERNAC Financiero estableció la obligación que en cada estado de cuenta de la tarjeta de crédito y línea de crédito, correspondiente a un ciclo de facturación, se informe al cliente, cuál es la tasa que regirá para el próximo período, y la tasa informada naturalmente debe ser igual o menor de la TMC que corresponda. Puede ocurrir que en el intertanto se produzca una variación en la TMC. En su parecer, es necesario explicitar que la tasa que se aplicará a las operaciones del período es la tasa informada, aun cuando se hayan producido variaciones. El objetivo es que el cliente no quede desinformado respecto de la tasa que se le aplica.


El Honorable Senador señor Espina planteó la situación que se produce cuando se cobra el interés de una operación de más de 90 días, en circunstancias que el deudor paga en un plazo inferior, por ejemplo, 60 días. La diferencia entre ambas tasas es bastante sustancial, agregó.

El señor Valdés coincidió que en la actualidad la diferencia entre ambas tasas es importante, por ejemplo hoy día la TMC a menos de 90 días es 32%, y a más de 90 días es 56%. Sin embargo, de aprobarse el artículo 6° bis, esa diferencia sería muy baja.

Las ideas expresadas se materializaron en una indicación signada con la letra “B”,  presentada por los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar, en un nuevo plazo que se abrió, hasta las 18 horas, del 4 de septiembre.

La indicación presentada es del siguiente tenor:


“Incorporar un nuevo artículo 6° ter, en cuyo texto se señale lo siguiente:


“La tasa máxima convencional a aplicar a los créditos que se originen en la utilización de tarjetas de crédito mediante una línea de crédito previamente pactada, se establecerá en función del monto máximo autorizado para dichas operaciones en la convención que les dio origen, y del tiempo que se hubiere pactado en ella para hacer uso de la línea rotativa o refundida, según sea el caso, y corresponderá a aquella vigente al momento a partir del cual se devengan los respectivos intereses.

Para efectos de determinar la tasa máxima convencional a aplicar en los créditos a que se refiere el inciso precedente, se entenderá que las modificaciones en el tiempo pactado o en el monto autorizado para la respectiva línea de crédito que se realicen a la convención que da origen al crédito, o las renovaciones que se hicieran a ésta, constituyen una nueva convención.”.”.

El Presidente propuso estudiar la conveniencia que la tasa se fije y aplique al volumen del total de la facturación por compras efectivamente realizadas en el mes.


El señor Subsecretario recordó que siempre la tasa ha sido fijada por el cupo. En todo caso reconoció que la proposición formulada por el señor Presidente es la más conveniente para los usuarios de las tarjetas. Si cambiamos el sistema por uno en que considere solamente lo efectivamente gastado, estaríamos cambiando lo que ha sido lo tradicional.


El señor Presidente señaló que en el caso de las tarjetas con altos cupos tienen una tasa de interés que corresponde al interés de las operaciones de 0 a 200 UF. Ha tenido la oportunidad de ver tasas de 4.4% mensual. Es decir, en las tarjetas la tendencia es siempre aplicar el máximo de interés. Por lo anteriormente señalado, el Presidente indicó haber estado de acuerdo con la idea de que el interés quede fijado de acuerdo al cupo, por cuanto obliga al acreedor a aplicar la tasa de interés máxima más baja. Sin embargo, su inquietud al respecto es que con tal mecanismo incentivaríamos a que los emisores de tarjetas de crédito asignen cupos menores para aplicar una tasa mayor.


Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente la necesidad de estudiar en profundidad este aspecto por cuanto puede tener gran impacto. Por lo anterior, propone agregar a la indicación presentada un inciso nuevo referido específicamente a las operaciones de crédito que se efectúen en cuotas, en el sentido que, en éstas, la tasa máxima convencional a aplicar se establezca en función del monto y plazo de la operación respectiva, y corresponderá a aquélla vigente al momento de efectuarse la misma.


Para tal efecto propone incorporar a la indicación un inciso tercero del siguiente tenor:


“Para operaciones de crédito que se efectúen en cuotas, la tasa máxima convencional a aplicar se establecerá en función al monto y plazo de la operación respectiva, y corresponderá a aquélla vigente al momento de efectuarse la misma.”.


Los señores Subsecretario de Hacienda y Coordinador Políticas Microeconómicas, indicaron que lo planteado en la norma que sugiere incorporar el Honorable Senador señor Zaldívar está cubierto. A mayor abundamiento señalaron que existe un malentendido toda vez que esto siempre ha estado regulado por el artículo 6°. Indicaron que tenían conocimiento de tal inquietud por parte del sector retail, pero concluyeron que ésta correspondía sólo a un temor a que se confundieran la tasa máxima de las líneas, por una parte, con la tasa máxima de los créditos en cuotas. Subrayó que la tasa máxima de estas últimas está muy clara en lo dispuesto en el citado artículo 6°, y que se ha mantenido igual desde hace 32 años, tiempo en el cual no ha habido innovación alguna en lo que respecta a esta materia. 


Lo que se ha hecho es precisar los criterios a nivel de circular de la Superintendencia, quizás no siempre cumplidas, para que adquieran rango legal, pero esto en el caso de las líneas, porque en el caso de las cuotas nunca ha habido dudas, reiteró. 


Para ilustrar el debate, el señor Salvador Valdés señaló que una misma tarjeta de una casa comercial puede tener distintos tipos de créditos: créditos en cuotas y líneas. Incluso, hay ocasiones en que tiene más de un tipo de línea, como, por ejemplo, una para compras y otra para avances en efectivo.


Reiteró que en un punto en el que no hay dudas, y nunca ha habido, es en relación al interés aplicable a las cuotas, porque estas operaciones están regidas por el artículo 6°.

Resumiendo, el señor Subsecretario señaló que lo que plantea el retail es que la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar sobre este tema requiere de un tercer párrafo que indique que para las operaciones de crédito que se efectúen en cuotas, la tasa máxima convencional a aplicar se establecerá en función al monto y plazo de la operación respectiva, y corresponderá a aquélla vigente al momento de efectuarse la misma. Reiteró que esto es así actualmente, sin perjuicio de lo cual, el señor Subsecretario manifestó que, como representante del Ejecutivo en el presente debate, está de acuerdo en reiterar tales disposiciones, si la Comisión así lo estima pertinente, porque no es contradictorio con el resto del proyecto. Tal proposición fue apoyada por el Honorable Senador señor Zaldívar, así como por los demás miembros presentes de la Comisión, y se pidió que quedara expresa constancia en el informe de lo debatido y sobre cuál es el sentido de incorporar un inciso tercero.


En respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Tuma, el señor Gonzalo Carreño explicó que el titular de una tarjeta de crédito puede tener activo en forma simultánea un crédito en cuotas y el uso de la línea, o parte de ella, y al momento de la facturación se tratan como créditos distintos, que pueden tener tasas efectivas diferentes. Agregó que el estado de cuenta los trata separadamente.


Para una mejor comprensión de la situación sobre la cual versa el debate, el señor Salvador Valdés indicó que los créditos en cuotas se generan por compras de bienes específicos y tienen un interés igual para todas las personas que compran tal bien. Este aspecto es precisamente lo que lo diferencia del crédito de la línea que tiene cada uno de esos mismos deudores o tarjeta habientes, que tienen un cupo y una tasa de interés personalizados. Obviamente que ello genera diferencias entre los créditos en cuotas y el uso de la línea, toda vez que, en el primer caso, no están girando del cupo de la línea. Concluyó que, en cierto modo, se trata de dos productos completamente independientes, pero que se vinculan en el contrato inicial, es decir, en la convención en virtud de la cual se estipula que si el titular deja de pagar una o varias cuotas, ese monto se pagará girando contra la línea que está aprobada con antelación, y que tiene otro interés, generalmente más alto. Lo anterior, supervisado por el SERNAC. 


A mayor abundamiento, el señor Valdés hizo presente que la tarjeta de crédito como tal es sólo una herramienta para el uso de una cuenta individual de un determinado cliente y, tal como se indicó previamente, puede soportar distintos tipos de operaciones: créditos en cuotas y uso de la línea. Destacó que la gran diferencia entre ambas es que el uso de la línea es enteramente voluntario del deudor, porque el acreedor ya entregó su voluntad, fijando un cupo máximo para ser girado por el cliente cuando éste lo requiera. La situación de los créditos en cuotas es distinta, porque supone una operación voluntaria de las dos partes: el acreedor decide ofrecer ciertas condiciones a un determinado tipo de clientes, especialmente en ventas asociadas a promociones, y el deudor, por su parte, estima su conveniencia.

- En votación la indicación “B”, fue aprobada, con modificaciones, por la mayoría de los integrantes de la Comisión, con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar, y la abstención del Honorable Senador señor Novoa.

ARTÍCULO 8°


El artículo 8° de la ley N° 18.010 dispone:


“Artículo 8°- Se tendrá por no escrito todo pacto de intereses que exceda el máximo convencional, y en tal caso los intereses se reducirán al interés corriente que rija al momento de la convención.


En todo caso, cuando corresponda devolver intereses en virtud de lo dispuesto en esta ley, las cantidades percibidas en exceso deberán reajustarse en la forma señalada en el artículo 3°, inciso primero.”.

El numeral 5), del artículo 1°, Boletín N° 7.932-03, se refiere a este artículo.


Asimismo, la indicación N° 1, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, en su Artículo 1°, numeral 3), y la indicación N° 11, N° 1, del Honorable Senador señor Tuma, ambas formuladas al Boletín N° 7.786-03, proponen modificar esta norma.


El numeral 5), del artículo 1°, es del siguiente tenor:


“5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8°:




a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: “Será inexistente todo pacto de intereses que exceda el máximo convencional, y en tal caso los intereses se reducirán al interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos; todo ello sin perjuicio de las demás sanciones legales que correspondan.”.




b) Insértase el siguiente inciso final, nuevo:




“Sin perjuicio de la sanción establecida en el inciso primero, y de otras sanciones establecidas en esta y otras leyes, cuando se trate de operaciones realizadas por bancos, o por cualquiera de las instituciones colocadoras de fondos señaladas en el artículo 31 de esta ley, en las cuales el interés exceda el máximo aplicable, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras aplicará a la entidad infractora una multa a beneficio fiscal por un monto equivalente al capital de la operación multiplicado por tres veces la tasa de interés anualizada aplicada.”.”.


La indicación del Honorable Senador señor Larraín, por su parte, propone, en lo pertinente:


“3) En el artículo 8º, reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Será inexistente todo pacto de intereses que exceda el máximo convencional, y en tal caso los intereses se reducirán al interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos; todo ello sin perjuicio de las demás sanciones legales que correspondan.”.”.

Cabe hacer presente que la referida indicación del Honorable Senador señor Larraín Fernández es parte de una sola indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto, como se ha señalado precedentemente.


La indicación N° 11, N° 1, del Honorable Senador señor Tuma, para agregar un artículo 2°, nuevo, pasando el actual artículo único a ser artículo 1°, en lo que corresponde propone:


“1.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 8°:


“Con todo, se encuentra prohibido establecer cobros accesorios a la obligación principal por concepto de comisiones, seguros u otros servicios prestados por el acreedor o por terceros, cualesquiera que sea su denominación, que excedan en un siete por ciento (7%) el monto total del capital adeudado. El exceso será siempre considerado interés.”.”.

Cabe hacer presente que la referida indicación es parte de una sola indicación que aborda también otras materias.


El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Gonzalo Carreño, manifestó que el Ejecutivo ha reestudiado este tema y ha optado por proponer a la Comisión que se mantenga el texto de la ley vigente. 

La unanimidad de la Comisión estuvo de acuerdo, razón por la que resolvió rechazar la letra a) del numeral 5), del texto del boletín N° 7.932-03, aprobado en general por el Senado.


Respecto de la letra b), del numeral 5) en discusión, el Honorable Senador señor Espina recordó que el Código Penal sanciona la usura, por tanto esta sanción pecuniaria sin duda no obsta a la aplicación de otras sanciones si corresponde. Ello quedaría contemplado expresamente al referirse el inciso que la multa es sin perjuicio de sanciones establecidas en otras leyes.


El Honorable Senador señor Novoa llamó la atención que al debatir el artículo 31 nuevo, se analizará cuáles son esas instituciones fiscalizadas.


- En votación la referida letra a), del numeral 5), artículo 1°, Boletín N° 7.932-03, fue rechazada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- En votación la referida letra b), del numeral 5), artículo 1°, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar (Artículo 121 del Reglamento del Senado).


- En votación la indicación N° 1 (Artículo 1°, numeral 3)), del Honorable Senador señor Larraín, fue rechazada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- La indicación N° 11, numeral 1), fue retirada por su autor.

ARTÍCULO 9°


El artículo 9° de la ley N° 18.010, dispone:


“Artículo 9°. Podrá estipularse el pago de intereses sobre intereses, capitalizándolos en cada vencimiento o renovación. En ningún caso la capitalización podrá hacerse por períodos inferiores a treinta días.    

Los intereses capitalizados con infracción de lo dispuesto en el inciso anterior se consideran interés para todos los efectos legales y especialmente para la aplicación del artículo precedente.    


Los intereses correspondientes a una operación vencida que no hubiesen sido pagados se incorporarán a ella, a menos que se establezca expresamente lo contrario.”.


Se refieren a este artículo las siguientes indicaciones, presentadas al texto aprobado en general, correspondiente al Boletín N° 7.786-03:


Indicación N° 2, numeral 2), Boletín N° 7.786-03, de los Honorables Senadores señores Tuma y Quintana:


“2.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 9°:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


"Artículo 9°.- No podrá estipularse el pago de intereses sobre intereses en las operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea igual o inferior a 200 Unidades de Fomento. Todo pacto en contravención a esta disposición se sujetará a lo previsto en el artículo octavo de esta ley.”.


b) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente: 


“En el caso de operaciones distintas de aquellas a que se refiere el inciso precedente será válida dicha estipulación, pudiendo capitalizarse los intereses en cada vencimiento o renovación, pero nunca por períodos inferiores a treinta días.”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


“Los intereses correspondientes a una operación de crédito de dinero superiores a 200 Unidades de Fomento, que estuviere vencida, sólo podrán capitalizarse en caso de reprogramarse o repactarse en cualquier forma la obligación con consentimiento del deudor; o una vez agotados prudencialmente los medios de cobro señalados en el artículo 31 N°4 del decreto ley N° 824, Sobre Impuesto a la Renta, o iniciado las acciones judiciales de cobro de la deuda morosa, en su caso. Si el acreedor no fuera contribuyente del impuesto de primera categoría o no se encontrare entre las entidades del artículo 31, los intereses podrán capitalizarse en caso de repactación o reprogramación de la deuda en la forma antedicha, o al interponerse acción judicial de cobro.”.


Indicación N° 3, Artículo 1°, N° 3, Boletín N° 7.786-03, de la Honorable Senadora señora Rincón:


“3.- Sustitúyese el artículo 9° por el siguiente:


“Artículo 9°.- No podrá estipularse, bajo ningún respecto, el pago de intereses sobre intereses. Esta prohibición se extenderá a todo tipo de obligaciones de dinero, sean reajustables o no reajustable, en moneda nacional o extranjera.”.


Indicación N° 5, numeral 2), Boletín N° 7.786-03, de los Honorables Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores Escalona, Gómez y Ruiz-Esquide:


“2.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 9º:


a) Remplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 9°.- No podrá estipularse el pago de intereses sobre intereses en las operaciones de crédito de dinero. Todo pacto en contravención a esta disposición se sujetará a lo previsto en el artículo 8° de esta ley.”.

b) Sustitúyese el inciso tercero por el que se indica a continuación:

“Los intereses correspondientes a una operación de crédito que estuviere vencida, sólo podrán capitalizarse cuando la obligación sea reprogramada o repactada con el consentimiento escrito del deudor.”.”.


Indicación N° 11, numeral 2), Boletín N° 7.786-03, del Honorable Senador señor Tuma:

“2.- Derógase el artículo 9°.”.


En relación al tema del anatocismo, el Honorable Senador señor Tuma retiró sus indicaciones, por estimar que esta materia es preferible tratarla separadamente, en otro proyecto de ley.

- La indicación N° 2, numeral 2), y N° 11, numeral 2), fueron retiradas por sus respectivos autores.

- En votación, las indicaciones N°s 3 (Artículo 1°, N° 3) y N° 5, N° 2, Boletín N° 7.786-03, fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

ARTÍCULO 16


El artículo 16, de la ley N° 18.010, prescribe:


“Artículo 16.- El deudor de una operación de crédito de dinero que retarda el cumplimiento de su obligación, debe intereses corrientes desde la fecha del retardo y a las tasas que rijan durante ese retardo, salvo estipulación en contrario o que se haya pactado legalmente un interés superior.”.


La indicación N° 7, del Honorable Senador señor Larraín Fernández, presentada al Boletín N° 7.932-03, es para incorporar el siguiente número 7), nuevo, pasando los actuales números 7) y 8) a ser 8) y 9), respectivamente:


“7) Agrégase en el artículo 16, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “En todo caso, tratándose de deudas inferiores a 200 unidades de fomento, no se podrán cobrar intereses superiores a los pactados en el crédito original dentro de los 90 días siguientes a la fecha en que se produjo el retardo.”.”.


El Honorable Senador señor Novoa consideró que, de aprobarse una disposición como la propuesta, ningún deudor pagaría dentro del plazo estipulado.

El señor Valdés manifestó que, por esa razón, el Ejecutivo está en desacuerdo con lo que plantea la indicación.


- En votación, la indicación N° 7, Boletín N° 7.932-03, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
- - - - -

La indicación N° 11, numeral 3), del Honorable Senador señor Tuma, presentada al Boletín N° 7.786-03, es para incorporar un artículo 26 bis, nuevo:


“Artículo 26 bis.- El que suministrare valores a un interés que exceda los límites autorizados por esta ley será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo y la accesoria de inhabilitación especial absoluta para desarrollar labores que supongan la oferta pública o privada de dinero a plazo.


En el caso que el delito fuera cometido por personas jurídicas, la pena se aplicará a quienes hayan participado directamente en el otorgamiento del crédito o hayan establecido las condiciones para su otorgamiento. Asimismo, los socios, administradores, representantes, miembros de los directorios de las sociedades sufrirán la pena accesoria de inhabilitación especial absoluta para desarrollar labores en sociedades que efectúen oferta pública o privada de dinero a plazo o para desarrollarla ellos directamente.”.

- Esta indicación fue retirada por su autor.
ARTÍCULO 30


El artículo 30, de la ley N° 18.010, dispone:


“Artículo 30.- Las operaciones de crédito de dinero o aquellas operaciones de dinero a que se refiere el artículo 26 que tengan vencimiento en dos o más cuotas y contengan cláusula de aceleración deberán liquidarse al momento del pago voluntario o forzado o de su reprogramación con o sin efecto novatorio, conforme a las siguientes reglas:

1.- Las obligaciones no reajustables considerarán el capital inicial o el remanente al cual se añadirán los intereses corrientes o convencionales según sea el caso y las costas hasta el instante del pago o de la reprogramación.

2.- Las obligaciones reajustables considerarán el capital al momento de contraer la obligación y éste o su remanente se pagará debidamente actualizado según la reajustabilidad pactada en su equivalente en moneda corriente al instante del pago o reprogramación, más los intereses y costas a que se refiere el número anterior.


En caso de prepago, éste se ajustará a lo previsto en el artículo 10.”.


Las indicaciones N° 2, numeral 3), y N° 3, Artículo 1°, numeral 4), se refieren a este artículo.


La indicación N° 2, numeral 3), de los Honorables Senadores señores Tuma y Quintana, es para incorporar al artículo 30 el siguiente inciso penúltimo, nuevo: 


“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea inferior a 200 Unidades de Fomento, no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos 30 días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá como no escrito.”.”.

La indicación N° 3, Artículo 1°, numeral 4), de la Honorable Senadora señora Rincón, propone:


“4.- Agrégase el siguiente inciso penúltimo, nuevo, al artículo 30:


“En aquellas operaciones a que se refieren los números 1) y 2) del artículo sexto, no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos 30 días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá por inexistente.”.”.

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma manifestó que el propósito de la indicación es proteger a personas con poco conocimiento financiero y con deudas más bien pequeñas, dándoles un breve plazo para poder informarse de su situación antes que la obligación se haga exigible en forma anticipada. Recordó casos como el de Euroamérica, donde las personas se retardaban un poco en el pago, se aceleraba la deuda, y se les ejecutaba por el total adeudado.

La Comisión estuvo de acuerdo. 


Cabe hace presente que la referida indicación de los Honorables Senadores señores Tuma y Quintana es parte de una sola indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto, dividida en diversos numerales, y que la posición favorable de la Comisión respecto de la proposición de incorporar el referido inciso, nuevo, importa aprobar tal indicación en este punto específico, por lo que, para efectos reglamentarios, debe consignarse como aprobada con modificaciones.

Respecto de la indicación de la Honorable Senadora señora Rincón, que también es parte de una indicación que aborda otras materias,  se entiende subsumida en la indicación de los Honorables Senadores señores Quintana y Tuma.


- En votación, la indicación N° 2, numeral 3), Boletín N° 7.786-03, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.

- En votación, la indicación N° 3 (Artículo 1°, N° 4), Boletín N° 7.786-03, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
- - - - -


El proyecto aprobado en general por el Senado, Boletín N° 7.932-03, propone en su numeral 7), artículo 1°, insertar en la ley N° 18.010, el siguiente artículo 31, nuevo:


“Artículo 31.- Deberá la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley respecto de los bancos y de aquellas instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Se entenderá que las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva son aquellas que, durante el año calendario anterior, hayan realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional, por un monto global anual igual o superior a cien mil unidades de fomento y en un número superior a mil operaciones. Dichas instituciones estarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, y se regirán por las normas de la Ley General de Bancos y las que sean impartidas por dicha Superintendencia, en cuanto al cumplimiento de las normas a que esta ley se refiere.


La referida Superintendencia, deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información sobre todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional fijado por esta ley, con una frecuencia no mayor a tres meses, para efectos de confeccionar estadísticas y estudios.  Esta información incluirá también  toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, cualquier institución que preste servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero y diferentes de tal operación. Para estos efectos, la Superintendencia deberá informar a las instituciones solicitadas los requisitos de entrega de dicha información, y en caso de incumplimientos en la oportunidad y calidad de la entrega, podrá aplicar multas de hasta cinco mil unidades de fomento a dichas instituciones, por cada infracción.


La Superintendencia deberá informar de todas las multas por aplicación de intereses en exceso del interés máximo convencional al Servicio Nacional del Consumidor.




El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el primer inciso.




La Superintendencia, así como sus funcionarios y toda otra persona que haya tenido acceso a la información a que se refiere este artículo, deberán ceñirse a las obligaciones que establece el título XVI de la Ley General de Bancos.”.


Su Excelencia el Presidente de la República, presentó 5 indicaciones en relación a este numeral.

Inciso Primero


La indicación N° 8, es para sustituir, en el inciso primero del artículo 31 que se propone, la frase “por un monto global anual igual o superior a cien mil unidades de fomento y en un número superior a mil operaciones” por “y que cumplan con los demás requisitos referidos al tipo, número y suma total del monto de dichas operaciones, que determine un decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y visado por el Ministerio de Economía. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales”.

La indicación N° 9, es para reemplazar, en el inciso primero, el texto a continuación del último punto seguido, por el siguiente: “Dichas instituciones estarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y se regirán por las normas que sean impartidas por dicha Superintendencia, en cuanto al cumplimiento de lo establecido en esta ley.”.

En discusión, el señor Salvador Valdés recordó que se ha manifestado reiteradamente que uno de los problemas de la ley vigente es que su sistema de fiscalización es limitado y en la práctica alcanza sólo a los bancos e instituciones financieras, en circunstancias que la actividad de prestar dinero es bastante más amplia, y se desarrolla también por otras entidades como el retail, las cajas de compensación, cooperativas, entre otros. Explicó que esta disposición que el Ejecutivo propone incorporar se refiere a las instituciones colocadoras de fondos de manera masiva, que serán fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, para los efectos de esta ley. Es un concepto nuevo.


Agregó que estas instituciones, según se propone, deben entregar cierta información a la SBIF.


La propuesta del Mensaje era definir en la misma ley cuales serán estas instituciones. Sin embargo, como se trata de un área poco conocida, en una segunda instancia se estimó conveniente que los detalles relativos a  qué entidades serán sometidas a fiscalización, se fijen en un decreto, dentro de cierto marco que la norma establece, y ese es el propósito de la indicación.

El Honorable Senador señor Novoa estuvo de acuerdo con el fondo de la norma, y de la indicación que la modifica, pero estimó necesario mejorar la redacción.

El Honorable Senador señor Espina manifestó su preocupación en orden a que con ese tope mínimo de cien mil unidades de fomento, no se deje fuera de la fiscalización de la Superintendencia a ninguna de las empresas, especialmente las del retail, ante lo que el señor Subsecretario manifestó que todas quedan comprendidas pues realizan operaciones por montos muy superiores.

- En votación la indicación N° 8, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.


- En votación la indicación N° 9, Boletín N° 7.932-03 fue aprobada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Novoa, Tuma y Zaldívar.
Inciso segundo


La indicación N° 10, está referida al inciso segundo, y es para incorporar la siguiente oración final: “La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.”.


El inciso segundo contempla precisamente la posibilidad que la SBIF solicite a las instituciones señaladas en el inciso primero, cierta información. 

En opinión del Honorable Senador señor Espina, no queda claro si el período de tres meses es un plazo mínimo o máximo.

El señor Valdés explicó que se trata de no recargar las instituciones, pidiéndole información más frecuente que cada tres meses, que no se pida en forma mensual, ni semanal, ni diaria.

Por otra parte, explicó que la idea de agregar una oración final al inciso segundo, es establecer la obligación de la SBIF de realizar un compendio estadístico cada cierto tiempo.

El Honorable Senador señor Novoa llamó la atención en orden a que los bancos siguen regidos por su ley en cuanto a la obligación de entrega a la SBIF de los antecedentes que esta le solicite, observación a la cual el señor Gonzalo Carreño agregó que la Ley General de Bancos permanece vigente.

El señor Valdés puso de relieve que se trata de solicitar información sólo para efectos de elaborar este compendio estadístico.

La Comisión acordó, a fin de resaltar este aspecto, comenzar el inciso explicitando la finalidad de la información solicitada. Asimismo, en relación al plazo, consideró que expresa mejor la idea la frase “período no inferior a menos tres meses”.

- En votación la indicación N° 10, Boletín N° 7.932-03 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

o o o

Inciso tercero, nuevo


La indicación N° 11, también de Su Excelencia el Presidente de la República, es para intercalar en el artículo 31, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, sobre la base de parámetros objetivos y comparables, al menos semestralmente, la Superintendencia deberá elaborar y publicar índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.”.

En discusión, el señor Salvador Valdés indicó que la finalidad de la norma propuesta por la indicación es complementar la norma contenida en el inciso anterior, en el sentido de dar publicidad a la información sobre las operaciones sujetas a un interés máximo convencional. Para ello impone a la Superintendencia la tarea de elaborar y publicar índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos.


La Comisión se manifestó su posición favorable a la indicación, y procedió a su aprobación con modificaciones meramente formales. 


- En votación la indicación N° 11, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

o o o

Inciso tercero, que pasaría a ser cuarto


La indicación N° 12, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para sustituirlo por el siguiente:


“La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N° 19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos los datos que se intercambien deberán entregarse siempre disociados de, o sin identificar a los Titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada.”.

En discusión, el señor Subsecretario hizo presente que el intercambio de información sobre operaciones de crédito de dinero que podrán hacer la Superintendencia y el SERNAC deberá ser siempre sobre datos desvinculados completamente de sus titulares, por lo que sugirió a la Comisión aprobar la indicación con una modificación menor, pero que refuerce que los datos deberán entregarse siempre disociados de los titulares a que dichos datos se refieren.


- En votación, la indicación N° 12, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

- - - - -

Más adelante, la Comisión consideró la indicación N° 1, Artículo 1°, numeral 4), del Honorable Senador señor Larraín Fernández, formulada al Boletín N° 7.786-03, para insertar en la ley N° 18.010 un artículo 32, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 32.- Las leyes actualmente en vigencia o que se dicten en el futuro, que hagan referencia a tasas de interés corriente, interés máximo convencional o a tasas de interés máximo convencional, se entenderá que hacen referencia a las disposiciones de la presente ley.”.


La Comisión tuvo en consideración que la norma propuesta por la indicación es de idéntico tenor al artículo 32, nuevo, que propone introducir el proyecto de ley de Su Excelencia el Presidente de la República, en su numeral 8), artículo 1°, Boletín N° 7.932-03, que no que objeto de indicación alguna. Por el motivo anteriormente expuesto, la Comisión consideró la indicación subsumida en el proyecto. 


Cabe hacer presente que la referida indicación del Honorable Senador señor Larraín Fernández es parte de una sola indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto, dividida en diversos numerales, y que la posición favorable de la Comisión respecto de la proposición de incorporar el transcrito artículo 32, nuevo, importa aprobar tal indicación en este punto específico, por lo que, para efectos reglamentarios, debe consignarse como aprobada con modificaciones.


-- En votación la indicación del Honorable Senador señor Larraín Fernández, Boletín N° 7.786-03, para insertar en la ley N° 18.010 un artículo 32, nuevo, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.
LEY N° 19.496, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES


El artículo 3°, del texto aprobado en general, Boletín N° 7.932-03, introduce modificaciones en la ley Nº 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:


El numeral 1), de este artículo 3°, se refiere al artículo 37, que dispone:


“Artículo 37.- En toda operación de consumo en que se conceda crédito directo al consumidor, el proveedor deberá poner a disposición de éste la siguiente información:


a) El precio al contado del bien o servicio de que se trate, el que deberá expresarse en tamaño igual o mayor que la información acerca del monto de las cuotas a que se refiere la letra d); 


b) La tasa de interés que se aplique sobre los saldos de precio correspondientes, la que deberá quedar registrada en la boleta o en el comprobante de cada  transacción;


c) El monto de los siguientes importes, distintos a la tasa de interés:


1. Impuestos correspondientes a la respectiva operación de crédito.


2. Gastos notariales.


3. Gastos inherentes a los bienes recibidos en garantía.


4. Seguros expresamente aceptados por el consumidor.


5. Cualquier otro importe permitido por ley;


d) Las alternativas de monto y número de pagos a efectuar y su periodicidad;


e) El monto total a pagar por el consumidor en cada alternativa de crédito, correspondiendo dicho monto a la suma de cuotas a pagar, y 


f) La tasa de interés moratorio en caso de incumplimiento y el sistema de cálculo de los gastos que genere la cobranza extrajudicial de los créditos impagos, incluidos los honorarios que correspondan, y las modalidades y procedimientos de dicha cobranza.".


No podrá cobrarse, por concepto de gastos de cobranza extrajudicial, cantidades que excedan de los porcentajes que a continuación se indican, aplicados sobre el capital adeudado o la cuota vencida, según el caso, y conforme a la siguiente escala progresiva: en obligaciones de hasta 10 unidades de fomento, 9%; por la parte que exceda de 10 y hasta 50 unidades de fomento, 6%, y por la parte que exceda de 50 unidades de fomento, 3%. Los porcentajes indicados se aplicarán una vez transcurridos los primeros quince días de atraso.


Entre las modalidades y procedimientos de la cobranza extrajudicial se indicará si el proveedor la realizará directamente o por medio de terceros y, en este último caso, se identificarán los encargados; los horarios en que se efectuará, y la eventual información sobre ella que podrá proporcionarse a terceros de conformidad a la ley Nº 19.628, sobre protección de los datos de carácter personal.


Se informará, asimismo, que tales modalidades y procedimientos de cobranza extrajudicial pueden ser cambiados anualmente en el caso de operaciones de consumo cuyo plazo de pago exceda de un año, en términos de que no resulte más gravoso ni oneroso para los consumidores ni se discrimine entre ellos, y siempre que de tales cambios se avise con una anticipación mínima de dos períodos de pago.


Las actuaciones de cobranza extrajudicial no podrán considerar el envío al consumidor de documentos que aparenten ser escritos judiciales; comunicaciones a terceros ajenos a la obligación en las que se dé cuenta de la morosidad; visitas o llamados telefónicos a la morada del deudor durante días y horas que no sean los que declara hábiles el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil, y, en general, conductas que afecten la privacidad del hogar, la convivencia normal de sus miembros ni la situación laboral del deudor.


Sin perjuicio de lo anterior, cuando se exhiban los bienes en vitrinas, anaqueles o estanterías, se deberán indicar allí las informaciones referidas en las letras a) y b).”.

 
El numeral 1), artículo 3°, del texto aprobado en general por el Senado, Boletín N° 7.932-03, reemplaza el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente 


“No podrá cobrarse, por concepto de gastos de cobranza extrajudicial, cualesquiera sean la naturaleza de las gestiones, el número, frecuencia y costos en que efectivamente se haya incurrido, incluidos honorarios de profesionales, cantidades que excedan de los porcentajes que a continuación se indican, aplicados sobre el capital adeudado a la fecha del atraso, conforme a la siguiente escala progresiva: en obligaciones de hasta 10 unidades de fomento, 9%; por la parte que exceda de 10 y hasta 50 unidades de fomento, 6%, y por la parte que exceda de 50 unidades de fomento, 3%. Los porcentajes indicados se aplicarán transcurridos los primeros quince días de atraso, y por una sola vez, mientras el saldo insoluto de la deuda no sea extinguido en su totalidad. En ningún caso los gastos de cobranza extrajudicial se podrán capitalizar para los efectos de aumentar la cantidad permitida de gastos de cobranza.”.


El Presidente de la República formuló a esta disposición, artículo 3°, N° 1, la siguiente indicación N° 13, para sustituir la palabra “quince” por “veinte”, e intercalar, entre la expresión “extrajudicial” y “se podrán”, la frase “podrán devengar un interés superior al corriente ni".


El Honorable Senador señor Larraín Fernández, por su parte, formuló al Boletín N° 7.786-03, la indicación N°1, que en su artículo 2°, numeral 1), propone:


“1) Reemplázase el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente “No podrá cobrarse, por concepto de gastos de cobranza extrajudicial, cualesquiera sean la naturaleza de las gestiones, el número, frecuencia y costos en que efectivamente se haya incurrido, incluidos honorarios de profesionales, cantidades que excedan de los porcentajes que a continuación se indican, aplicados sobre el capital adeudado a la fecha del atraso, conforme a la siguiente escala progresiva: en obligaciones de hasta 10 unidades de fomento, 9%; por la parte que exceda de 10 y hasta 50 unidades de fomento, 6%, y por la parte que exceda de 50 unidades de fomento, 3%. Los porcentajes indicados se aplicarán transcurridos los primeros quince días de atraso, y por una sola vez, mientras el saldo insoluto de la deuda no sea extinguido en su totalidad. En ningún caso los gastos de cobranza extrajudicial se podrán capitalizar para los efectos de aumentar la cantidad permitida de gastos de cobranza.”.”

La Honorable Senadora señora Allende, presentó al Boletín N° 7.786-03, la indicación N° 12, para incorporar un artículo nuevo, referido a este artículo 37:


“Artículo….- Reemplázase el inciso segundo del artículo 37 de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, por el siguiente:


“No podrá cobrarse concepto alguno por gastos de cobranza judicial o extrajudicial, cualesquiera sean la frecuencia o modalidad de las mismas, incluidos honorarios de profesionales. Esto sin perjuicio del cobro de las costas procesales y personales de acuerdo a las reglas generales establecidas en el Código de Procedimiento Civil.”.”.

A continuación, la Comisión consideró las citadas modificaciones a la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, contenidas en el artículo 3° del proyecto.


En primer término, conoció la indicación N° 13, Boletín N° 7.932-03, formulada por Su Excelencia el señor Presidente de la República, para introducir cambios en el inciso segundo del artículo 37 de la ley N° 19.496, que el proyecto reemplaza, referido a los cobros por concepto de gastos de cobranza judicial.


Al respecto, representantes del Ejecutivo señalaron que tales cambios son los siguientes:


1.- Aumentar de 15 días a 20 días de atraso el período de tiempo que debe transcurrir para que se apliquen los porcentajes contenidos en la escala progresiva para efectos de determinar la cantidad máxima que puede cobrarse por tales gestiones extrajudiciales, y


2.- Disponer que, así como en ningún caso los gastos de cobranza extrajudicial se podrán capitalizar para los efectos de aumentar la cantidad permitida de gastos de cobranza, tampoco tales gastos de cobranza extrajudicial podrán devengar un interés superior al corriente.


- En votación la indicación N° 13, Boletín N° 7.932-03, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.


Luego, la Comisión consideró la indicación del Honorable Senador señor Larraín Fernández. La Comisión tuvo en consideración que la norma propuesta por la indicación es del mismo tenor que la que propone introducir el proyecto de ley de Su Excelencia el Presidente de la República. Por el motivo anteriormente expuesto, la Comisión consideró la indicación subsumida en el proyecto. 


Como se ha señalado anteriormente, la referida indicación del Honorable Senador señor Larraín Fernández es parte de una sola indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto, dividida en diversos numerales, y que la posición favorable de la Comisión respecto esta proposición, importa aprobar tal indicación en este punto específico, por lo que, para efectos reglamentarios, debe consignarse como aprobada con modificaciones.


- En votación la indicación del Honorable Senador señor Larraín Fernández, formulada al Boletín N° 7.786-03, para reemplazar el inciso segundo del artículo 37 de la ley N° 19.496, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Tuma y Zaldívar.

En una nueva sesión, la Comisión debatió una indicación presentada por la Honorable Senadora señora Senadora Allende al Boletín N° 7.786-03, signada con el N° 12, con la cual, como se señaló, propone reemplazar el inciso segundo del artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, por el siguiente:


“No podrá cobrarse concepto alguno por gastos de cobranza judicial o extrajudicial, cualesquiera sean la frecuencia o modalidad de las mismas, incluidos honorarios de profesionales. Esto sin perjuicio del cobro de las costas procesales y personales de acuerdo a las reglas generales establecidas en el Código de Procedimiento Civil.”.”.


El Honorable Senador señor Tuma señaló estar en desacuerdo con la indicación toda vez que prohibir los cobros por gastos de cobranza, sea extrajudicial o judicial, generaría una judicialización de todo. Por el motivo anteriormente expuesto, su parecer es mantener el sistema actual de cobranzas.


--Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes de la Comisión, señores Kuschel, Sabag y Tuma. 
- - - 
Número 2), nuevo


La indicación N° 14, del Presidente de la República, Boletín N° 7.932-03, es para incorporar un número 2), nuevo, pasando el actual número 2) a ser 3). Este numeral incorpora un inciso tercero en el ya citado artículo 37:

“2) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, numerándose correlativamente los siguientes incisos:


“El proveedor del crédito deberá realizar siempre a lo menos una gestión que garantice el debido y oportuno conocimiento del deudor sobre la mora o retraso en el cumplimiento de sus obligaciones, dentro de los primeros quince días siguientes a cada vencimiento impago. Si el proveedor no realizara dicha gestión, la cantidad máxima que podrá cobrar por los gastos de cobranza extrajudicial indicados en el inciso anterior, se reducirá en 0,2 unidades de fomento.”.”.

En discusión, el señor Salvador Valdés explicó que el Ejecutivo decidió presentar esta indicación porque consideró necesario tomar resguardos para asegurar que la persona deudora tenga conocimiento real de su situación, evitando, de este modo, que ignore lo que ocurre en su pasivo, lo que ocurre con bastante frecuencia. Sobre el tema se trabajó junto con SERNAC.


También destacó que la norma contempla una sanción para el incumplimiento de la obligación de hacer la gestión del modo y en el tiempo indicados. Compartió con la Comisión que, luego de diversos debates, el Ejecutivo estimó prudente que tal sanción no fuera excesiva, porque muchas veces existen dificultades para informar al deudor sobre la mora o retraso en el cumplimiento de sus obligaciones, tal como ocurre, a modo de ejemplo, si el deudor cambia de domicilio; y que tampoco tuviera consecuencias dramáticas para el proveedor, toda vez que esto último ocasionaría un alza en el costo del crédito. Tal sanción consiste en reducir en 0,2 unidades de fomento la cantidad máxima que podrá cobrar por concepto de cobranza extrajudicial.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Tuma indicó que la situación actual constituye un incentivo perverso para que el acreedor no realice gestiones para poner al deudor en conocimiento de su situación, por lo que adelantó su posición favorable a la indicación.


- Puesta en votación, la indicación N° 14 de Su Excelencia el Presidente de la República, Boletín N° 7.932-03 fue aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Kuschel, Sabag y Tuma. 
- - - 
ARTÍCULO 39

“Artículo 39.- Cometerán infracción a la presente ley, los proveedores que cobren intereses por sobre el interés máximo convencional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010, sin perjuicio de la sanción civil que se contempla en el artículo 8º de la misma ley.”.


El Honorable Senador señor Larraín Fernández, formuló una indicación al Boletín N° 7.786-03, para modificar este artículo.


La indicación N° 1, artículo 2°, numeral 2), del Honorable Senador señor Larraín Fernández, Boletín N° 7.786-03, propone agregar en el citado artículo 39, a continuación del número “6°” la frase “y 6° bis”.”.

La Comisión tuvo en consideración que la norma propuesta por la indicación es del mismo tenor que la que propone introducir el proyecto de ley de Su Excelencia el Presidente de la República. Por el motivo anteriormente expuesto, la Comisión consideró la indicación subsumida en el proyecto. 


Como se ha señalado anteriormente, la referida indicación del Honorable Senador señor Larraín Fernández es parte de una sola indicación sustitutiva de la totalidad del proyecto, dividida en diversos numerales, y que la posición favorable de la Comisión respecto esta proposición, importa aprobar tal indicación en este punto específico, por lo que, para efectos reglamentarios, debe consignarse como aprobada con modificaciones.

El señor Salvador Valdés indicó que el espíritu de la norma del proyecto del Ejecutivo y de la indicación mencionada, fue incorporar el artículo 6° bis en la remisión que hace la ley de protección del consumidor a la ley N° 18.010, pero que ahora también podría resultar necesario agregar en dicha mención el artículo 6° ter,  sobre la tasa máxima convencional a aplicar a los créditos que se originen en el uso de la tarjeta de crédito.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Tuma indicó que no le parecía adecuado circunscribir la remisión a determinadas normas de la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero, porque la infracción que sanciona el artículo 39 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, es al cobro de interés por sobre el interés máximo convencional, que actualmente está regulada en el artículo 6°, pero, así como ocurre en el proyecto en trámite, esta materia eventualmente podría ser regulada también en otras disposiciones futuras de la misma ley.


Por lo anteriormente señalado, propuso a la Comisión acoger la indicación del Honorable Senador señor Larraín, con modificaciones, para ampliar la infracción a que se ha hecho mención a todos quienes cobren intereses por sobre el interés máximo convencional a que se refiere la ley Nº 18.010, en cualquiera de sus normas.


- Puesta en votación, la indicación N° 1 (artículo 2°, numeral 2)), del Honorable Senador señor Larraín Fernández al boletín N° 7.786-03, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Kuschel, Sabag y Tuma. 

LEY N° 19.628, SOBRE PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL


Esta ley no fue modificada en ninguno de los textos aprobados en general por el Senado.


Sin embargo, la Honorable Senadora señora Rincón, formuló indicación al Boletín N° 7.786-03, para sustituir su artículo único, por dos artículos. El artículo 2° que propone está referido al artículo 18 de la ley N° 19.628, en los siguientes términos:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 18 de la ley N° 19.628:


1.- Agrégase, en el inciso primero, entre la coma existente a continuación de la palabra “identificable” y la expresión “luego”, lo siguiente: “y que correspondan a operaciones de crédito de dinero de aquellas a que se refieren los números 1) y 2) del artículo sexto de la ley N° 18.010, sino una vez transcurridos a lo menos 30 días corridos desde que el deudor incurriera en mora o simple retardo en el pago de la obligación. Tampoco podrán comunicarse dichos datos”.


2.- Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto final, que se convierte en una coma, la siguiente oración: “ni con posterioridad a su repactación o renegociación en cualquier forma, acordada con el acreedor, salvo que el deudor incurra en mora o simple retardo del nuevo acuerdo de pago, evento en el cual el plazo a que se refiere el inciso primero se reducirá a 15 días.”.”.

El referido artículo 18 es del siguiente tenor:


“Artículo 18.- En ningún caso pueden comunicarse los datos a que se refiere el artículo anterior, que se relacionen con una persona identificada o identificable, luego de transcurridos cinco años desde que la respectiva obligación se hizo exigible.

Tampoco se podrá continuar comunicando los datos relativos a dicha obligación después de haber sido pagada o haberse extinguido por otro modo legal.

Con todo, se comunicará a los tribunales de Justicia la información que requieran con motivo de juicios pendientes.”.

En discusión, el señor Salvador Valdés indicó que la materia a que se refiere la primera parte de la indicación, es decir, establecer la prohibición de comunicar los datos de carácter económico, financiero, bancario o comercial, de una persona identificable, que correspondan a operaciones de hasta 200 UF, sino una vez transcurridos 30 días de la mora o el simple retardo en el cumplimiento, se encuentra contenida en el proyecto de ley sobre sistema de obligaciones económicas (SOE), y en el proyecto sobre deuda consolidada, actualmente en discusión en la Cámara de Diputados. 


A mayor abundamiento, señaló que esta materia está íntegramente recogida en los señalados proyectos y que el Ministerio de Hacienda prefiere que sea analizado de un modo orgánico y coherente dentro de la discusión de los mismos.


En cuanto a  la segunda parte de la indicación, que establece que no se podrán seguir comunicando datos en caso de deuda repactada o renegociada, el señor Presidente pidió dejar expresa constancia en el informe que esta materia ya se encuentra regulada expresamente en la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal, motivo por el cual correspondería rechazar la indicación.


--Puesta en votación, la indicación N° 3 (artículo 2° N°s 1 y 2), de la Honorable Senadora señora Rincón, formuladas al Boletín N° 7.786-03, fue rechazada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Kuschel, Sabag y Tuma. 

DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 3, QUE FIJA TEXTO REFUNDIDO, SISTEMATIZADO Y CONCORDADO DE LA LEY GENERAL DE BANCOS Y DE OTROS CUERPOS LEGALES QUE SE INDICA

El artículo 4°, del texto aprobado en general por el Senado, Boletín N° 7.932-03, introduce las siguientes modificaciones a la Ley General de Bancos:


1) Intercálase, en el artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto: “Corresponderá también a la Superintendencia la fiscalización de las entidades señaladas en el artículo 31 de la Ley N° 18.010, en cuanto respecta al cumplimiento de las disposiciones de dicha ley.”.


2) Reemplázase, en el inciso cuarto nuevo del artículo 2°, la frase “tales actos” por la siguiente: “los actos señalados en este artículo”.


La indicación N° 15, del Presidente de la República, Boletín N° 7.932-03, propone eliminar este artículo 4°.


En discusión, el señor Salvador Valdés indicó que, luego de un análisis más profundo de las modificaciones que originalmente se plantearon en este proyecto a la Ley General de Bancos, llegaron a la conclusión que al cruzar el concepto de fiscalización de la mencionada ley con el concepto de fiscalización del proyecto de ley objeto de este informe, podrían generarse confusiones de los ámbitos de competencias respectivas. Lo anterior fue advertido por la Fiscalía de la Superintendencia de Bancos y, posteriormente, estudiado por un equipo de trabajo del Ministerio de Hacienda, que concluyó que, efectivamente, se podría generar una situación delicada. De este modo, con su indicación el Ejecutivo está señalando que todo lo que es fiscalización estará auto referido en esta ley respecto a su propia materia, y no hará ninguna otra referencia a señalada Ley General de Bancos, por el riesgo que se crucen las materias. 


Para ilustrar lo anteriormente señalado, dio un ejemplo: la Ley General de Bancos es muy amplia en lo que se refiere a fiscalización, y permite a la Superintendencia respectiva, que es el órgano llamado velar por su cumplimiento, entrar diariamente a todo tipo de detalles de la administración de la empresa bancaria, que abarcan la contabilización de todas las operaciones y otro gran número de aspectos, lo que tiene sentido en el ámbito de la cautela de los medios de pago. En tal contexto, si se interpretara que en el proyecto de ley en trámite, a raíz de su facultad para fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre tasa máxima convencional, la Superintendencia tendría también facultades para fiscalizar entidades que no son bancos, generaría una confusión gravísima.


Fue así que Su Excelencia el Presidente de la República optó por presentar la indicación en debate, para que el proyecto no tenga mención a Ley General de Bancos, porque debe entenderse que su regulación está auto contenida en el proyecto mismo.


--Puesta en votación, la indicación N° 15 de Su Excelencia el Presidente de la República formulada al proyecto de su iniciativa, fue aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Kuschel, Sabag y Tuma. 
- - - 


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto presentó la indicación N° 8, Artículo 2°, Boletín N° 7.786-03, para sustituir su artículo único. El artículo 2° que propone el Honorable Senador señor Muñoz Aburto es del siguiente tenor:


“Artículo 2º.- Créase un sistema de crédito social con cargo a los fondos que los afiliados, sean o no pensionados, posean en sus cuentas de capitalización individual correspondientes al D.L. 3.500, de 1980, que se sujetará a las siguientes reglas:


1.- Podrá disponerse, con este efecto, de hasta un 10 % del total de los haberes previsionales en un máximo de dos oportunidades. 


2.- Sin perjuicio de lo señalado en el numeral anterior, el monto máximo a obtener, en cada préstamo, no podrá exceder de 200 Unidades de Fomento. 


3.- La tasa de interés será equivalente al promedio pagado por los bancos establecidos en Chile en las operaciones de venta de bonos que hayan adquirido las Administradoras de Fondos de Pensiones, durante el año calendario anterior. Lo anterior será determinado, según un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda.


4.- Los créditos podrán pagarse en un máximo de 36 cuotas mensuales.


5.- Los intereses correspondientes a dichos créditos se abonarán a las cuentas de capitalización individual del respectivo afiliado.


6.- El incumplimiento en el pago de un crédito impedirá la obtención de uno posterior, aunque no se haya alcanzado el límite previsto en el numeral 1.”.


El señor Presidente anunció que correspondía declarar inadmisible la indicación del Honorable Senador señor Muñoz, por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 6 del artículo 65 de la Constitución Política de la República. Ello toda vez que la indicación incide en el ámbito de la seguridad social al proponer crear un sistema de crédito social con cargo a los fondos que los afiliados, sean o no pensionados, posean en sus cuentas de capitalización individual correspondientes al D.L. N° 3.500, de 1980.


--El señor Presidente declaró inadmisible la indicación signada con el N° 8 (artículo 2°), del Honorable Senador señor Muñoz Aburto al Boletín N° 7.786-03, por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 6 del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


El Artículo Primero Transitorio, del texto aprobado en general por el Senado, Boletín N° 7.932-03, dispone:


Artículo Primero Transitorio.- Las modificaciones que esta ley introduce en la Ley N° 18.010, en el D.L. N° 830 de 1974, en la Ley N° 19.496 y en el D.F.L. N° 3 de 1997, se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, a contar del primer lunes del tercer mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.


La indicación N° 16, de S.E. el Presidente de la República, es para suprimir la frase “y en el D.F.L. N° 3 de 1997”.

En discusión, la Comisión tuvo presente que el fundamento de la indicación es el mismo de aquélla recientemente aprobada de eliminar el artículo 4° del proyecto, que introducía modificaciones a la Ley General de Bancos, contenido en el D.F.L. N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.


--Puesta en votación, la indicación N° 16 formulada al Boletín N° 7.932-03, presentada por Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobada con modificaciones formales, por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Kuschel, Sabag y Tuma. 
- - - - - 
ARTÍCULOS TERCERO, CUARTO Y QUINTO TRANSITORIOS, nuevos


El Presidente de la República propone, en la indicación N° 17, incorporar los siguientes artículos tercero, cuarto y quinto transitorios, nuevos:


“Artículo Tercero Transitorio.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 31 de la ley N° 18.010, durante los primeros 18 meses de entrada en vigencia de la presente ley, se entenderá que las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva son aquellas que, durante el año calendario anterior, hayan realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional por un monto global anual igual o superior a 100.000 unidades de fomento y en un número superior a 1.000 operaciones.


Artículo Cuarto Transitorio.- A partir de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° bis, para cada período siguiente, será la tasa de interés máxima convencional que haya regido para esa categoría el día anterior al término del período de dos semanas de aplicación de la tasa máxima previa, menos un 1 por ciento anual. En consecuencia la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en la resolución donde establezca la tasa de interés máxima que regirá para el siguiente período en dicha categoría, deberá considerar la restricción antes señalada.


Esta disposición dejará de regir en forma definitiva la primera vez que la tasa de interés máxima determinada en conformidad al presente artículo, resulte en un guarismo inferior a aquél que se obtenga de la aplicación de lo establecido en el artículo 6° bis para el mismo período de aplicación.


Artículo Quinto Transitorio.- Durante los primeros tres años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá elaborar un informe anual sobre el impacto de la aplicación de esta ley. Dicho informe deberá contener estimaciones de los costos operativos impuestos a las instituciones fiscalizadas conforme a lo establecido en el artículo 31;  los costos administrativos adicionales asumidos por la Superintendencia por esta ley; estimaciones cuantitativas de la reducción en el volumen de operaciones de crédito comprendidas en el artículo 6° bis; estimaciones cuantitativas del beneficio obtenido por esos deudores con la introducción del artículo 6° bis y demás normas de esta ley sobre protección a deudores de créditos en dinero. El informe referido al año cronológico anterior, deberá ser enviado antes del 31 de marzo del año siguiente al Ministerio de Hacienda y a las Comisiones de Hacienda y Economía del Senado y de la Cámara de Diputados.”.

El señor Salvador Valdés explicó que esta disposición define el ámbito de las instituciones del artículo 31, antes que se dicte el decreto a que dicha disposición se refiere. Se estimó este tiempo en 18 meses, se cubre el período intermedio, con la finalidad de permitir fiscalizar el cumplimiento de la tasa máxima convencional. 


El señor Presidente manifestó su preocupación en el evento que, transcurrido los 18 meses, no se hubiera dictado el decreto, y la norma del artículo 31 quedara en la práctica sin aplicación por no estar claro a qué instituciones se refiere. Propone otorgar como plazo a que hace mención hasta que se dicte el decreto supremo que contempla el artículo 31, sustituyendo, de este modo, el período de 18 meses propuesto por la disposición, dado que le otorga mayor flexibilidad a la norma. La proposición del señor Presidente fue aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Kuschel, Sabag y Tuma. 


Luego, la Comisión consideró la indicación referida a la incorporación del artículo cuarto transitorio, nuevo. Al respecto, la Comisión solicitó dejar especial constancia en el informe que lo entiende incorporado en los artículos cuarto y quinto transitorios, nuevos, en los términos que se indican oportunamente, por lo que corresponde darlos por aprobados, con modificaciones.


Finalmente, en relación al artículo quinto transitorio contenido en la indicación, que impone a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras la obligación de elaborar un informe anual sobre el impacto de la aplicación de la ley, durante los primeros tres años contados desde su entrada en vigencia, el señor Valdés señaló que la finalidad de esta disposición es asegurarse que durante la fase de su implementación haya una supervigilancia más sólida de la Superintendencia así como también del Congreso Nacional, toda vez que el informe referido al año cronológico anterior, deberá ser enviado antes del 31 de marzo del año siguiente a las Comisiones de Hacienda y de Economía del Senado y de la Cámara de Diputados, así como también al Ministerio de Hacienda. 


Con tal informe se podrá analizar el proceso de implementación, ya que medirá, entre otros factores, la desbancarización y otros parámetros como los costos operativos impuestos a las instituciones fiscalizadas, costos adicionales asumidos por la Superintendencia, entre otros.


Indicó que se considera para ello sólo un período de tres años, contados desde la entrada en vigencia del proyecto de ley en informe, porque el Ejecutivo estima que éste será el momento más sensible en lo relativo a su aplicación.

La Comisión estuvo de acuerdo con dicha disposición, que pasaría a ser un Artículo Sexto Transitorio.

--Puesta en votación, la indicación N° 17, formulada al Boletín N° 7.932-03, presentada por Su Excelencia el Presidente de la República, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, señores Kuschel, Sabag y Tuma. (Unanimidad) (3x0).

- - - - - - -


En un nuevo plazo para presentar indicaciones, que se abrió el 10 de julio de 2012, los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma presentaron la siguiente indicación a los proyectos refundidos, consensuada con representantes del Ejecutivo, y que recoge planteamientos que se han hecho en el seno de la Comisión. Esta indicación ya fue discutida latamente, debate que se consigna en este informe a propósito de la incorporación de un artículo 6° bis. 


En lo pertinente a esta parte del informe, la indicación que hemos signado con la letra “A”, propone reemplazar el artículo cuarto transitorio del proyecto aprobado en general por el Senado contenido en el boletín N° 7.932-03 , por los siguientes dos artículos, nuevos:  

“Artículo Cuarto Transitorio. Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° Bis, por el período de dos semanas señalado en el artículo 6°, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que diferirá entre los segmentos definidos por el artículo 6° Bis del modo indicado en el siguiente inciso.

i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual;

ii) Para el segmento de operaciones con montos superiores a treinta e inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será el valor indicado en el acápite (i), reducido en dos puntos porcentuales sobre base anual; y

iii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a treinta unidades de fomento, el guarismo será el valor indicado en el acápite (ii), reducido en un punto porcentual sobre base anual.


A partir del segundo período de dos semanas posterior a la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para cada segmento de las operaciones identificadas en el artículo 6° Bis, será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de doscientos e inferiores a cinco mil unidades de fomento y a más de noventa días plazo, registrada durante el anterior período de dos semanas.


Para cada uno de los períodos de dos semanas a que se refiere el inciso anterior, el término aditivo de cada segmento se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período anterior para el mismo segmento y el producto de multiplicar medio punto porcentual sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido para cada período de dos semanas por el artículo quinto transitorio.


El término aditivo asignado al primer período de dos semanas posterior a la publicación de esta ley, será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional definida en el primer inciso de este artículo para el respectivo segmento y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que haya regido el día anterior al inicio de este período.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo a este artículo resulte para un segmento, inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad artículo 6° Bis para ese mismo segmento y para el mismo período, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la  tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.


Artículo Quinto Transitorio, nuevo. El factor de protección ante contracciones del crédito definido para cada período de dos semanas, a que se refiere el artículo cuarto transitorio, no podrá exceder de la unidad, y será la cifra mayor entre cero y la proporción obtenida dividiendo un numerador único para todos los segmentos por el denominador único. 


El numerador único será la diferencia entre el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas previas a la semana anterior al respectivo período de dos semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° Bis , y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por dicho artículo y el ochenta por ciento de un monto de referencia, que será el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones identificadas por el artículo 6° Bis realizadas durante los cuatro meses previos a la aplicación del inciso primero del artículo cuarto transitorio por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para definir la tasa de interés corriente para las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° Bis. El denominador único será la diferencia entre el noventa y el ochenta por ciento de dicho monto de referencia.


La proporción indicada en el primer inciso podrá obtenerse aplicando la siguiente fórmula:
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 proporción obtenida para el período t de dos semanas;
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 = monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas inmediatamente anteriores a la semana anterior al período t de dos semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones identificadas por el artículo 6° Bis y cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento, y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por el artículo 6° Bis; y
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 monto de referencia, definido en el inciso segundo de este artículo.”.”.

El debate generado a partir del artículo 6° bis incidió también en estos artículos, que en definitiva contemplan la forma en que se va a implementar la modificación en materia de tasas, que el citado artículo 6° bis establece para las operaciones de hasta 200 UF, y se consagra un mecanismo de freno de la rebaja en caso de contracción económica. Los argumentos se consignan en este informe a propósito de la discusión del artículo 6° bis


- En votación la indicación “A”, fue aprobada, con modificaciones, por la mayoría de los integrantes de la Comisión, con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar, y el voto en contra del Honorable Senador señor Novoa. (Mayoría) (4x1).
- - - - - 

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros la aprobación de los proyectos de ley aprobados en general por el Senado, Boletines N°s 7.786-03, 7.890-03 y 7.932-03, refundidos, con las modificaciones, que más adelante se indican.


Al respecto, cabe recordar que, tal como se indicó en su oportunidad, la Comisión acordó refundir las iniciativas sobre tasa máxima convencional siguiendo la estructura y disposiciones contenidas en el Boletín N° 7.932-03, por lo que las modificaciones que a continuación se señalan, están referidas al señalado proyecto.
ARTÍCULO 1°

Número 2)


--Reemplazar la frase “sociedad financiera” por “sociedad financiera, o cooperativa de ahorro y crédito”. (Indicación Nº 1 al boletín N° 7.932-03) (Unanimidad) (5X0).
Número 3)

Letra a)


--Sustituir la oración “Tasa de interés corriente es el promedio de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile” por “Tasa de interés corriente es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile”. (Indicación Nº 3 al boletín N° 7.932-03) (Unanimidad) (5X0).

--Reemplazar el punto final (.) por un punto y coma (;), e introducir, enseguida, el siguiente texto: “e incorpórase, a continuación del punto final, lo siguiente: “Cada vez que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en virtud de lo señalado en este inciso, establezca límites nuevos o modifique los existentes, deberá mediante resolución fundada, caracterizar los segmentos de crédito considerados, especificando el volumen, tasas de interés corrientes y tasas de interés habituales de operaciones efectivas y sustitutas, entre otros aspectos relevantes. Al crear o modificar un límite, la Superintendencia podrá usar como referencia para establecer la tasa de interés corriente de cada segmento nuevo o modificado, la tasa de una o un conjunto de operaciones financieras representativas que combinadas, logren un perfil de pagos similar al que tendrían las operaciones del segmento nuevo o modificado. En caso de usar tal referencia, deberá hacerlo por un plazo máximo de 12 meses. (Indicación Nº 4 al boletín N° 7.932-03)  (Unanimidad) (5X0).
Letra c)


--Sustituir la oración final: “En los casos que la exclusión tenga una vigencia superior a un periodo de cálculo, la Superintendencia  deberá publicar dicha decisión en  su página web y en el Diario Oficial.”, por la siguiente: “La Superintendencia deberá siempre publicar dicha decisión en su página web.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad) (5X0).
Letra d)


--Reemplazar: “No podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra mayor entre 1,5 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o del giro de fondos, según determine la Superintendencia para cada tipo de operación de crédito de dinero, y la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención o al momento del giro de fondos incrementada en dos puntos porcentuales anuales.”, por lo siguiente: “No podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra mayor entre: 1) 1,5 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención según determine la Superintendencia para cada tipo de operación de crédito de dinero, y 2) la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención incrementada en dos puntos porcentuales anuales.”. (Indicaciones N° 1 (Artículo 1°, N° 1, letra b)) y N° 4, al boletín N° 7.786-03, con modificaciones) (Unanimidad) (5X0).
Letra e)


-- Reemplazarla por la siguiente: 

“e) Suprímese el inciso final.”. (Indicación Nº 5 al boletín N° 7.932-03)  (Unanimidad) (5X0).
Número 4)


--Sustituir el artículo 6° bis, nuevo, por el siguiente: 


“Artículo 6° bis.- Para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a 200 unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, y que no correspondan a aquéllas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:


i) catorce puntos porcentuales sobre base anual, en las operaciones superiores a cincuenta unidades de fomento;


ii) veintiún puntos porcentuales sobre base anual, en aquellas operaciones por montos iguales o inferiores a cincuenta unidades de fomento.


Se denomina segmento a cada agrupación de operaciones originada en la distinción por monto establecida en el inciso anterior. La Superintendencia deberá determinar y publicar la tasa de interés corriente de cada uno de los segmentos señalados y del conjunto de ellos. 


La Superintendencia deberá, además, publicar la tasa de interés promedio ponderado por montos, de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo, que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o  pagadora de pensión del deudor, en virtud del cual ésta se obligue a deducir al deudor aquellas sumas o porcentajes determinados en conformidad a la legislación vigente, destinados a efectuar pagos al acreedor bajo dichas operaciones. Se presumirá la existencia del convenio cuando el acreedor y la entidad mencionada sea la misma institución. La Superintendencia podrá establecer mediante normativa la información periódica que deberán entregarle los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según son definidas en el artículo 31 de esta ley, con el fin de cumplir la tarea encomendada por este inciso.”. (Indicación “A”, con modificaciones)  (Mayoría) (4X1).
° ° °
Número 5), nuevo

--Considerar el siguiente N° 5), nuevo:


“5) Insértase el siguiente artículo 6° ter, nuevo:


“Artículo 6° ter. La tasa máxima convencional a aplicar a los créditos que se originen en la utilización de tarjetas de crédito mediante una línea de crédito previamente pactada, se establecerá en función del monto máximo autorizado para dichas operaciones en la convención que les dio origen, y del tiempo que se hubiere pactado en ella para hacer uso de la línea rotativa o refundida, según sea el caso, y corresponderá a aquella vigente al momento a partir del cual se devengan los respectivos intereses.


Para efectos de determinar la tasa máxima convencional a aplicar en los créditos a que se refiere el inciso precedente, se entenderá que las modificaciones en el tiempo pactado o en el cupo autorizado para la respectiva línea de crédito que se realicen a la convención que da origen al crédito, o las  renovaciones que se hicieren a ésta, constituyen una nueva convención.


Para operaciones de crédito que se efectúen en cuotas, la tasa máxima convencional a aplicar se establecerá en función al monto y plazo de la operación respectiva, y corresponderá a aquella vigente al momento de efectuarse la misma.”.”. (Indicación “B”, con modificaciones)  (Mayoría) (4X1 abstención).
° ° °
Número 5)


--Pasa a ser número 6), sustituido por el siguiente:


“6) Agrégase en el artículo 8°, el siguiente inciso final, nuevo:


“Sin perjuicio de la sanción establecida en el inciso primero, y de otras sanciones establecidas en esta y otras leyes, cuando se trate de operaciones realizadas por bancos, o por cualquiera de las instituciones colocadoras de fondos señaladas en el artículo 31 de esta ley, en las cuales el interés exceda el máximo aplicable, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras aplicará a la entidad infractora una multa a beneficio fiscal por un monto equivalente al capital de la operación multiplicado por tres veces la tasa de interés anualizada aplicada.”.”. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Unanimidad) (5x0).

Número 6)


--Pasa a ser número 7), sin modificaciones.

° ° °
Número 8), nuevo

--Incorporar el siguiente número 8, nuevo:


“8) Agrégase al artículo 30 el siguiente inciso penúltimo, nuevo: 

“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea inferior a 200 Unidades de Fomento, no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos 30 días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá como no escrito.”.”. (Indicaciones N°s 2 (N°3) y 3 (Artículo 1°, N° 4) al boletín N° 7.786-03, con modificaciones) (Unanimidad) (5X0).
Número 7)

(Pasa a ser número 9)

--Sustituirlo por el siguiente:


“9)  Insértase el siguiente artículo 31, nuevo:

“Artículo 31.- La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley respecto de los bancos y de aquellas instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Son instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva aquéllas que habiendo realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional, durante el año calendario anterior, determine un decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y visado por el Ministerio de Economía. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales. Dichas instituciones estarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y se regirán por las normas que sean impartidas por dicha Superintendencia, en cuanto al cumplimiento de lo establecido en esta ley.

Para efectos de confeccionar estadísticas y estudios, la Superintendencia deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información sobre todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional fijado por esta ley, mediando un período no inferior a tres meses entre cada solicitud.  Esta información incluirá también toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, cualquier institución que preste servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero y diferentes de tal operación. Para estos efectos, la Superintendencia deberá informar a las instituciones solicitadas los requisitos de entrega de dicha información, y en caso de incumplimientos en la oportunidad y calidad de la entrega, podrá aplicar multas de hasta cinco mil unidades de fomento a dichas instituciones, por cada infracción. La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.

Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, y utilizando parámetros objetivos y comparables, la Superintendencia deberá elaborar y publicar, al menos semestralmente, índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.

La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N° 19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos los datos deberán entregarse siempre disociados de los Titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.

El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el primer inciso.

La Superintendencia, así como sus funcionarios y toda otra persona que haya tenido acceso a la información a que se refiere este artículo, deberán ceñirse a las obligaciones que establece el título XVI de la Ley General de Bancos.”.”. (Indicación N° 8, con modificaciones, unanimidad, 5x0; N° 9, unanimidad, 5x0; y N°s. 10, 11 y 12, al boletín N° 7.932-03, con modificaciones, unanimidad, 3x0).

Número 8)

(Pasa a ser número 10, sin modificaciones
)

ARTÍCULO 3°

Número 1)


--Sustituirlo por el siguiente:


1)  Reemplázase el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente:


“No podrá cobrarse, por concepto de gastos de cobranza extrajudicial, cualesquiera sean la naturaleza de las gestiones, el número, frecuencia y costos en que efectivamente se haya incurrido, incluidos honorarios de profesionales, cantidades que excedan de los porcentajes que a continuación se indican, aplicados sobre el capital adeudado a la fecha del atraso, conforme a la siguiente escala progresiva: en obligaciones de hasta 10 unidades de fomento, 9%; por la parte que exceda de 10 y hasta 50 unidades de fomento, 6%, y por la parte que exceda de 50 unidades de fomento, 3%. Los porcentajes indicados se aplicarán transcurridos los primeros veinte días de atraso, y por una sola vez, mientras el saldo insoluto de la deuda no sea extinguido en su totalidad. En ningún caso los gastos de cobranza extrajudicial podrán devengar un interés superior al corriente ni se podrán capitalizar para los efectos de aumentar la cantidad permitida de gastos de cobranza.". (Indicación N° 13 al boletín N° 7.932-03, e Indicación N° 1 (Artículo 2°, N° 1) al boletín N° 7.786-03, con modificaciones) (Unanimidad) (3X0).
° ° °
Número 2), nuevo


--Incorporar un número 2), nuevo, del siguiente tenor:
“2) Intercálase en el artículo 37 el siguiente inciso tercero, nuevo, numerándose correlativamente los siguientes incisos:
“El proveedor del crédito deberá realizar siempre a lo menos una gestión que garantice el debido y oportuno conocimiento del deudor sobre la mora o retraso en el cumplimiento de sus obligaciones, dentro de los primeros quince días siguientes a cada vencimiento impago. Si el proveedor no realizara dicha gestión, la cantidad máxima que podrá cobrar por los gastos de cobranza extrajudicial indicados en el inciso anterior, se reducirá en 0,2 unidades de fomento.”.”. (Indicación N° 14 al boletín 
N° 7.932-03) (Unanimidad) (3x0).

° ° °
Número 2)


--Pasa a ser número 3, sustituido por el siguiente:


“3) En el artículo 39, elimínese lo siguiente: “el artículo 6º de”.”. (Indicación N° 1 (Artículo 2°, N°2) al boletín N° 7.786-03, con modificaciones) (Unanimidad) (3x0).

ARTÍCULO 4°


--Eliminar el artículo 4°. (Indicación N° 15 al boletín N° 7.932-03) (Unanimidad) (3x0).

Disposiciones Transitorias

Artículo Primero Transitorio.


--Reemplazar la coma que sigue a “1974”, por la conjunción “y”, y suprimir la frase “y en el D.F.L. N° 3 de 1997”. (Indicación N° 16 al boletín n° 7.932-03, con modificaciones) (Unanimidad) (3x0).

° ° °
Artículos Tercero, Cuarto, Quinto y Sexto Transitorios, nuevos.


--Incorporar los siguientes artículos tercero, cuarto y quinto transitorios, nuevos:

“Artículo Tercero Transitorio.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 31 de la ley N° 18.010, hasta que entre en vigencia el decreto a que se refiere dicho artículo, se entenderá que las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva son aquellas que, durante el año calendario anterior, hayan realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional por un monto global anual igual o superior a 100.000 unidades de fomento y en un número superior a 1.000 operaciones.

Artículo Cuarto Transitorio.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° bis, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que diferirá entre los segmentos definidos por el artículo 6° bis del modo siguiente:

i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual;


ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.

Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para cada segmento de las operaciones identificadas en el artículo 6° bis, será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de doscientos e inferiores a cinco mil unidades de fomento y a más de noventa días plazo, registrada durante el anterior período de dos semanas.


Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, el término aditivo de cada segmento se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período anterior para el mismo segmento y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo quinto transitorio, para cada uno de estos períodos de doce semanas.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el término aditivo asignado al segundo período de doce semanas posterior a la publicación de esta ley, será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida definida en el inciso primero de este artículo para el respectivo segmento y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que haya regido el día anterior al inicio de este período.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo a este artículo resulte para un segmento, inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad artículo 6° bis para ese mismo segmento y para el mismo período, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la  tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.


Artículo Quinto Transitorio. El factor de protección ante contracciones del crédito, definido para cada período de doce semanas, a que se refiere el artículo cuarto transitorio, no podrá exceder de la unidad, y será la cifra mayor entre cero y la proporción obtenida dividiendo un numerador único para todos los segmentos por un denominador único. 


El numerador único será la diferencia entre el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas previas a la semana anterior al respectivo período de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° bis , y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por dicho artículo y el ochenta por ciento de un monto de referencia, que será el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones identificadas por el artículo 6° bis realizadas durante los cuatro meses previos a la aplicación del inciso primero del artículo cuarto transitorio por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para definir la tasa de interés corriente para las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° bis. El denominador único será la diferencia entre el noventa y el ochenta por ciento de dicho monto de referencia.


La proporción indicada en el primer inciso podrá obtenerse aplicando la siguiente fórmula:
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, donde


[image: image25.png]


   proporción obtenida para el período t de doce semanas,
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= monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas inmediatamente anteriores a la semana anterior al período t de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones identificadas por el artículo 6° bis y cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento, y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por el artículo 6° bis; y
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   monto de referencia, definido en el inciso segundo de este artículo.

Artículo Sexto Transitorio.- Durante los primeros tres años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá elaborar un informe anual sobre el impacto de la aplicación de esta ley. Dicho informe deberá contener estimaciones de los costos operativos impuestos a las instituciones fiscalizadas conforme a lo establecido en el artículo 31;  los costos administrativos adicionales asumidos por la Superintendencia por esta ley; estimaciones cuantitativas de la reducción en el volumen de operaciones de crédito comprendidas en el artículo 6° bis; estimaciones cuantitativas del beneficio obtenido por esos deudores con la introducción del artículo 6° bis y demás normas de esta ley sobre protección a deudores de créditos en dinero. El informe referido al año cronológico anterior, deberá ser enviado antes del 31 de marzo del año siguiente al Ministerio de Hacienda y a las Comisiones de Hacienda y Economía del Senado y de la Cámara de Diputados.”. (Indicaciones N° 17, al boletín N° 7.932-03, con modificaciones, y “A”, con modificaciones) (Unanimidad) (3x0).

__________
- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Nº 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica:


1)  Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto final, la siguiente oración: “Se entiende por tasa de interés de una operación de crédito de dinero no reajustable la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.


b) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto final, la siguiente oración: “Se entiende por tasa de interés de un crédito reajustable, la relación entre el interés calculado en la forma definida en este inciso y el capital.”.


2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “sociedad financiera, o cooperativa de ahorro y crédito” y agrégase, a continuación de la frase “alguna empresa bancaria,”, la oración “caja de compensación de asignación familiar, compañía de seguros o cooperativa de ahorro y crédito, o cualquier otra institución colocadora de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según se define en el artículo 31 de esta ley”.


3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 6°:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Interés corriente es el interés  promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile” por la siguiente: “Tasa de interés corriente es el promedio ponderado por montos de las tasas cobradas por los bancos establecidos en Chile”; e incorpórase, a continuación del punto final, lo siguiente: “Cada vez que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en virtud de lo señalado en este inciso, establezca límites nuevos o modifique los existentes, deberá mediante resolución fundada, caracterizar los segmentos de crédito considerados, especificando el volumen, tasas de interés corrientes y tasas de interés habituales de operaciones efectivas y sustitutas, entre otros aspectos relevantes. Al crear o modificar un límite, la Superintendencia podrá usar como referencia para establecer la tasa de interés corriente de cada segmento nuevo o modificado, la tasa de una o un conjunto de operaciones financieras representativas que combinadas, logren un perfil de pagos similar al que tendrían las operaciones del segmento nuevo o modificado. En caso de usar tal referencia, deberá hacerlo por un plazo máximo de 12 meses.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: “Las tasas de interés corriente se establecerán cada dos semanas en relación con las operaciones efectuadas durante las últimas dos semanas consecutivas. Las tasas de interés corriente que resulten se publicarán en la página web de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras  y en el Diario Oficial durante la semana siguiente a las utilizadas para su establecimiento, y tendrán vigencia desde el día siguiente al de su publicación y hasta el día de la próxima publicación inclusive.”.


c) Reemplázase en el inciso tercero, la oración “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado” por la siguiente: “sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza no sean representativas de las condiciones de mercado en relación a operaciones de similares características y circunstancias. La Superintendencia deberá siempre publicar dicha decisión en su página web.”.


d)  Reemplázase en el inciso cuarto la frase “No puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente que rija al momento de la convención” por lo siguiente: “No podrá estipularse un interés que exceda el producto del capital respectivo y la cifra mayor entre: 1) 1,5 veces la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención, según determine la Superintendencia para cada tipo de operación de crédito de dinero, y 2) la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención incrementada en dos puntos porcentuales anuales”.

e) Suprímese el inciso final.


4) Insértase el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6° bis.- Para aquellas operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable, por montos iguales o inferiores a 200 unidades de fomento, y por plazos mayores o iguales a 90 días, y que no correspondan a aquéllas exceptuadas por el artículo 5°, no podrá estipularse un interés cuya tasa exceda a la tasa de interés corriente que rija al momento de la convención para las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, incrementada en un término aditivo cuyo valor será de:


i) catorce puntos porcentuales sobre base anual, en las operaciones superiores a cincuenta unidades de fomento;


ii) veintiún puntos porcentuales sobre base anual, en aquellas operaciones por montos iguales o inferiores a cincuenta unidades de fomento.


Se denomina segmento a cada agrupación de operaciones originada en la distinción por monto establecida en el inciso anterior. La Superintendencia deberá determinar y publicar la tasa de interés corriente de cada uno de los segmentos señalados y del conjunto de ellos. 


La Superintendencia deberá, además, publicar la tasa de interés promedio ponderado por montos, de aquellas operaciones comprendidas en el inciso primero de este artículo, que estén amparadas por un convenio entre el acreedor y la entidad empleadora o  pagadora de pensión del deudor, en virtud del cual ésta se obligue a deducir al deudor aquellas sumas o porcentajes determinados en conformidad a la legislación vigente, destinados a efectuar pagos al acreedor bajo dichas operaciones. Se presumirá la existencia del convenio cuando el acreedor y la entidad mencionada sea la misma institución. La Superintendencia podrá establecer mediante normativa la información periódica que deberán entregarle los bancos y las instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva, según son definidas en el artículo 31 de esta ley, con el fin de cumplir la tarea encomendada por este inciso.”.


5) Insértase el siguiente artículo 6° ter, nuevo:


“Artículo 6° ter. La tasa máxima convencional a aplicar a los créditos que se originen en la utilización de tarjetas de crédito mediante una línea de crédito previamente pactada, se establecerá en función del monto máximo autorizado para dichas operaciones en la convención que les dio origen, y del tiempo que se hubiere pactado en ella para hacer uso de la línea rotativa o refundida, según sea el caso, y corresponderá a aquella vigente al momento a partir del cual se devengan los respectivos intereses.


Para efectos de determinar la tasa máxima convencional a aplicar en los créditos a que se refiere el inciso precedente, se entenderá que las modificaciones en el tiempo pactado o en el cupo autorizado para la respectiva línea de crédito que se realicen a la convención que da origen al crédito, o las  renovaciones que se hicieren a ésta, constituyen una nueva convención.


Para operaciones de crédito que se efectúen en cuotas, la tasa máxima convencional a aplicar se establecerá en función al monto y plazo de la operación respectiva, y corresponderá a aquella vigente al momento de efectuarse la misma.”.

6) Agrégase en el artículo 8°, el siguiente inciso final, nuevo:


“Sin perjuicio de la sanción establecida en el inciso primero, y de otras sanciones establecidas en esta y otras leyes, cuando se trate de operaciones realizadas por bancos, o por cualquiera de las instituciones colocadoras de fondos señaladas en el artículo 31 de esta ley, en las cuales el interés exceda el máximo aplicable, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras aplicará a la entidad infractora una multa a beneficio fiscal por un monto equivalente al capital de la operación multiplicado por tres veces la tasa de interés anualizada aplicada.”.


7) Reemplázase, en el inciso penúltimo del artículo 10°, el guarismo “25” por “20”.


8) Agrégase al artículo 30 el siguiente inciso penúltimo, nuevo: 


“En aquellas operaciones de crédito de dinero cuyo capital sea inferior a 200 Unidades de Fomento, no podrá en caso alguno hacerse exigible la obligación en forma anticipada, sino una vez cumplidos 30 días corridos desde que el deudor incurra en mora o simple retardo en el pago. Todo pacto en contravención a esta disposición se tendrá como no escrito.”


9) Insértase el siguiente artículo 31, nuevo:


“Artículo 31.- La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley respecto de los bancos y de aquellas instituciones colocadoras de fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva. Son instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva aquéllas que habiendo realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional, durante el año calendario anterior, determine un decreto supremo del Ministerio de Hacienda, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y visado por el Ministerio de Economía. Dicho decreto no podrá establecer requisitos que importen sumas totales por montos globales anuales inferiores a cien mil unidades de fomento o un número inferior o igual a mil operaciones anuales. Dichas instituciones estarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y se regirán por las normas que sean impartidas por dicha Superintendencia, en cuanto al cumplimiento de lo establecido en esta ley.


Para efectos de confeccionar estadísticas y estudios, la Superintendencia deberá solicitar a todas las instituciones mencionadas en este artículo, información sobre todas las operaciones sujetas a un interés máximo convencional fijado por esta ley, mediando un período no inferior a tres meses entre cada solicitud. Esta información incluirá también toda suma que, en forma periódica, esporádica, o por una sola vez, recibe o tiene derecho a recibir del deudor, cualquier institución que preste servicios por actos complejos, complementarios a la operación de crédito de dinero y diferentes de tal operación. Para estos efectos, la Superintendencia deberá informar a las instituciones solicitadas los requisitos de entrega de dicha información, y en caso de incumplimientos en la oportunidad y calidad de la entrega, podrá aplicar multas de hasta cinco mil unidades de fomento a dichas instituciones, por cada infracción. La Superintendencia deberá elaborar y publicar un compendio estadístico semestral que resuma la información recolectada en virtud del presente inciso.


Asimismo, sobre la base de la información señalada en el inciso anterior, y utilizando parámetros objetivos y comparables, la Superintendencia deberá elaborar y publicar, al menos semestralmente, índices que permitan al público comparar los precios entre los principales productos de crédito de dinero o vinculados a ellos que adquieran grupos significativos de personas naturales y empresas de menor tamaño que realizan las operaciones de crédito de dinero identificadas en el artículo 6° bis. Para tal efecto, la Superintendencia deberá precisar la información que deberán entregarle las instituciones oferentes de dichos créditos, las variables que se considerarán en cada índice, la periodicidad de las mediciones, las metodologías de apoyo, la forma de comunicación de los resultados y las demás materias que estime necesarias para el cumplimiento de esta función.


La Superintendencia y el Servicio Nacional del Consumidor podrán intercambiar información relativa a las operaciones de crédito de dinero afectas al cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de la ley N° 19.496, para lo cual deberán suscribir un convenio de intercambio de información. Para dichos efectos los datos deberán entregarse siempre disociados de los Titulares a que dichos datos se refieren y con pleno respeto a lo establecido en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


El Servicio de Impuestos Internos comunicará a la Superintendencia, antes del 30 de junio de cada año, según la información de que disponga, el volumen y número de operaciones realizadas, así como la identidad de cada una de las instituciones colocadoras de fondos que cumplan las condiciones establecidas en el primer inciso.


La Superintendencia, así como sus funcionarios y toda otra persona que haya tenido acceso a la información a que se refiere este artículo, deberán ceñirse a las obligaciones que establece el título XVI de la Ley General de Bancos.”.


10) Insértase el siguiente artículo 32, nuevo:


“Artículo 32.- Las leyes actualmente en vigencia o que se dicten en el futuro, que hagan referencia a tasas de interés corriente, interés máximo convencional o a tasas de interés máximo convencional, se entenderá que hacen referencia a las disposiciones de la presente ley.”.


Artículo 2°.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 85 del Código Tributario aprobado por el artículo 1° del D.L. N°830 de 1974, por el siguiente: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 61 y 62, para los fines de la fiscalización de los impuestos, los Bancos e Instituciones Financieras y cualquiera otra institución que realice operaciones de crédito de dinero de manera masiva, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley N° 18.010, deberán proporcionar todos los datos que se les soliciten relativos a las operaciones de crédito de dinero que hayan celebrado y de las garantías constituidas para su otorgamiento, en la oportunidad, forma y cantidad que el Servicio establezca. En caso alguno se podrá solicitar la información sobre las adquisiciones efectuadas por una persona determinada en el uso de las tarjetas de crédito.”.

Artículo 3°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Nº 19.496 que Establece normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores:


1)  Reemplázase el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente:


“No podrá cobrarse, por concepto de gastos de cobranza extrajudicial, cualesquiera sean la naturaleza de las gestiones, el número, frecuencia y costos en que efectivamente se haya incurrido, incluidos honorarios de profesionales, cantidades que excedan de los porcentajes que a continuación se indican, aplicados sobre el capital adeudado a la fecha del atraso, conforme a la siguiente escala progresiva: en obligaciones de hasta 10 unidades de fomento, 9%; por la parte que exceda de 10 y hasta 50 unidades de fomento, 6%, y por la parte que exceda de 50 unidades de fomento, 3%. Los porcentajes indicados se aplicarán transcurridos los primeros veinte días de atraso, y por una sola vez, mientras el saldo insoluto de la deuda no sea extinguido en su totalidad. En ningún caso los gastos de cobranza extrajudicial podrán devengar un interés superior al corriente ni se podrán capitalizar para los efectos de aumentar la cantidad permitida de gastos de cobranza.".
2) Intercálase en el artículo 37 el siguiente inciso tercero, nuevo, numerándose correlativamente los siguientes incisos:


“El proveedor del crédito deberá realizar siempre a lo menos una gestión que garantice el debido y oportuno conocimiento del deudor sobre la mora o retraso en el cumplimiento de sus obligaciones, dentro de los primeros quince días siguientes a cada vencimiento impago. Si el proveedor no realizara dicha gestión, la cantidad máxima que podrá cobrar por los gastos de cobranza extrajudicial indicados en el inciso anterior, se reducirá en 0,2 unidades de fomento.”.


3) En el artículo 39, elimínese lo siguiente: “el artículo 6º de”.”.

Disposiciones Transitorias


Artículo Primero Transitorio.- Las modificaciones que esta ley introduce en la ley N° 18.010, en el D.L. N° 830 de 1974 y en la ley N° 19.496, se aplicarán respecto de las nuevas operaciones o contratos que se celebren, o que sean objeto de modificaciones, o los nuevos giros que se hagan, a contar del primer lunes del tercer mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

Artículo Segundo Transitorio.- La fiscalización del cumplimiento de la ley N° 18.010 respecto a las instituciones identificadas en el artículo 31 que no son bancos, se aplicará a contar del primer lunes del séptimo mes siguiente a la fecha de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

Artículo Tercero Transitorio.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 31 de la ley N° 18.010, hasta que entre en vigencia el decreto a que se refiere dicho artículo, se entenderá que las instituciones que colocan fondos por medio de operaciones de crédito de dinero de manera masiva son aquellas que, durante el año calendario anterior, hayan realizado operaciones sujetas a un interés máximo convencional por un monto global anual igual o superior a 100.000 unidades de fomento y en un número superior a 1.000 operaciones.

Artículo Cuarto Transitorio.- Una vez concluido el período mensual de aplicación de la tasa máxima convencional vigente el día anterior al de la publicación de esta ley, la tasa de interés máxima convencional anualizada para la categoría de operaciones identificadas en el artículo 6° bis, será la tasa de interés máxima convencional vigente al momento de la publicación de esta ley, reducida en un guarismo, que diferirá entre los segmentos definidos por el artículo 6° bis del modo siguiente:

i) Para el segmento de operaciones con montos superiores a cincuenta e inferiores o iguales a doscientas unidades de fomento, el guarismo será 8 puntos porcentuales sobre base anual;


ii) Para el segmento de operaciones con montos inferiores o iguales a cincuenta unidades de fomento, el guarismo será 6 puntos porcentuales sobre base anual.

Transcurridas doce semanas desde esta rebaja inicial, la tasa de interés máxima convencional anualizada para cada segmento de las operaciones identificadas en el artículo 6° bis, será la suma de un término aditivo para cada segmento y la tasa de interés corriente para las operaciones de crédito de dinero en moneda no reajustable, de montos mayores de doscientos e inferiores a cinco mil unidades de fomento y a más de noventa días plazo, registrada durante el anterior período de dos semanas.


Para cada uno de los siguientes períodos de doce semanas, el término aditivo de cada segmento se determinará como la diferencia entre el término aditivo que haya regido en el período anterior para el mismo segmento y el producto de multiplicar dos puntos porcentuales sobre base anual y el factor de protección ante contracciones del crédito, definido por el artículo quinto transitorio, para cada uno de estos períodos de doce semanas.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el término aditivo asignado al segundo período de doce semanas posterior a la publicación de esta ley, será la diferencia entre la tasa de interés máxima convencional reducida definida en el inciso primero de este artículo para el respectivo segmento y la tasa de interés corriente de las operaciones de crédito de dinero denominadas en moneda nacional no reajustable por montos mayores a doscientas e inferiores a cinco mil unidades de fomento y por plazos mayores o iguales a 90 días, que haya regido el día anterior al inicio de este período.


Cuando la tasa de interés máxima convencional determinada de acuerdo a este artículo resulte para un segmento, inferior a la tasa de interés máxima convencional determinada en conformidad artículo 6° bis para ese mismo segmento y para el mismo período, este artículo dejará de tener aplicación en la determinación de la  tasa de interés máxima convencional de dicho segmento.


Artículo Quinto Transitorio. El factor de protección ante contracciones del crédito, definido para cada período de doce semanas, a que se refiere el artículo cuarto transitorio, no podrá exceder de la unidad, y será la cifra mayor entre cero y la proporción obtenida dividiendo un numerador único para todos los segmentos por un denominador único. 


El numerador único será la diferencia entre el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas previas a la semana anterior al respectivo período de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° bis, y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por dicho artículo y el ochenta por ciento de un monto de referencia, que será el monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones identificadas por el artículo 6° bis realizadas durante los cuatro meses previos a la aplicación del inciso primero del artículo cuarto transitorio por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para definir la tasa de interés corriente para las operaciones cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento identificadas por el artículo 6° bis. El denominador único será la diferencia entre el noventa y el ochenta por ciento de dicho monto de referencia.


La proporción indicada en el primer inciso podrá obtenerse aplicando la siguiente fórmula:
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, donde
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   proporción obtenida para el período t de doce semanas,
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= monto promedio semanal en unidades de fomento de las operaciones de crédito de dinero realizadas durante las cuatro semanas inmediatamente anteriores a la semana anterior al período t de doce semanas, por las instituciones cuyas operaciones son utilizadas para determinar la tasa de interés corriente de las operaciones identificadas por el artículo 6° bis y cuyo monto sea inferior o igual a 200 unidades de fomento, y que sean operaciones afectas a alguna de las tasas de interés máximas definidas por el artículo 6° bis; y
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   monto de referencia, definido en el inciso segundo de este artículo.


Artículo Sexto Transitorio.- Durante los primeros tres años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá elaborar un informe anual sobre el impacto de la aplicación de esta ley. Dicho informe deberá contener estimaciones de los costos operativos impuestos a las instituciones fiscalizadas conforme a lo establecido en el artículo 31;  los costos administrativos adicionales asumidos por la Superintendencia por esta ley; estimaciones cuantitativas de la reducción en el volumen de operaciones de crédito comprendidas en el artículo 6° bis; estimaciones cuantitativas del beneficio obtenido por esos deudores con la introducción del artículo 6° bis y demás normas de esta ley sobre protección a deudores de créditos en dinero. El informe referido al año cronológico anterior, deberá ser enviado antes del 31 de marzo del año siguiente al Ministerio de Hacienda y a las Comisiones de Hacienda y Economía del Senado y de la Cámara de Diputados.”.
- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 2 de mayo, 11 y 18 de julio, 1, 8, 13 y 29 de agosto, y 4, 5 y 12 de septiembre, todos de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente) y señores Alberto Espina Otero, José García Ruminot (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Jovino Novoa Vásquez y Andrés Zaldívar Larraín (Hossain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 1 de octubre de 2012.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz,
Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ADECÚA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, DE SALUD, DE 2006, A LA LEY N° 20.575, QUE ESTABLECE EL PRINCIPIO DE FINALIDAD EN EL TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES
(8222-11)
HONORABLE SENADO:



La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, iniciado en Moción de las Diputadas señoras Karla Rubilar Barahona y Marisol Turres Figueroa y de los Diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Felipe Harboe Bascuñán, Javier Macaya Danús, Patricio Melero Abaroa y Marco Antonio Núñez Lozano, que cuenta con urgencia calificada de “suma”.

 
En virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un artículo único y propone al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.



Se hace presente que el artículo único del proyecto es propio de ley común y no atañe a la organización ni a las atribuciones de los tribunales de justicia.

-------

A las sesiones en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de los integrantes de la Comisión, el Superintendente de Salud, señor Luis Romero Strooy y el Fiscal de dicha entidad, señor Fernando Riveros Vidal; el asesor del Ministerio de Salud, señor Jaime González Kazazian; el coordinador, el asesor y la analista del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señores José Francisco Acevedo Alliende y Víctor Blanco Cruz y señorita Francesca Cotroneo Prida, respectivamente; la analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo Ormeño, y los asesores del Senador Chahuán, señora Marcela Aranda Arellano y señor Marcelo Sanhueza Mortara. 
OBJETIVOS DEL PROYECTO




- Establecer la prohibición para los prestadores privados de salud de consultar sistemas de información comercial de un paciente para los efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia. 

  
- Impedir que los prestadores de salud públicos y privados, y otras entidades que elaboren, procesen o almacenen datos de orden sanitario, puedan vender, ceder o transferir, a cualquier título, bases de datos que contengan información sensible respecto de sus usuarios, beneficiarios o pacientes, sin contar con el consentimiento del titular de tales datos.
-------

ANTECEDENTES JURÍDICOS




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

· El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, del año 2006,  que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469.

· La ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

· La ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales.

-------

ANTECEDENTES DE HECHO

MOCIÓN


La Moción que da origen a esta iniciativa señala que una vez publicada el 17 de febrero de 2012 la ley N° 20.575, que estableció el principio de finalidad de los datos personales, se observó un vacío legal que se busca integrar mediante la propuesta en estudio.

         Explicita que la ley N° 20.575 consagró el principio de finalidad que debe respetarse en el tratamiento de datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial, cual es, que la información de datos que se entregue sea útil sólo para la evaluación de riesgo en un proceso de crédito que solicite una persona, pero, en ningún caso, podría ser exigible dicha información en los procesos de selección personal, de admisión pre-escolar, escolar o de educación superior, de postulación a un cargo público, o para la atención médica de urgencia. 
Sin embargo, con relación a esta última circunstancia, el artículo 8° de la referida ley N° 20.575, sólo introdujo una modificación al artículo 141 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, disposición que trata de los prestadores públicos de salud, omitiendo modificar el artículo 173 del mismo cuerpo normativo, que es la norma legal que se refiere a los prestadores privados de salud, situación que esta iniciativa legal propone solucionar.

- - - - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS


Esta iniciativa se estructura en un artículo único que consta de dos numerales, que modifican los artículos 121 y 173 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, respectivamente.


El numeral 1) dispone nuevas atribuciones, en materia de fiscalización, que deberá asumir la Superintendencia de Salud. 

En efecto, se dispone que la citada entidad deberá velar por el cumplimiento de la prohibición impuesta a los prestadores de salud en orden a exigir a los beneficiarios del Fondo Nacional de Salud, dinero, cheques u otros instrumentos financieros para garantizar el pago o condicionar de cualquier otra forma dicha atención. Además, deberá controlar que dichos prestadores no consulten sistemas de información comercial de ningún tipo, ni incluso con el consentimiento del paciente, para efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia.

Por último, la citada Superintendencia, como organismo competente del Ministerio de Salud, tendrá atribuciones para supervigilar que en ningún caso los prestadores de salud, tanto públicos como privados, ni las farmacias u otras entidades que elaboren, procesen o almacenen datos de orden sanitario, vendan, cedan o transfieran, a cualquier título, bases de datos que contengan información sensible respecto de sus usuarios o pacientes.


El numeral 2) agrega tres incisos al artículo 173 del ya citado decreto con fuerza de ley N° 1.


En el inciso octavo nuevo se prohíbe a los prestadores de salud privados consultar sistemas de información comercial de ningún tipo, ni incluso con el consentimiento del paciente, para efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia, y en el inciso noveno nuevo se prohíbe tanto a los prestadores públicos como a los privados vender, ceder o transferir, a cualquier título, bases de datos que contengan información sensible respecto de sus usuarios o pacientes, tales como sus enfermedades, prestaciones, exámenes o medicamentos, sin que para ello se cuente con la autorización expresa y escrita efectuada al respecto. En relación con esta última prohibición, cabe señalar que también alcanza a las farmacias u otras entidades que elaboren, procesen o almacenen datos de orden sanitario.


En tanto, el último inciso que se añade establece que la infracción de cualquiera de las acciones prohibidas por este numeral será sancionada con una multa ascendente a 500 unidades tributarias mensuales, a beneficio del usuario o paciente cuya información comercial o datos de orden sanitario de carácter sensible se hubiere consultado, vendido, cedido o transferido a cualquier título, correspondiendo a los órganos competentes del Ministerio de Salud –Superintendencia de Salud mediante la Intendencia de Prestadores de Salud- la aplicación de esta multa.

EXPOSICIONES Y CONSULTAS

El Fiscal de la Superintendencia de Salud, señor Fernando Riveros Vidal, dio comienzo a su exposición señalando que la ley N° 20.575, publicada en el Diario Oficial de fecha 17 de febrero de 2012, incorporó un nuevo inciso final al artículo 141 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud. Dicha norma, explicó, tiene la finalidad de prohibir que los prestadores de salud consulten sistemas de información comercial para efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia. 


No obstante, la citada disposición generó ciertas distorsiones, ya que solamente se aplica a las entidades que otorgan prestaciones a los afiliados al Fondo Nacional de Salud.


En ese contexto, explicó, el proyecto pretende corregir la referida distorsión e incorporar una norma de similar tenor en el artículo 173 del mismo cuerpo legal, que haga referencia a las entidades que ofrezcan prestaciones a los beneficiarios de las Instituciones de Salud Previsional.


Por lo anterior, consignó que el objetivo principal de la iniciativa legal es generar una simetría en los derechos de las personas que acceden a prestaciones de salud.

Respecto a la modificación que se propone para el artículo 121 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, del año 2006, expresó que tiene como fundamento la necesidad de dar solución a un vacío normativo respecto de las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia de Salud y, en especial, de la Intendencia de Prestadores de Salud, ya que con la incorporación de un nuevo inciso final al artículo 141 antes referido, se produjo un vacío normativo, perdiendo la atribución de controlar la prohibición de que los prestadores exigiesen cheques de garantía u otros instrumentos financieros para otorgar una atención de salud. 

Finalmente, concluyó que igual modificación debiese contemplarse en el numeral 11 del artículo 121, al ser incorporado un nuevo inciso al artículo 173.
APROBACIÓN EN GENERAL


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte.

Seguidamente, el asesor del Ministerio de Salud, señor Jaime González, señaló que esa Secretaría de Estado estimaba conveniente perfeccionar lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero del numeral 2) del artículo único del proyecto de ley, para lo cual sugirió una redacción preparada en dicha Cartera Ministerial, que fue suscrita como indicación por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte.

En ese orden de ideas, el Fiscal de la Superintendencia de Salud, señor Fernando Riveros junto con valorar el espíritu de la indicación que en su oportunidad presentó en la Cámara de Diputados el Honorable Diputado señor Silber, y que dio origen a la disposición que se intenta perfeccionar, agregó que el texto aprobado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados podría entorpecer el funcionamiento normal del otorgamiento de las prestaciones del programa de Garantías Explícitas en Salud (GES), que supone que en ciertos casos deban coordinarse los organismos de salud para el debido cumplimiento de sus objetivos.

A modo de ejemplo, expuso que para el tratamiento de las patologías GES de hipertensión y diabetes, los pacientes portadores de esas enfermedades deben solicitar en las farmacias los medicamentos que previamente han sido requeridos para su entrega por el Fondo Nacional de Salud o las Instituciones de Salud Previsional, según corresponda. 

Añadió posteriormente que en el tratamiento de las patologías GES, se ha estimado pertinente privilegiar la entrega oportuna de los medicamentos, que podría verse dificultada si en cada caso se debiese contar con el consentimiento expreso de cada persona para el tratamiento de sus datos de origen sanitario. 

En último término, recalcó que, si bien deben protegerse los datos sensibles de las personas, es necesario contemplar ciertas excepciones cuando se trate del cumplimiento de los objetivos que la ley le impone a los organismos sanitarios, o sean datos necesarios para la determinación u otorgamiento de los beneficios de salud que correspondan a sus titulares, en coincidencia con lo establecido en la ley N° 19.628.

A su turno, el Superintendente de Salud, señor Luis Romero explicó que la idea original del proyecto de ley era corregir un error que se había detectado en la iniciativa que dio origen a la ley N° 20.575, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales. Sin embargo, durante la tramitación en la Cámara de Diputados se agregaron otras materias adicionales, entre las cuales se cuenta la imposición de multas a quienes infrinjan las prohibiciones contenidas en el proyecto de ley. Al respecto, manifestó que su eliminación ha sido propuesta en razón de que la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal, ya contempla en su articulado normas que sancionan su uso indebido, mediante la correspondiente indemnización de perjuicios en favor de los afectados.

Por otra parte, añadió, que ingresará a tramitación en el Congreso Nacional un proyecto de ley que aumenta las facultades fiscalizadoras de la Superintendencia sobre los prestadores de salud, que también contendrá normas sancionatorias.

En definitiva, con el fin de evitar la duplicidad de normativas sobre la misma materia, se ha preferido sugerir la eliminación del inciso final propuesto en el numeral 2) del proyecto de ley.

Enseguida, el Fiscal de la Superintendencia de Salud, señor Fernando Riveros reiteró que la norma incorporada en la Cámara de Diputados, que permitía imponer sanciones ascendentes a 500 unidades tributarias mensuales a beneficio del usuario, en caso de la infracción de la prohibición de entregar datos personales, viene a regular una situación que ya está contemplada en la ley N° 19.628, en que se establece que la persona natural o jurídica privada o el organismo público responsable del banco de datos deberá indemnizar el daño patrimonial y moral causado por su tratamiento indebido, sin perjuicio de proceder a la eliminación de la información cuyo traspaso estaba prohibido.

Agregó que las facultades sancionatorias de la Superintendencia ya se encuentran establecidas en el numeral 11 del artículo 121 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud, en que se disponen multas a los prestadores que infrinjan las normas legales pertinentes.

En último término, sostuvo que la indicación incorpora un nuevo artículo 134 bis a la disposición legal citada precedentemente, por cuanto, de esa manera, se le ubica en el título denominado “normas generales”, del Libro II, aplicable tanto a los prestadores públicos de salud como a los de carácter privado. Por el contrario, de situarse la norma en el artículo 173, tal como lo dispuso la Cámara de Diputados, sólo tendría aplicación sobre las Instituciones de Salud Previsional.

El Senador señor Uriarte, expresó su conformidad con la idea de dejar en la ley N° 19.628 las sanciones referidas al uso indebido de datos personales y, de esa manera, evitar la duplicidad de normativas que se refieran a la misma materia.

En ese contexto, estuvo de acuerdo en la proposición de eliminación del inciso final propuesto en el numeral 2) del proyecto de ley.

INDICACIÓN PRESENTADA POR LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, ROSSI Y URIARTE


Los Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte presentaron una indicación, signada con el número 1, cuya finalidad es adecuar el texto aprobado por la Cámara de Diputados, de conformidad con los fundamentos señalados precedentemente. Su texto es el siguiente:

“I) Para eliminar del numeral 2) los incisos segundo y tercero.
II) Para incorporar un numeral 3) en el artículo único del proyecto de ley:

3) Agrégase el siguiente artículo 134 bis, nuevo, al DFL N° 1, de 2006, de Salud:

“En ningún caso los prestadores de salud, las instituciones de salud previsional, el Fondo Nacional de Salud u otras entidades, tanto públicas como privadas, que elaboren, procesen o almacenen datos de origen sanitario, podrán vender, ceder o transferir, a cualquier título, bases de datos que contengan información sensible respecto de sus usuarios, beneficiarios o pacientes, sin que para ello se cuente con el consentimiento del titular de tales datos, en los términos previstos en la ley N° 19.628 o en otras normas especiales que regulen dicha materia, salvo que se trate del otorgamiento de los beneficios de salud que les corresponda, así como del cumplimiento de sus respectivos objetivos legales, para lo cual no se requerirá de dicho consentimiento.”.


- A continuación, el Presidente de la Comisión de Salud, Senador señor Uriarte, puso en votación en particular el artículo único, con excepción de los incisos segundo y tercero propuestos en el numeral 2), resultando aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte.

- Con la misma votación se aprobó la indicación formulada por los Honorables Senadores señores Chahuán, Rossi y Uriarte.
REAPERTURA DEL DEBATE


-En sesión celebrada el día 11 de septiembre de 2012, se reabrió el debate acerca del inciso que propone incorporar la Cámara de Diputados estableciendo una multa de 500 unidades tributarias mensuales a beneficio del usuario o paciente cuya información comercial o datos de orden sanitario de carácter sensible se hubiere consultado, vendido, cedido o transferido a cualquier título.


El asesor del Ministerio de Salud, señor Jaime González Kazazian, indicó que la disposición de la multa viene propuesta en una norma que se refiere solamente a los prestadores de salud privados, en circunstancias que la prohibición de venta, cesión o transferencia de datos sensibles de los usuarios o pacientes se refiere tanto a los prestadores de salud públicos como privados, de manera que al incorporar un artículo 134 bis, nuevo, en las normas generales del Libro II del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, se soluciona dicha contradicción, agregando, además, en el número 11 del artículo 121 la mención de dicho artículo 134 bis, respetando el acuerdo de la Cámara de Diputados en orden a que corresponderá a los órganos competentes del Ministerio de Salud la aplicación de las multas. Por otro lado, la sanción a las entidades privadas de salud por infringir la prohibición de consultar sistemas de información comercial para los efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia también queda sujeta a las atribuciones de la Superintendencia de Salud al mencionar, en el referido número 11, el inciso octavo nuevo que se agrega al artículo 173.


Especificó que en el artículo 121 se establecen las facultades fiscalizadoras y sancionatorias de la Superintendencia de Salud, por medio de la Intendencia de Prestadores de Salud, respecto de los prestadores públicos y privados de salud. Las infracciones serán sancionadas, de acuerdo a su gravedad, con multa de diez hasta mil unidades tributarias mensuales.


El Senador señor Uriarte expresó que el propósito de las enmiendas formuladas al texto despachado por la Cámara de Diputados es adecuar apropiadamente las disposiciones aprobadas por dicha instancia, ubicando su contenido en el decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio de Salud, del año 2006, según se trate solamente de prestadores privados de salud o de prestadores públicos y privados en conjunto.

-Puestas en votación las enmiendas formales y de adecuación tal como fueron descritas, de conformidad con la indicación número 1 y lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, se aprobaron por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

-------

MODIFICACIONES


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Salud tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO

Numeral 1)

Lo ha sustituido por el siguiente:


1) Reemplázase el párrafo primero del número 11 del artículo 121 por el siguiente:


“11. Fiscalizar a los prestadores de salud en el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 134 bis; 141, incisos penúltimo y final; 141 bis; 173, incisos séptimo y octavo, y 173 bis, y sancionar su infracción.”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado).
ooooo

Ha incorporado el siguiente numeral 2, nuevo:

2) Agrégase, a continuación del artículo 134, el siguiente artículo 134 bis, nuevo:

“Artículo 134 bis.- Los prestadores de salud, las instituciones de salud previsional, el Fondo Nacional de Salud u otras entidades, tanto públicas como privadas, que elaboren, procesen o almacenen datos de origen sanitario, no podrán vender, ceder o transferir, a cualquier título, bases de datos que contengan información sensible respecto de sus usuarios, beneficiarios o pacientes, si no cuentan para ello con el consentimiento del titular de tales datos, en los términos previstos en la ley N° 19.628 o en otras normas especiales que regulen dicha materia, salvo que se trate del otorgamiento de los beneficios de salud que les corresponda, así como del cumplimiento de sus respectivos objetivos legales, para lo cual no se requerirá de dicho consentimiento.”.

(Unanimidad, 4 x 0. Indicación número 1 y Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado) (Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte).

Numeral 2)


- Ha pasado a ser numeral 3) reemplazado por el siguiente:




“3) Incorpórase en el artículo 173 el siguiente inciso octavo, nuevo, pasando los actuales incisos octavo a décimo cuarto a ser incisos noveno a décimo quinto:



“Con todo, los prestadores de salud no podrán consultar sistemas de información comercial de ningún tipo, ni aun con el consentimiento del paciente, para efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia.”.”.
(Unanimidad, 4 x 0. Indicación número 1 y Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado) (Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte).

-------

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN DE SALUD

Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469:  



 1) Reemplázase el párrafo primero del número 11 del artículo 121 por el siguiente:


“11. Fiscalizar a los prestadores de salud en el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 134 bis; 141, incisos penúltimo y final; 141 bis; 173, incisos séptimo y octavo, y 173 bis, y sancionar su infracción.”.

2) Agrégase, a continuación del artículo 134, el siguiente artículo 134 bis, nuevo:

“Artículo 134 bis.- Los prestadores de salud, las instituciones de salud previsional, el Fondo Nacional de Salud u otras entidades, tanto públicas como privadas, que elaboren, procesen o almacenen datos de origen sanitario, no podrán vender, ceder o transferir, a cualquier título, bases de datos que contengan información sensible respecto de sus usuarios, beneficiarios o pacientes, si no cuentan para ello con el consentimiento del titular de tales datos, en los términos previstos en la ley N° 19.628 o en otras normas especiales que regulen dicha materia, salvo que se trate del otorgamiento de los beneficios de salud que les corresponda, así como del cumplimiento de sus respectivos objetivos legales, para lo cual no se requerirá de dicho consentimiento.”.




3) Incorpórase en el artículo 173 el siguiente inciso octavo, nuevo, pasando los actuales incisos octavo a décimo cuarto a ser incisos noveno a décimo quinto:




“Con todo, los prestadores de salud no podrán consultar sistemas de información comercial de ningún tipo, ni aun con el consentimiento del paciente, para efectos de condicionar o restringir una atención de urgencia.”.”.

-------


Acordado en sesiones celebradas los días 20 de junio de 2012, con asistencia de los Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Fulvio Rossi Ciocca; 10 de julio de 2012, con asistencia de los Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara y 11 de septiembre de 2012, con asistencia de los Senadores señores Gonzalo Uriarte Herrera (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Valparaíso, 11 de septiembre de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN SOBRE IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LOS CRÍMENES DE GUERRA Y DE LOS CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD, ADOPTADA POR LA ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS, MEDIANTE LA RESOLUCIÓN N° 2391 (XXIII), EL 26 DE NOVIEMBRE DE 1968

(1265-10)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 17 de junio de 1994.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 6 de julio de 1994, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Canciller (s) Fernando Schmidt; el Director Adjunto para Asuntos Bilaterales, señor Rodrigo Gaete; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Hernán Salinas, y el Subdirector de Asuntos Jurídicos, señor Álvaro Arévalo. Del Instituto de Derechos Humanos asistieron la Directora, señora Lorena Fries y la Asesora Legal, señora Paula Salvo.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.". 

b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

c) Ley N° 20.357, que Tipifica Crímenes de Lesa Humanidad y Genocidio y Crímenes y Delitos de Guerra, publicada en el Diario Oficial del 18 de julio de 2009.


d) Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, promulgado por decreto supremo N° 104, de 6 de julio de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 1 de agosto de 2009.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que la Convención entró en vigor internacional el 11 de noviembre de 1970, luego que se depositó el décimo instrumento de ratificación o adhesión, y de transcurrido el plazo de 90 días prescrito en su artículo VIII.


Añade el Ejecutivo que los fundamentos que sirvieron de base para adoptar esta Convención se encuentran expresados principalmente en su Preámbulo, que hace referencia a las Resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I), de 13 de febrero de 1946, y 170 (II), de 31 de octubre de 1947, sobre la extradición y castigo de los criminales de guerra; a la Resolución 95 (I), de 11 de diciembre de 1946, que confirma los principios de derecho internacional reconocidos por el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg y por el fallo de este Tribunal; y a las Resoluciones 2184 (XXI), de 12 de diciembre de 1966, y 2202 (XXI), de 16 de diciembre de 1966, que condenaron expresamente como crímenes contra la humanidad, la violación de los derechos económicos y políticos de la población autóctona, por una parte y la política del apartheid, por otra.  Igualmente, se fundamenta en las Resoluciones del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 1074 D (XXXIX), de 28 de julio de 1965, y 1158 (XLI), de 5 de agosto de 1966, relativas al castigo de los criminales de guerra y de las personas que hayan cometido crímenes de lesa humanidad.


Enseguida, califica a los crímenes de guerra y de lesa humanidad entre los delitos de derecho internacional más graves y, en su último considerando, expresa que es necesario y oportuno afirmar en derecho internacional, mediante la Convención, el principio de la imprescriptibilidad de estos crímenes y, asimismo, asegurar su aplicación universal.


Igualmente, al adoptarse esta Convención se tuvo presente que en ninguna de las declaraciones solemnes, instrumentos inter-nacionales o tratados relativos al enjuiciamiento y castigo de los crímenes de guerra y de lesa humanidad se previó limitación en el tiempo, pese al carácter extremadamente grave de estos ilícitos internacionales. Por ello, y para evitar la impunidad de los responsables de estos crímenes, la Convención estableció su imprescriptibilidad, cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido (letra a) y b) del artículo I).


Los crímenes de guerra, es decir, la violación de las leyes y costumbres de la guerra, comprenden, a vía de ejemplo, según la definición señalada en la letra b) del artículo 6 del Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 8 de agosto de 1945, el asesinato, los malos tratos o la deportación para cualquier otro fin de las poblaciones civiles en los territorios ocupados, el asesinato o los malos tratos a los prisioneros de guerra o de personas en el mar, la ejecución de rehenes, el pillaje de los bienes públicos o privados, la destrucción sin motivo de ciudades o pueblos o la devastación no justificada por las exigencias militares.


Asimismo, se consideran crímenes de guerra las infracciones graves enumeradas en los 4 Convenios de Ginebra, de 12 de agosto de 1949, para la Protección de las Víctimas de la Guerra, que son las siguientes:


I.
Convenio para Aliviar la Suerte de los Heridos y Enfermos de las Fuerzas Armadas en Campaña;


II.
Convenio para Aliviar la Suerte de los Heridos, Enfermos y Náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar;


III.
Convenio sobre el Trato a los Prisioneros de Guerra, y


IV.
Convenio sobre la Protección de Personas Civiles en Tránsito de Guerra.


Los crímenes de lesa humanidad, cometidos tanto en tiempo de paz como en tiempo de guerra, se encuentran definidos en la letra c) del artículo 6 del mencionado Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, que señala, siempre a vía de ejemplo, como crímenes contra la humanidad, el asesinato, la exterminación, la reducción a esclavitud, la deportación y todo otro acto inhumano cometido contra todo tipo de población civil, antes o durante la guerra, o bien las persecuciones por motivos políticos, raciales o religiosos, cuando estos actos o persecuciones, hayan o no constituido una violación del derecho interno del país en que fueron perpetrados. Como norma especial sobre esta materia debe mencionarse la contenida en el inciso final de este artículo, que dispone que los dirigentes, organizadores, provocadores o cómplices que hayan tomado parte en la elaboración o ejecución de un plan concertado o de un complot para cometer cualquiera de los crímenes antes mencionados, son responsables de todos los actos efectuados por todo tipo de personas en la ejecución de dicho plan.


Finalmente, es también crimen en contra de la humanidad, el genocidio, esto es, "cualquier acto perpetrado con la intención de destruir, total o parcialmente, un grupo étnico, racial o religioso como tal", según está definido en la Convención sobre Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, de 1948.

Agrega el Mensaje que nuestro país no es signatario de la Convención, por lo cual podrá adherirse a ella mediante el depósito del respectivo instrumento ante el Secretario General de las Naciones Unidas, conforme lo prescribe al respecto el artículo VII.

Indica que el cumplimiento de las obligaciones que emanan de esta Convención requerirá necesariamente de la adopción de diversas modificaciones a nuestro sistema penal, por cuanto deberán incorporarse a éste las figuras delictivas ya descritas en la medida en que ello no haya ya ocurrido, con sus respectivas sanciones; deberá consagrarse, asimismo, el principio de la imprescriptibilidad de los crímenes objeto de la Convención y, por otra parte, en consecuencia con el sentido y alcance que se infiere de las normas de la Convención, deberá establecerse que ambas clases de crímenes tampoco deberán ser susceptibles de amnistía o indulto.

Una vez aprobada esta Convención y complementada en todos los aspectos señalados precedentemente, nuestro país contará con una normativa internacional e interna eficaz tendiente a proteger y respetar los derechos concernientes al ser humano, pues ya es Parte de la Convención sobre Prevención y Sanción del Genocidio, de 1948; de los Convenios de Ginebra, de 1949, y de los Protocolos Adicionales I y II a los mencionados Convenios de Ginebra, adoptados en 1977, relativos a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales y a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados sin Carácter Internacional, respectivamente.


3.- Instrumento Internacional.- El texto de la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad es el siguiente:

“Preámbulo





Los Estados Partes en la presente Convención,





Recordando las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 y 170 (II) de 31 de octubre de 1947, sobre la extradición y el castigo de los criminales de guerra; la resolución 95 (I) de 11 de diciembre de 1946, que confirma los principios de derecho internacional reconocidos por el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg y por el fallo de este Tribunal, y las resoluciones 2184 (XXI) de 12 de diciembre de 1966 y 2202 (XXI) de 16 de diciembre de 1966, que han condenado expresamente como crímenes contra la humanidad la violación de los derechos económicos y políticos de la población autóctona, por una parte, y la política de apartheid, por otra,





Recordando las resoluciones del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 1074 D (XXXIX) de 28 de julio de 1965 y 1158 (XLI) de 5 de agosto de 1966, relativas al castigo de los criminales de guerra y de las personas que hayan cometido crímenes de lesa humanidad,





Observando que en ninguna de las declaraciones solemnes, instrumentos o convenciones para el enjuiciamiento y castigo de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad se ha previsto limitación en el tiempo,





Considerando que los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad figuran entre los delitos de derecho internacional más graves,





Convencidos de que la represión efectiva de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad es un  elemento importante para prevenir esos crímenes y proteger los derechos humanos y libertades fundamentales, y puede fomentar la confianza, estimular la cooperación entre los pueblos y contribuir a la paz y la seguridad internacionales,





Advirtiendo que la aplicación a los crímenes de guerra y a los crímenes de lesa humanidad de las normas de derecho interno relativas a la prescripción de los delitos ordinarios suscita grave preocupación en la opinión pública mundial, pues impide el enjuiciamiento y castigo de las personas responsables de esos crímenes,





Reconociendo que es necesario y oportuno afirmar en derecho internacional, por medio de la presente Convención, el principio de la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad y asegurar su aplicación universal,





Convienen en lo siguiente:

Artículo I





Los crímenes siguientes son imprescriptibles, cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido:





a) Los crímenes de guerra según la definición dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 8 de agosto de 1945, y confirmada por las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946, sobre todo las "infracciones graves" enumeradas en los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de la guerra;

b) Los crímenes de lesa humanidad cometidos tanto en tiempo de guerra como en tiempo de paz, según la definición dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 8 de agosto de 1945, y confirmada por las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946, así como la expulsión por ataque armado u ocupación y los actos inhumanos debidos a la política de apartheid y el delito de genocidio definido en la Convención de 1948 para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio aun si esos actos no constituyen una violación del derecho interno del país donde fueron cometidos.

Artículo II





Si se cometiere alguno de los crímenes mencionados en el artículo I, las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a los representantes de la autoridad del Estado y a los particulares que participen como autores o cómplices o que inciten directamente a la perpetración de alguno de esos crímenes, o que conspiren para cometerlos, cualquiera que sea su grado de desarrollo, así como a los representantes de la autoridad del Estado que toleren su perpetración.

Artículo III





Los Estados Partes en la presente Convención se obligan a adoptar todas las medidas internas que sean necesarias, legislativas o de cualquier otro orden, con el fin de hacer posible la extradición, de conformidad con el derecho internacional, de las personas a que se refiere el artículo II de la presente Convención.

Artículo IV





Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a adoptar, con arreglo a sus respectivos procedimientos constitucionales, las medidas legislativas o de otra índole que fueran necesarias para que la prescripción de la acción penal o de la pena, establecida por ley o de otro modo, no se aplique a los crímenes mencionados en los artículos I y II de la presente Convención y, en caso de que exista, sea abolida.

Artículo V





La presente Convención estará abierta hasta el 31 de diciembre de 1969 a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado o del Organismo Internacional de Energía Atómica, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en la presente Convención.

Artículo VI





La presente Convención está sujeta a ratificación y los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo VII




La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquiera de los Estados mencionados en el artículo V. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo VIII





1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha en que haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el décimo instrumento de ratificación o de adhesión.





2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo IX





1. Una vez transcurrido un período de diez años contado a partir de la fecha en que entre en vigor la presente Convención, todo Estado Parte podrá solicitar en cualquier momento la revisión de la presente Convención mediante notificación por escrito dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.





2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá sobre las medidas que deban tomarse, en su caso, respecto a tal solicitud.

Artículo X





1. La presente Convención será depositada en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.





2. El Secretario General de las Naciones Unidas hará llegar copias certificadas de la presente Convención a todos los Estados mencionados en el artículo V.





3. El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el artículo V:





a) Las firmas puestas en la presente Convención y los instrumentos de ratificación y adhesión depositados conforme a las disposiciones de los artículos V, VI y VII;





b) La fecha en que la presente Convención entre en vigor conforme a lo dispuesto en el artículo VIII;





c) Las comunicaciones recibidas conforme a lo dispuesto en el artículo IX.

Artículo XI





La presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, llevará la fecha 26 de noviembre de 1968.”.




4.- Documento presentado por el Ministerio de Relaciones Exteriores.- Durante la tramitación el Ejecutivo envió el siguiente oficio, con el cual hacía presente sus observaciones a la Convención.





“I. ASPECTOS GENERALES.





1. La Convención sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 26 de noviembre de 1968, dispone en su Artículo I que los crímenes de guerra, los crímenes de lesa humanidad cometidos tanto en tiempo de guerra como en tiempo de paz, así como la expulsión por ataque armado u ocupación y los actos inhumanos debidos a la política de apartheid, y el delito de genocidio definido en la Convención de 1948 para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio aun si esos actos no constituyen una violación del derecho interno del país donde fueron cometidos, son imprescriptibles, cualquiera que sea la fecha en que se hayan perpetrado.





II. CONDUCTAS DELICTIVAS.




2. En lo relativo a las conductas delictivas que se contienen en la Convención sobre Imprescriptibilidad, cabe manifestar que ella recoge los crímenes de guerra y de lesa humanidad remitiéndose a las definiciones otorgadas en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 8 de agosto de 1945, confirmadas por las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946.




3. El Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg otorgó las siguientes definiciones de crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad:




"(b) CRÍMENES DE GUERRA: A saber, violaciones de las leyes o usos de la guerra. En dichas violaciones se incluye el asesinato, los malos tratos o la deportación para realizar trabajos forzados o para otros objetivos en relación con la población civil de un territorio ocupado o en dicho territorio, el asesinato o malos tratos a prisioneros de guerra o a personas en alta mar, el asesinato de rehenes, el robo de bienes públicos o privados, la destrucción sin sentido de ciudades o pueblos, o la devastación no justificada por la necesidad militar, sin quedar las mismas limitadas a estos crímenes;




(c) CRÍMENES CONTRA LA HUMANIDAD: A saber, el asesinato, la exterminación, esclavización, deportación y otros actos inhumanos cometidos contra población civil antes de la guerra o durante la misma; la persecución por motivos políticos, raciales o religiosos en ejecución de aquellos crímenes que sean competencia del Tribunal o en relación con los mismos, constituyan o no una vulneración de la legislación interna de país donde se perpetraron".




4. Asimismo, en lo referente al genocidio sigue la definición de la Convención de 1948 para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, al igual que contempla la expulsión por ataque armado u ocupación y los actos inhumanos debidos a la política de apartheid.




III. IMPRESCRIPTIBILIDAD.





5. Las disposiciones del Artículo I y IV de la Convención, que constituyen el objeto central de la Convención disponen, respectivamente, la imprescriptibilidad de los delitos contemplados en ella y la obligación de los Estados partes de adoptar medidas para declarar en el ámbito interno esa imprescriptibilidad.




IV. ELEMENTO TEMPORAL.





6. La Convención respecto de los delitos que ella designa, establece que "cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido" son imprescriptibles. Lo anterior, sin que se señale explícitamente, implica que se incorpora una figura de retroactividad, en cuanto le da el carácter de imprescriptibilidad a esos delitos, independiente de la fecha en que los hechos hayan tenido lugar.





7. Esta retroactividad, constituye una regla que difiere de las normas generales del derecho de los tratados, sobre efectos de los tratados en el tiempo, los cuales producen por regla general consecuencias hacia el futuro.





8. No obstante lo anterior, esta norma que además se encuentra presente en otras Convenciones de derechos humanos, como en la Americana de Derechos Humanos, (PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA), ha sido objeto de interpretación por los países ratificantes o adherentes, quienes como México o Perú, por ejemplo, han indicado respecto a la imprescriptibilidad que ella producirá efectos respecto de crímenes de la Convención que sean cometidos después de la entrada en vigor de la misma para esos países.





V. RESPONSABILIDAD PENAL INDIVIDUAL.





9. La Convención estipula en su Artículo II, la responsabilidad penal en esta materia, indicando que si se cometiere alguno de los crímenes antes señalados, sus disposiciones se aplicarán a los representantes de la autoridad del Estado y a los particulares que participen como autores o cómplices o que inciten directamente a la perpetración de alguno de esos crímenes, o que conspiren para cometerlos, cualquiera que sea su grado de desarrollo, así como a los representantes de la autoridad del Estado que toleren su perpetración.




VI. OBLIGACIÓN DE EXTRADITAR




10. El Artículo III de la Convención dispone que los Estados Partes se obligan a adoptar todas las medidas internas que sean necesarias, legislativas o de cualquier otro orden, con el fin de hacer posible la extradición, de conformidad con el derecho internacional, de las personas responsables de los delitos descritos en ella.





VII. LEGISLACIÓN INTERNA.




11. La Ley 20.357, adoptada para dar cumplimiento a las obligaciones que Chile contrajo con ocasión de la ratificación del Estatuto de Roma, tipificó los crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra. Igualmente, contempló reglas para el delito de apartheid y la expulsión, subsumiéndolos -conforme al mismo esquema seguido en el Estatuto de Roma- en las conductas de lesa humanidad y especificando reglas respecto al apartheid, en relación con la determinación de la pena.




Para tales fines, la ley 20.357, bajo las categorías de delitos de lesa humanidad, genocidio y guerra, señaló las conductas específicas que recaen en esas categorías. La citada ley establece además, los elementos de contexto que se otorgaron por el citado Estatuto de Roma, respecto de las diversas categorías de delitos antes señaladas. Adicionalmente, la ley también en algunas oportunidades, cuando se consideró necesario, generó definiciones respecto de algunos términos, particularmente, respecto a los crímenes de lesa humanidad y de guerra.




12. En consecuencia, se entiende que las conductas descritas en la Convención sobre Imprescriptibilidad como crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad, de expulsión por ataque armado u ocupación y los actos inhumanos debidos a la política de apartheid, y el delito de genocidio se encuentran ya tipificados en la Ley 20.357 bajo las referidas categorías de crimen de lesa humanidad y genocidio, y crímenes y delitos de guerra.





13. Al respecto cabe además puntualizar, que las conductas de esa ley se encuentran conforme al Estatuto de Roma, el cual a la fecha de su adopción (julio de 1998) recogió lo que era considerado por el derecho internacional como crímenes de guerra y de lesa humanidad y genocidio, señalando además bajo esas categorías de crímenes las figuras delictivas específicas que se comprendían en las mismas. El Estatuto de Roma entonces, representa un estado más avanzado del derecho internacional respecto de los delitos que el acuerda, que el descrito en la Convención sobre imprescriptibilidad.




En tal sentido, las definiciones respecto de los delitos antes indicadas, contenidas en el Estatuto de Roma, y por ende en la ley chilena, pueden variar un tanto de las recogidas en El Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg.




14. Considerando lo anterior, si bien se considera que con la adopción de la legislación chilena se da cumplimiento, igualmente, a las disposiciones de la Convención sobre Imprescriptibilidad, en lo relativo a las definiciones de los crímenes a que ella se refiere, debería efectuarse una declaración al momento de la adhesión de Chile a dicho Instrumento, que precise que nuestro país entiende que las definiciones sobre los crímenes allí otorgadas han sido recogidas por el Estatuto de Roma, el cual refleja el derecho internacional vigente a la fecha de su adopción en esas materias, y que la ley chilena en consecuencia se ajusta a esas definiciones.




15. En lo relativo a la imprescriptibilidad y en conformidad a las normas del Estatuto de Roma, Artículo 29, debe mencionarse que el Artículo 40 de la referida Ley 20.357, estableció que la acción penal y la pena de los delitos previstos en ella no prescriben. Por tanto, en lo referido al Estatuto de Roma y a las conductas descritas en el mismo bajo las categorías de delitos de lesa humanidad, genocidio y guerra, la ley chilena ha declarado que son imprescriptibles. En consecuencia, bajo la legislación interna, Chile ya ha dado cumplimiento a las disposiciones del Artículo I y IV de la Convención sobre Imprescriptibilidad.





16. En cuanto al elemento temporal, efectivamente, la Convención contiene una norma que puede ser interpretada de manera retroactiva. No obstante, cabe señalar que el artículo 44 de la Ley 20.357 estableció respecto de los delitos que ella regula y que -como se indicara- comprenden los contemplados en la Convención, una disposición respecto a este elemento temporal que manifiesta: "Los hechos de que trata esta ley, cometidos con anterioridad a su promulgación, continuarán rigiéndose por la normativa vigente a ese momento. En consecuencia, las disposiciones de la presente ley sólo serán aplicables a hechos cuyo principio de ejecución sea posterior a su entrada en vigencia.".




De acuerdo con lo anterior, la ley chilena ya ha regulado el aspecto de la temporalidad de estos delitos sometiéndolos al principio de ejecución posterior a la entrada en vigencia. En tal sentido, se requeriría efectuar una declaración en la materia para hacer presente que la Convención se aplicará respecto de hechos cuyo principio de ejecución sea posterior a su entrada en vigor para Chile. Declaraciones en el mismo sentido han sido formuladas por México, al ratificar el 15 de marzo de 2002, y por Perú, al momento de adherir, el 11 de agosto de 2003, y respecto de las cuales no se han presentado objeciones por los Estados Parte.




17. En cuanto a la responsabilidad penal individual, la obligación de la Convención se entiende igualmente cumplida por Chile, bajo las reglas generales del derecho penal, contenidas en el Código Penal en su Título II, sobre las Personas Responsables de los Delitos y bajo las disposiciones de la referida Ley 20.357, que establece reglas específicas de autoría de los delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio en su Título III, denominado Disposiciones Comunes, y conforme al Capítulo 3, de su Título I, sobre Reglas comunes a los crímenes de lesa humanidad y genocidio, artículo 14, que se refieren a la conspiración para cometer genocidio o alguno de los crímenes de lesa humanidad.




Conforme a las reglas generales chilenas en materia penal, además no es necesario establecer reglas especiales en lo relativo a la responsabilidad penal individual para los delitos cometidos por autoridades representantes del Estado, dado que ellas se consideran igualmente autores de delitos.





18. En cuanto a las normas de extradición, el requisito se daría por cumplido conforme a las reglas previstas en los tratados suscritos por Chile en la materia y conforme a las reglas generales de extradición vigentes en Chile, contenidas en el Código Procesal Penal, (Arts. 431 y 440), que permiten la extradición tanto activa como pasiva, cuando los delitos sobre los cuales recaiga el proceso tengan asignada una pena privativa de libertad, superior a un año.




Las penas asignadas a los delitos de la Convención, que se encuentran establecidos en la ley 20.357 respecto de los crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra exceden de un año, considerando que la pena mínima a imponer bajo esa ley para dichos delitos, asciende a presidio menor en su grado máximo, la que conforme al artículo 56 del Código Penal va desde tres años y un día a cinco años.





VIII. NECESIDAD DE ADHERIR.





19. Conforme a lo expresado precedentemente, esta Secretaria de Estado es de la opinión que las conductas descritas en la Convención, conjuntamente con las obligaciones establecidas para los Estados que se hagan Parte de la misma se encuentran contenidas en el Estatuto de la Corte Penal Internacional, instrumento del cual Chile es Parte, así como en la legislación interna chilena, textos que recogen fielmente la evolución que ha experimentado el derecho internacional en la materia.





Esta circunstancia haría, en estricto rigor jurídico, innecesaria la adhesión a la Convención que nos ocupa. No obstante lo anterior, no existe obstáculo para que Chile adhiera a la Convención indicada si se considera que ello es concordante con uno de los pilares en los que se sustenta la política exterior chilena, cual es el respeto y la promoción de los derechos humanos.




20. La adhesión deberá efectuarse acompañada de una Declaración que en primer lugar se remita, en cuanto a la definición de los crímenes, a los contenidos del derecho internacional vigente, recogidos en los textos antes mencionados.




Al mismo tiempo la referida Declaración deberá establecer el principio de irretroactividad en la aplicación de la Convención recogido en la legislación chilena respecto de las conductas a las que se refiere la Convención.





21. En consecuencia, Chile efectuará una declaración al momento de adherir a la Convención del siguiente tenor:




"La República de Chile formula la siguiente declaración:





a. Las definiciones de las conductas establecidas en la Convención se entenderán de acuerdo a la evolución que ha experimentado el derecho internacional recogidas en el Estatuto de Roma y en la ley 20.357, que tipifica los crímenes de lesa humanidad y de genocidio y, crímenes y delitos de guerra.





b. Respecto de las conductas descritas precedentemente, la Convención será aplicable a hechos cuyo principio de ejecución sea posterior a la entrada en vigor de la misma para Chile.".





5.- Documento presentado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH).-




“1.- Antecedentes normativos:





Finalizada ya la Segunda Guerra Mundial, el 8 de agosto de 1945, Estados Unidos, el Reino Unido, el Gobierno Provisional de la República Francesa y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, firmaron el Acuerdo de Londres para el establecimiento de un Tribunal Militar Internacional, “para el enjuiciamiento de criminales de guerra cuyo delitos carezcan de una ubicación geográfica determinada”.
 Adjunto al Acuerdo, se establecía el Estatuto del Tribunal Militar Internacional, conocido como Tribunal de Nüremberg, el cual tendría competencia sobre cuatro categorías de crímenes internacionales: Crimen contra la paz; crímenes de Guerra; crímenes contra la Humanidad o de Lesa Humanidad y conspiración o complot para cometer cualquiera de estos crímenes.





1.1 Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nurremberg
a) Crímenes de guerra





El art. 6 letra b) del Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg, definió como crímenes de guerra, “... las violaciones de las leyes y de las costumbres de guerra”, agregando que “estas violaciones comprenden, sin que esta enumeración tenga carácter limitativo, el asesinato, los malos tratos o la deportación para trabajar en esclavitud o con cualquier otro propósito, de la población civil en los territorios ocupados, el asesinato o los malos tratos de los prisioneros de guerra, la ejecución de rehenes....” El Tribunal consideró los actos contenidos en esta categoría como delitos de Derecho Internacional y como tales estaban comprendidos en instrumentos internacionales anteriores a 1939: el Reglamento de La Haya sobre las Leyes y las Costumbre de la Guerra terrestre, anexo a las dos Convenciones de La Haya de 1899 y 1907, la Convención de Ginebra de 22 de agosto de 1864 (revisada en 1906 y 1929), etc.
b) Crímenes de lesa humanidad





El art. 6 c) del Estatuto del Tribunal Militar de Nüremberg establecía además la siguiente enumeración de Crímenes contra la Humanidad: “... el asesinato, el exterminio, la esclavización, la deportación y todo acto inhumano cometido contra cualquier población civil, antes o durante la guerra, o bien las persecuciones por motivos políticos, raciales o religiosos, cuando tales actos o persecuciones, hayan constituido o no una violación del derecho interno del país donde hayan sido perpetrados, sean cometidos al perpetrar un crimen sujeto a la jurisdicción del Tribunal o en relación con él”.




1.2. Resolución AG/ 3074 sobre “Principios de cooperación internacional en la identificación, detención, extradición y castigo de los culpables de crímenes de guerra, o de crímenes de lesa humanidad”




Los principios de Derecho Internacional reconocidos por el Estatuto y las Sentencias del Tribunal Militar Internacional de Nüremberg, fueron confirmados por la Asamblea General en la Resolución 95 (I) de 11 de diciembre de 1946. Posteriormente, se dictó la Resolución 3074 (XXVIII) de la Asamblea General de Naciones Unidas, de 3 de diciembre de 1973 que estableció los “Principios de cooperación internacional en la identificación, detención, extradición y castigo de los culpables de crímenes de guerra, o de crímenes de lesa humanidad”. Entre estos principios destacan:




“1. Los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad, dondequiera y cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido, serán objeto de una investigación, y las personas contra las que existen pruebas de culpabilidad en la comisión de tales crímenes serán buscadas, detenidas, enjuiciadas y, en caso de ser declaradas culpables, castigadas.




5. Las personas contra las que existan pruebas de culpabilidad en la comisión de crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad serán enjuiciadas y, en caso de ser declaradas culpables, castigadas, por lo general en los países donde se hayan cometido esos crímenes. A este respecto, los Estados cooperarán entre sí en todo lo relativo a la extradición de esas personas.





8. Los Estados no adoptarán disposiciones legislativas ni tomarán medidas de otra índole que puedan menoscabar las obligaciones internacionales que hayan contraído con respecto a la identificación, la detención, la extradición y el castigo de los culpables de crímenes de guerra o de crímenes de lesa humanidad.”.





En el ámbito exclusivo del Derecho Internacional Humanitario, los Convenios de Ginebra de 1949, consagran desde entonces el deber del Estado de persecución de los crímenes de guerra. Estos Convenios son: Convenio de Ginebra I, para mejorar la suerte de los heridos y enfermos de las Fuerzas Armadas en campaña; Convenio de Ginebra II, de los heridos y de los náufragos de las Fuerzas Armadas en el mar; Convenio de Ginebra III, sobre Prisioneros de Guerra y; Convenio de Ginebra IV, sobre protección de personas civiles en tiempo de guerra.





El artículo 3 común de los IV Convenios, estableció disposiciones para conflictos armados sin carácter internacional que ocurran en el territorio de alguna de las Partes y ordena se trate con humanidad a las personas que no participan de las hostilidades y a los miembros de las FFAA que estén fuera de combate, por cualquier causa (herida, detención, etc.). Dice además están prohibidos en cualquier tiempo y lugar atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio, las mutilaciones, las torturas, etc.





El art. 147 del IV Convenio estableció que se considerarán infracciones graves al Convenio los siguientes actos contra las personas: homicidio intencional, torturas o tratos inhumanos, atentar gravemente contra la salud o la integridad física, etc. Una disposición similar aparece en el art, 130 del Convenio sobre Prisioneros de Guerra (Convenio III). El mismo Convenio IV dispuso en su artículo 148 (art 131 del Convenio III) que ninguna parte podrá exonerarse a sí misma de las responsabilidades en que haya incurrido ella u otra parte, respecto de las infracciones del art. 147.





En definitiva, el art. 3 común, más los art. 147 del Convenio IV y el art. 13 del Convenio III, establecen obligaciones expresas a los Estados: prohíben el homicidio intencional, las torturas, los tratos crueles, etc. y la infracción de estos artículos, significa una infracción grave a los Convenios, de lo cual surgen diversas consecuencias. El art. 148 del Convenio IV y el art. 131 del Convenio III prohíben al Estado exonerarse a sí mismo de sus responsabilidades y además el Estado adquiere, de igual manera, responsabilidad internacional por las infracciones cometidas.




1.3.- La Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad





El 26 de noviembre de 1968, la Asamblea General de Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad.
 





La Convención señala en su preámbulo, que los crímenes de guerra y de lesa humanidad figuran entre los delitos más graves de derecho internacional y que la represión efectiva de estos crímenes, “es un elemento importante para prevenir esos crímenes y proteger los derechos humanos y libertades fundamentales, y puede fomentar la confianza, estimular la cooperación  entre los pueblos y contribuir a la paz y seguridad internacional”.
 En otras palabras, resalta el fin preventivo general de la sanción de los crímenes de guerra y de lesa humanidad.





El artículo 1º de la Convención declara imprescriptibles, los crímenes que a continuación se señalan, “cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido”.




a) Los crímenes de guerra. Según la definición del Estatuto del Tribunal de Nüremberg, los principios de derecho internacional de Nüremberg confirmados por la Asamblea General de las Naciones Unidas y las Convenciones de Ginebra de 1949.





b) Los crímenes de lesa humanidad. Cometidos tanto en tiempo de guerra como en tiempo de paz según la definición del Estatuto del Tribunal de Nüremberg, los principios de Derecho Internacional de Nüremberg confirmados por la Asamblea General de las Naciones Unidas, así como el apartheid y el genocidio.




El artículo 2º declara que la Convención se aplica, sin distinción, a las autoridades del Estado y a particulares, que hayan participado como autores, cómplices o hayan incitado directamente a la perpetración de esos crímenes y cualquier sea su grado de desarrollo.





En el artículo 3° se establece la obligación de las partes de adoptar todas las medidas internas que sean necesarias para hacer posible la extradición de las personas mencionadas en el artículo 2° y el art. 4° obliga a los Estados partes, a tomar las medidas legislativas o de otra índole, que fueran necesarias para que la prescripción de la acción penal o de la pena, establecidas por ley o por otro modo, no se aplique a los crímenes de guerra y de lesa humanidad y “en caso de que exista, sea abolida”.





1.3.1 Importancia de la Convención:





La Convención sobre Imprescriptibilidad constituye un hito en el Desarrollo del derecho Internacional de los Derechos Humanos y en el derecho Internacional Penal, en los siguientes aspectos:




1. Es el primer Tratado Internacional en ser acordado por la Asamblea General de Naciones Unidas que recoge los conceptos de Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad, según la Definición del Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nurremberg, conceptos que habían sido recogidos por las Resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946.
 





2. Establece expresamente el principio de imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de  Lesa Humanidad, definidos en el Estatuto de Nüremberg. Este principio ya estaba presente en los Convenios de Ginebra de 1949, respecto de los crímenes de guerra como prohibición de auto-exonerarse.




3. Establece el principio de extraditabilidad de los responsables de estos crímenes, incluso a los representantes de la autoridad del Estado.





4. Obliga a los Estados Partes a tomar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias para evitar que la prescripción de la acción penal o de la pena se aplique a los crímenes mencionados, incluida la obligación de abolirla en caso de que exista. 





1.4. Estatuto de la Corte Penal Internacional y Ley 20.357.





El 17 de julio de 1989 fue aprobado el Estatuto de la Corte Penal Internacional, el que entró en vigencia el año 2002. Chile suscribió el Tratado el 11 de septiembre de 1998 y lo ratificó el 29 de junio de 2009.





El art 5° del Estatuto define que serán competencia de la Corte, el crimen de genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra y el crimen de agresión.
 El art. 6° define el crimen de Genocidio, el art. 7 los crímenes de Lesa Humanidad y el art. 8° los Crímenes de Guerra. En el Artículo 29 establece además, que “los crímenes de la competencia de la Corte no prescribirán”.





Respecto de la vigencia de la competencia de la Corte, el art. 11 del Estatuto establece expresamente que “La Corte tendrá competencia únicamente respecto de crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto” y si un Estado se hace parte después de la Entrada en Vigor del Estatuto, la Corte podrá ejercer competencia con respecto a los crímenes cometidos después de la entrada en vigor respecto de ese Estado, salvo declaración de conformidad con el párrafo 3 del artículo 12.
 Es decir, respecto de Chile, la competencia de la Corte se inicia el 29 de junio de 2009, no teniendo facultades de conocer hechos acaecidos con anterioridad.





A fin de adecuar la legislación interna, el 26 de junio de 2009 se promulgó la Ley 20.357, que “tipifica los crímenes de lesa humanidad y genocidio y los crímenes y delitos de guerra”.
 Esta Ley tipifica los delitos ya mencionados y en su artículo 40 señala expresamente que “La acción penal y la pena de los delitos previstos en esta ley no prescriben”.




Respecto de su vigencia, la Ley 20.357 estableció en su art. 44: “Los hechos de que trata esta ley, cometidos con anterioridad a su promulgación, continuarán rigiéndose por la normativa vigente a ese momento. En consecuencia, las disposiciones de la presente ley sólo serán aplicables a hechos cuyo principio de ejecución sea posterior a su entrada en vigencia", es decir, a partir del 18 de julio de 2009.




En síntesis, el Estatuto de la Corte Penal Internacional tipificó el crimen de Genocidio, los Crímenes de Guerra y los crímenes de Lesa Humanidad y estableció expresamente la imprescriptibilidad de estos crímenes. En el plano interno, la Ley 20.357 tipifica estos crímenes en el Código Penal y establece también su imprescriptibilidad. Ambos instrumentos rigen a partir de su entrada en vigencia, es decir desde el año 2009 hacia adelante.




2.- Convención de Viena sobre Derechos de los Tratados





En términos generales la firma de un tratado es la forma en que un Estado manifiesta su voluntad de ser parte del mismo y compromete su voluntad política ante la comunidad internacional para adoptar las medidas de carácter interno que resulten necesarias para obtener su ratificación y constituirse en “Estado Parte”.





La firma constituye entonces una indicación de que el país tiene intención de someter el tratado a un análisis nacional y tomar en consideración su ratificación.




Si bien la Convención de Viena no contempla una norma que establezca que la ratificación es obligatoria ni un plazo para que se haga, el principio de la buena fe contemplado su artículo 23 impondría al menos la obligación de debatir en el plano interno la conveniencia de ratificar un tratado. Es importante tener presente que el principio de buena fe no solamente obliga una vez que se ha ratificado sino que durante la negociación y el proceso de ratificación. En efecto el art. 18 de la Convención de Viena establece la obligación de no frustrar el objeto y el fin de un tratado antes de su entrada en vigor, señalando que “Un Estado deberá abstenerse de actos en virtud de los cuales se frustren el objeto y el fin de un tratado: a) si ha firmado el tratado o ha canjeado instrumentos que constituyen el tratado a reserva de ratificación, aceptación o aprobación, mientras no haya manifestado su intención de no llegar a ser parte en el tratado; o b) si ha manifestado su consentimiento en obligarse por el tratado, durante el periodo que preceda a la entrada en vigor del mismo y siempre que esta no se retarde indebidamente”.





3.- Aplicación del Convenio sobre Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad en Chile





De ser ratificado el Convenio sobre Imprescriptibilidad, este regiría para adelante como cualquier tratado. Sin embargo, podría darse la discusión sobre la justiciabilidad de los delitos que tuvieran el carácter de crímenes de guerra o de lesa humanidad cometidos con anterioridad, en aplicación del art. 1 del Convenio que señala que estos delitos serán imprescriptibles, cualquiera sea el tiempo en que hubieran sido cometidos.





Esta discusión adquiere relevancia en relación a las causas judiciales por graves violaciones de derechos humanos cometidas durante la dictadura, que son consideradas por nuestros Tribunales como Crímenes de Guerra o de Lesa Humanidad. Sin embargo, esta problemática estaría superada, por cuanto el principio de imprescriptibilidad ha sido reconocido como una norma de jus cogens por el derecho internacional,
 así como por la jurisprudencia reiterada de nuestra Corte Suprema.





La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en sentencia de 26 de septiembre de 2006, en el Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile, señaló que “hay amplia evidencia para concluir que en 1973, año de la muerte del señor Almonacid Arellano, la comisión de crímenes de lesa humanidad, incluido el asesinato ejecutado en un contexto de ataque generalizado o sistemático contra sectores de la población civil, era violatoria de una norma imperativa del derecho internacional. Dicha prohibición de cometer crímenes de lesa humanidad es una norma de jus cogens, y la penalización de estos crímenes es obligatoria conforme al derecho internacional general”,
 agregando que la Corte Europea de Derechos Humanos se pronunció en el mismo sentido en el caso Kolk y Kislyiy v. Estonia.





En nuestro país, la E. Corte Suprema reconoció la vigencia de los Convenios de Ginebra y la consiguiente prohibición del Estado de auto exonerarse por las graves infracciones a los citados Convenios ya en el año 1998, en el Caso de Pedro Poblete Córdoba
, reiterando este pronunciamiento  en la Sentencia dictada en el proceso por el secuestro calificado de Miguel Angel Sandoval Rodríguez, donde se señala:




“Pues bien, a la data de los acontecimientos en análisis, indudablemente se encontraban vigentes, como hoy, los Convenios de Ginebra de mil novecientos cuarenta y nueve, ratificados por Chile y publicados en el Diario Oficial del diecisiete al veinte de abril de mil novecientos cincuenta y uno, que en su artículo 3° (Convenio relativo a la Protección de Personas Civiles en Tiempo de Guerra) obliga a los Estados contratantes, en caso de conflicto armado sin carácter internacional ocurrido en su territorio, que es justamente la situación de Chile durante el período comprendido entre el doce de septiembre de mil novecientos setenta y tres y el once de marzo de mil novecientos setenta y cinco, al trato humanitario incluso de contendientes que hayan abandonado sus armas, sin distinción alguna de carácter desfavorable, prohibiéndose en cualquier tiempo y lugar, entre otros: a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, y b) los atentados a la dignidad personal. Asimismo, ese Instrumento Internacional consigna en su artículo 146 el compromiso de sus suscriptores para tomar todas las medidas legislativas necesarias en orden a fijar las adecuadas sanciones penales que hayan de aplicarse a las personas que cometen, o den orden de cometer, cualquiera de las infracciones graves definidas en el Convenio; como también se obligan los Estados a buscar a tales personas, debiendo hacerlas comparecer ante sus propios Tribunales, y a tomar las medidas necesarias para que cesen los actos contrarios a las disposiciones del Acuerdo (...)”





Y a partir del año 2006, en la Sentencia de la Causa por los homicidios de Hugo Vásquez Martínez y Mario Superby Jeldres, la Corte Suprema reconoció la imprescriptibilidad ya no sólo de los crímenes de guerra sino también de los crímenes de lesa humanidad, señalando que si bien la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad no se encuentra vigente en Chile, nada se opone al reconocimiento del principio de imprescriptibilidad como norma de derecho consuetudinario y que en definitiva el Convenio estableció de manera convencional derecho ya vigente.





En efecto, la Corte señaló:




“Que el Derecho Internacional Convencional, advirtiendo que la aplicación a los crímenes de guerra y a los crímenes de lesa humanidad de las normas de derecho interno de los Estados, relativas a la prescripción de los delitos ordinarios, suscita grave preocupación en la opinión pública mundial, pues puede impedir el enjuiciamiento y castigo de los responsables de esos crímenes, estimó necesario legislar en ese nivel, asentando el principio de imprescriptibilidad de esa categoría de crímenes nefastos, a través de la denominada "Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad", adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución N° 2.391 (XXIII), de 26.11.1.968, en vigor desde el 11.11.1.970, pero no ratificada por Chile”. 





La Corte agregó que si bien la mencionada Convención “no se encuentra vigente en Chile, nada obstaría al reconocimiento de una norma de derecho consuetudinario y de sello similar que sí pueda vincular al Estado, en la medida que concurran los elementos que permiten acreditar la existencia de una costumbre jurídica internacional, cuales son la práctica de los Estados "como elemento material de ésta- y la "opinio íuris" internacional”.
 Y en el considerando décimo sexto, se agrega que “la ‘universalidad’ del principio de imprescriptibilidad, predicada en la Preámbulo de la Convención de 1.968, es demostrativa del carácter puramente declarativo que el instrumento internacional asigna a esa institución”, el que se refuerza en el art. 1 que señala que los crímenes de guerra y de lesa humanidad son imprescriptibles cualquiera sea la fecha en que hayan sido cometidos. Para la Corte, la Convención afirma la regla de la imprescriptibilidad mediante su positivación, “ya que ella operaba ya a la fecha como derecho consuetudinario internacional”, lo que se evidencia en los trabajos preparatorios de la Convención.
 En definitiva, para la Corte, la Convención sobre Imprescriptibilidad de crímenes de guerra y de lesa humanidad, “representa una costumbre internacional vinculante, aplicada ya desde casi 30 años antes de los sucesos pesquisados en este juicio, lo que confiere a dicha fuente del derecho internacional la duración que le proporciona sustento como elemento material suficiente de la misma”.





El principio de imprescriptibilidad de los Crímenes de Lesa Humanidad, ha sido reiterado por la Corte Suprema en numerosos fallos. Recientemente, en Sentencia de Remplazo dictada en el Caso por los homicidios calificados de campesinos en la localidad “Chihuio”, la Corte Suprema refiriéndose a las crímenes de guerra, contra la paz y de lesa humanidad, señaló que “entre las características que distinguen este tipo de transgresiones se destacan la imprescriptibilidad, la imposibilidad de amnistiarlos y de consagrar excluyentes de responsabilidad”.
 La Corte además concluyó que los hechos investigados, el homicidio calificado de 10  campesinos y trabajadores del Complejo Maderero y Forestal Panguipulli, constituía un crimen de lesa humanidad y era por tanto imprescriptible.





Tras la dictación de la Ley 20.357, se planteó la discusión sobre si la aplicación del principio de imprescriptibilidad a hechos ocurridos con anterioridad a la dictación de la Ley, violaba el principio de irretroactividad de la ley penal. La Corte Suprema desechó esta argumentación, señalando que la dictación de la ley mencionada, constituía, “una manifestación del cumplimiento, por parte de nuestra nación, de la obligación de adecuar la legislación interna a los parámetros impuestos por el derecho internacional sobre los derechos humanos, sin que su reciente promulgación puede ser interpretada como una falta de regulación previa en tal sentido, como si sólo a partir de esta nueva ley tendrían el carácter de atentados contra la humanidad y de imprescriptibles, delitos como el secuestro ya que tal planteamiento, por una parte, contradice la vigencia de los Convenios de Ginebra suscritos en el año 1949 y cuya aplicación ha sido sostenida en forma reiterada por esta Corte Suprema y por otra, conllevaría una suerte de involución del derecho interno en materia de derechos humanos, lo que por cierto no fue el espíritu del legislador al dictar esta nueva normativa” .





4.- Conclusiones:





a.- La Convención sobre Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad, suscrita por el Estado de Chile, estableció convencionalmente importantes principios de derecho Internacional que se encontraban ya presentes como parte de la costumbre y el derecho convencional anterior. A la fecha, estos principios constituyen además normas imperativas de derecho Internacional.





b.- De acuerdo a la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, el Estado de Chile en tanto signatario se encuentra obligado a debatir internamente la ratificación del Tratado y en base al Principio de Buena Fe, a no frustrar el objetivo y el fin del mismo.




c.- La ratificación del Estatuto de Roma y la adecuación de su legislación interna al mismo dan cuenta de la consistencia del Estado de Chile en el cumplimiento de sus obligaciones internacionales.




d.- En caso de entrada en vigor de la Convención sobre Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad, esta regiría para adelante. No obstante el principio de imprescriptibilidad así como las normas que establece la propia Convención han sido reconocidas como normas imperativas de Derecho Internacional General (norma de jus cogens) y por tanto de plena vigencia en Chile.
----------

I. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier colocó en discusión el proyecto.


El Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Hernán Salinas, expresó que la Cancillería no ha querido insistir en la tramitación de este proyecto, por cuanto se encontraría superado por el Estatuto de la Corte Penal Internacional, del cual nuestro país es parte.


Indicó que la Convención en estudio tiene por objeto declarar la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad, lo cual se encuentra estipulado en el artículo 29 del Estatuto de la Corte Penal Internacional, instrumento que cuenta con ciento veintiún ratificaciones, mientras que esta Convención sólo tiene cincuenta.


Precisó que el Estatuto de la Corte Penal Internacional, no sólo declara la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad, sino que también establece mecanismos para hacer aplicables los procedimientos en el derecho interno.


El Honorable Senador señor Orpis consultó que implicancia tiene aprobar este Convenio.


El señor Salinas respondió que existiría una duplicidad de normas, por cuanto el Estatuto de la Corte Penal Internacional ya consagra los mismos principios. En este sentido, agregó que el Estatuto de Roma tiene una mayor universalidad.


El Honorable Senador señor Orpis preguntó si un Estado que ha recurrido a la Corte Penal Internacional, podría, luego de aprobar la Convención en estudio, volver a solicitar lo mismo. Al respecto, consultó si se aplicaría el principio de cosa juzgada.


Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma inquirió cómo se vincula este Convenio con el Estatuto de la Corte Penal Internacional.


El señor Salinas contestó que el Estatuto de la Corte Penal Internacional tipifica los crímenes de competencia del Tribunal y establece un procedimiento complementario a los procedimientos internos. Añadió que dicho Estatuto se basta así mismo.


El Honorable Senador señor Tuma preguntó si se puede alegar la imprescriptibilidad en la Corte Penal Internacional.


El señor Salinas corroboró que los crímenes no prescriben en la Corte Penal Internacional.


El Honorable Senador señor Letelier indicó que le llama profundamente la atención que se diga que existiría una reiteración de normas, pues daría a entender que la Convención en estudio es superflua e irrelevante. Añadió que los conceptos de imprescriptibilidad de crímenes de guerra y de lesa humanidad han sido defendidos permanentemente por nuestro país.


Expresó que esta Convención no tiene que ver con la Corte Penal Internacional, por cuanto no tiene efecto retroactivo, sino que nos comprometemos ante la comunidad internacional para no utilizar el argumento de la prescripción. Agregó que los tribunales han señalado que los crímenes de guerra y de lesa humanidad son imprescriptibles, por lo cual no se abre la puerta a nuevos juicios, pero podría invocarse que no se extradite a una persona porque el crimen de guerra o lesa humanidad está prescrito. Afirmó que la Convención es un aporte al derecho internacional y, además, un compromiso ante la comunidad internacional.


El señor Salinas manifestó que estos principios ya están resguardados en otros instrumentos. Reiteró que el Estatuto de la Corte Penal Internacional establece la tipología y procedimiento para este tipo de crímenes. Añadió que esta Convención no tiene efecto retroactivo y que, de acuerdo a nuestra normativa interna, no puede rechazarse una extradición por motivos de prescriptibilidad.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que es redundante aprobar normas que se consagran en estatutos equivalentes.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó cuando se ratificó el Estatuto de la Corte Penal Internacional.


El señor Salinas respondió que el Estatuto de la Corte Penal Internacional se ratificó en el año 2009.

A su vez, el Honorable Senador Letelier inquirió si la Cancillería quiere que se apruebe el proyecto de acuerdo en cuestión.


El señor Salinas precisó que la Cancillería no ha activado este proyecto porque está cubierto por el Estatuto de la Corte Penal Internacional y por nuestra legislación interna.


El Honorable Senador señor Letelier preguntó si la Cancillería está a favor o en contra de la aprobación del proyecto de acuerdo, pues se debe precisar la responsabilidad de Chile en esta materia.


El Honorable Senador señor Kuschel expresó que el dejar en descanso proyectos pueden ser señales en materia de relaciones exteriores.


Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis señaló que hay una diferencia en cuanto al alcance, ya que la Cancillería dice que la imprescriptibilidad está cubierta y el señor Presidente dice que no.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que no concibe que no se apruebe este Convenio, basado en el argumento de que se repetirían principios de derecho internacional en instrumentos distintos. Añadió que puede entender que el Ejecutivo esté en contra o que considere que ya está cubierto. Solicitó invitar a especialistas para tratar esta materia.


En la siguiente sesión, la Directora del Instituto de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, manifestó la necesidad de avanzar en la ratificación de las Convenciones sobre de Derechos Humanos. Precisó Explicó que el surgimiento del concepto crímenes de guerra y lesa humanidad se dio en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional, conocido como Tribunal de Nuremberg, y en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.


Indicó que estos estatutos disponen que los crímenes de guerra y lesa humanidad deben ser juzgados y no admiten autoexoneración de responsabilidad. Agregó que las personas que se declaren culpables deben haber sido juzgadas en el lugar donde se cometieron los hechos, por lo tanto, se permite la extradición.


La señora Fries precisó que en el ámbito exclusivo del Derecho Internacional Humanitario, los Convenios de Ginebra de 1949, consagran desde entonces el deber del Estado de persecución de los crímenes de guerra. Indicó que el 26 noviembre de 1968 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y Crímenes de Lesa Humanidad.


Destacó que esta Convención sobre imprescriptibilidad constituye un hito en el desarrollo del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y en el Derecho Internacional Penal, en diversos aspectos, entre ellos: porque es el primer Tratado Internacional en ser acordado por la Asamblea General de Naciones Unidas que recoge los conceptos de Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad, según la definición del Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg; porque establece expresamente el principio de imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad, definidos en el referido Estatuto de Nuremberg; porque establece el principio de extraditabilidad de los responsables de estos crímenes, incluso los representantes de la autoridad del Estado; y porque obliga a los Estados Partes a tomar medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias para evitar que la prescripción de la acción penal o de la pena se aplique a los crímenes mencionados, incluida la obligación de abolirla en caso de que exista.


Agregó que el 17 de junio de 1989 fue aprobado el Estatuto de la Corte Penal Internacional, el cual entró en vigencia el año 2002. Precisó que nuestro país suscribió el Tratado el 11 de septiembre de 1998 y lo ratificó el 29 de junio de 2009. Indicó que este Estatuto tipificó el crimen de genocidio, los crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad, estableciendo la imprescriptibilidad de estos crímenes. Posteriormente, el 26 de junio de 2009, se promulgó la ley número 20.357, que tipifica los crímenes de lesa humanidad, genocidio y crímenes y delitos de guerra, estableciendo que la acción penal y la pena de los delitos previstos en dicha ley no prescriben.


Expresó que el hecho de que la Convención en estudio esté suscrita y no ratificada establece un piso mínimo de obligaciones. Añadió que se debe abrir un debate nacional y no realizar nada que afecte el objeto de la misma, pues se debe proceder de buena fe. 


Concordó en que se debe ratificar esta Convención, entre otras razones, porque en 1998 la Corte Suprema reconoció la vigencia de los Convenios de Ginebra y la consiguiente prohibición del Estado de autoexonerarse por las graves infracciones a los citados Convenios, en el caso Pedro Poblete Córdoba (Sentencia de la Corte Suprema de fecha 9 de septiembre de 1998, considerandos 9º y 10º), reiterando este pronunciamiento en la Sentencia dictada en el proceso por el secuestro calificado de Miguel Ángel Sandoval Rodríguez. Añadió que, en este sentido, la Corte Suprema ha aplicado esta normativa por tratarse de normas de ius cogens, las cuales deben respetarse aunque no se encuentre ratificada la Convención, procediéndose de buena fe. Advirtió que la Corte Interamericana ya sancionó a Chile, en el caso Almonacid, por violación de normas de ius cogens. 


Concluyó indicando que la Convención estableció principios del Derecho Internacional que se encontraban en la costumbre y normas imperativas de derecho internacional. Añadió que Chile debe ratificar esta Convención y no debe realizar acto alguno que afecte el objeto de la misma. Destacó que el principio de imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad constituye norma imperativa del derecho internacional y se han aplicado en el derecho nacional a través de la Corte Suprema.


El Subdirector de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Álvaro Arévalo, señaló que no tiene objeciones sustantivas al proyecto de la Convención. Añadió que existen reparos en cuanto a la aplicación temporal de la Convención, los cuales podrían ser cubiertos mediante una declaración interpretativa que haga aplicable la Convención desde su ratificación hacia el futuro. 


El Honorable Senador señor Orpis indicó que se planteó duplicidad de normas, por lo cual sería importante un informe del Ministerio de Relaciones Exteriores.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro precisó que la duplicidad se produce en muchos tratados y que la única dificultad se presenta cuando son contradictorios.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que la construcción del Derecho Internacional se realiza a través de principios que se consolidan en el tiempo, mediante la reiteración de los mismos. Indicó que una declaración interpretativa debe ser presentada en la Comisión. Agregó que la ratificación de esta Convención fortalece la posición internacional de nuestro país, en vez de debilitarla.


La señora Fries señaló que en materia de Derechos Humanos hay muchos tratados que vienen de la Convención de Derechos Humanos, como la igualdad ante la ley y seguridad individual. Resaltó que una cualidad del Derecho Internacional la constituye el uso de estas normas y el transcurso del tiempo, que permite, sin firmar una convención, obligar al Estado, por ejemplo, como las normas de ius cogens.


El señor Arévalo expresó que la duplicidad no obsta a la aprobación. La reiteración se da en principios pero si hay una norma en el derecho interno, no habría necesidad de aprobación. Esto se da más cuando la reiteración hace construir una norma.


A su vez, el Honorable Senador señor Orpis manifestó que cuando se dicte una nueva norma puede surgir la duda acerca del alcance de la misma.


El Honorable Senador señor Tuma consultó que países han ratificado el Estatuto de Roma.


El señor Arévalo precisó que en Latinoamérica han ratificado, entre otros, Argentina, Bolivia, Costa Rica, Honduras, Perú y Uruguay. No son parte ningún estado europeo ni tampoco Estados Unidos. En África muchos países de la ex órbita soviética han ratificado. Por último, en Asia son partes países como India, República Democrática de Corea, Mongolia, India, Laos y Vietnam.


En la siguiente reunión, el Canciller (s) señor Schmidt indicó que al momento de depósito del documento de la Convención se formularía una declaración del siguiente tenor:


“La República de Chile formula la siguiente declaración:


a. Las definiciones de las conductas establecidas en la Convención se entenderán de acuerdo a la evolución que ha experimentado el derecho internacional recogidas en el Estatuto de Roma y en la Ley 20.357, que tipifica los crímenes de lesa humanidad y de genocidio, y crímenes y delitos de guerra.





b. Respecto de las conductas descritas precedentemente, la Convención será aplicable a hechos cuyo principio de ejecución sea posterior a la entrada en vigor de la misma para Chile.”.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que no le parece necesario lo dispuesto en la letra b) de la declaración. Bastaría con los establecido en la letra a).


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que lo establecido en la letra b), además de redundante, podría ser mal visto a nivel internacional. Añadió que no existe acuerdo en la sociedad respecto de este debate. Agregó que en la ley N° 20.357, que fue condicionada, se pusieron los conceptos contenidos en la letra b), lo que hace que sea redundante por encontrarse contenido en el ordenamiento jurídico nacional.

 El Canciller (s) señor Schmidt sostuvo que esta Convención en estudio se encuentra superada por los hechos. Sin embargo, precisó que al momento de la adhesión se debe establecer una declaración, sea con este texto u otro. Añadió que la declaración se puede modificar, de forma que sea satisfactoria para todos.

El Honorable Senador señor Letelier recordó que en nuestro ordenamiento jurídico no existe la retroactividad de la ley, salvo situaciones excepcionales.

Reiteró que debe excluirse la letra b) de la declaración, por cuanto al momento de debatir sobre el Estatuto de Roma se solucionó este problema, estableciéndose el artículo 44 de la Ley 20.357, el cual cierra la posibilidad de juzgar a militares por caso de derechos humanos por la vía de dicho Estatuto.

En consideración a los planteamientos formulados por los Honorables Senadores de la Comisión el Canciller (s) señor Schmidt propuso reformular la declaración en los siguientes términos:

“La aplicación de la presente Convención se regirá por los términos previstos en la Ley 20.357.”.

La Comisión señaló su conformidad con el nuevo texto de declaración propuesto por el Ejecutivo.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Orpis, Pizarro y Tuma.  
----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución Nº 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968.”.
----------





Acordado en sesiones celebradas los días 19 de junio, 3 de julio, 14 de agosto y 11 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Jaime Orpis Bouchon, Jorge Pizarro Soto y Eugenio Tuma Zedán.




Sala de la Comisión, a 11 de septiembre de 2012.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,
Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HORVATH Y CHAHUÁN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA CON EL OBJETO DE PROHIBIR EL USO DE ALAMBRES EN LOS PALANGRES EN LA PESCA DE PEZ ESPADA

(8597-03)
El palangre de superficie es el aparejo de pesca utilizado en la pesquerías pez espada (Xiphias gladius) y otros peces istiofóridos. Este aparejo de pesca consiste básicamente en una línea madre con anzuelos y cebos, que es mantenida bajo la superficie, pudiendo alcanzar hasta 100 km. de longitud. Aunque la estructura del palangre es relativamente simple, su diseño y características operacionales, pueden afectar significativamente las tasas de captura y composición de especies. Una de las características que presentan las pesquerías palangreras a nivel mundial, es su bajo nivel de selectividad respecto a otras especies, principalmente tiburones pelágicos, los cuales pueden alcanzar más de un 50% de las capturas totales. Por otra parte, debido a que los precios de las aletas de tiburón son excesivamente elevados y la carne de bajo valor, los pescadores comúnmente remueven las aletas y desechan los cuerpos en una práctica llamada aleteo (que consiste en cortar las aletas de los animales y desechar el cuerpo), recientemente prohibida en Chile.

Dentro de los factores que inciden en la elevada captura incidental de tiburones se encuentran el uso de alambre en el reinal que es la última sección de las líneas verticales donde va el anzuelo y la carnada. El uso de alambre en el reinal, es reconocido como uno de los factores que impide que algunos tiburones puedan cortarlos al morderlos y escapar, a diferencia de los reinales de nylon monofilamento. En estudios recientes se ha demostrado que palangres con reinales de monofilamento, tienden a capturar más pez espada. Por el contrario los palangres con alambre capturan más tiburones. El uso exclusivo de reinales de monofilamento sin alambre, son una medida comprobada como efectiva para reducir la captura de tiburones en pesquerías cuyo objetivo son otras especies, como lo indican estudios realizados en Chile.

La pesca de tiburón es una pesca incidental, por ende el cambio del aparejo de pesca, (el cual originalmente era de monofilamento hasta unos 8 años atrás), significa una pesca dirigida, pesca que no ha sido regulada y que por ende no posee ningún tipo de manejo.

Por otra parte es sabido que los tiburones son especies altamente vulnerables, por su baja tasa reproductiva, longevidad y madurez tardía y medidas de manejo son necesarias para poder contener su desaparición. El 30% de las especies se encuentran en peligro o cerca del peligro de extinción, más del 40% no poseen información y muchas de ellas se podrían encontrar en similares condiciones que las mencionadas antes. Por otra parte la práctica del aleteo alcanza a más de 73 millones de tiburones muertos anualmente en todo el mundo básicamente por dicha práctica, lo cual afecta de forma importante a las poblaciones de tiburones en el mundo.

En consideración a lo anteriormente expuesto, por tanto, venimos en presentar la siguiente:

MOCION DE LEY

MODIFICA LA LEY DE PESCA Y ACUICULTURA ESTABLECIENDO LA PROHIBICIÓN DE USAR ALAMBRE EN LOS PALANGRES EN LA PESCA DE PEZ ESPADA

Artículo único.-

Agréguese el siguiente artículo 121 bis, pasando a ser el actual artículo 121 bis a ser artículo 121 ter de la Ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por Decreto Supremo N° 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992:

Artículo 121 bis.-

"Prohíbase en la pesca industrial y artesanal de pez espada, el uso de cualquier otro material que no sea un solo mono filamento de nylon, en toda parte del reinal del palangre hasta el anzuelo".
(Fdo.): Antonio Horvath kiss, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY, QUE MODIFICA LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES Y EL CÓDIGO AERONÁUTICO CON EL FIN DE SOMETER LA SOBREVENTA DE PASAJES EN LOS VUELOS A LOS PROCEDIMIENTOS DE LA LEY N° 19.496

(8602-03)
Exposición de motivos:
La aeronavegación comercial se ha expandido a gran escala en el contexto mundial durante los últimos cincuenta años, fenómeno del cual no ha estado ausente nuestro país, que se ha situado dentro de los estados más avanzados en lo que respecta a los estándares comerciales y de seguridad en la navegación.
Basta decir que, de acuerdo a cifras oficiales proporcionadas por la Dirección General de Aeronáutica Civil, el aeropuerto de Santiago registra anualmente una cifra aproximada a los diez millones de pasajeros que embarcan y desembarcan en las aeronaves de las distintas empresas y compañías aéreas que operan en nuestro país.

Cada día es mayor la posibilidad de que nuestros compatriotas puedan viajar, tanto dentro del territorio nacional como en las rutas hacia y desde el extranjero, en aeronaves comerciales.
Resulta indudable que ha contribuido a este mayor acceso a la aeronavegación comercial, la ampliación de la oferta, lo que no obstante ser ventajoso para los consumidores, puede provocar igualmente situaciones perjudiciales para los pasajeros, derivada de la falta de una regulación internacional que sea eficaz para afrontar los problemas que conllevan las suspensiones de operaciones de embarque y desembarque de pasajeros, por parte de los transportadores, sean éstas transitorias o definitivas.
En nuestra legislación, el artículo 133 del Código Aeronáutico establece que el transportador que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo boleto de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado, estará obligado a las prestaciones que señale el reglamento, sin perjuicio de las acciones de indemnización que correspondan, si no existiere una causa que lo exima de responsabilidad.
Se agrega en la misma disposición que si el viaje ya iniciado se interrumpiere o suspendiere por causa que no exima de responsabilidad al transportador, éste estará obligado, a sus expensas, a proporcionar mantención y hospedaje a los pasajeros.
Asimismo, dicha norma establece que el transportador, en tal caso, deberá ofrecerle, a elección de ellos, cualquiera de las siguientes opciones:
a) Reembolso del importe proporcional del trayecto no realizado;
b) Continuación del viaje, con la demora prevista para solucionar su interrupción;
c) Reanudación del viaje con otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, y
d) Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.

Pese a que el artículo 133 del Código Aeronáutico, contempla hipótesis tan precisas para casos de incumplimientos de los transportadores, en las formas antes descritas, no existe una norma que establezca la responsabilidad de los mismos, en caso de venta de sobrecupos de servicios aéreos, por cuanto el artículo 23 de la ley Nº 19.496, que fija normas sobre protección a los consumidores, y que contempla sanciones para los organizadores de espectáculos públicos y deportivos, que pongan en venta una cantidad de localidades que supere la capacidad del respectivo recinto, como asimismo para la venta de sobrecupos en los servicios de transporte de pasajeros, exceptúa expresamente de tales sanciones a la sobreventa de pasajes de transporte aéreo.

Estimamos que resulta más justo que en estos casos de sobreventa de pasajes aéreos, de la cual el usuario sola toma conocimiento al momento de presentarse en el respectivo aeropuerto, deban ser las propias aerolíneas o transportadores aéreos de pasajeros, quienes respondan frente a los consumidores –adquirentes de pasajes- lo que a su vez, permitiría que se ejerzan acciones judiciales expeditas, por parte de los afectados, de carácter colectivo, quienes, para garantizar el resultado de sus respectivas acciones,  podrían recabar y obtener medidas precautorias, tales como la retención o prohibición de enajenar y gravar de las aeronaves de las empresas estacionadas en nuestro país, y que hayan decidido dichas suspensiones.

Para tal efecto, estimamos que debe establecerse una regla especial que regule estos casos, suprimiéndose la exención de sanción contemplada en el artículo 23 43 de Ley Nº 19.496, que así lo contemple.

Y asimismo incorporar un inciso tercero nuevo al artículo 133 del Código Aeronáutico, que establezca que la sobreventa de pasajes en un determinado servicio aéreo de transporte, da derecho al usuario a denunciar este hecho, en conformidad a las normas de la ley 
Nº 19.496, pudiendo entablar las acciones indemnizatorias que dicho cuerpo legal contempla.

En mérito a las consideraciones antes expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1º.- Modifíquese el artículo 23 de la ley 
Nº 19.496, suprimiéndose su oración final que es del siguiente tenor: “con excepción del transporte aéreo”.
Artículo 2º.- Modifíquese el artículo 133 del Código Aeronáutico, incorporándose un inciso tercero nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, del siguiente tenor:
“Los pasajeros que se hubieren presentado oportunamente, cuyo boleto de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado y no puedan embarcarse por haberse producido una sobreventa de pasajes en dicho vuelo, podrán denunciar el hecho, en conformidad a las normas de la ley Nº 19.496 y ejercer las acciones indemnizatorias pertinentes, de acuerdo al procedimiento que en ella se contempla”.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y LAGOS, PARA PEDIR A S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA INICIATIVA DE LEY QUE AUTORICE LA APLICACIÓN DE TRIBUTOS DE CLARA IDENTIFICACIÓN LOCAL A LA RECUPERACIÓN PATRIMONIAL Y EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA CIUDAD DE VALPARAÍSO, INCLUIDA EN EL LISTADO DE SITIOS QUE FORMAN PARTE DEL “PATRIMONIO CULTURAL DE LA HUMANIDAD”

(S 1515-12)
Considerando:

1º.-
Que con fecha 27 de septiembre de 2002, se publicó el Decreto Supremo Nº 205, del Ministerio del Interior, en virtud del cual, el Presidente de la República de la época, don Ricardo Lagos Escobar, creó una Comisión Asesora para el desarrollo de la ciudad de Valparaíso, designando a sus integrantes y determinando sus funciones.

2º.-
Que entre los fundamentos que se tuvieron en vista para la dictación de este decreto, se menciona “la necesidad de implementar planes, programas y proyectos orientados a fomentar el máximo desarrollo y aprovechamiento de las potencialidades de Valparaíso como ciudad portuaria, centro cultural, artístico, universitario y sede de empresas vinculadas a la tecnología informática, todo ello en conjunto con su postulación ante organismos internacionales para su reconocimiento como ciudad patrimonio de la humanidad”.

3º.-
Que en el mismo decreto se consigna que corresponde a dicha Comisión, entre otras funciones, proponer al Presidente de la República, las acciones que a su juicio resulten convenientes llevar adelante para el logro de que Valparaíso sea ciudad patrimonial, turística y cultural, atractiva para vivir y trabajar y asimismo, proponer a la máxima autoridad nacional, planes, programas y proyectos de desarrollo tendientes a mejorar el nivel de vida de los habitantes de la ciudad, preservar sus construcciones y edificaciones que formen parte de su acervo histórico cultural, así como la conservación y mejoramiento de los recursos naturales existentes en ella.

4º.-
Que con fecha 2 de julio del año 2003, los integrantes del Comité Ejecutivo del programa patrimonial de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), votaron unánimemente por incluir el casco histórico de la ciudad de Valparaíso, en el listado de sitios que forman el “Patrimonio Cultural de la Humanidad”.

5º.-
Que como era de esperar, dicha noticia fue recibida con gran alegría por parte de las autoridades y habitantes de Valparaíso, ya que constituyó la culminación de un arduo y sostenido esfuerzo de distintas fuerzas y organizaciones ciudadanas  para obtener este reconocimiento de tan importante organismo internacional.

6º.-
Que no obstante el legítimo regocijo que esta declaración causó en la comunidad porteña, es del caso señalar que habiendo transcurrido ya diez años desde que se constituyera la comisión asesora presidencial antes mencionada, y casi once desde que la ciudad fuera declarada como “Patrimonio Cultural de la Humanidad”, no se han obtenido todos los objetivos que se impusieron a la citada entidad asesora y que justificaron su creación.

7º.-
Que en efecto, si bien se contó con un crédito del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) para financiar el Programa de Recuperación y Desarrollo Urbano de Valparaíso (PRDUV), impulsado por la Municipalidad de la ciudad y desde el año 2007 se ha venido elaborando un Plan Director de Gestión Patrimonial, que como instrumento de gestión, administración y operación del sitio patrimonial,  consta de diversas fases y etapas, es un hecho que hasta ahora no se ha logrado el objetivo de consolidar plenamente la protección y conservación integral de este sitio declarado Patrimonio Mundial, para mantener dicha  declaración, de modo de constituya una oportunidad para el desarrollo de esta ciudad puerto.

8º.-
Que resulta indudable que a esta situación han contribuido factores ajenos a los esfuerzos realizados en este sentido, tales como el incendio que afectó a parte importante del sitio, ocurrido en la calle Serrano el 3 de febrero de 2007, que destruyó muchas edificaciones patrimoniales y el terremoto que impactó a varias  regiones del país y que también causó graves daños estructurales en diversos edificios de la ciudad, de carácter patrimonial.

9º.-
Que en tal virtud, y a fin de evitar que la ciudad ingrese a la Lista de Patrimonio en Peligro, como ya ha sostenido por algunos expertos en la materia, estimamos que sin perjuicio de los esfuerzos realizados por el municipio porteño, en conjunto con otras entidades públicas y privadas, se hace necesario contar con una ley especial que permita lograr en el más breve plazo la recuperación y desarrollo de la ciudad de Valparaíso, teniendo presente por otra parte, que ya no se cuenta con los recursos que en su oportunidad proporcionó el Banco Interamericano de Desarrollo.

10º.-
Que para tal efecto,  resulta interesante contar con la experiencia que en esta materia se puede obtener de la República del Ecuador, que promulgó su Ley Nº 82, publicada en Registro Oficial de ese país,  el 16 de diciembre de 1987, y que fue impulsada con motivo de haberse declarado a su capital, Quito, como Patrimonio Cultural de la Humanidad en el año 1978.

11º.-
Que dicho cuerpo legal,  creó el Fondo de Salvamento del Patrimonio Cultural (FONSAL), entregando su administración a la Municipalidad de Quito, para cuyo financiamiento se estableció un gravamen del 3% al precio de venta al público de las entradas de cada una de las localidades de los espectáculos públicos que se efectuaren en esa ciudad y asimismo dispuso el traspaso durante los tres años siguientes a la publicación de esa ley, del 10 % del denominado Fondos de Emergencias Nacionales de dicha nación.

12º.-
Que la aplicación de la citada ley durante sus veinticinco años de vigencia, ha permitido la recuperación de cientos de edificios del Centro Histórico de la capital ecuatoriana, lo que unido a la conciencia de sus habitantes de la identidad patrimonial de su ciudad, ha incentivado en el ámbito privado la inversión en la rehabilitación de múltiples edificios, lo que ha convertido a Quito en una de las ciudades más hermosas de nuestro continente y de gran atracción turística.

13º.-
Que en nuestro país, también resulta factible que se puedan aplicar tributos a bienes que tengan una clara identificación local, por parte de las autoridades pertinentes, para el financiamiento de obras de desarrollo, por permitirlo expresamente así, la norma contenida en el inciso final del numeral 20 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

14º.-
Que por todo lo expuesto, se hace necesario contar con un instrumento legal, de carácter especial,  que logre a la mayor brevedad la plena recuperación patrimonial y el desarrollo integral de la ciudad de Valparaíso, para que mantenga inalterablemente su carácter de ciudad patrimonial, reconocimiento para el cual tanto esfuerzo hicieron diversas organizaciones ciudadanas, ley que dada su naturaleza, requiere de la iniciativa exclusiva de S. E., el Presidente de la República.

Por las consideraciones que anteceden,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S. E., el Presidente de la República, el envío al Congreso Nacional, de un proyecto de ley, que tenga por finalidad la recuperación de la ciudad-puerto de Valparaíso, que ostenta la calidad de “Patrimonio Cultural de la Humanidad”, y que mediante la aplicación de determinados tributos a dicho propósito, se pueda lograr tanto la mantención de dicho reconocimiento como el desarrollo integral de la ciudad.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.

11

PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, PARA PEDIR A LA MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL QUE ADOPTE LAS RESOLUCIONES CONDUCENTES PARA EL RECONOCIMIENTO DE LOS BENEFICIARIOS DEL PROGRAMA DE INVERSIÓN EN LA COMUNIDAD, QUE SE ENCUENTREN CONTRATADOS POR LAS MUNICIPALIDADES EJECUTORAS, COMO TRABAJADORES PARA TODOS LOS EFECTOS LEGALES

(S 1516-12)
Considerando:

1º.-
Que la ley Nº 20.128, publicada el 30 de septiembre de 2006, dispuso en su artículo 2º, la creación de un Programa de Contingencia contra el Desempleo, con el objeto de financiar iniciativas o programas intensivos en el uso de mano de obra, bonificar la generación de empleos y, en general, todas las demás medidas que se definan para paliar contingencias de desempleo a nivel nacional, regional, provincial o comunal.

2º.-
Que por su parte, el artículo 3º de este mismo cuerpo legal, prescribe las condiciones en que dicho programa debe operar, y a su vez, mediante Decreto Supremo Nº 1, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, de fecha 2 de enero de 2009, se establece que el Programa de Inversión en la Comunidad tiene como objeto el financiamiento de obras o acciones en el ámbito local, mediante proyectos intensivos en el uso de mano de obra, contratada al efecto y que presenten un claro beneficio comunitario.

3º.-
Que el artículo 3º de dicho cuerpo reglamentario, contempla la ejecución de proyectos por transferencia directa de recursos, a través de las Intendencias, que pueden ejecutarlos en forma directa o a través de convenios con organismos públicos o mediante contrato con agentes privados, y de igual forma, la ejecución de los proyectos puede hacerse a través de convenios, lo que se hace fundamentalmente a través del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE).

4º.-
Que la gran mayoría de estos proyectos se ejecutan a través de los diversos municipios, los que de acuerdo al artículo 2º del reglamento se orientan a beneficiarios entre 18 y 65 años, que sean trabajadores desempleados, que tengan la calidad de jefes de hogar y que vivan, preferentemente, en regiones o comunas que presenten tasas de desocupación superiores al promedio del desempleo nacional.

5º.-
Que para dicho efecto, las municipalidades suscriben contratos de trabajo con los beneficiarios del Programa, para llevar a cabo actividades que benefician a las respectivas comunas, especialmente relacionadas con el barrido de calles, mantención de áreas verdes y pertenecen a los sectores más vulnerables de las comunas en que opera este Programa.

6º.-
Que no obstante la existencia de estos contratos, que les otorga la calidad de trabajadores, y por ende, afectos a la legislación laboral pertinente, es del caso señalar que no se les hace acreedores a los beneficios ordinarios o extraordinarios que distintos cuerpos legales les otorgan, lo que indudablemente constituye una discriminación que no resulta aceptable.

7º.-
Que en este orden de ideas, cabe destacar que la Contraloría General de la República, ha determinado en su Dictamen Nº 0056633N05, de fecha 2 de febrero de 2005, que los municipios, cuando actúan como ejecutores de programas de absorción de cesantía, financiados con recursos fiscales, pueden contratar mano de obra con sujeción a las normas del Código del Trabajo, como es el caso en análisis.

8º.-
Que en tal virtud, no cabe sino concluir que los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad, que se encuentren contratados por las municipalidades, tienen la calidad de trabajadores, para todos los efectos legales, para lo cual se hace necesario la dictación de un acto administrativo por parte de la Ministra del Trabajo y Previsión Social que así lo precise, para evitar interpretaciones disímiles o erróneas, que los perjudiquen y los discriminen frente a otros trabajadores.

En mérito a lo expuesto, 

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a la Sra. Ministra del Trabajo y Previsión Social, que dicte el acto administrativo pertinente, con el objeto de precisar que los beneficiarios del Programa de Inversión en la Comunidad que se encuentren contratados por las municipalidades ejecutoras, tienen la calidad de trabajadores, para todos los efectos legales.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, PARA SOLICITAR AL MINISTRO DE SALUD LA DEROGACIÓN DE LA NORMA QUE OBLIGA A LOS MÉDICOS ESPECIALISTAS, QUE SE INSCRIBAN COMO TALES EN EL ARANCEL DEL FONDO NACIONAL DE SALUD, CONTAR CON UNA ANTIGÜEDAD DE ONCE AÑOS EN EL EJERCICIO DE SU PROFESIÓN

(S 1517-12)
Considerando:

1º.-
Que el Decreto Supremo Nº 57, del Ministerio de Salud, dictado el año 2007, pero que fue publicado en el Diario Oficial con fecha 6 de noviembre de 2008, contiene el Reglamento de Certificación de las especialidades y subespecialidades de los prestadores individuales y de las entidades que las otorgan.

2º.-
Que en el artículo 2º transitorio de dicho texto reglamentario, se establece lo siguiente: 
“Durante el plazo de siete años a partir de la publicación en el Diario Oficial de este decreto, se reconocerán como certificadas las especialidades o subespecialidades referidas en este Reglamento, respecto de aquellos profesionales que, a la fecha de esta publicación, se encuentren en algunas de las situaciones descritas a continuación:
1º.-
Quienes posean un título o grado académico relativo a dichas especialidades o subespecialidades otorgado por una Universidad del Estado o reconocida por éste.
2º.-
Quienes posean un certificado extendido por las corporaciones de derecho privado denominadas Corporación Nacional Autónoma de Certificación de Especialidades Médicas (CONACEM), o por la Corporación Nacional Autónoma de Certificación de Especialidades Odontológicas (CONACEO) u otras cuyos estatutos contemplen entre sus objetivos emitir certificaciones o acreditaciones de especialización o subespecialización y que se encuentren realizando tales actividades a la fecha de publicación de este Reglamento.
3º.-
Quienes mantengan un convenio vigente con el Fondo Nacional de Salud para la atención en Modalidad de Libre Elección y en él sean reconocidos como especialistas o subespecialistas mediante los mecanismos que dicho Fondo haya establecido formalmente.
4º.-
Quienes se hayan desempeñado como especialistas o subespecialistas durante a lo menos cinco años en establecimientos asistenciales del Sistema Nacional de Servicios de Salud, hecho que debe ser certificado por el Director del Servicio de Salud en el cual preste sus servicios.
5º.-
Quienes se hayan desempeñado como especialistas o subespecialistas durante a lo menos cinco años en establecimientos asistenciales dependientes de alguna de las instituciones pertenecientes a la Defensa Nacional, a Carabineros de Chile o a su Dirección de Previsión, hecho que debe ser certificado por, según corresponda, el Director de Sanidad del Ejército o la Armada, el Jefe de la División de Sanidad de la Fuerza Aérea, el Director de Salud o el Director de de Previsión de Carabineros de Chile.

6º.-
Quienes se hayan desempeñado como especialistas en medicina legal durante a lo menos cinco años en el Servicio Médico Legal, hecho que debe ser certificado por el Director de dicha institución.
Para que los profesionales indicados en los numerales anteriores se acojan a lo establecido en el inciso primero, deberán solicitar a la Superintendencia su incorporación en el registro de especialidades y subespecialidades, presentando los originales o copias autorizadas que demuestren dichas situaciones, o autorizándole a solicitar dicha información a las instituciones mencionadas, La Superintendencia deberá dejar expresa constancia en el mencionado registro del origen de este reconocimiento de certificación”.

3º.-
Que por su parte, la Resolución Exenta 
Nº 277, de fecha 6 de mayo de 2011, que establece normas técnico administrativas para la aplicación del arancel del Régimen de Prestaciones de Salud del Libro II del DFL Nº 1 del año 2005, del Ministerio de Salud, en la modalidad de Libre Elección, en su artículo 7.1.2. denominado “Especialidad Médica”, inserto en el párrafo 7, “Grupo 01 Consultas y Visitas Médicas”, prescribe lo siguiente:
“Podrán inscribir prestaciones establecidas en el Arancel para una determinada especialidad, los médicos que cumplan las condiciones y requisitos que considera en su artículo segundo transitorio el DS 57/2007 del Ministerio de Salud, publicado el 6 de noviembre de 2008, que aprobó el “Reglamento de certificación de las especialidades y subespecialidades de los prestadores individuales y de las entidades que la otorgan.”

4º.-
Que no obstante la clara y expresa remisión que la disposición antes transcrita hace a la norma transitoria ya citada del mencionado reglamento, es del caso consignar que en el artículo 7.1.5 de la misma resolución, denominado “Consulta Médica de Especialidades” (cód. 01-01-003), se dispone lo siguiente:
“Es la atención  profesional otorgada a un paciente, por un médico que disponiendo de una especialidad según lo establecido en el punto 7.1.2 anterior, se encuentre inscrito como especialista en el Fondo Nacional de Salud y disponga de una antigüedad a lo menos de once años de ejercicio de su profesión, o por una entidad que cuente con especialistas acreditados ante el Fondo, cumpliendo con los once años de ejercicio profesional exigidos. Tratándose de médicos que hayan obtenido el título profesional en el extranjero, se exigirá requisito de antigüedad de once años, desde la fecha de titulación acreditada ante el FONASA”.

5º.-
Que como se puede advertir de la lectura de ambos cuerpos normativos,  el Reglamento de Certificación de las especialidades y subespecialidades de los prestadores individuales y de las entidades que las otorgan, reconocerá como certificadas las especialidades o subespecialidades médicas por un plazo de siete años, contado desde la publicación del mismo, sin embargo, la resolución ya citada impone un plazo de once años de ejercicio de su profesión además de su inscripción como especialista en el Fondo Nacional de Salud, para que la atención que un médico brinde a los pacientes sea considerada como atención profesional de especialista o subespecialista.

6º.-
Que tal exigencia, contenida en un acto administrativo de menor jerarquía que el texto reglamentario, impone, en nuestro concepto una mayor carga a los profesionales médicos que brindan este tipo de atenciones a los pacientes, por cuanto si se les ha reconocido como certificada su especialidad o subespecialidad en el plazo que dicho reglamento contempla, no se justifica que además se les exija un plazo adicional de ejercicio de su profesión, que la citada resolución fija en once años.

7º.-
Que en tal virtud, estimamos que debe derogarse esta  exigencia adicional, permitiéndose que los médicos especialistas y subespecialistas puedan inscribir las prestaciones establecidas en el Arancel, con el solo cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 2º transitorio del Decreto Supremo Nº 57 antes citado, sin que se les impongan otras condiciones, como la ya transcrita.

Por las consideraciones expuestas precedentemente, 

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar al Sr. Ministro de Salud se sirva dictar una resolución que derogue la exigencia contenida en el artículo 7.1.5 de la Resolución Exenta Nº 277, de fecha 6 de mayo de 2011, en cuanto obliga a los médicos especialistas que se inscriban como tales para brindar prestaciones de salud en el Arancel del Fondo Nacional de Salud, además de estar inscritos en el mismo, contar con una antigüedad de once años de ejercicio de su profesión, plazo que en el caso de los médicos que hayan obtenido su título profesional en el extranjero, debe contarse desde la fecha de titulación acreditada ante dicha entidad, manteniéndose para tales efectos, solamente los requisitos establecidos en el artículo 2º transitorio del Decreto Supremo N1º 57, publicado el 6 de noviembre de 2008.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.

� Estudio de 48 meses Enero 2008 a Dic. 2011 de las tasas publicadas por la SBIF de los créditos consumo cuota.


-Método considera el promedio entre el mínimo y el máximo de la publicación SBIF mes a mes para cada institución. Caso representado es crédito por MM$ 1 (45 UF) a 3 años.


 Para el Costo Fondo, se utiliza serie de DAP institucionales a 3 años plazo, clasificación N-1.


 El Riesgo de Crédito corresponde a la índice publicado por la SBIF de cada institución.





� Resultado Calzado Consumo Cuota y Microcrédito año 2011 de las Cooperativas


� Ir a página…..


� En el nuevo plazo que se abrió para presentar indicaciones, hasta el día 10 de julio de 2012, el Honorable Senador señor Zaldívar hizo llegar a la Comisión las siguientes observaciones en relación a la propuesta de los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Tuma, concordada con el Ministerio de Hacienda sobre la TMC. Señala que  “ésta perfecciona en buena medida las indicaciones anteriores y va en la dirección correcta en términos de prudencia y gradualidad, pero hay 4 puntos que considero hay que tener presente:





1.- Los guarismos en el sistema de cálculo son insuficientes para evitar la pérdida de acceso al crédito en los segmentos de mayor exposición al riesgo. El spread aditivo para las operaciones entre O u UF 30 debiera ser 25 puntos para mantener una TMC de 42% (con posibilidad de llegar a un 40%). En este sentido, cabe recordar el informe del BC, que afirma que en un escenario positivo de la economía, la restricción del acceso podría llegar a 12% pero que en un ciclo restrictivo ésta podría llegar al 18%, lo que representa casi un millón de personas.





2.- La base de cálculo de la TIC debiera incorporar todas las operaciones de los agentes de crédito, tanto bancarios como no bancarios, y además considerar las operaciones crediticias de 1 a 5.000 UF. Esto es muy importante para que el promedio resultante sea más representativo de la realidad de los créditos respecto de los cuales se quiere legislar.





3.- El mecanismo adoptado para inyectarle gradualidad al sistema es confuso. La transición expresada en rebajas de 0.5% quincenal de la actual TMC tiene complicaciones operacionales y no se justifica hacerlo con esa periodicidad. Es mejor realizarlo con rebajas periódicas mensuales de 1.0 %.





4.- Las consideraciones que hace la propuesta para contemplar los posibles efectos de la crisis internacional en la economía de nuestro país, debiera ser perfeccionada, porque tal como está diseñado el mecanismo se aplicaría en forma muy retardada, cuando ya el problema de contracción del crédito y su impacto a nivel macro sea mayúsculo. Podría ser el BC y su Consejo el que resuelva y proponga al Congreso el mecanismo anti contracción crediticia para que esto se realice con los mejores criterios técnicos y a una velocidad adecuada que permita anticiparse a la crisis.”.





� El oficio señala:


“1. Me refiero a su oficio individualizado en ANT., mediante el cual solicita a esta Superintendencia, en el marco de la discusión de los proyectos de ley relativos al interés máximo convencional, Boletines N° 7.786-03 y N° 7.932-03 refundidos, que precise con la mayor claridad qué constituye interés y qué no lo es, en el ámbito de lo establecido por el artículo 2° de la Ley N°18.010.





2. Sobre el particular, cumplo con expresar a Ud. que, actualmente las operaciones de crédito de dinero se encuentran reguladas por la Ley N°18.010, que las define en su artículo 1° como "aquéllas por las cuales una de las partes entrega o se obliga a entregar una cantidad de dinero y la otra a pagarla en un momento distinto de aquel en que se celebra la convención". La misma ley, en su artículo 2° expresa que en las operaciones de crédito de dinero, constituye interés toda suma que recibe o tiene derecho a recibir el acreedor, a cualquier título, por sobre el capital o el capital reajustado según corresponda.





3. Cabe hacer presente que el cuerpo legal antes referido, solo entrega a esta Superintendencia una labor específica, referida a la determinación de las tasas de interés corriente, según lo dispuesto en su artículo 6°, sin dotarla de facultades generales de interpretación respecto del sentido y alcance de sus restantes disposiciones.





4. En ese contexto, y con el fin de velar por el cumplimiento de la obligación antes mencionada, esta Superintendencia, haciendo uso además de las facultades que le entrega la Ley General de Bancos, ha incorporado en el Numeral 7.1 del Capítulo 7-1 de su Recopilación Actualizada de Normas, el concepto dé tasa efectiva de los créditos, destinado a determinar cuáles cobros se deben incluir y excluir en el cálculo del interés, para el sólo efecto de determinar si una operación excede la tasa máxima convencional.





5. De acuerdo con lo anterior, los bancos que otorguen créditos que contemplen el pago de importes adicionales a la sola devolución del capital más sus reajustes e intereses devengados, deberán determinar la tasa efectiva del crédito, considerando todos los pagos que el deudor debe realizar, incluyendo aquellos que se pudieren efectuar bajo la forma de comisiones o por otros conceptos, tales como gastos por obtención de informes comerciales, verificación de domicilio, gastos de tramitación u otros cargos que impliquen de hecho pagar un mayor precio por el dinero prestado.





6.  Asimismo, quedan excluidos del cálculo de la tasa efectiva solamente los siguientes importes de cargo del deudor:


a) Impuesto de timbres y estampillas.


b) Gastos notariales.


c) Gastos inherentes a bienes recibidos en garantía, esto es, los incurridos para la tasación de los bienes, los conducentes a la inscripción o registro de prendas o hipotecas, incluido el estudio de títulos y redacción de escrituras, y el pago de las primas de seguros sobre tales bienes.


d) Pagos de primas de seguros de desgravamen y de cesantía, cuando


sea el caso.





7. Al mismo tiempo, la obligación de considerar las comisiones para calcular los intereses efectivos de un crédito, no comprende aquellas comisiones que los bancos cobren por actos complejos en que se presta un servicio bancario complementario o diferente de la operación de crédito de dinero.





8. Sin perjuicio de lo señalado, y en aquellos ámbitos que excedan la función específica que la Ley N°18.010 ha asignado a esta Institución, la única instancia competente para resolver si un determinado cobro constituye o no interés son los tribunales de justicia, de acuerdo con los procedimientos que la ley establece. Resaltar esto parece de la mayor relevancia, atendida la variedad de productos financieros que constituyen operaciones de crédito de dinero en los términos de la Ley N°18.010 y las complejidades de cada operación.





9. Finalmente, cumplo con expresar a Ud. que esta Superintendencia entiende que la materia consultada está tratada en el proyecto de ley que motiva su oficio, específicamente en el Articulo 10 N°1 propuesto, que pretende modificar el actual artículo 2° de la ley N°18.010, y por tanto se encuentra siendo precisamente discutida en el Congreso Nacional.”.





� El Mercurio viernes 31 de agosto, pagina B5.


Recuadro 9, titulado: 


"Tercer mito: el futuro de la tasa máxima convencional".


"Se habla de la rebaja de la "tasa máxima convencional" (TMC) como un peligro ineludible.


Para algunas empresas, donde el negocio financiero es su pilar fundamental, podría ser cierto. Pero no nos quita el sueño, porque la hoja de ruta de la nueva Polar no se basa - como en "la vieja La Polar" - en el "negocio financiero", sino en un marcado enfoque retail, y nuestros planes ya contemplan una rebaja en la TMC... hemos aprendido la lección y no necesitamos que nos la recuerden."





� Se hace presente que respecto de este numeral se aprobó, con modificaciones, la indicación N° 1, Artículo N° 1, N° 4, Boletín N° 7.786-03, cuyo texto es idéntico al aprobado en general por el Senado, razón por la que no se incluye como modificación en este Capítulo.


� Esta declaración fue modificada posteriormente como se detalla en las páginas 30 y 31 del informe.


� Art. 1 Acuerdo de Londres.


� Los Convenios de Ginebra fueron suscritos por Chile el 12 de agosto de 1949 y sus ratificaciones depositadas en Berna el 12 de octubre de 1950, entrando en vigor para Chile 6 meses después. Fueron publicados por Decreto N° 752 de Relaciones Exteriores, el 5 de diciembre de 1950 y publicados en el Diario Oficial los días 17, 18,19 y 20 de abril de 1950.





� Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su Resolución 2391 (XXIII), de 26 de noviembre de 1968. Su entrada en vigor fue el 11 de noviembre de 1970, de conformidad con el artículo VIII.


� Convención Sobre Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad,  preámbulo. 


� Resolución Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 “Extradición y Castigo a los Criminales de Guerra” y Resolución Asamblea General de las Naciones Unidas 95 (I) de 11 de diciembre de 1946, “Confirma los Principio de Derecho Internacional reconocidos por el Estatuto del Tribunal de Nüremberg”.





� Respecto de la Agresión la Corte ejercerá competencia una vez que sea definido, de acuerdo a los mecanismos establecidos en el mismo Estatuto. Art. 5 N° 2.


� El art. 12 párrafo 3, se refiere a la situación de un  Estado no parte, cuya aceptación fuere necesaria a efectos de que la Corte ejerza su competencia, el Estado podrá consentir que la Corte ejerza su competencia respecto del crimen de que se trate.


� Publicada en el Diario Oficial el 18 de julio de 2009.


� Norma de jus cogens, según el art. 53 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, es “una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario.” y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter”.


� CIDH, sentencia Caso Almonacid Arellano y otros vs, Chile, párrafo 99.


� Ídem, párrafo 100.


� S.C.S., de 09.09.1998, cit., considerandos 9º y 10º.


� Sentencia Rol 514-2004 de 17.11.2004, Considerando 34º.


� S.C.S de 13.12.2006, Rol Nº 559-04, Considerando 12°.


� Ídem, Considerando 13°.


� Ídem, considerando 16°. Además, la Corte reitera que el derecho convencional  puede tener un efecto declarativo, “cuando el tratado se comporta como la expresión formal de normas consuetudinarias preexistentes sobre la materia, limitándose por tanto su rol a la constatación de la existencia de la norma y la fijación de su contenido. Las disposiciones convencionales que cumplen con la fórmula descrita, obligan internacionalmente, con independencia de la entrada o no en vigor del texto que las contiene y aun respecto de Estados que no forman parte del tratado” (considerando décimo séptimo).


� Ídem, considerando 17º.


� Sentencia C.S. Rol 8314-09. , de 27.1.2011. Considerando 11º.


� Sentencia C.S. Rol 8314-09. , de 27.1.2011. Considerando 28º.


� Sentencia C.S. Rol 3378-09, de 29.9.2009, considerando 23º. Además, la Corte Suprema en el mismo fallo hace referencia a la historia del establecimiento de la ley, en el sentido que los autores de la ley señalaron que la iniciativa tenía por fin perfeccionar y adecuar la legislación chilena en miras a avanzar a la ratificación del Estatuto de la Corte Penal Internacional. Se cita al Subsecretario General de la Presidencia, Edgardo Riveros quien expresamente señaló que la Ley no tendría aplicación retroactiva ni podría interferir en los procesos sobre causas de derechos humanos por violaciones cometidas a partir del año 1973. Por tanto, para la Corte ese es el sentido que debe darse al artículo 44 de la Ley, que dispone que los hechos cometidos con anterioridad a su promulgación, continúen rigiéndose por la normativa vigente a ese momento.
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